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EDITORIAL

Formalidades, informalidades, 
derechos y marginaciones 
sociales y urbanas

	 Este número es producto del trabajo colaborativo entre el Programa Interdisciplinario de la 
Universidad de Buenos Aires sobre Marginaciones Sociales - PIUBAMAS y la Revista Cuestión Urbana 
(FCSs/UBA). El foco del numero es: “Formalidades, informalidades, derechos y marginaciones sociales 
urbanas” y en su amplitud se buscó reproducir la diversidad de temas en los que trabajan los equipos 
de investigación que participan de PIUBAMAS. Programa, que procura generar conocimiento para dar 
respuesta a los principales problemas actuales referidos a la producción y reproducción de las margina-
ciones sociales, considerando a la Universidad como un actor central, capaz de intervenir activamente 
en el abordaje de los problemas sociales que interpelan a la sociedad, y así promover la reflexión y la 
acción de las políticas públicas en torno a su abordaje y solución. 

	 En clave con los párrafos precedentes, en este numero de Cuestión Urbana convergen diferen-
tes temáticas y perspectivas. Se recorren temas como hábitat, salud, redes sociales, juventud, género y 
trabajo. En todos los casos el enfoque se orienta a pensar las vulnerabilidades y la intervención desde 
diferentes perspectivas, resultado el denominador común la preocupación de los investigadores por la 
persistencia de las marginalidades y la necesidad de problematizar sobre la configuración urbana de 
los problemas sociales. 
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	 Los artículos, siguiendo la línea editorial de esta revista, apuntan a reflexionar sobre los proce-
sos de producción y reproducción de marginaciones sociales y urbanas, focalizando las tensiones que 
generan las formalidades e informalidades sociales en el medio urbano. 

	 Se debe considerar que este número se terminó de confeccionar ya avanzado el periodo del 
aislamiento social preventivo obligatorio (ASPO) impuesto por la pandemia COVID 19. Entendemos 
que atravesamos un momento donde los trabajos de análisis previos a la irrupción de la pandemia 
en nuestro contexto, si bien entran en tensión con los cambios que experimenta hoy la sociedad, son 
indispensables para poder entender la evolución de la cuestión social pos emergencia COVID y en ese 
sentido cobra valor la fotografía conceptual que teníamos de los problemas antes del distanciamiento 
obligatorio y la emergencia sanitaria. El impacto que tendrá esta crisis socio sanitaria en materia de 
pobreza y desigualdades será un desafío para el estudio de las marginalidades sociales a mediano y 
la largo plazo y en este sentido se actualiza el rol de programas como el PIUBAMAS, así como el de 
revistas como CU que buscan acercar la distancia entre la academia y el mundo de las políticas sociales 
urbanas. 

Equipo editorial conjunto
PIUBAMAS y Cuestión Urbana 
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Cuestión Urbana: ¿Es posible hacer un análisis de 
las acciones de gobierno en este contexto de pan-
demia y que nos expliques sobre las gestiones que 
emprendieron desde el Observatorio del Derecho 
a la Ciudad (ODC) en conjunto con organizaciones 
sociales y políticas?

Jonatan Emanuel 
BALDIVIEZO*

*. Fundador y Presidente del Observatorio del Derecho a la Ciudad -ODC-. Fundador de la Asociación por la 
Justicia Ambiental –AJAM-. Abogado en cuestiones de Derechos Humanos, Derechos Ambientales y Derechos 
Urbanos. Investigador en el Instituto Superior de Urbanismo, Territorio y el Ambiente de la Facultad de 
Arquitectura, Diseño y Urbanismo de la Universidad de Buenos Aires. e-mail: jonatan.baldiviezo@gmail.com

por Sandra Inés Sánchez

Jonatan Baldiviezo: Desde el ODC, tenemos una 
caracterización del gobierno de Horacio Rodríguez 
Larreta como un gobierno que tiene una faz discur-
siva de la buena gestión, pero qué, en lo concreto 
operativiza políticas en forma muy ineficiente. Por 
otra parte, ejerce la política entendiéndola como 

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0

EL EJERCICIO DE DERECHOS
EN LA CIUDAD

Año 4 Nro. 7 - JUNIO 2020
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el arte de transformar lo público en privado y eso 
lo demuestra la privatización histórica que se ha 
realizado en estos últimos 13 años en la Ciudad 
de Buenos Aires, donde aproximadamente se han 
privatizado 500 hectáreas de tierra pública entre 
ventas y concesiones. Y por otra parte, la imple-
mentación de políticas expulsivas y excluyentes 
de los sectores populares en la ciudad.

En plena pandemia, muchos de los aspectos que 
antes se encontraban ocultos o camuflados por 
la protección mediática hacia Larreta, salieron a 
la luz en estos meses. Los temas que salieron a 
la luz dan cuenta de hechos de corrupción, por 
ejemplo, la compra de barbijos con grandes so-
breprecios, en donde el gobierno con diferencia 
de días, le pagaba a intermediarias el doble del 
precio que luego pagaba para comprarle a los fa-
bricantes directos del producto, en este caso los 
barbijos, o compraba a otras intermediarias bar-
bijos que nunca llegaron. El GCBA tuvo que ir a la 
justicia para acusar de estafa a los intermediarios 
y tratar de recuperar algo del dinero que se había 
pagado por adelantado. Según surge del análisis 
de los expedientes, el GCBA contrató empresas 
que no tenían antecedentes con la producción y 
elaboración de barbijos, sino que se dedicaban al 
rubro informático. Sorprende que las invitaciones 
no se remitieran a las empresas que producen 
los barbijos, sino a empresas intermediarias, cuasi 
fantasmas.

Este tipo de irregularidad también se vió con 
la compra de tests a China, donde durante dos 
meses el gobierno estuvo tratando de conseguir 
que se cumpliera el contrato y finalmente terminó 
cancelando esa compra para iniciar otra. Durante 
dos meses estuvieron respondiendo las empresas 
intermediarias que no podían cumplir con el con-
trato, que iban a ofrecer un material distinto y 
luego que iban a ofrecer una cantidad inferior. 
Con posterioridad, incluso le exigían al GCBA que 
se estipulara una cláusula nueva de indemnidad, 
donde la empresa no se hacía cargo si los tests 
funcionaban o no. Todo esto, luego de haber fir-
mado los contratos y de haber transferido la to-
talidad del dinero. En este caso, el GCBA terminó 
recuperando solamente el 80% y el otro 20% lo 
perdió en gastos de gestión. Pero más allá del 
dinero que se perdió, se perdió tiempo. Se per-
dieron dos meses en esa contratación y se demo-

ró dos meses para iniciar otra contratación para 
abastecer un elemento escencial. 

El establecimiento del aislamiento social obligatorio 
tenía como uno de sus objetivos otorgar al gobierno 
la posibilidad de prepararse para esta pandemia. 
El GCBA no fue para nada previsor. No se equipó 
antes del establecimiento del aislamiento social 
obligatorio, cuando ya se conocía la existencia 
de esta pandemia y sus efectos en China y Europa. 
Y una vez establecido el aislamiento, las com-
pras de mayor número de elementos, las com-
pras más importantes de barbijos, elementos de 
protección personal para el personal de la salud, 
tests, fracasaron. Esto generó la gran carencia de 
elementos de protección personal en los hospi-
tales. 

La cuestión de hacer negocios con intermediarios 
en las contrataciones públicas fue una de las pro-
blemáticas preponderantes durante esta pandemia: 
¿por qué el estado cuando compra grandes canti-
dades en forma reiterada tiene que acudir a inter-
mediarios? Obviamente, este mecanismo de contra-
tación genera un sobrecosto, un sobreprecio. Y eso 
lo vimos no solamente en estas grandes compras 
de elementos de protección personal para la salud, 
sino también en la compra de alimentos. 

Cuando se suspendieron las clases presenciales 
en las escuelas, el Estado, que prestaba el servi-
cio de alimentación a los estudiantes en los esta-
blecimientos educativos, tuvo que establecer un 
sistema de entrega de bolsones quincenales, de-
nominado canasta escolar nutritiva. Allí descubri-
mos que el gobierno pagaba alrededor de $1500 
por cada canasta a las empresas intermediarias 
cuando el valor de los productos de la canasta 
era de $750, la mitad. Los otros $750 eran costos 
operativos de la empresa, pago de salarios, y ob-
viamente, la ganancia de las empresas. Resultaba 
mucho más apropiado, entregar directamente los 
$1500 a las familias y que sean las familias las que 
compren la mercadería. De esa forma, las familias 
conseguirían comprar el doble de los productos 
que recibían por parte de las empresas. Para sim-
plificar, el Estado otorga $1500 a las empresas por 
bolsón y a las familias les llega solamente $750 
en alimentos. Estos valores surgen del propio re-
conocimiento de la estructura de costos realizada 
por el GCBA y las empresas que informan que del 
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Hacia fines del mes de junio, se aprobó la ley 
nacional N° 27.550 que modifica la Ley N° 26.206 
autorizando la educación a distancia. En esta ley 
se establece que se deberá atender la provisión 
de recursos tecnológicos y conectividad que pro-
muevan la igualdad educativa con condiciones de 
calidad.

Otra de las políticas que el GCBA no logró o no 
tuvo la intención de adecuar al contexto de la cri-
sis sanitaria, es la política habitacional destinada 
a las personas en situación de calle. Esta política 
de derivar a las personas en situación de calle a 
paradores, o entregar un subsidio para que las 
personas se enfrenten al mercado para conseguir 
una vivienda, ha sido cuestionada por diferentes 
y múltiples colectivos en los últimos años. Se ha 
denunciado que los paradores no son una solu-
ción habitacional. La propia Ley N° 3706 prohíbe, 
ó, mejor dicho, considera que las personas que 
están en paradores siguen en situación de calle y, 
en consecuencia, no es una solución habitacional 
ni cumple con el derecho a la vivienda. Por lo 
tanto, hay un mandato legal que obliga a superar 
esa propuesta de paradores por otra que garanti-
ce una vivienda adecuada.

En el contexto de la pandemia, la aglomeración de 
personas en paradores viviendo en espacios no 
mayores a cuatro metros cuadrados por persona, 
genera un incremento de los riesgos de propaga-
ción de los contagios. Cuando hablamos de para-
dores, no solamente afirmamos que es una viola-
ción del derecho a la vivienda, sino también una 
violación al derecho a la salud. Pero el GCBA de-
cidió incrementar la cantidad de paradores en vez 
de, por ejemplo, remitir o localizar a las personas 
en situación de calle en hoteles, como hizo con 
los repatriados que volvieron al país. Y por más 
protocolos que aplicó, por ejemplo, en el parador 
de Retiro, se terminaron contagiando noventa y 
cuatro personas, casi la totalidad del parador, una 
vez que ingresó el coronavirus y rompió el cerco 
comunitario del parador. Esto demuestra que el 
GCBA, ni siquiera en estas condiciones extremas, 
ha decidido modificar las políticas que vienen fra-
casando hace más de una década.

Otra de las políticas que mostraron su inercia fue 
el abastecimiento de agua en las villas o barrios 
populares de la Ciudad de Buenos Aires. Durante 

100 por ciento del costo de los bolsones solo el 
50% corresponde a los alimentos.

Lo mismo sucedió con los bolsones que compra-
ron para llevar alimentos a los barrios popula-
res. Pagaron $1200 por bolsón en una compra de 
30.000 bolsones y el valor de los alimentos que 
recibían las familias rondaba los $600/$700: nue-
vamente un sobreprecio del casi 100%. 

Estos cuestionamientos al sistema de contratacio-
nes realizadas por el GCBA, llevaron a la renuncia 
de varios funcionarios del Ministerio de Salud y 
al anuncio de que se establecería una plataforma 
más transparente. Pero en mi opinión, no es tanto 
la transparencia lo que solucionaría este proble-
ma, sino la obligación del Estado de contratar sin 
intermediarios.

El Estado también demostró una falta de adecuación 
de las políticas preexistentes a la realidad de la pan-
demia, por ejemplo, en el ámbito educativo. Con la 
suspensión de clases presenciales se pasó de una 
educación presencial a una a distancia con moda-
lidad virtual. Y esta continuidad pedagógica exigía 
que los estudiantes tuvieran acceso a computadora 
y a Internet. El GCBA suspendió las clases presen-
ciales a mediados de marzo y desde esa fecha no 
preparó el sistema para aquellos alumnos y alumnas 
que no tenían acceso a estos bienes. Desde el ODC, 
la CLIC y el IPYPP presentamos una acción de am-
paro, justamente para solicitar que se garantice el 
derecho a la educación. El derecho a la educación, 
en este contexto, inevitablemente, exige que los 
estudiantes cuenten con dispositivos informáticos 
acordes y acceso libre y gratuito a internet. 

El juez Gallardo, quien lleva adelante la causa 
judicial, ordenó al GCBA garantizar acceso a in-
ternet de forma gratuita y entregar un dispositivo 
informático a todo estudiante en condición de 
vulnerabilidad social. Esa sentencia fue dictada 
hace dos meses y hace dos meses que el GCBA 
la está incumpliendo. Sigue entregando compu-
tadoras a cuentagotas, estableciendo restriccio-
nes que la justicia ordenó que dejaran de existir. 
Se ha apercibido a la ministra de educación y 
al jefe de gobierno, Rodríguez Larreta, con una 
denuncia y con la remisión de los expedientes a 
la Justicia penal para que investigue la posible 
comisión de delitos.
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la pandemia, varios barrios sufrieron cortes pro-
longados de agua, lo que no es una novedad. 
Desigualdad en el acceso a los servicios públicos 
que existe desde hace décadas. Sólo que ahora, 
siendo el agua un elemento de prevención tan 
necesario en esta crisis, se esperaba que el GCBA 
adoptara también políticas distintas para abordar 
esta problemática. Sin embargo, siguió prestando 
el servicio deficiente de camiones cisterna o ca-
miones aguateros, sin modificaciones al que pres-
taba previamente a la pandemia, 

Hizo falta también presentar otra acción judicial 
desde el ODC, la Cátedra Libre de Ingeniería 
Comunitaria (CLIC), el Instituto de Pensamiento 
y Política Pública (IPyPP) y el Frente Salvador He-
rrera, solicitando que el GCBA realice modificacio-
nes sustanciales al sistema de prestación de este 
servicio público. También en este caso se dictó 
una medida cautelar que se encuentra incumplida 
hace varios meses, y donde el GCBA ni siquiera se 
ha dignado a presentar documentos respondien-
do a las órdenes judiciales para acreditar que está 
cumpliendo con estas medidas judiciales.

Otra de las políticas que han demostrado la inefi-
ciencia estatal tiene que ver con la elaboración de 
los protocolos. A meses de declarada la pandemia 
a nivel mundial y del establecimiento del aisla-
miento social obligatorio, la ciudad no contaba 
con un protocolo integral para barrios populares 
y COVID-19, y también fue necesaria otra acción 
judicial para que el GCBA elabore ese protocolo. 
Tampoco contaba, ó incluso sigue sin contar, con 
un protocolo integral para el manejo del COVID-19 
en los paradores. No existe un protocolo para el 
manejo del COVID-19 en edificios residenciales, 
mucho menos en inquilinatos. Durante meses el 
GCBA tuvo la posibilidad de preparar estos proto-
colos y no lo hizo, hubo una decisión o una desi-
dia, de no atender a los sectores más vulnerables 
frente al coronavirus. 

Todo este panorama nos lleva a la pregunta de 
si hubo cierta perversidad del GCBA de orientar o 
permitir el contagio masivo de estos sectores, una 
especie de voluntad de sacrificarlos. Porque hoy, 
por ejemplo, nos enteramos de que la mitad de la 
población del barrio Carlos Mugica se encuentra 
contagiada, porcentaje muy elevado con relación 
al resto de la ciudad. Y similar situación segura-

mente, han vivido el resto de los barrios popula-
res. Por lo tanto, surge nuevamente la pregunta: 
¿fue una acción deliberada o fue inoperancia, que 
justo los sectores que tienen menos capacidad 
económica, que sufren la falta de acceso a los 
servicios, sean los que hayan sufrido con mayor 
peso la pandemia del coronavirus? 

Otro de los ejes de la gestión del gobierno en 
estos meses de pandemia estuvo relacionado con 
la continuidad de los negocios inmobiliarios en la 
ciudad; descubrimos que, por ejemplo, se otorgó 
un permiso de obra que no respeta el código ur-
banístico al empresario Mindlin, en el barrio de 
Belgrano; también descubrimos que se otorgaron 
permisos de obras que también violan el código 
urbanístico a las empresas IRSA y Portland, para 
construir un emprendimiento inmobiliario deno-
minado “Ciudad Palmera”, en terrenos aledaños 
a los playones ferroviarios de Caballito. En este 
caso, el permiso ambiental, denominado técnica-
mente certificado de aptitud ambiental, fue otor-
gado, sin respetar la Ley de Evaluación Ambiental, 
la Ley N° 123 de la Ciudad.

La Legislatura avanzó con la rezonificación de 
dos predios para poder venderlos: el triángulo 
de Salguero y predios Ferroviarios en Villa Cres-
po en la Comuna 15. Allí la justicia federal dictó 
dos medidas cautelares para que no se avanzara 
con esta venta; a raíz de que la legislatura no 
pudo tratar estos proyectos. Estuvo casi un mes 
sin sesionar, como si no hubiera temas urgentes. 
También aprobó la legislatura la posibilidad de 
hacer audiencias virtuales porque muchos proyec-
tos relacionados con la venta de tierras públicas 
y con la modificación de código urbanístico para 
negocios y la especulación inmobiliaria se encon-
traban paralizados porque no se podía convocar a 
audiencias presenciales. 

Otra de las facetas tiene que ver con la concen-
tración del poder público e institucional. Se votó 
una ley de superpoderes en la Legislatura, en la 
que prácticamente el presupuesto queda a mer-
ced del jefe de gobierno. Se autorizó al jefe de 
gobierno a suspender la vigencia de leyes, y a mo-
dificar contratos, pliegos, que antes debían pasar 
por la Legislatura. Uno de los ejercicios de estas 
facultades ha sido modificar la contratación de la 
ECOBICI, permitiendo que la empresa sólo habilite 
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200 de las 400 estaciones, y que pueda aplicar 
multas, facultad que antes tenía únicamente el 
poder ejecutivo.

CU: ¿Qué opina de los métodos de consulta y otros 
procedimientos de democracia ciudadana que tie-
ne la ciudad? 

JB: En lugar de tener una democracia representa-
tiva que delega el poder en el Jefe de Gobierno, 
como ha sucedido en esta crisis, tenemos que 
avanzar con el cumplimiento de la constitución de 
la ciudad que establece que la ciudad, debe orga-
nizarse como una democracia participativa. 

Esta democracia participativa no se agota en el ejer-
cicio del derecho a voto cada dos años ni con la 
participación en las audiencias públicas, sino que 
cada una de las decisiones de las políticas urbanas 
debe ser adoptada con la ciudadanía como co-de-
cisora. No solamente participando en reuniones 
informativas, o rendición de cuentas, sino que la 
democracia participativa exige que la decisión sea 
compartida entre el gobierno y la ciudadanía, y prin-
cipalmente de los colectivos afectados por estas de-
cisiones. También, reconoce que es imposible que 
la complejidad de los temas pueda ser abordado 
solamente por algunas/os funcionarias/os. Parte del 
reconocimiento de que existe un gran conocimiento 
en la ciudadanía, apuntando a la desconcentración 
del poder y el ejercicio de las decisiones. 

La democracia participativa tiene mucho que ver 
con la desmercantilización del acceso a los bie-
nes, el acceso a los servicios públicos, y en los 
casos de la vivienda, también con su desfinan-
ciarización. No existe democracia participativa si 
la ciudadanía no se apropia en forma literal de 
su ciudad, y con esto sostenemos que tenemos 
que empezar a hablar de la desconcentración de 
la tierra urbana. En la Ciudad de Buenos Aires se 
ha promovido un proceso de inquilinización ja-
más visto en su historia, y eso ha generado una 
división de clases entre propietarias e inquilinas, 
donde las familias inquilinas deben transferir un 
gran porcentaje de sus ingresos todos los me-
ses, equivalente al 40% y 50%, para que la clase 
propietaria siga comprando tierra urbana y siga 
concentrando el poder. Por ese motivo, la des-
mercantilización de la ciudad implica discutir la 
acumulación de tierras, e implica que las familias 

inquilinas no renuncien a la propiedad privada, 
que puede ser colectiva, comunitaria o individual, 
pero al fin y al cabo propiedad privada distribuida 
igualitariamente.

CU: ¿Cómo cree que deberían orientarse las polí-
ticas urbanas con posterioridad a este escenario?

JB: Estos ejes analizados nos hacen pensar que 
se tienen que proponer y repensar muchísimos 
temas en la ciudad durante y con posterioridad 
a la pandemia. Una de esas cuestiones es justa-
mente la que el gobierno ha iniciado, que es la 
rediscusión de la actualización del Plan Urbano 
Ambiental, la ley más importante de la ciudad, 
que regula los lineamientos más importantes de 
la vida urbana. Esta discusión es muy necesaria 
ya que la actual planificación fue pensada para 
la ciudad de los años 90. Así que estamos veinte 
años atrasados en repensarla, y la cuestión de la 
crisis sanitaria, económica y habitacional, amerita 
que se rediscuta esta planificación.

Obviamente, cada vez que este gobierno ha dis-
cutido la planificación, el resultado ha sido se-
guir favoreciendo enclaves o nichos inmobiliarios 
en detrimento de las necesidades reales de los 
porteños y porteñas. Por este motivo, desde la 
ciudadanía hemos conformado la coordinadora 
“La ciudad Somos Quienes la Habitamos”, con el 
objeto de consensuar el diagnóstico, establecer 
las prioridades, y ofrecer propuestas. Hasta el mo-
mento se han realizado más de cinco encuentros 
temáticos y por comunas, la mayoría de ellos con 
salas de zoom completas. 

Otro de los lineamientos a futuro es avanzar ha-
cia servicios públicos universales, donde toda la 
ciudadanía tenga acceso y que no haya nadie que 
quede excluido por no tener la capacidad eco-
nómica para acceder a esos bienes. Es decir, te-
nemos que avanzar hacia la desmercantilización 
y desfinanciarización de los servicios públicos. 
Y no hablamos desde el ODC solamente de los 
servicios públicos domiciliarios, sino también de 
los servicios públicos no domiciliarios, como la 
salud, la educación, el transporte y la vivienda. 
La vivienda debe ser concebida como un derecho 
humano y por lo tanto también como un servicio 
público. Cuando las familias inquilinas no pueden 
tener la chance de ser propietarias en toda su 
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vida, las transformas en deudoras perpetuas. Y 
si una persona para acceder a un derecho tiene 
que transformarse en una deudora perpetua, eso 
implica que ese derecho se ha desvanecido para 
transformarse en una mercancía regulada por las 
leyes del mercado, es decir la ley del más fuerte.

CU: ¿Que otros temas comprenden una agenda al-
ternativa? 

JB: El tercer lineamiento a futuro tiene que ver con 
cómo afrontamos la crisis climática. No se pue-
den seguir adoptando políticas como el relleno 
del Río de la Plata, con la finalidad de construir 
grandes proyectos inmobiliarios suntuosos, seguir 
destruyendo espacios verdes, incrementando la 
contaminación del aire sin considerar las grandes 
trasformaciones climáticas que se están generan-
do a nivel mundial. Uno de los lineamientos in-
soslayables tiene que ver con la justicia ecoló-
gica. La Ciudad de Buenos Aires debería liderar 
culturalmente la transformación socio-económica 
para adecuarse a los nuevos tiempos climáticos.

A la justicia socio-económica y ecológica se tiene 
que sumar la justicia de género, para que las des-
igualdades urbanas dejen de recaer principalmen-
te sobre las mujeres. A estos cuatro lineamien-
tos que deben vertebrar la planificación hay que 
concebirlos según una dimensión territorial que 
contemple la situación del área metropolitana. La 

Ciudad de Buenos Aires no termina en la General 
Paz y tampoco termina en el Río de la Plata o 
en el Riachuelo. Resulta necesario que esta re-
discusión de la planificación de la ciudad sea en 
simultáneo con la rediscusión de la planificación 
de toda el Área Metropolitana (AMBA).

Por eso también, la coordinadora de ciudadanos 
y ciudadanas, que se formó en la ciudad, está tra-
tando de replicar la misma experiencia en espejo 
en el AMBA para impulsar la discusión sobre la 
planificación metropolitana. Planificación metro-
politana y participativa. Pensamos que esta plani-
ficación se tiene que pensar desde los colectivos 
más desfavorecidos o que resultaron perdedores 
de esta planificación y también desde los terri-
torios más periféricos. Se tiene que pensar esta 
planificación desde abajo y desde las periferias, y 
para lograr todos estos lineamientos y estas mi-
radas, no solo se tiene que tener en cuenta el eje 
de la pobreza, del acceso a los bienes, sino prin-
cipalmente el eje de la igualdad. 

Para terminar con el déficit habitacional, por ejem-
plo, hay que discutir la desigualdad urbana, para 
terminar con la pobreza económica es necesario 
discutir la distribución igualitaria de la riqueza; si 
solo nos focalizamos en cómo salir de la pobreza 
sin discutir el eje de la igualdad, vamos a terminar 
reproduciendo la concentración de poder y rique-
za en la ciudad y en toda la Argentina. 
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Resumen

El Sistema de Indicadores sobre Marginaciones Sociales (SIMASOC), desarrollado en el marco del Programa 
PIUBAMAS de la UBA, se propone como un mecanismo para el monitoreo desde la academia y a partir de 
un enfoque de derechos humanos, de las políticas públicas y situaciones sociales, económicas y culturales 
que inciden en la producción y reproducción de las marginaciones sociales. El SIMASOC se basa en un con-
junto de indicadores seleccionados de sistemas de indicadores internacionales, tales como el Mecanismo 
de Monitoreo del Protocolo de San Salvador, los Objetivos de Desarrollo Sostenible(ODS), el Consenso de 
Montevideo y el Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI).

El sistema, en esta primera fase, se conforma por seis dimensiones temáticas: pobreza, violencias, 
educación, trabajo, seguridad social y salud; las cuales se cruzan por ejes transversales a partir de las 
desagregaciones (género, niñez y adolescencia, personas mayores, migrantes y solicitantes de asilo). 
Para cada indicador de referencia se definieron diversos indicadores específicos y fuentes de referencia, 
formando un entramado de información que, en conjunto, resulta elocuente para el monitoreo de las 
marginaciones sociales.

Palabras Clave: Sistemas de indicadores; Marginaciones Sociales; Políticas públicas; Enfoque de dere-
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Introducción

El Sistema de Indicadores sobre Marginaciones 
sociales (SIMASOC) es el resultado del Proyecto 
PIUBAMAS-F3: Observatorio Sobre Marginaciones 
Sociales. Hacia la construcción de un abordaje 
multidimensional, desarrollado en su primera fase 
por un equipo interdisciplinario durante el 20191.Se 
propone como un mecanismo para el monitoreo de 
las políticas públicas y situaciones sociales, econó-
micas y culturales que inciden en la producción y 
reproducción de las marginaciones sociales desde 
la academia y a partir de un enfoque de derechos 
humanos.

Para su construcción se analizaron los principa-
les sistemas de indicadores internacionales vin-
culados el seguimiento de derechos económicos, 
sociales y culturales en nuestra región: el Meca-
nismo de Monitoreo del Protocolo de San Salva-
dor, el Consenso de Montevideo, el Mecanismo 
de Seguimiento de la Convención de Belém do 

Pará (MESECVI) y los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible (ODS), que si bien son de carácter global 
han sido “localizados” a través de las agencias y 
gobiernos regionales. De cada uno de estos siste-
mas, se seleccionaron un conjunto de indicadores 
que resultan elocuentes para el monitoreo de las 
marginaciones sociales y en particular de los ejes 
temáticos de trabajo del PIUBAMAS: pobreza, vio-
lencias, educación, trabajo, seguridad social y sa-
lud. Se espera que nuevos ejes temáticos puedan 
incorporarse a corto plazo, en particular hábitat.

El Sistema se propone, asimismo, indagar en 
desagregaciones que permitan el monitoreo de 
ejes transversales, entre ellos: género, niñez y 
adolescencia, personas mayores, migrantes y so-
licitantes de asilo. Durante el trabajo de cons-
trucción del sistema se recorrieron para cada in-
dicador las fuentes y/o indicadores relacionados 
existentes en Argentina, pudiendo analizarse las 
ausencias de datos, los riesgos estadísticos en 
el uso de algunas fuentes y la falta generaliza-

Summary

The System of Indicators on Social Marginalization (SIMASOC), developed within the framework of the 
PIUBAMAS Program of the UBA, is proposed as a mechanism for monitoring public policies and social, 
economic and cultural situations that affect the production and reproduction of social marginalization 
from the academia and from a human rights approach. SIMASOC is based on a set of indicators from 
international indicator systems, such as the Monitoring Mechanism of the San Salvador Protocol, the 
Sustainable Development Goals (SDGs), the Montevideo Consensus and the Follow-up Mechanism of the 
Belém do Pará Convention (MESECVI).

The system, in this first phase, is made up of six thematic dimensions: poverty, violence, education, work, 
social security and health; which are crossed by transversal axes based on different disaggregations (gen-
der, children and adolescents, older people, migrants and asylum seekers). For each reference indicator, 
several specific indicators and sources were defined, forming a network of information that, as a whole, is 
eloquent for monitoring social marginalization.

Key words: Indicator systems; Social Marginalization; Public policies; human rights approach; monitoring.

1. Dicho proyecto fue acreditado mediante la RES. CS N°1564/18 y dirigido por Silvia Guemureman (FSOC), y los investigadores que 
participaron activamente fueron: Laura Pautassi (Derecho); Adriana Clemente, Martín Moreno, Natalia Debandi y Carolina Maglioni (FSOC); 
Sandra Sánchez (FADU), Margarita Robertazzi (Psicología) y Claudia Guebel (FFyL).
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da de desagregaciones capaces de dar cuenta 
de la situación de algunos grupos subre-vulne-
rados. En el artículo se recorre el proceso y base 
conceptual de construcción del SIMASOC, propo-
niéndolo como un sistema en construcción y una 
base analítica para fortalecer a la academia como 
actor relevante en los mecanismos de monitoreo 
de los derechos humanos en la Argentina.

Programa Interdisciplinario de la 
Universidad de Buenos Aires sobre 
Marginaciones Sociales (PIUBAMAS): 
Panorámica de 13 años

El PIUBAMAS fue concebido con el objetivo de 
producir conocimiento para la incidencia en el 
diseño, la ejecución y la evaluación de políticas 
públicas, dándole centralidad a dos aspectos: la 
perspectiva interdisciplinaria en el análisis de las 
problemáticas y la generación de conocimientos 
con capacidad de transferencia desde la Univer-
sidad de Buenos Aires a las esferas de política 
pública. Los ejes prioritarios del abordaje del 
PIUBAMAS desde su creación en 2007 fueron 
trabajo y mercado de trabajo, educación, territo-
rios y problemas de hábitat, el complejo salud-enfer-
medad, y violencias, atravesados por un enfoque de 
género y derechos humanos.

Durante los años siguientes, a la par que el Pro-
grama se consolidaba a través de la realización de 
proyectos interdisciplinarios dentro de las progra-
maciones científicas ordinarias de la Universidad, 

se realizaron una gran cantidad de acciones y ac-
tividades de cara a problematizar distintos aspec-
tos de las marginaciones sociales en sus procesos 
de producción y reproducción2. En 2016, se realizó 
la primera Convocatoria específica de proyectos 
de Fortalecimiento y Divulgación para Programas 
Interdisciplinarios de la UBA (PIUBAS). Es en este 
marco que, quienes veníamos trabajando dentro 
del PIUBAMAS, nos aglutinamos alrededor de dos 
proyectos uno de Fortalecimiento3 y otro de Di-
vulgación4.

Desde Fortalecimiento se planteó la construcción 
de un “Observatorio sobre Marginaciones Socia-
les”, orientado a generar y articular información 
sobre marginaciones sociales en los ejes específi-
cos, cuya especificidad se reconfiguró a partir de 
la composición de los equipos que incorporaron 
a nuevos integrantes de diversas facultades y tra-
yectorias temáticas en investigación. Se buscó la 
articulación con otros actores académicos (otros 
grupos con afinidades, otros observatorios so-
ciales) y no académicos, organizaciones sociales, 
emprendimientos cooperativos y destinatarios de 
programas sociales, así como funcionarios y pro-
fesionales involucrados en el diseño e implemen-
tación de políticas públicas. Se pretendió ampliar 
la eventual incidencia del PIUBAMAS en el campo 
del diseño, la ejecución y la evaluación de las polí-
ticas y programas sociales y contribuir a visibilizar 
las políticas, prácticas y mecanismos de produc-
ción y reproducción de las marginaciones sociales. 
Durante 2017 y 2018 se propuso la Consolidación 
del Observatorio de Marginaciones Sociales5 y su 

2. Entre las acciones más destacadas, merecen citarse el Convenio con la SENNAF para “Construcción de un Sistema Integrado de Información 
sobre las políticas públicas dirigidas a la niñez y la adolescencia”, cuyo resultado es el desarrollo de un Sistema Integrado de Información 
sobre Políticas Públicas de Niñez. Adolescencia y Familia (SIIPNAF). Este proyecto, que fue ejecutado en tres etapas, tuvo la particularidad 
de ser el primer proyecto de ciencias sociales en ser incorporado al Banco de Actividades de Proyectos de Transferencia y Desarrollo social 
del MINCYT en el año 2013; la realización de Desayunos de Trabajo sobre Marginaciones Sociales y Derechos Humanos, Acceso a la justicia, 
derecho a la vivienda y marginaciones sociales en la Ciudad de Buenos Aires, Marginaciones Sociales y Derechos Humanos. También se 
realizaron Encuentros y Mesas de Debate sobre la Reforma del Código Civil: Familia, filiación y derechos humanos, sobre “Mediciones y 
abordajes de la pobreza”; “Avances, tensiones y desafíos en torno a la reglamentación e implementación de la Ley de Salud Mental”,el  
Primer Encuentro Interdisciplinario por la Recuperación del Trabajo. Asimismo, se organizaron actividades orientadas a presentar libros de 
los integrantes del Programa.  

3. Diseño y puesta en funcionamiento del Observatorio de Marginaciones Sociales del PIUBAMAS. Este proyecto fue dirigido por el Profesor 
Martín Moreno y la Doctora Adriana Clemente.

4. Realización de Encuentros Participativos: Marginaciones Sociales y Trabajo y Marginaciones Social, dirigido por las Doctoras Margarita 
Robertazzi y Sandra Inés Sánchez.

5. Observatorio sobre Marginaciones sociales. Consolidación y Proyección, 2017; y Observatorio sobre Marginaciones Sociales. Hacia la 
construcción de un abordaje multidimensional, 2018, dirigidos respectivamente por las Doctoras Adriana Clemente y Silvia Guemureman.
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progreso en un Abordaje multidimensional dictó 
la necesidad de generar un dispositivo de infor-
mación que pudiera actualizarse en forma perma-
nente de modo de construir referencias sobre la 
evolución de contextos y coyunturas específicas.

A raíz de ello se decidió avanzar en la construc-
ción de indicadores complejos que permitan mo-
nitorear la multidimensionalidad de las margina-
ciones sociales focalizando en la dinámica de la 
protección/desprotección social, atendiendo a: 
mercado de trabajo, gestión del hábitat popular, 
programas sociales, indicadores de pobreza y sis-
tema penal. Al analizar el estado del arte de los 
sistemas de indicadores internacionales que abor-
dan estas temáticas, se encontró que los mismos 
cubrían los principales aspectos necesarios para 
el monitoreo inicial de las marginaciones sociales. 
Esto tornaba innecesaria la construcción de nue-
vos indicadores, máxime atendiendo a que la pro-
liferación de indicadores sobrecarga la producción 
de información propendiendo a la duplicación de 
esfuerzos y a la falta de diálogo entre los distintos 
mecanismos de monitoreo.

Se viene observando la paradoja que a medida 
que la producción de información se incrementa 
en forma exponencial y las leyes de acceso público 
habilitan cada vez más fuentes de datos, bases y 
registros, el análisis y uso efectivo de los datos 
queda rezagado, siendo superados por la coyuntu-
ra que impide el valor agregado y el rigor del en-
foque académico. Es decir, a pesar de que existen 
grandes ausencias y deficiencias en la producción 
de información en los registros oficiales y de estu-
dios estadísticos, se cuenta con una gran cantidad 
de información pública, la cual está siendo subuti-
lizada, en particular desde la investigación social.

Por otro lado, en Argentina hay poca participación 
e incidencia desde la academia en los mecanismos 
de monitoreo de los compromisos internacionales 
en derechos humanos que el país debe cumplir 
y en la elaboración de informes sombra. Estos 
mecanismos de vigilancia, que sirven como con-

trapunto de los informes y respuestas del Estado en 
materia de derechos humanos son cada vez más de-
mandados por los propios órganos de control, como 
desde la Oficina del Alto Comisionado de Naciones 
Unidas por los derechos humanos, o desde el Grupo 
de trabajo para el análisis de los informes previstos 
en el Protocolo de San Salvador (GTPSS), por poner 
algunos ejemplos.

Resulta cada vez más necesario el involucramiento 
de la academia en estos mecanismos, articulando 
con movimientos sociales, organizaciones territo-
riales y organismos de derechos humanos para el 
seguimiento de los instrumentos y compromisos 
internacionales de derechos humanos, así como 
para el monitoreo y observación del diseño e im-
plementación de políticas públicas desde un enfo-
que de derechos humanos.

Así, analizando los sistemas de indicadores exis-
tentes y el contexto de producción y necesidad 
de monitoreo, se propuso la construcción de 
un Sistema de Indicadores sobre Marginaciones 
Sociales, diseñado sobre la base de seleccionar 
aquellos que fueran adecuados para el monitoreo 
de las políticas públicas y situaciones sociales, 
económicas y culturales que inciden en la produc-
ción y reproducción de las marginaciones sociales 
en las áreas de interés de los investigadores que 
integran el proyecto6.

El concepto de marginaciones sociales

El concepto de marginaciones sociales se propuso 
como un marco amplio y dinámico que permita el 
abordaje y la discusión interdisciplinaria: “el abor-
daje interdisciplinario, el enfoque de derechos hu-
manos y la articulación con actores del sector pú-
blico son los ejes con los que se int enta conocer 
y transformar las múltiples manifestaciones de las 
marginaciones sociales, incluyendo las variables 
económicas, sociales, habitacionales, territoriales, 
sanitarias, educativas, entre otras” (2012:35-36; 
2014:14)7.

6. El conjunto de indicadores seleccionados es inicial y puede ser completado en sucesivas etapas. Ver Tabla 2.

7. Cf. Universidad y políticas públicas. el desafío ante las marginaciones sociales, I jornadas interdisciplinarias de la Universidad de 
Buenos Aires sobre marginaciones sociales, especialmente Sidicaro Ricardo: “La universidad frente a las marginaciones sociales”-Editorial 
EUDEBA, noviembre 2012. Universidad y Sociedad. Desafíos en la Investigación Interdisciplinaria del PIUBAMAS, Pasin J. Mancebo Martha 
“Presentación”. diciembre de 2014.
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El concepto de marginaciones sociales incluye la 
desigualdad como aspecto central, pero incorpora 
la dimensión de su producción y reproducción, es 
decir, presupone la desigualdad no como un he-
cho sino como un resultado de las acciones (polí-
ticas públicas) y/o de la falta de ellas por parte del 
Estado. No se trata de “los marginales o margina-
dos” sino de los procesos activos de producción y 
reproducción de la marginación social como efec-
to o fenómeno por acción u omisión. La margina-
ción social es entonces un resultado de acciones 
u omisiones deliberadas por parte del Estado que 
habilitan la reproducción de la desigualdad y las 
vulneraciones de derechos. Estas acciones -u omi-
siones- se evidencian principalmente a través de 
las políticas públicas (o la inexistencia de ellas), 
pero también de los discursos políticos y mediá-
ticos.

Para monitorear las marginaciones sociales a tra-
vés de indicadores, definimos ciertos ejes o di-
mensiones que permiten organizar las acciones u 
omisiones estatales. Si bien no son excluyentes 
ni suficientes, para esta primera versión del Siste-
ma de Indicadores sobre Marginaciones Sociales 
(SIMASOC) se seleccionaron las siguientes:

 Pobreza
 Violencias
 Educación
 Trabajo
 Salud
 Protección Social

Estas dimensiones temáticas son cruzadas por 
ejes transversales que aparecen como indicado-
res seleccionados y como desagregaciones posi-
bles, entre ellas: género, niñez y adolescencia, 
personas mayores, migrantes y solicitantes de 
asilo.

El SIMASOC se plantea así los siguientes objeti-
vos:

 Producir datos confiables y sistemáticos que 
permitan contrastar discursos dominantes y/o 
información errónea sobre las marginaciones 
sociales.

 Facilitar el monitoreo sistemático desde la 
Universidad de Buenos Aires de las políticas 

públicas, ofreciendo datos, lecturas y/o desa-
gregaciones distintas a las oficiales.

 Poder dialogar desde un enfoque de derechos 
a nivel regional e internacional- con organiza-
ciones sociales, otros espacios académicos, or-
ganismos internacionales y Estados - a partir 
de indicadores homologados en sistemas inter-
nacionales existentes. 

 Participar desde la academia de la realización 
de informes complementarios o sombra en 
los mecanismos de rendición de cuenta del 
Estado vinculados a sus compromisos en de-
rechos humanos.

Diseño del sistema

Tal y como se mencionó previamente, el SIMASOC 
se diseñó a partir de la selección de un conjunto 
de indicadores provenientes de sistemas de indi-
cadores internacionales. Específicamente se tomó: 
(1) el Mecanismo de Monitoreo del Protocolo de 
San Salvador (2005), (2) los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible(ODS) (2016), (3) el Consenso de 
Montevideo (2013) y (4) el Mecanismo de Segui-
miento de la Convención de Belém do Pará (ME-
SECVI) (2013).

Estos cuatro sistemas se enmarcan en distintos 
compromisos internacionales que tienen vincu-
lación e incidencia sobre las marginaciones so-
ciales. En los primeros tres -es decir, excepto el 
MESECVI- se trata de mecanismos de medición 
vinculados a los derechos económicos, sociales 
y culturales (DESC) y/o al desarrollo, si bien en 
los tres casos el paradigma que los atraviesa es 
el enfoque de derechos humanos. El MESECVI por 
su parte se enfoca específicamente con relación a 
la violencia de género.

La selección de estos sistemas como marcos de 
referencia se debe a que son en todos los casos 
mecanismos consolidados, tres de nivel regional 
(1,3 y 4) y uno a nivel internacional. Si bien estos 
mecanismos no abordan todas las dimensiones, 
causales o aspectos que inciden en la producción 
de marginaciones sociales, es un punto de parti-
da sobre el cual se podrán incorporar indicadores 
adicionales.
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Cada uno de los sistemas presenta características 
distintas, mientras que los sistemas de indicado-
res del Protocolo de San Salvador y de Belem do 
Para, ambos del sistema interamericano de de-
rechos humanos, son mecanismos de monitoreo 
asociados a instrumentos vinculantes y de este 
modo permiten monitorear el cumplimiento efec-
tivo de los derechos consagrados en esos instru-
mentos, el Consenso se Montevideo y los ODS 
son acuerdos internacionales asociados en su 
concepción a metas comunes de desarrollo. En 
las siguientes secciones se presentan las carac-
terísticas de cada uno y sus aportes al SIMASOC.

Mecanismo de Monitoreo del 
Protocolo de San Salvador. El 
enfoque de derechos8

El 16 de noviembre de 1999, entró en vigor el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (en adelante 
“Protocolo de San Salvador” o “el Protocolo”). 
El artículo 19 dispone que los Estados Partes se 
comprometen a presentar, de conformidad con 
lo dispuesto en ese artículo y por las correspon-
dientes normas que al efecto deberá elaborar la 
Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos (OEA), informes periódicos respecto 
de medidas progresivas que hayan adoptado para 
asegurar el debido respeto de los derechos con-
sagrados en el Protocolo.

Conviene recordar como punto de partida que el 
procedimiento de supervisión del Protocolo no 
apunta a examinar la calidad de las políticas pú-
blicas de los Estados, sino a fiscalizar el cumpli-
miento o incumplimiento de las obligaciones jurí-
dicas que fija el Protocolo.

Este mecanismo resulta imprescindible por diver-
sos motivos, en primer lugar, por ser el princi-
pal instrumento de derechos sociales del Siste-
ma Interamericano (Pautassi, 2013) y por haber 
sido pionero en implementar un mecanismo de 
monitoreo basado en indicadores. A diferencia de 

indicadores socioeconómicos, los indicadores de 
derechos humanos permiten cuantificar el grado 
de cumplimiento de aquellas obligaciones defini-
das por las normas y estándares, constituyendo 
asimismo una base para la exigibilidad y justi-
ciabilidad de los derechos sociales, económicos y 
culturales (Abramovich y Courtis, 2002; Pautassi, 
2010)

El mecanismo propone tres tipos de indicadores: 
estructurales, de proceso y de resultados, a los 
que se les suman las señales de progreso cualita-
tivas, organizadas en tres categorías conceptuales 
(recepción del derecho, contexto financiero y com-
promiso presupuestario, capacidades estatales 
o institucionales) y cruzadas por tres principios 
transversales, a saber, igualdad y no discrimina-
ción, acceso a la justicia y acceso a la información 
y participación.

Las Normas establecen que respecto a cada de-
recho protegido debe considerarse los siguientes 
enfoques: equidad de género, grupos especiales 
de personas -niños/as, adultos mayores, personas 
con discapacidades-, diversidad étnica y cultural 
-en particular pueblos indígenas y afrodescendien-
tes, y la incidencia de la sociedad civil en la formu-
lación de avances legislativos y políticas públicas 
y población LGTBI (Lesbianas, Gays, ​ Bisexuales y 
Transgénero).

Los indicadores de progreso se organizaron en 
dos agrupamientos, el primero incluyó los de-
rechos a la seguridad social, a la salud y a la 
educación, mientras que el segundo al trabajo y 
derechos sindicales, a la alimentación adecuada, 
al medio ambiente sano y a los beneficios de la 
cultura (OEA, 2008). 

Este sistema de indicadores resulta particular-
mente interesante para el monitoreo de las mar-
ginaciones sociales, no solo porque se ocupa de 
medir derechos contenidos en instrumentos vin-
culantes, que por lo tanto son exigibles al Estado, 
sino porque están diseñados en función de las 
dinámicas, estrategias y concepciones regionales 
de las políticas públicas y sociales, a diferencia 

8. El PSS es el protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos para asegurar los Derechos Económicos Sociales 
y Culturales (DESC). Fue aprobado en 1988 y entró en vigor en 1999.  En 2005 se aprobaron los “Lineamientos para la elaboración de 
Indicadores de Progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales”.
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de los otros mecanismos, como los ODS. Su dise-
ño, entrecruzando tipos de indicadores, ejes con-
ceptuales y principios transversales -que a simple 
vista y comparado con otros mecanismos puede 
resultar complejo -, permite integrar perspectivas 
más complejas, pero necesarias, para monitorear 
las desigualdades y marginaciones sociales.

La Argentina debió presentar el informe corres-
pondiente al segundo agrupamiento en 2016 y un 
segundo informe contemplando los ocho derechos 
en 2019, ninguno de estos informes fue realizado. 
Esta mora es aún más elocuente cuando en este 
mismo período la Argentina realizó grandes avan-
ces en materia de información pública, no solo se 
aprobó la Ley de Acceso a la Información Pública 
(2016) sino que se consolidó un fuerte mecanismo 
de monitoreo de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible a través del Consejo Nacional de Políticas 
Sociales. Por lo general, los informes vinculados 
a derechos humanos son responsabilidad de las 
áreas de derechos humanos, y en particular aque-
llas de la Cancillería. Esta desvinculación en la 
producción de información y rendición de cuentas 
fragmenta la articulación necesaria y urgente entre 
desarrollo y derechos humanos. Desde el diseño 
del SIMASOC se busca integrar ambas miradas, 
priorizando el desarrollo desde un enfoque de de-
rechos.

Indicadores de desarrollo: Agenda 
2030 y Consenso de Montevideo

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible son 
sin lugar a dudas los indicadores más conocidos 
actualmente y que están teniendo una inciden-
cia importante a nivel nacional e internacional 
en el diseño de las políticas públicas. Los ODS 
fueron aprobados por las Naciones Unidas y sus 
193 miembros el 25 de septiembre de 2015 y fue-
ron presentados como estrategia mundial para 
guiar el desarrollo, bajo el lema “no dejar a nadie 
atrás”. El diseño fue un largo proceso consulti-
vo internacional que privilegió un mecanismo que 
pudiera conciliar las diversas miradas, situaciones 
y paradigmas a nivel internacional, de ahí que al-

gunos temas como identidad de género, migra-
ción y seguridad o violencias están escasamente 
representados. A pesar de ello, en su diseño se 
reconoce el enfoque de derechos, y se hace hin-
capié en salvar algunas ausencias promoviendo la 
desagregación en distintos grupos en situación de 
desventaja estructural como niños/as, migrantes, 
pueblos indígenas, etc.

Por su parte, el Consenso de Montevideo sobre 
Población y Desarrollo es menos conocido, aun 
cuando fue previo y contempla buena parte de las 
metas e indicadores contemplados en los ODS. 
Este mecanismo de monitoreo fue el resultado de 
la Primera Reunión de la Conferencia Regional so-
bre Población y Desarrollo de América Latina y el 
Caribe, celebrada en Montevideo del 12 al 15 de 
agosto de 2013. Es el acuerdo intergubernamental 
más importante aprobado en la región en materia 
de población y desarrollo y constituye una pieza 
fundamental del proceso de examen del Programa 
de Acción de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo y su seguimiento des-
pués de 2014.

Ambos sistemas se organizan a partir de ejes te-
máticos y a diferencia del Mecanismo de monito-
reo del Protocolo San Salvador, no se distinguen 
tipos de indicadores, sino que se organizan alre-
dedor de metas de desarrollo. Los ODS se distri-
buyen en 17 objetivos, 169 metas y 230 indicado-
res9, mientras que el Consenso de Montevideo se 
organiza en diez capítulos, muchos de ellos vin-
culados específicamente con grupos y/o derechos 
(migrantes, pueblos indígenas, desigualdad, etc.)
(CEPAL, 2013, CEPAL, 2018).

Actualmente el sistema de indicadores propuesto 
en el Consenso de Montevideo ha quedado ho-
mologado a los ODS y se monitorean de manera 
integral (CEPAL, 2018b). En ambos mecanismos 
existe la apertura a que cada país incorpore aque-
llos indicadores y/o desagregaciones específicas 
que resultan de interés.

Un aspecto interesante del proceso de construc-
ción de los ODS ha sido el mecanismo de diseño 
de los indicadores ya que los mismos se discuten 

9. https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-desarrollo-sostenible/
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y aprueban a nivel Regional y Nacional, permi-
tiendo incorporarse indicadores alternativos, com-
plementarios y proxys (ONU, 2018). El diseño de 
los indicadores se viene realizando en proceso de 
discusión participativos y amplios, categorizando 
cada indicador en “capas” (tiers) para caracterizar 
la capacidad de producción de ese indicador de 
los países:

 TIER 1: se incluyen en este nivel o capa aque-
llos indicadores cuya formulación se encuentra 
definida y aceptada a nivel internacional y que 
se reconoce que al menos el 50% de los países 
lo produce regularmente.

 TIER 2: esta capa incluye indicadores que están 
conceptualmente e internacionalmente acorda-
dos y definidos pero que no son sistemática-
mente producidos por todos los países. 

 TIER 3: la definición y metodología de cálcu-
lo no ha sido aun establecida. Por lo general 
se encuentran algunos indicadores que se en-
cuentran aun en desarrollo y que con el tiempo 
son transferidos a alguno de los dos niveles.

En Argentina, a nivel Nacional la agenda es segui-
da por el Consejo Nacional de Políticas Sociales 
que elaboró una plataforma de seguimiento de los 
indicadores adaptados de Argentina a los ODS10 y 
sobre el cual se han agregado algunos indicado-
res específicos.

Indicadores de violencias

Uno de los aspectos que se quiere monitorear 
desde el Observatorio PIUBAMAS son las violen-
cias estatales como parte necesaria en la produc-
ción y reproducción de las marginaciones sociales 
y las cuales pueden expresarse en forma material 
y en forma simbólica. La violencia material puede 
ser directa, por ejemplo, a través del uso de la 
fuerza (por acción); o indirecta, por ejemplo, a tra-
vés de la denegación de un derecho (por omisión) 
(Guemureman et al, 2017). La violencia simbólica 
se expresa en los significados socialmente cons-

truidos a través de procesos de producción de 
sentidos o etiquetas estigmatizantes que produ-
cen exclusiones, discriminación y activan procesos 
desubjetivantes. Las violencias materiales directas 
son las que quedan plasmadas en las estadísticas 
oficiales de seguridad pública. También están la 
medición de las percepciones de “inseguridad” (lo 
que usualmente y en forma reduccionista se deno-
mina como “sensación de inseguridad”, activando 
miedos sociales) que requieren de encuestas vic-
timológicas. 

Desde este marco conceptual los sistemas de indi-
cadores mencionados previamente contemplaban 
aspectos vinculados a las violencias indirectas, es 
decir, por la privación de servicios o derechos, 
pero salvo algunas excepciones como el ODS 
16, no incluyen indicadores que den cuenta de 
estos aspectos, frecuentemente asociados a los 
derechos civiles y políticos y disociados de los 
DESC. Desde nuestra perspectiva, esta disociación 
(civiles y políticos vs DESC) no permite observar 
de manera integral lo que ocurre sobre algunos 
grupos específicos en que la marginación social 
se construye, a partir de los diferentes modos de 
violencia que ejerce el Estado, como pueden ser 
los adolescentes y jóvenes pobres, las y los mi-
grantes, las personas LGBTI, entre otros.

Una excepción elocuente de esta fragmentación, 
en el mecanismo de seguimiento de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer -conocida como 
Convención de Belém do Pará-, el MESECVI11. Este 
sistema de indicadores de progreso, elaborado en 
2013, fue diseñado para el seguimiento y rendi-
ción de cuentas de los Estados sobre los aspectos 
incluidos en la Convención, entre ellos el derecho 
de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, 
destacando a la violencia como una violación de 
los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales (OEA, 2015).

El MECSEVI se organiza de forma similar al siste-
ma de monitoreo del Protocolo San Salvador e in-
cluye una batería de indicadores elocuentes para 
el monitoreo de violencias hacia las mujeres, pero 

10. https://plataforma.odsargentina.gob.ar/explora

11. La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer fue adoptada en Belém do Pará, Brasil, en 
1994, formalizando la definición de la violencia contra las mujeres como una violación de sus derechos humanos.



DEBANDI - GUemureman  - Sistema de indicadores sobre marginaciones sociales. 

27

que, en muchos casos, son cercanos o similares a 
los indicadores que nos permitirían observar las 
violencias que se despliegan hacia otros grupos.

La violencia en su multidimensionalidad, la se-
guridad pública y el acceso y la administración 
de justicia, requieren de indicadores específicos. 
De allí que los indicadores seleccionados en esta 
instancia deben ser completados en función de 
acciones de conocimiento específicas y en función 
de la temática a abordar.

Estructura del Sistema de 
Indicadores sobre Marginaciones 
Sociales (SIMASOC)

A partir de analizar los sistemas de indicadores 
existentes y siguiendo las líneas de trabajo y 
monitoreo del Observatorio sobre Marginaciones 
Sociales, el SIMASOC en su primera versión, se or-
ganizó alrededor de los ejes temáticos identitarios 
(educación, pobreza, violencias, trabajo, salud y pro-
tección social) a los que añadió la mirada a través 
de dimensiones transversales: niñez, adolescencia y 
juventud; género, migrantes, personas mayores.

El proceso de selección fue un trabajo complejo 
por la gran cantidad de indicadores. La tentación 
frecuente es la de incluir todos y cada vez más, 
sin embargo, se priorizó un mecanismo que pu-

diera obtener un conjunto acotado de indicadores 
por eje y que fuera elocuente para el seguimiento 
de las marginaciones sociales en su conjunto. De 
este modo, se seleccionaron indicadores de refe-
rencia provenientes de alguno de los sistemas de 
indicadores mencionados conformando un con-
junto inicial de 44 indicadores. 

Para cada uno de estos indicadores de referencia 
se encontraron “indicadores específicos” vincula-
dos y que correspondían a distintas fuentes de 
medición oficial, entre ellas: encuestas del Institu-
to Nacional de Estadística y Censos (INDEC) como 
la Encuesta Permanente de Hogares (EPH), Censo, 
Informes ministeriales, Organismos internaciona-
les. En algunos casos, se incluyen fuentes no ofi-
ciales, provenientes de organizaciones o la acade-
mia12. Para cada indicador de referencia se tienen 
entonces varios indicadores específicos y para 
cada uno de ellos puede asimismo haber diversas 
fuentes de datos. La tabla 1 muestra un ejemplo 
de la estructura para el indicador de Educación 
(E1): “Porcentaje de alumnos con sobre edad en 
el nivel primario”, el cual es un indicador que se 
encuentra en el Protocolo de San Salvador (Dere-
cho a la Educación), y en el ODS 4, indicadores 
4.1.1.9* a 4.1.1.12*.

Como se observa en la tabla 1, además del in-
dicador específico y la fuente se cuenta con la 
desagregación, que en función de cada fuente se 

12. El proceso de confección de las fichas técnicas de los indicadores y la identificación de fuentes estuvo a cargo de la socióloga Paola 
Pacífico.

Tabla 1: SIMASOC Indicador E1
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podrá elaborar. En este caso se presenta la des-
agregación geográfica con los datos disponibles.

Las desagregaciones son uno de los aspectos cen-
trales del SIMASOC porque permitirán conformar 
esos ejes transversales: género, niñez, migracio-
nes, etc. Es claro que esto presenta numerosas 
restricciones ya que gran parte de los datos no 
cuentan con todas esas desagregaciones y/o se 
encuentran desactualizados.

El conjunto inicial de indicadores de referencia del 
SIMASOC quedó plasmado en la Tabla 2.13 Como 
se puede suponer, el volumen de información que 
emerge de este conjunto de indicadores es muy vas-
to y complejo, pero permite dar cuenta, en primer 
lugar, de la dificultad de estudiar las marginacio-
nes sociales desde una perspectiva interseccional 
y de la necesidad de contar con datos accesibles, 
actualizados, confiables y desagregados. Lo que en 
algunas dimensiones es una deuda pendiente.

A nivel de acceso, el SIMASOC se encuentra en 
proceso de organizarse en una herramienta para 
el acceso público, la complejidad y volumen de 
los datos -sumado a la pandemia- ha demorado 
el proceso y hoy se encuentra disponible solo en 
parte desde el sitio web del Observatorio de mar-
ginaciones sociales14.

Aportes y líneas de trabajo

Esta primera fase del SIMASOC ya presenta algunos 
resultados y aportes concretos que son para desta-
car, pero asimismo sienta las bases de una agenda 
que resulta imprescindible que sea incorporada por 
parte de la academia y que sea tomada desde espa-
cios interdisciplinarios, que es el monitoreo de los 
compromisos internacionales de derechos humanos.

A modo de síntesis, los principales aportes del 
Sistema de Indicadores son:

1. 	El diseño integrado de indicadores provenien-
tes de distintos sistemas conformando un me-
canismo de monitoreo articulado

El aporte del Sistema de Indicadores es en primer 
lugar haber identificado y seleccionado un con-
junto de indicadores relevantes provenientes de 
sistemas distintos y con enfoques diferenciales en 
una sola matriz, organizando aquellas unidades 
de medición que dan cuenta de la misma proble-
mática (central en el estudio de las marginaciones 
sociales), y que muchas veces se encuentran dis-
persos.

2. El relevamiento de las fuentes disponibles y de 
la calidad de los datos.

La identificación, para cada uno de los indicado-
res de referencia seleccionados, de los indicadores 
específicos vinculados y de cada una de las fuen-
tes que brinda el dato permite conocer y analizar 
el entramado de la producción de información en 
materia de desigualdades sociales.

De esta forma, a partir de la experiencia y trabajo 
de los equipos, se analiza la calidad de los datos 
y de las fuentes. Se tienen en cuenta aspectos 
como, inconsistencias, ausencias, mecanismos de 
recolección, falta de actualización, etc. Uno de los 
aspectos que se deben analizar en la existencia de 
desagregaciones necesarias para el diseño de las 
políticas públicas, en particular desde el sistema 
se verifica la desagregación o no con relación a 
género, niñez, adolescencia y juventud, migrantes 
y personas mayores.

Colocar los datos existentes de forma integrada 
permite observar la calidad, periodicidad y capaci-
dad de cada fuente e indicador, permitiendo tam-
bién analizar más de una fuente de manera simul-
tánea para el seguimiento de las problemáticas.

3. 	El monitoreo sistemático de los valores de 
cada una de las fuentes. 

La tercera característica es que es un sistema di-
námico, es decir, que busca ser actualizado perió-
dicamente a través de la actualización de las fuen-
tes disponibles. A diferencia de una investigación 
puntual o de un relevamiento específico, se trata 
de un mecanismo de monitoreo permanente.

13. Ver Tabla II sobre Eje del PIUBAMAS, Indicadores de referencia y Sistema de Indicadores y/o Derechos,  en Anexo.

14. http://cyt.rec.uba.ar/sitios/piubamas/
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Es por otro lado una estrategia metodológica 
que no está limitada en su diseño original y que 
permite la incorporación de nuevos indicadores 
y/o fuentes, no solo para completar la estructura 
central sino para atender a emergentes coyuntu-
rales.

4. 	Análisis académico sobre los datos y el impac-
to en la reproducción de las marginaciones so-
ciales.

La característica y aporte principal de la pro-
puesta es vincular el monitoreo continuo de 
indicadores con la producción de conocimiento 
científico-académico sobre los ejes y temas de 
interés. A partir del trabajo de investigación de 
los equipos interdisciplinarios que son parte 
del Observatorio y de otras áreas de investiga-
ción del PIUBAMAS se producirán (y se vincu-
laran producciones existentes) que se refieran 
a los ejes y aspectos que impactan en la pro-
ducción y reproducción de las marginaciones 
sociales.

5. 	La producción de datos propios a partir de 
análisis, estudios y muestreos específicos.

Un desafío, no inmediato pero a mediano/largo 
plazo es incorporar al sistema de indicadores, da-
tos propios o nuevas fuentes producto de estu-
dios específicos o de procesamientos autónomos. 
Otros proyectos de la UBA y en particular del PIU-
BAMAS podrán colaborar brindando información y 
datos complementarios en algunos ejes.

Durante el año 2020, por las características en las 
que nos ha sumido el COVID, se impone pensar la 
coyuntura y sobre todo pensar escenarios post pan-
demia. En este contexto, el SIMASOC resultará útil 
para hacer análisis temáticos de los aspectos que nos 
interpelan desde los indicadores seleccionados y sus 
transversalidades (género, grupo de edad, estatuto 
socio laboral, o habitacional). De todos los indica-
dores hemos realizado ya tareas de puesta a punto 
y disponemos líneas de base. Se torna imperativo 
incorporar valor analítico y vincular con otros actores 
preocupados por monitorear las mismas temáticas 
desde la reflexión académica o desde la urgencia de 
la política pública**.
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Resumen

El presente artículo se propone describir los cambios en las condiciones de la vida de los hogares y su dete-
rioro entre 2016 y 2019, en comparación con el período entre 2003 y 2015 utilizando el Índice de Bienestar 
Material de los Hogares (IVBMH) que exhibe una tendencia opuesta de mejoría. Además de los cambios en 
ambos períodos, el instrumento permite describir aspectos de continuidad. El segundo objetivo es describir 
la relación entre la estructura demográfica de los hogares y los diferentes estratos para dar cuenta de la 
situación particular de las mujeres que son principal sostén de hogar y de los niños, niñas y adolescentes.
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Introducción

¿Qué nos dejo el macrismo? El gobierno que re-
cién asume lo hace inmerso en un palpable de-
terioro de la situacion economica con impactos 
en el empobrecimiento y caida del bienestar de 
la poblacion (Basualdo et. al, 2019; Beccaria y 
Maurizio, 2020; Manzanelli, Calvo y Basualdo, 
2020).
 
El propósito de este artículo es centrarnos en los 
cambios acaecidos en el bienestar de los hogares, 
haciendo foco en el tipo de estratificación que con-
figura la desigualdad existente en el acceso a al-
gunas dimensiones que hacen a su definicion. Se 
presenta para ello el diseño de una propuesta teó-
rico-metodológica que nos permitirá describir los 
cambios en la estructura de bienestar de los hoga-
res entre 2016 y 2019, y comparar la linea de base 
que deja el macrismo respecto a la que recibió en 
2015. Adicionalmente se extiende en la compara-
cion de más largo plazo que va entre 2003 y 2019. 

El segundo objetivo, complementario con el 
anterior, es analizar la estructura demográfica de 
los hogares de los diferentes estratos, prestando 
especial atencion a las dimensiones de género y 
generación. Comprender la estructura diferencial 
de acceso a ciertas dimensiones constituivas 
del bienestar, como asi tambien examinar sus 
características. Esto resulta de interes para debatir 
un sistema de bienestar, su institucionalidad y las 
formas de accesibilidad para construir mayores 
niveles de igualdad social.

Finalmente, un tercer objetivo es mostrar los al-
cances y robustez del Índice de Variación en el 
Bienestar Material de los Hogares (IVBMH), desa-
rrollado por Pablo Molina Derteano, Patricia Davo-
los y Gabriel Viu (2016).1

Coordenadas teóricas
y metodológicas

Coordenadas teóricas

El proceso de deterioro y caida del bienestar pro-
ducto de los cuatro años del macrismo puede ser 
leído, por ejemplo, a partir del aumento de la po-
blación en situación de pobreza o que cae por 
debajo de la linea de pobreza que mide el Insti-
tuto Nacional de Estadistica y Censos (INDEC) a 
partir de los datos de la Encuesta Permanente de 
Hogares (EPH). 

Si bien los ingresos resultan una medida insos-
layable, el retroceso o empobrecimiento en el 
bienestar, en las condiciones de vida más es-
tructurales que experimenta la población, puede 
quedar oculto o invisibilizado si sólo conside-
ramos esta vara. Hogares con el mismo nivel 
de ingresos no necesariamente gozan del mis-
mo bienestar. Esto se debe a que, por ejemplo, 
pueden provenir de una inserción desprotegida 
y por tanto sin los mismos derechos y condi-
ciones para grantizarlo, ni tampoco con igual 
capacidad de organización para generar recla-
mos. También el acceso a servicios escenciales 

Summary

This article aims to describe the changes in household living conditions and their deterioration between 
2016 and 2019, compared to the period between 2003 and 2015 using the Household Material Well-Being 
Index (IVBMH) that exhibits a trend opposite of improvement. In addition to the changes in both periods, 
the instrument allows describing aspects of continuity. The second objective is to describe the relations-
hip between the demographic structure of households and the different strata to account for the particular 
situation of the women who are the main breadwinner and of children and adolescents.

Key words: Well-being stratification; Household living conditions; Recent deterioration.

1. El trabajo de construcción y diseño del índice se realizó en el marco de un trabajo de cooperación entre la cátedra de Estudios 
Sociodemográficos de la carrera de Trabajo Social (UBA) y el Centro de Estudios de Ciudad (CEC) de la Facultad de Ciencias Sociales, (UBA), 
dirigido por la Dra Adriana Clemente.
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como la salud o el acceso a licencias por enfer-
medad y cuidados, resultan ejemplos evidentes de 
estas asimetrias. Asimismo, iguales ingresos tienen 
impactos diferenciales dependiendo si los hogares 
están ubicado en entornos territoriales aislados y 
desfavorables en cuanto a la accesibilidad a servi-
cios como el agua y las cloacas, o a servicios de 
transporte, de alumbrado, conectividad, etc. Como 
consecuencia, en un momento dado en el tiempo, 
hogares con iguales caracteristicas en cuanto a con-
formacion y tamaño y con los mismos ingresos co-
rrientes, pueden no alcanzar el mismo nivel de bien-
estar dependiendo de su relacion con otras fuentes 
de satisfaccion de condiciones de la vida cotidianas 
consideradas escenciales. Es decir, que el poder 
adquisitivo y sus variaciones no transforman au-
tomáticamente la estructura social del bienestar.

Se entiende por bienestar al conjunto de factores 
o condiciones de vida que las personas y las fa-
milias necesitan acceder para gozar de una buena 
calidad de vida (Boltvinik, 2005).2 De este modo, 
se tiende a conformar una forma de estratificación 
de acuerdo a la desigualdad en el acceso a bienes 
y servicios escenciales para gozar de un estandar 
de vida considerado digno en una sociedad. Ello 
significa permitir resolver la subsistencia y alcan-
zar ciertos márgenes de autonomía para diseñar 
estrategias de vida.

Diferentes dimensiones del bienestar pueden ser 
provistas por el Estado, las propias familias, el 
mercado, y organizaciones comunitarias y de la 
sociedad civil. El Estado toma decisiones al regular 
la composición de cargas, riesgos y protecciones 
entre categorías de personas y grupos sociales; 
al incidir en las formas que toma la desigualdad; 
y al promover políticas con efectos mas o menos 
redistributivo de acuerdo a determinados compro-
misos y alianzas de clase que las sostienen. De 
esta manera, los Estados a traves de sus politicas 
intervienen en la estructura de la desigualdad, en 
el ordenamiento de las relaciones sociales y, por 
tanto, se implican en la redefinicion del bienestar 
(Adelantado et. al, 1998; Esping-Andersen, 1993).

Coordenadas metodológicas

Las definiciones acerca de los estándares de bien-
estar considerados dignos en cada sociedad son 
controvertidas, cambiantes, inacabadas y sujetas 
a revision a medida que cambian las sociedades 
(Bolvinik, 2005; Altimir, 1979). Las dimensiones 
tomadas en este estudio para realizar la estratifi-
cación no agotan la definición del bienestar, pero 
establecen un piso de condiciones básicas para 
realizar una primera aproximación con las fuentes 
públicamente disponibles. 

La medición del bienestar en el IVBMH está guia-
da por una definición que es: a) multidimensional, 
por cuanto considera que el bienestar se mide por 
más de una dimensión b) marginalista, por cuanto 
establece mediciones de mínimos estándares que 
los satisfactores deberían alcanzar y; c) prospecti-
vo, por cuanto también mide las potencialidades 
de desarrollo de los hogares y sus condiciones de 
movilidad ascendente. Desde una perspectiva de 
estratificación, el IVBMH no sólo releva la presencia 
de los satisfactores en los hogares, sino su poten-
cia demanda y, estratifica a partir de los resultados.

Al asumir su multidimensionalidad, se utiliza una 
medición que colapse y sintetice las diferentes di-
mensiones al establecer criterios de combinación 
entre las mismas (Cea D’ancona, 2012; Grande 
Martín, 2018). Los índices se construyen con indi-
cadores de diferentes niveles de medición, pero 
su combinación puede ser sumatoria simple o 
ponderada o tipológica, a partir de una serie de 
combinaciones de categorías. 

El IVBMH procede por una sumatoria ponderada, 
pero de diferentes índices3 y se compone de 5 di-
mensiones: 1) Una de ellas refiere a la generación 
de recursos que se mide por la inserción socio 
ocupacional del Principal Sostén de Hogar (PSH) 
y; 2) un conjunto de dimensiones que dan eviden-
cias de déficits estructurales en el stock educativo, 
la vivienda y el acceso a servicios de saneamiento 
básico, el territorio y la carga demográfica, que 

2. Boltvinik, hace referencia al concepto de florecimiento humano para definir un estándar de bienestar que incluye pero no se limita a las 
condiciones económicas, y que se encuentra en el extremo opuesto al de una situación de pobreza. 

3. Existen otros modelos que combinan índices. Para más desarrollo ver Cea  D’Ancona (2012)
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actúan como contrapesos de la capacidad de los 
recursos corrientes para proveer de satisfactores.
La dimensión de generación de recursos se deno-
mina PSE (Participación Socioeconómica) y releva 
la inserción sociolaboral del Núcleo Conviviente 
(NC) conformada por el/la PSH y su cónyuge, si 
lo hubiere. No sólo se tiene en cuenta aspectos 
del mercado laboral como categoría ocupacional, 
aportes jubilatorios y calificación de las tareas, 
sino las formas de inactividad y desocupación. 
Las diversas formas de inserción en el mercado 
de trabajo dan cuenta del acceso a recursos co-
rrientes y de una serie de protecciones y benefi-
cios asociados. De esta forma, son numerosos los 
estudios que muestran cómo la informalidad tiene 
correlato en los riesgos de pobreza (Beccaria y 
Groisman, 2008; Trujillo y Retamozo, 2019).

La dimensión de PSE tiene una lógica prospecti-
va por cuanto considera y estratifica las distintas 
participaciones desde el potencial de generar ma-
yores recursos para el hogar y sus miembros. En 
cambio, las próximas 3 dimensiones tienen una 
lógica marginalista, por cuanto suman como dé-
ficits o penalizaciones, en la medida que no se 
alcanzan ciertos pisos mínimos. Estas dimensio-
nes se miden por tres índices, que se subsumen 
al IVBMH:

 El ICEH (Índice de Clima Educativo del Hogar) 
releva el clima educativo del hogar a través del 
máximo nivel educativo del NC o del/la PSH si 
no lo hubiera y; a través de medir la asistencia 
a la escolaridad obligatoria de los y las niñas 
entre 5 y 17 años.4

 El ICV (índice de Calidad de la Vivienda) que 
mide aspectos relacionados al Hacinamiento y 
la calidad constructiva de los materiales.5

 El ISE (Índice de Segregación Espacial) que 
mide la distribución en el espacio urbano, con-
siderando la presencia de faltantes en infraes-
tructura urbana, presencia de basurales, etc.6

A estas penalizaciones se le suma una cuarta di-
mensión que condiciona la potencialidad a los 
PSE. Se trata de la Tasa de Dependencia Dife-
rencial que releva la composición demográfica de 
los hogares en materia de cantidad de personas 
inactivas, potencialmente activas (que podrían ser 
PEA, pero no lo están en el momento de releva-
miento), y activas. No se trata de un índice, sino 
de una tasa y no se trata de déficits sino de carga 
demográfica (Manzano, 2019).

En resumen, los recursos disponibles por los ho-
gares de acuerdo a su participación en el mercado 
laboral (PSE) y los déficits en las otras dimensio-
nes consideradas (ICEH, ISE, ICV y TDD), tienen 
un efecto estratificador que permite ilustrar los 
distintos grados de acceso a derechos básicos. 
El índice, si bien puede complementarse con los 
ingresos no toma esta dimensión más coyuntu-
ral como dimensión constitutiva para estratificar. 
En cambio, captura condiciones de vida más es-
tructurales y, por tanto, su variabilidad es menos 
coyuntural que, por ejemplo, la medición de la 
pobreza por ingresos, que puede variar significati-
vamente en las mediciones a lo largo de un año.

En términos estrictamente técnicos, es posible la 
conjunción entre la máxima generación de recursos 
corrientes y la suma de todos déficits, o viceversa. El 
índice ofrece la posibilidad de aproximarse a la hete-
rogeneidad estructural urbana argentina e, inclusive, 
detectar ciertos derechos sociales que se ven vulne-
rados por condiciones de vida deficitarias.

Como se mencionó anteriormente, un índice pue-
de ser tipológico o sumatorio. Si bien el IVBMH es 
una sumatoria ponderada, se puede expresar en 
forma continua con un rango de valores o bien, se 
puede expresar en categorías ordinales, definidas 
a partir de un límite inferior y un límite superior. 
Dentro de tal rango se ubican cuatro estratos, 
donde cada uno de ellos tiene características co-
munes en su interior que los distancia de las que 
son dominantes en los otros.7

4. Ver al respecto Kessler y Di Virgilio (2008); Pavesio (2019) y Gasparini y otros (2019), entre otros.

5. Ver al respecto Clemente (2016), entre otros.

6. Ver al respecto Gómez y Pereyra (2019); Molina Derteano et al (2019) y Merlinsky et al (2020), entre otros.

7. Ninguna de las características que se definen en la descripción de los estratos es excluyente en sí misma, sino que los estratos se definen 
por un rango de puntajes, con lo que mientras un hogar caiga dentro de ese rango será clasificado en una de las 4 categorías.
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Estrato crítico: El/la o los Principales Sostén de 
Hogar (PSH) no tienen ingresos que provengan 
de trabajos estables y registrados, poseen muy 
baja o ninguna calificación, y agrupa a las y los 
desocupados e inactivos en el marcado labo-
ral. Hogares que hacen trabajos ocasionales, al 
estilo changas, e incluye a los que el principal 
ingreso puede provenir de transferencias o pen-
siones no contributivas, sin ser necesariamente 
el único ingreso. Se combina con déficits impor-
tantes en la vivienda, infraestructura y territorio, 
así como en capital educativo. También incluye 
a los trabajadores estables pero informales, si 
tienen fuertes déficits en las últimas dimensiones 
mencionadas.
 
Estrato Vulnerable: Son hogares con menos dé-
ficit que el estrato anterior y que cuentan con 
mayor regularidad de ingresos, aunque en la 
economía informal bajo relaciones asalariadas no 
registradas o en posiciones autónomas de baja 
calificación que pueden combinarse con déficits 
en algunas de las otras dimensiones no labora-
les. Entre los déficits dominantes suelen persistir 
los educativos, aunque los referidos a la vivienda 
y territorio tienen menor peso que en el estrato 
anterior. Adicionalmente el estrato incluye posi-
ciones en la economía registrada, pero con dé-
ficits significativos en las otras dimensiones no 
laborales.
 
Estrato Medio: Son hogares con ingresos y tra-
bajos estables y registrados, aunque con pocas 
calificaciones o calificaciones medias. Los déficits 
en las dimensiones no laborales tienen un peso 
reducido, pero se destaca la persistencia de di-
ficultades con el nivel educativo alcanzado por 
los/las PSH y cónyuges.

Estrato Medio Alto: Son los hogares con inte-
gración plena a las protecciones sociales y po-
seen mejores calificaciones en las tareas que 
realizan. No registran ningún tipo de déficit re-
levante en el resto de las dimensiones conside-
radas. Se trata del estrato que agrupa un piso 
digno de bienestar dadas por una combinación 
de protección, alta sostenibilidad de la posición 
laboral y mejores calificaciones y clima educati-
vo en el hogar. 

Análisis de los cambios en 
perspectiva longitudinal

A continuación, analizamos el peso y la dinámica 
de los cambios en la estructura entre 2003, 2015 
y 2019. Para el análisis se toman los datos de la 
EPH, INDEC.

El período entre 2003 y 2015 recreó un escenario de 
notable recuperación producto de las nuevas polí-
ticas y formas de intervención del Estado mirando 
dos itinerarios. Por un lado, la fuerte disminución 
del estrato crítico. Esto significa una reducción en el 
periodo de las manifestaciones más extremas de la 
exclusión social, las distancias sociales y sus impli-
cancias en el debilitamiento de las formas de cohe-
sión en la sociedad. Este estrato que había llegado 
a alcanzar al 30% de los hogares en 2003, resultado 
del proceso que estalla con la crisis de 2001/2002, 
redujo su peso a la mitad en el periodo 2003- 2015.

En un trabajo previo, se mostró que esa disminu-
ción se concentró mayormente entre 2003 y 2011, 
ralentizándose su reducción en los años posterio-
res. También se destacó que la mejora fue más 
marcada en los aglomerados del interior del país 
que en el propio GBA (Molina Derteano, 2017; y 
Dávolos, 2017).

En paralelo a la enorme reducción del estrato crí-
tico, puede observarse un efecto ascendente en 
cascada en donde los estratos medio y medio 
alto aumentaron su peso porcentual, sobre todo 
el primero. En este sentido, el otro movimiento 
relevante que se produjo en el periodo es la alta 
movilidad de hogares hacia los estratos medios. 
Este hecho estuvo impulsado, sobre todo, por el 
proceso de formalización laboral que acompañó 
la recuperación económica y del empleo, y don-
de adicionalmente tienen menos peso otros dé-
ficits relativos al hábitat, la vivienda o el clima 
educativo del hogar. El estrato medio subió casi 
10 puntos porcentuales y el medio alto sube 4,5 
puntos. Este último está conformado por hogares 
que denominamos “plenamente integrados”, me-
jor posicionados por sus inserciones laborales en 
cuanto a registro y calificación, y que presentan 
un estándar o piso de condiciones dignas de ac-
ceso a las otras condiciones de vida consideradas.
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El punto pendiente de este proceso de mejora-
miento general fue la persistencia del peso del 
estrato vulnerable. Éste último caracterizado por 
inserciones informales o la permanencia de défi-
cits importantes en las otras dimensiones como 
la vivienda, hacinamiento, hábitat, o el acceso o 
permanencia en el sistema educativo; más allá 
de la mejora, sin dudas importante, en la capa-
cidad de generar ingresos mediante el trabajo 
respecto al pasado. Este sector que siguió alber-
gando a un tercio de los hogares, por un lado, 
fue el que nutrió a los sectores medios en el 
periodo, pero, a su vez, se nutrió de las fami-
lias que migraron desde las posiciones críticas, 
las cuales quedaron reducidas a la mitad. Esta 
última versión del proceso de movilidad resulto 
débil o de inacabada recuperación, por los esca-
sos soportes obtenidos para mantener su lugar 
frente a fluctuaciones desfavorables que pudie-
ran ocurrir en sus entornos. 

Entre 2015 y 2019 se produjo un giro en las polí-
ticas públicas y en las formas de regulación esta-
tal, que dio como resultado un proceso de crisis 
productiva y un empobrecimiento en las condicio-
nes de vida de la población (Beccaria y Maurizio, 
2020). ¿Qué sucedió con los logros obtenidos du-
rante el ciclo anterior de achicamiento del estrato 
crítico y crecimiento de los estratos medios?

Durante este periodo dos son los movimientos 
que resultan significativos y dan cuenta de la for-

ma que tomo el deterioro de los logros obtenidos, 
en tan solo cuatro años. El primer dato que llama 
la atención es que, producto de la evolución nega-
tiva de los principales indicadores socioeconómi-
cos, no se produjo una caída de hogares hacia el 
sector más crítico como podría haberse esperado. 
Pero sí podemos decir que la progresiva salida de 
los hogares de este estrato que se venía produ-
ciendo hasta 2015 claramente se frenó. 

El cambio más fuerte en el dibujo entre las dos 
pirámides es lo que acontece en los estratos me-
dios. Los estratos medio y medio alto tienen la 
mayor reducción, se generó el efecto cascada en 
sentido inverso al que se había producido en el 
período anterior. El deterioro de los estratos me-
dios se conglomeró en el vulnerable, mientras 
que, en el ciclo anterior el estrato vulnerable ali-
mentaba el crecimiento de los medios.

En definitiva, la línea de base que recibió el nuevo 
gobierno es un estrato vulnerable notablemente 
agrandado que alcanza al 40% de los hogares ur-
banos. Si a ellos les sumamos quienes persistie-
ron en situación crítica, el conjunto de hogares 
con altos déficits, riesgos e inseguridades en sus 
condiciones de vida cotidianas, alcanza en 2019 
al 54%. Este conjunto había alcanzado en 2003 al 
61,6% y se había reducido al 47,4% en 2015. El 
aumento que se visualiza en 2019 da cuenta que, 
en corto tiempo, el cambio de políticas produjo 
un impacto negativo más que considerable. 

Gráfico 1: Comparación en la distribución de los estratos de IVBMH entre 2003 y 2015.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de EPH 3er trimestre 2003 y 2da trimestre 2015.
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Si dirigimos nuestra mirada a lo acontecido con 
los estratos medios resulta importante remarcar 
la disminución de 4 puntos en el peso que tenía 
el conjunto de hogares mejor posicionados, que 
articulaban mejores posiciones en el mercado la-
boral (calificados y formales) y no experimentaban 
ningún tipo de penalización en el resto de las va-
riables consideradas marcando un piso en el nivel 
del bienestar. Este último estrato retrocedió nue-
vamente al peso que tenía a principios de siglo, 
luego de la crisis de 2001/2002. Si se tiene en con-
sideración que este estrato no abarca a las grandes 
fortunas, sino a los hogares con pleno acceso a 
derechos sociales y económicos, este descenso es 
un efecto para tener especialmente presente.

Radiografía de los hogares 
al interior de cada estrato: 
persistencia y novedades

Nuestro punto de partida es que las desigualda-
des en la reproducción de las condiciones de vida 
se manifiestan en las formas en que los hogares 
producen los satisfactores de tales necesidades 
(Max-Neef et al, 2015). Por ello, la unidad de re-
levamiento y análisis son los hogares, definidos 
como el escenario de la producción y la reproduc-
ción de las condiciones de vida (Torrado, 1988). 
En dichos hogares las relaciones desiguales de 
género y etarias implican posibilidades y/o res-

tricciones para elaborar estrategias (Clemente y 
Rofler, 2019)

Entre 2015 y 2019 aumentó en todos los estratos 
el peso de las mujeres como principal sostén de 
los hogares, esto da cuenta de las transformacio-
nes aceleradas en las familias. Pero en el estrato 
más crítico es donde ellas superan el peso que 
tienen los hombres, ya que el 56% de los hogares 
están a la cabeza de mujeres frente a un casi 26% 
del estrato medio alto. 

Allí donde predominan hogares con las peores si-
tuaciones de aislamiento, accesibilidad a servicios 
y a los centros productivos o lugares de trabajo, 
déficits habitacionales y alto hacinamiento para 
desarrollar la autonomía personal, es donde en-
contramos el mayor peso de las mujeres al frente 
de los mismos. También son estos los que al-
bergan mayor proporción de niños, niñas y ado-
lescentes de nuestro país, dando cuenta de cuál 
es la conformación de los hogares con mayores 
urgencias de inversión en políticas de protección 
y mejoramiento de la vida cotidiana. Si bien en 
nuestro país el peso del segmento etario más jo-
ven viene mostrando una leve reducción a favor 
de la población adulta mayor, es importante re-
marcar que el 65% de niños, niñas y adolescentes 
reside en hogares de los dos estratos con mayo-
res privaciones.

Gráfico 2: Comparación en la distribución de los estratos de IVBMH entre 2015 y 2019.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de EPH 2do trimestre 2015 y 3er trimestre 2019.
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Gráfico 3: Comparación en la distribución de los estratos de IVBMH entre 2003 y 2019.

Gráfico 4: Proporción de mujeres como principal sostén del hogar según estrato. Comparación entre 2015 y 2019.

Gráfico 5: Proporción de Niños, niñas y Adolescentes (menores de 18 años) según estrato. Comparación entre 
2015 y 2019.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de EPH 3er trimestre 2003 y 3er trimestre 2019.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de EPH 2do trimestre 2015 y 3er trimestre 2019.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de EPH 2do trimestre 2015 y 3er trimestre 2019.
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Cabe aclarar que no necesariamente todos los ni-
ños, niñas y adolescentes que moran en estos ho-
gares son necesariamente hijos e hijas del princi-
pal perceptor/a de ese hogar. Este estrato, por las 
condiciones de vida que rigen su reproducción, es 
el que concentra el mayor peso relativo de lo que 
se denomina hogares ampliados; es decir, don-
de cohabitan otros familiares o allegados además 
de progenitores e hijos y pueden convivir además 
más de dos generaciones en relación al principal 
perceptor/a. También resulta el estrato que pre-
senta un peso notablemente menor, en relación a 
otros estratos, de adultos/as mayores.

Si se tiene presente la desigual distribución de 
responsabilidades de cuidados domésticos que 
existe históricamente entre géneros, los varones 
tienen en general una mayor tasa de actividad en 
el trabajo remunerado y dedican más horas a esta 
tarea, mientras que en el trabajo no remunerado 
es exactamente a la inversa. Pero esta distribu-
ción resulta, a su vez, muy diferente entre secto-
res sociales. Los sectores medios y altos logran 
trasladar una parte de estas responsabilidades al 
mercado, contratando servicios o haciendo uso de 
derechos o beneficios adquiridos en los sectores 
formalizados a través de las negociaciones colec-
tivas (Faur, 2014). Estos últimos sectores también 
vieron en peligro sus protecciones producto de 
los cambios en el mercado laboral.

Las mujeres del estrato crítico -sobre todo las 
mujeres en edades reproductivas- son aquellas 
que tienen a cargo en forma más exclusiva las 
tareas atinentes a la reproducción social de las 
familias: cocinar, limpiar, apoyo escolar o cuidados 
de la salud de menores, enfermos/as y personas 
mayores dentro de los hogares. Esta carga de 
trabajo implica menor capacidad y tiempo para 
dedicar a tareas personales que impliquen salir 
de sus hogares, como por ejemplo para vender 
su fuerza de trabajo en el mercado (Faur, 2014; 
Calero, 2019). Si observamos la estructura de la 
inactividad económica en el mercado por género 
y por estrato, en el 2019 el 57% del estrato 
crítico lo ocupan mujeres que no son jubiladas 
ni estudiantes. A pesar de ello, en las recurrentes 
crisis por la que ha atravesado la Argentina, las 
mujeres de los hogares más pobres salieron 
compelidas a la búsqueda de nuevas fuentes de 
ingresos en respuesta a la crítica situación (Beccaria 

y Maurizio, 2020). Frente a dicha situación, estas 
mujeres se insertan en sectores mercantiles basados 
en la fuerza de trabajo barata y desprotegida. El 
servicio doméstico en casas particulares o servicios 
de cuidado; el cuentrapropismo como recicladoras; 
la venta de alimentos en los barrios; las formas 
de trabajo domiciliario en la confección textil o 
del cuero; y tareas comunitarias barriales como 
comedores y merenderos, suelen ser ejemplos de 
esto y resultan ser sus inserciones más frecuentes. 
En muchos casos abundan las jornadas reducidas 
para poder conciliar sus horarios con las tareas 
de cuidados en el hogar, que siguen persistiendo 
en mayor medida bajo responsabilidad femenina. 
El desdibujamiento de los límites de la jornada 
laboral, o del espacio físico de trabajo y del hogar, 
son cuestiones que persisten (Davolos, 2013). 

En forma asimétrica a lo que acontece en el estra-
to más bajo de la distribución, en los estratos me-
dios las mujeres son las inactivas, ya que son las 
jubiladas quienes tienen el peso dominante. En 
los sectores medio y medio alto, este grupo repre-
sentan arriba del 65% de la inactividad femenina 
del estrato en ambos casos. Esta situación resulta 
un punto relevante a la hora de pensar formas de 
intervención que eleven los estándares de vida de 
grupos y sectores sociales.

La Argentina ha contado con importantes avances 
en la ampliación de derechos de las mujeres como 
así también de la infancia y la adolescencia. En-
tre ellos se enumera el acceso a la jubilación de 
las mujeres que nunca realizaron aportes o que 
no les alcanzan los aportes realizados en reco-
nocimiento al trabajo doméstico no remunerado, 
cambios en las licencias por nacimiento entre los 
trabajadores formalizados de algunos sectores, 
la protección integral contra la violencia de géne-
ro, o la asignación universal por hijo para la pro-
tección social. Sin embargo, aún quedan brechas 
importantes en los estándares entre los hogares 
de los diferentes estratos como nuevos caminos 
por explorar.

Conclusiones

El IVBMH capta movimientos estructurales que re-
sultan de conceptualizar la intersección entre los 
cambios en el mercado de trabajo y la presencia 



Cuestión Urbana - Año 4 Nro. 7 - 2020

44

Sección > Dossier

de condiciones de vida estructurales, ambos se 
conjugan con el efecto que se capta en la con-
formación de los estratos. Por ello resulta menos 
sensible para analizar cambios en períodos cor-
tos de tiempo, como si lo hace la medición de 
la pobreza por ingresos, aspecto insustituible y 
complementario a esta medición. 

Nuestra herramienta permite ilustrar aspectos re-
lativos a las condiciones de vida que implican el 
acceso a derechos básicos que pueden permanecer 
ocultos si se adopta un análisis basado sólo en la 
pobreza monetaria. En otras palabras, un mejora-
miento en los niveles de pobreza por ingresos no 
implica automáticamente el acceso a derechos y 
garantías en el bienestar integral de las personas. 

Los análisis aquí desarrollados son exploratorios y 
apuntan a dar un pantallazo general de los cam-
bios operados en el lapso de 4 años de gobierno 
macrista, y compararlo con la tendencia previa a su 
llegada. 

En esta direccionalidad, puede caracterizarse los 
últimos 4 años como una reversión de una tenden-
cia ascendente que, a diferentes ritmos, se venía 
manifestando desde 2003 (Kessler y Benza, 2020). 
Entre 2003 y 2015 se fue reduciendo sensiblemente 
el estrato crítico, el vulnerable se mantuvo estable 
y crecieron los estratos medios y medio alto. Fue 
un proceso de movilidad ascendente. Entre 2016 y 
2019, los estratos medio y medio alto fueron decre-
ciendo y engrosando el vulnerable. 

Entre algunos rasgos demográficos persistentes se ubi-
ca la mayor proporción de PSH mujeres -generalmente, 
único sostén- en todos los estratos de hogares, esto da 
cuenta de los cambios que vienen aconteciendo en 
las familias. Pero esta característica cobra un peso 
mucho más relevante en el estrato crítico donde su-
peran a los PSH varones, y donde se concentran 
además la mayor presencia de niños, niñas y adoles-
centes. Si al estrato critico le sumamos el vulnerable, 
obtenemos que el 65% de la niñez y la adolescencia 
en nuestro país proviene de hogares con serios dé-
ficits en sus vidas cotidianas. Mientras tanto, los ho-
gares de los estratos medios concentran una mayor 
presencia de adultos y adultas mayores.

La movilidad descendente de los que en el periodo 
anterior ascendieron se debió fundamentalmente 

a las transformaciones operadas en el proceso de 
precarización laboral, donde no solo cayeron los 
ingresos y se registraron mayores cantidades de 
hogares bajo la línea de pobreza (Manzanelli, Cal-
vo y Basualdo, 2020; Beccaria y Maurizio, 2020), 
sino que significa una caída en la calidad de la 
inserción respecto al periodo anterior y por tan-
to pérdida de acceso a derechos conseguidos. El 
estrato medio fue el que más evidencio la caída, 
aunque ésta se contuvo en el estrato vulnerable, 
lo que evitó un engrosamiento del crítico. 

En el objetivo de largo alcance se puede obser-
var una tendencia estructural a un empeoramien-
to de las condiciones que muestran los hogares 
del estrato crítico para sus estrategias de repro-
ducción económicas y domésticas, que requiere 
políticas sostenidas y abordaje multidimensional 
e intersectorial. Estas políticas profundizarían los 
avances realizados por políticas de transferencias 
de ingresos y acceso a derechos, que antes sólo 
podían ser identificadas en los estratos medios y 
medio altos. Por ejemplo, el salario familiar. 

Algunas de las problemáticas que deben abordar-
se son las profundas condiciones de segmentación 
territorial y acceso a bienes y servicios sanitarios 
esenciales. A su vez, se requieren políticas integra-
les de cuidados con perspectiva de género; políticas 
laborales; formas de potenciación de la economía 
popular en los barrios; y reversión de los efectos 
acumulados por exposición a subalimentación y por 
los riesgos medio ambientales y de hacinamiento.

Asimismo, resulta un punto nodal de la agenda y del 
debate la batería de políticas que permita perforar 
la persistencia de un estrato vulnerable cuyo piso 
parece ser un tercio de los hogares urbanos. Desde 
2003, el estrato vulnerable sigue siendo el de mayor 
peso relativo. Juntos, los estratos crítico y vulnerable 
ejercen una fuerza centrípeta estructural que limita 
las posibilidades de expansión de los otros estratos. 

Ciertamente la herencia macrista de descalabro 
macroeconómico no dejo un escenario sencillo 
para implementar las políticas necesarias para co-
rregir tal peso. Por último, debemos añadir a ese 
escenario los impactos inmediatos que produjo 
y está produciendo la pandemia del COVID-19 en 
términos de exacerbación de las desigualdades ya 
existentes. 
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Introducción

A pesar de la amplia variedad de espacios de par-
ticipación creados desde la década de 1990, hace 
ya una década que estos aspectos formales de 
gobernanza no redundan en un mejoramiento a 
la prestación de servicios locales, ni a una mayor 
transparencia ni control ciudadano, en síntesis, no 
han conllevado a un fortalecimiento de la demo-
cracia (Zurbriggen, 2011). Como señala Blondiaux, 
la fuerza de una noción tan indeterminada como 
la de democracia participativa proviene precisa-
mente de su vaguedad, de la diversidad de usos 
posibles y de su capacidad de anclaje en acciones 
y sistemas de referencia diversos. En los recientes 
procesos de urbanización o “integración socio-ur-
bana de villas”, desplegados desde el año 2007 
en la ciudad de Buenos Aires, se ha usufructua-
do de la “plasticidad semántica” del concepto de 
participación que se fue modelando en diferen-
tes circunstancias y escenarios con la finalidad de 
neutralizar las fuerzas opuestas a la índole de las 
transformaciones que se pretendían imponer des-
de el gobierno (2008: 48).2

Se entiende que la progresiva generación y dis-
tribución de inequidades y desigualdades expe-
rimentadas en los procesos de integración so-
cio-urbana de villas reciente constituye un factor 
esencial de sostenimiento de los procesos partici-
pativos concebidos desde criterios restrictivos de 
la democracia representativa, con la finalidad de 
socavar las instancias colectivas de reclamo. En 
torno a lo participativo es posible identificar tres 
escenarios: en perspectiva histórica, un primer es-
cenario de reconocimiento del derecho a un hábi-
tat digno desde la recuperación de la democracia 
que impactó en el marco legislativo; un segundo 
escenario entre los años 2007 y 2015; un tercer 
escenario a partir del año 2015 con el despliegue 
los procesos de integración socio-urbana en cinco 
villas de la ciudad.3

El escrito se enmarca en proyectos de investiga-
ción interdisciplinarios y aplicados en lo que se 
conoce como Investigación - Acción Participativa 
que articula docencia - investigación - extensión y 
parte de las necesidades percibidas y expresadas 
por los involucrados con los que se ha trabaja-

Resumen

Se propone analizar las estrategias institucionales de distribución de inequidades y desigualdades en los 
recientes procesos de integración socio-urbana de villas y su relación con los procesos de transformación 
en las concepciones sobre participación desde el año 2007, durante las gestiones del gobierno de la ciudad 
de Mauricio Macri y Horacio Rodríguez Larreta bajo el PRO. 

Palabras Clave: Villas; integración socio urbana; participación.

Summary

It is proposed to analyze the institutional strategies of distribution of inequities and inequalities in the 
recent processes of socio-urban integration of slums and the relation with the processes of transforma-
tion in the concepts of participation since 2007, during the government of Mauricio Macri and Horacio 
Rodríguez Larreta under PRO.

Key words: Slums; social and urban integration; participation.

2. Enmarcados en las políticas neoliberales concebidas desde el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial para en donde se 
entiende por  “buen gobierno”: elección y control de los gobernantes; capacidad gubernamental para aplicar políticas y administrar recursos 
y el respeto de la ciudadanía en cuanto a transparencia, garantía del Estado de derecho y participación (World Bank, 2005: 5).

3. Coincidente con las gestiones como jefes de gobierno de Mauricio Macri y Horacio Rodríguez Larreta respectivamente.
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do conjuntamente en tareas de asesoramiento y 
participación en los procesos (Montero, 2006). Se 
pretende desentrañar las políticas públicas aplica-
das en las villas desde una doble perspectiva de 
derechos4 y socio espacial5 de larga tradición que 
parte del trabajo de campo, la investigación-ac-
ción y el análisis de los documentos instituciona-
les desde métodos de análisis del discurso.

Sobre las concepciones de la 
participación en perspectiva 
histórica

En el año 1984, en un escenario de recuperación 
democrática, desde la Municipalidad de la Ciu-
dad de Buenos Aires, se comenzó a instalar una 
política de reivindicación de “derecho a la ciu-
dad”, que alcanzó el reconocimiento de las villas 
como merecedoras de este derecho, y desde el 
Concejo Deliberante se sancionó la Ordenanza 
39753 en la que se derogaban todas las dispo-
siciones que promovían su erradicación, a la vez 
que se establecía el “Programa de Radicación 
y Solución Integral de Villas y Núcleos Habi-
tacionales” a cargo de la entonces “Comisión 
Municipal de la Vivienda”. Un primer paso en 
la institucionalización de las villas fue el reco-
nocimiento institucional de sus territorios, que 
en el año 1991 por la Ordenanza 44873, crea-
ba los Distritos U31 y otorgaba una zonificación 
específica a cada una de las villas existentes, 
a la vez que se ordenaba que en sesenta días 
se elaboraran los proyectos de urbanización para 
cada villa, cosa que no sucedió.

En un escenario histórico de consolidación demo-
crática y con la formulación de la Constitución de 
la Ciudad de Buenos Aires, en el año 1998, se creó 
la Ley 148 que declaraba de atención prioritaria 
la problemática social y habitacional en las villas 
y núcleos habitacionales transitorios. La particu-

laridad de esta ley es que, por primera vez, se 
disponía la obligatoriedad del involucramiento 
de la población afectada en el “diagnóstico, pro-
puesta, planificación y seguimiento” de todos los 
procesos.6

En el año 2000, la Ley 403 creaba el Programa 
de Planeamiento y Gestión Participativo de la Villa 
1-11-14, y que estaba destinado a elaborar, ejecu-
tar y verificar el plan integral de “urbanización” 
de manera consensuada. Aunque ambas leyes 
sentaron precedentes para los procesos de urba-
nización de todas las villas, estas leyes fueron 
desestimadas.

Surgía en este escenario, el concepto de “reurba-
nización”, a partir de la interpelación de los habi-
tantes hacia el Estado para que reconocieran los 
procesos de urbanización que habían realizado de 
manera autogestionaria.

En el año 2005, con el argumento del impacto 
negativo en el ecosistema de la Reserva Ecoló-
gica Costanera Sur, desde el GCABA se dictó el 
Decreto 1247 que creaba el Programa de Recu-
peración de la Reserva Ecológica, que perseguía 
erradicar la villa Rodrigo Bueno a cambio de un 
subsidio con garantía hipotecaria para los gru-
pos familiares” que terminó en la presentación 
por parte de los vecinos de un recurso de am-
paro en el que denunciaban amedrentamientos y 
solicitaban la urbanización. En un nuevo intento, 
desde el GCABA se dictó en el año 2006 el De-
creto 2136 que modificaba las condiciones pero 
no fue aceptado por los habitantes y quedó sin 
aplicación.7

En síntesis, desde la recuperación de la democra-
cia hasta el año 2008, se arribó a un progresivo 
reconocimiento institucional de las villas en térmi-
nos de derechos, que no fue acompañado por la 
voluntad política concretarlo. 

4. Pautassi, 2010; Pautassi, Abramovich, 2010, Pautassi, Gamallo, 2012.

5. Catenazzi, Di Virgilio, 2005; Fernández Wagner, 2008; Clichevsky, 2012.

6. La Comisión Coordinadora Participativa sería tripartita y estaría compuesta por representantes del Poder Ejecutivo, de la Legislatura y 
de los “vecinos” que incluía a representantes de cada villa y NHT y representantes de las dos organizaciones villeras más relevantes de ese 
momento, la Federación de Villas, Núcleos y Barrios Marginados de la Ciudad (FEDEVI) y el Movimiento de Villas y Barrios Carenciados.

7. Luego de un largo proceso, finalmente en el año 2016, ante el Tribunal Superior de Justicia, el gobierno se comprometió a elaborar una 
propuesta de integración.
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La gestión de las villas entre los 
años 2007 y 2015

Hasta la llegada de Mauricio Macri a la jefatura 
de gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (CABA) 
en el año 2007, el abordaje institucional en villas, 
asentamientos y núcleos habitacionales transito-
rios estuvo a cargo del Programa de Radicación, 
Integración y Transformación de villas y núcleos 
habitacionales transitorios creado por la Ley 148.8 

En líneas generales, los recientes abordajes de las 
villas se corresponden con los tres modelos, que bajo 
el signo de las teorías neoliberales, fueron ensayados 
en Latinoamérica: el modelo brasileño de Jorge Ma-
rio Jáuregui aplicado a través del Plan Favela Barrio 
en el que se plantea la transformación de la ciudad 
informal en formal a partir de proyectos urbanos que 
resuenen con usos y prácticas sociales de los habitan-
tes y que inspiró desde sus inicios la formulación del 
proyecto urbano de la Villa 31 y 31 bis que culminó 
en la Ley 3343; el modelo peruano del economista 
Hernando de Soto que plantó como aspecto central 
de la política de urbanización de villas y como salida 
a la pobreza, la titulación dominial y que se ensayó 
con pésimos resultados en el barrio Los Piletones9, y 
el modelo colombiano de Medellín, que sobre la base 
de la inclusión social, y con un modelo de desarrollo 
territorial, propuso otorgar centralidad a la construc-
ción de equipamientos e infraestructuras de calidad 
y que se implementó en una versión simplificada a 
través de la Secretaría de Hábitat e Inclusión (SECHI).

A mediados del año 2008, con Macri como jefe de 
gobierno, una primera estrategia de abordaje de 
las villas como problema, fue intentar lograr con-
senso social para desestimar los derechos institu-
cionalmente adquiridos para así allanar el camino 
de la erradicación. Con este fin planteó la posi-
bilidad de llamar a un plebiscito sobre un nuevo 
“proyecto de urbanización de villas” de su autoría 
(Navia y Castro, 2008). Recurriendo a la democra-
cia participativa, planteó concretamente, a través 
de este plebiscito, dirimir la cuestión nodal del 
financiamiento de las “tareas de urbanización” de 
las villas, poniendo el eje en la cuestión de los 
recursos. Debía dirimirse si para urbanizar las villas 

se aumentaban los impuestos de la ciudad, o si se 
postergaban otras obras de la misma “ciudad”, para 
destinar esos fondos hacia las “villas”. En la estruc-
tura profunda de estos discursos y acciones institu-
cionales quedaba establecido que las villas queda-
ban indefectiblemente fuera del espacio de la ciudad 
y que resultaba inviable, desde el punto de vista 
económico, su urbanización. Se pretendía, además, 
desestimar los procesos de urbanización instituidos 
por sus propios habitantes, e introducir la necesidad 
de eliminar el derecho a la urbanización por conside-
rarse como lesivo para el resto de la ciudad.

En este contexto inaugural, las acciones de go-
bierno inducia la erradicación de las Villas 31 y 
31 bis. Para él gobierno se trataba de un proce-
so que tenía que realizarse “de a poco, mediante 
el diálogo con la gente, y con el compromiso de 
darles vivienda en otro lugar” (LN, 2008). Según 
sus concepciones no se podía urbanizar “por el 
peligro de su ubicación” y porque creía que se 
trataba de “un lugar insalubre”; si bien es una 
zona fuertemente traccionada por los intereses 
del mercado inmobiliario, tanto que se evidencia 
en su imagen recortada contra el perfil de Puerto 
Madero (Figura 1).

8. Reglamentado por el Decreto 206 del año 2001.

9. Fundamentalmente las teorizaciones de su libro El otro sendero que parten de que la “informalidad”, concebida como una patología, es 
un camino adoptado para acceder al trabajo y la propiedad privada frente a un Estado que no permite el acceso a bienes y que no garantiza 
los derechos constitucionales, y que desde criterios del emprendedourismo se pretenden remediar.

Figura 1. Portada del informe
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10. En el año 2016 se transformó en la Secretaría de Integración Social y Urbana (SECISyU).

En ese contexto, el entonces jefe de gabinete, Rodrí-
guez Larreta afirmaba que no había “recetas únicas” 
sobre “erradicar o no”. Para él, las que se encontra-
ban “sobre el Riachuelo” debían erradicarse o “relo-
calizarse”, mientras que “otros casos”, como la Villa 
1-11-14, sí se podía “urbanizar” (LN, 2008).

En este contexto político, orientado a la erradica-
ción de las villas de la CABA, una vez fracasado 
el intento de arribar a un consenso con el plebis-
cito, se creaba en el mismo año 2008 la Unidad 
de Gestión e Intervención Social (UGIS), que se 
convirtió, en un canal de comunicación alternativo 
de abordaje de las emergencias. Con la UGIS se 
pretendía crear una imagen, hacia afuera de los 
barrios, sobre una supuesta “exitosa y eficiente” 
gestión de gobierno y resultó “eficaz” en su mo-
dalidad de ir creando cooptaciones y enclaves de 
poder político territorial que se completaría con la 
creación SECHI en el año 2011.10

La SECHI fue concebida como “articuladora e inte-
gradora de las políticas y programas de gobierno 
en la zona Sur” (Macri, 2016: 10), si bien solo fue 
estratégica en el abordaje de algunas transforma-
ciones del espacio público, que en muy contadas 
excepciones, se desprendían de las demandas de 
cada barrio, como la remodelación de plazas, can-
chas para deportes, y también algunas situaciones 
de emergencia de infraestructuras. Esto posibilitó 
generar un contacto personalizado con los repre-
sentantes en las diferentes villas que fueron los 

que canalizaron la gestión de manera clientelar 
con modalidades de gerenciamiento y ejecución 
de las obras, de manera más o menos participati-
va, a través de lo que dieron en llamar “Proyectos 
Urbanos Integrales”.

Entretanto, dentro del organigrama administrativo se 
creaban simultáneamente las Gerencias Territoriales 
para atender cada Unidad Territorial de Inclusión Ur-
bana (UTIU), compuesta por “grupos interdisciplina-
rios que incluían vecinos y vecinas de los barrios”, 
y que contaba con dos dispositivos de intervención: 
los Portales Inclusivos (oficinas de gobierno en los 
territorios) y los Núcleos de Inclusión y Desarrollo de 
Oportunidades (NIDO) que contaban con equipamien-
to para la realización de “actividades comunitarias y 
talleres”, programados en una suerte de “combina-
ción de demandas de la comunidad”, y “ofertas de 
alta calidad de entidades del gobierno y ONG”, que 
raramente entraba en resonancia con las necesidades 
de los habitantes (SECISyU, 2016: 54). Para Rodríguez 
Larreta, la SECHI se convirtió en una “herramienta fun-
damental” de “acercamiento a sectores donde existía 
poca presencia institucional permanente” (2016: 12). 
En las imágenes difundidas sobre estos dispositivos 
resulta muy difícil imaginar las implicancias produc-
tivas de las tareas emprendidas, más allá del cobro 
de un subsidio por parte de un grupo cautivo de las 
actividades de capacitación o recreación (Figura 2).

Se promovía como slogan de gobierno en ese 
momento, el proceso de transformación “de villa 

Figura 2. Imagen de los talleres (SISU, 2016: 271)
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en barrio”. En el libro De Villa a Barrio, en donde se 
condensó la gestión de Macri en la ciudad, se señala 
respecto de la índole de estos procesos: “Se está lle-
gando con el Estado a lugares donde se conformaron 
estados paralelos durante 70 años. Tiene sus propias 
instituciones, sus organismos de control. El desafío 
es desarticular esos estados paralelos con proyectos 
de hábitat e inclusión” (SECISyU, 2016: 42). Así, se 
transparentaban discursivamente las intenciones de 
ingresar en ellas para “desarticular” el entramado so-
cial que se entendía como estado paralelo.

A partir del año 2010, por fuera de la institucio-
nalidad de la UGIS y la SECHI, en el ámbito del 
Ministerio de Ambiente y Espacio Público, se creó 
el Programa de Mejoras para las villas 31 y 31 bis 
que se focalizó la intervención en el mejoramien-
to del espacio público (infraestructura, servicios y 
saneamiento). 

Ese mismo año se iniciaron los procesos eleccio-
narios y la intervención de las villas 31 y 31 bis, 
con la finalidad de lograr un equilibrio de las for-
mas representativas que tuvieran en cuenta no 
solo “la distribución poblacional” sino también 
“la vinculación territorial”, como una estrategia 
para poder evaluar las múltiples dimensiones y 
escalas de abordaje. En ese momento se estable-
cieron “tres instancias complementarias de repre-
sentación: una vinculación directa con las y los 
vecinos; otra para considerar cuestiones específi-
cas de cada sector de territorio; y una tercera que 
integrara a todo el barrio en la Mesa de Gestión 
creada por la Ley 3343” (ACIJ, 2010).

El proceso de formulación de la ley para la urbani-
zación de la Villa 31 y 31 bis, fue fundante y ejem-
plar para las demás villas de la ciudad, y culminó 
con la aprobación de la Ley 3343 del año 2009, 
con dictamen 2 años después. Esta ley se con-
formó a partir del trabajo realizado desde el año 
2002 por profesores de la Facultad de Arquitectu-
ra, Diseño y Urbanismo (FADU-UBA) liderados por 
el arquitecto Javier Fernández Castro, que contó 
con el apoyo de habitantes del barrio, y fue toma-
do por la Comisión de Vivienda de la Legislatura 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (LCABA).

En el año 2010, de manera auspiciosa, se proyec-
taba teleológicamente la intervención hacia una 
urbanización definitiva con criterios de integración 

social con la “generación de trabajo en todo el 
barrio”. Hasta tanto se abordaran las obras defi-
nitivas, desde el equipo interventor se proyectaba 
un marco de regulación para las obras proviso-
rias a realizarse en contextos de emergencias. A 
través de la formulación de un “Protocolo de Ac-
tuación en emergencias”, se dejarían establecidas 
“las formas de proceder ante las inundaciones o 
accidentes eléctricos, estableciendo plazos de re-
solución de los desperfectos”.

Entretanto, la gestión de los delegados electos 
en el año 2010 transcurrió con dificultades y es-
casos éxitos, salvo la aprobación del dictamen de 
la Ley 3343. Además, las cooptaciones de los re-
presentantes de manzanas con obras, por parte 
del gobierno, fue socavando la consistencia del 
Cuerpo de Delegados y del Consejo, que no logra-
ron imponer una dinámica para abordar los temas 
de interés y que el gobierno respetara el dictamen 
aprobado (ODC, 2015).

En el año 2014, conforme al modelo de Hernando 
de Soto, se ensayaba en Los Piletones “la expe-
riencia de urbanización de villas de mayor enver-
gadura desarrollada íntegramente por el gobierno” 
(Castro, 2014) y que paradójicamente consistía en 
la regularización dominial a través de la entrega 
de títulos, sin tener un censo, ni plan de integra-
ción consensuado con los representantes de la 
Comisión Coordinadora Participativa creada por la 
Ley 148, ni los servicios de infraestructura regu-
larizados, y sin estar aprobada por la Legislatura 
la enajenación de estas tierras, en ese momento 
bajo la órbita de la Corporación Buenos Aires Sur.

En el año 2015, por medio de la Ley 5460 y su 
Decreto Reglamentario 363, se le atribuyó a la Je-
fatura de Gabinete de Ministros la competencia de 
diseñar y ejecutar las políticas, planes, y programas 
vinculados a la regularización y urbanización de la 
Villa 31 y 31 bis, a través de la Secretaría de Inte-
gración Social y Urbana (SISyU). La situación de que 
los organismos que tienen a su cargo la urbaniza-
ción de la totalidad de las villas no actuaran en esta 
villa, implicó que se generaran y aplicaran criterios, 
modelos, y operatorias diferentes o contradictorias 
respecto del resto de las villas de la ciudad.

En la medida en que la SECHI y la UGIS habían 
cumplido su función de anclaje territorial en las 
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villas, el presupuesto asignado fue disminuyendo, 
para reducirse progresivamente a partir del año 
2017. Estos organismos fueron un laboratorio de 
experimentación para orientar a futuro los proce-
sos de urbanización. A través de ellos, se pusie-
ron en práctica una serie de procedimientos, que, 
apelando a cierta interacción estrictamente regu-
lada y bajo la denominación de “participación”, 
apuntaron a convalidar las acciones de gobierno 
en el territorio, según diferentes modalidades: 
reuniones a demanda (para acordar con grupos 
con más o menos poder persuasivo concesiones 
de obras e intervenciones de mejora tanto de es-
pacios públicos como privados); presentaciones 
de dispositivos y equipos técnicos; llamado a 
apertura de diálogo; presentación de proyectos; 
procesos de intercambio de ideas a materializar; 
actividades de recreación y capacitaciones.

El trabajo en territorio se respaldó en el desplie-
gue de merchandasing creado ad hoc destinado a 
pautar los procesos de interacción y que se acom-
pañó de una fuerte estrategia comunicativa barrio 
por barrio vehiculizada a través de folletería y el 
periódico De Villa a Barrio.11 En estas publicacio-
nes las imágenes ejercieron un irresistible poder 
atractivo pues signaba la agenda de intervencio-
nes con un alto nivel de visibilidad generando una 
gran expectativa por parte de lxs habitantes cu-
yos espacios públicos y privados eran retratados, 
supuestamente, en pleno proceso de transforma-
ción. Las emisiones de los periódicos destinados 
a cada barrio generaban nuevos entramados cul-
turales y procesos ficcionales de participación y 
articulación institucional.

El abordaje a demanda, cuerpo a cuerpo de la 
SECHI y la UGIS con lxs delegadxs también creó 
nuevos universos de sentido de interpelación ins-
titucional que fueron desarticulando las tradicio-
nales e históricas formas y procedimientos de de-
manda. Las demandas, lideradas por representan-
tes, serían atendidas en función de la capacidad 
de presión, por cantidad de personas involucradas 
y por su visibilidad. La articulación de diferentes 

instancias de negociación con múltiples represen-
tantes fue una de las modalidades promovidas 
con el fin de evitar las masivas y visibles movili-
zaciones por reclamos. Estos novedosos procedi-
mientos institucionales tenían como finalidad dis-
ciplinar las conciencias, eclipsando los reclamos 
colectivos para encausarlos hacia reclamos indivi-
duales y de pequeños grupos, que oficiarían como 
representantes, más fáciles de controlar, y que en 
caso de no llegar a buen término, desviarían las 
tensiones al territorio y no a las instituciones. 
Ilustra la cuestión procedimental, el caso de una 
referente de Ciudad Oculta que, según el discurso 
del gobierno, había liderado la “autoconstrucción 
del pavimento de su calle”, y que se plasmó en un 
reportaje. La protagonista explicaba: “necesitába-
mos que nuestra calle deje de ser de tierra, que 
deje de ser puro barro los días de lluvia, cambiar 
nuestro lugar”, con lo cual:

“comenzamos a juntar firmas con los ve-
cinos y nos movilizamos para terminar la 
calle. Nos comprometimos a hacer la mano 
de obra si nos daban los materiales. Y gra-
cias a la Secretaría de Hábitat e Inclusión lo 
logramos. Nos escucharon y nos ayudaron” 
(SECHI, 2015: 7).

Desde un criterio clientelar y desde concepcio-
nes neoliberales ligadas al emprendedourismo, 
se iba instalando el reemplazo de los derechos 
a un hábitat digno por un concepto de “ayuda” 
por parte del Estado. El reportaje culminaba con 
la siguiente moraleja: “Si uno sale a buscar algo 
con fuerza de voluntad se puede obtener lo que 
se quiere, para este barrio y para otros barrios” 
(SECHI, 2015: 7). Desconociendo derechos insti-
tuidos, se institucionalizaba discursivamente una 
nueva relación de subordinación. La determina-
ción del gobierno sobre este “otro” encarnado en 
los habitantes, se revertía sobre el mismo “como 
un ejercicio solipsista” de su poder dominador, 
en tanto hacía aparecer la condición de subor-
dinación como “producto de la propia voluntad” 
(Simmel, 2014: 206).

11. Para el GCABA “De Villa a Barrio” es un periódico que se reparte en distintas comunas de la Ciudad de Buenos Aires con historias de los 
barrios del Sur de la Ciudad, y relatos de cómo los vecinos protagonizan la transformación de su comunidad” (GCABA, 2017). Tuvo solo cinco 
emisiones: octubre 2014, mayo 2015, julio 2016, septiembre 2016, y enero 2017.
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El periódico se concebía como el “retrato de un 
Estado presente, cercano y activo” que se busca-
ba “instalar como gobierno” (GCABA, 2017: 32). 
Se cita a manera de ejemplo de dicho “retrato”, 
el caso de una nota del periódico en donde los 
“vecinos” de la Villa 1-11-14 eran fotografiados en 
el momento en que “conocieron el plan de obras” 
de cloacas. Se acompaña la imagen con el si-
guiente texto: “El trabajo territorial del Estado es 
muy importante para informar a los vecinos sobre 
los cambios que ocurren y ocurrirán en el barrio. 
De esta manera, se hicieron mesas participativas 
para atender dudas y consultas” (SECHI 2015a: 
8). En el texto se evidencia la concepción de que 
las mesas “participativas”, constituían instancias 
para “atender dudas y consultas” entretanto, en 
la imagen (Figura 3), se resemantizaba este con-
cepto connotándolo como interactivo, si bien era 
indudable el rol protagónico del representante del 
gobierno, que, entronizado, administraba la distri-
bución de la información, que indefectiblemente,  
siempre tenía que ser escasa.

El escamoteo de la información junto con la dis-
posición de información de manera adelantada a 
ciertos referentes que oficiaban como operadores 
políticos, resultó, desde siempre, una estrategia 
fundamental de gobierno.

En tanto “todas las relaciones de los hombres en-
tre sí descansan, naturalmente, en que saben algo 
unos de los otros”, la elaboración de documentos 
en secreto, y el escamoteo de información, generó 
siempre una reacción más lenta respecto de los 
que nunca habían tomado contacto con ella y esto 
habilitó la brecha para poder seguir avanzando 
sin consenso  (acorde a un ritmo más acelerado,  
que se desentendía del ritmo más lento solicitado 
por los habitantes), o bien un retraso intencional 

de los tiempos de maduración y análisis de situa-
ción, porque nunca se modificaba el plazo final de 
clausura de los planteos (Simmel, 2014: 371).

El libro De Villa a Barrio se concebía como “una 
herramienta pedagógica y de comunicación de la 
SECHI”, a través de la cual, se difundían los “pro-
yectos físicos y sociales realizados en las villas, com-
plejos habitacionales y núcleos habitacionales tran-
sitorios” de la ciudad (SECISyU, 2016: 4). Entre los 
proyectos que se difundieron en este libro estaba el 
Complejo Soldati. Según el discurso del gobierno, 
“luego de un proceso de organización con los veci-
nos y de varias reuniones, la comunidad fue testigo 
de la transformación absoluta de su barrio con la 
impermeabilización, el revoque y la pintura realizada 
en los más de 100 bloques”, a partir de los traba-
jos “realizados por el Instituto de la Vivienda de la 
Ciudad”, el “abandono” se cambiaba por “la nueva 
cara de su barrio con orgullo” (SECHI, 2015: 6).

Esta supuesta “transformación absoluta” del barrio 
consistía en una operación superficial, que acom-
pañaba obligadamente el comienzo de las obras de 
la Villa Olímpica en la Comuna 8. Meses después 
tres jóvenes caían de uno de los balcones en mal 
estado y dos terminaban muertos. El estado de de-
terioro y abandono se hizo evidente y reveló como 
falsas operaciones mediáticas perseguían corregir 
la mirada distanciada para inducir nuevas concep-
ciones ficticias acerca de un Estado presente.

En lugar de democracia participativa se trató de 
una suerte de “democracia de proximidad”, de 
enclaves que conforme al espectacular éxito de 
cierto concepto de participación del mundo con-
temporáneo, viene acompañado de una proximi-
dad más o menos cosmética de los gobiernos, y 
en donde los funcionarios se muestran de cerca y 

Figura 3. Difusión de plan de obras como proceso participativo (SISU, 2015: 7)
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transparentan de manera aparente ciertas acciones, 
enmascarando este tipo de proximidad, como de-
mocrática y participativa (Blondiaux, 2008: 83).

Pero a través de la SECHI y la UGIS se instalaba en 
el cuerpo social un nuevo “imperativo participativo” 
materializado en “un conjunto cada vez más vasto 
de experiencias y dispositivos” y que comenzaron 
a atravesar las lógicas de la militancia en su doble 
dimensión ideológica y organizativa del compromiso 
partidario y territorial (Blondiaux, 2008: 13).

La gestión de Horacio Rodríguez 
Larreta en las villas

Con la gestión de Rodríguez Larreta se introdujo 
un concepto de “integración socio-urbana” en la 
política de las villas, tributario de la ampliación de 
derechos que se consolidó a partir del proceso de 
formulación de la Ley 3.343. Bajo este concepto 
se pretendía remediar los complejos procesos de 
segregación de barrios y villas que no sólo son 
urbanos, sino también socio-económicos y so-
cio-culturales, y que implican los ámbitos del de-
recho: de acceso a la justicia, a fuentes laborales, 
a la salud, a la educación y al transporte público.

A fines de 2016, la política urbana se circunscribió 
a cinco villas (Villas 31 y 31 bis, 20,12 Rodrigo Bue-
no, Lamadrid y Playón de Chacarita)13 a las que 
luego se sumó la 1-11-14. Conforme a la desfinan-
ciación de la SECHI y la UGIS, se apostó a un rol 
preponderante del Instituto de la Vivienda de la 
Ciudad (IVC). Paradójicamente, las estrategias de 
estos organismos en extinción (SECHI y UGIS) se 
replicaban en la Provincia de Buenos Aires con la 
Unidad de Coordinación de Infraestructura Barrial 
(UCIBA) y el Organismo Provincial de Integración 
Social y Urbana (OPISU).

El programa de Rodríguez Larreta para las cinco 
villas evidenció en sus inicios la generación de 

negocios con lo público, y el discurso oficial se fo-
calizó en justificar el comienzo de obras innecesa-
rias sobre el recurso del endeudamiento externo, 
y la venta de tierras públicas como condición de 
la urbanización: el desvío de la Autopista Illia y la 
construcción del parque lineal elevado a la manera 
del High Line neoyorquino; la Villa Olímpica; el em-
prendimiento de IRSA de Eduardo Elztain conocido 
como “Las torres de Santa María”;14 el emprendi-
miento Catalinas Sur (con la venta de tres hectáreas 
situadas en los lindes de La Boca y Puerto Madero); 
y el desvío de la Avenida Triunvirato. Estos proce-
sos de integración socio-urbana se desplegaban a la 
sombra del desarrollo inmobiliario.

De todas maneras, aún a pesar de estas decisio-
nes tomadas inicialmente sin consenso, en cada 
villa, los procesos se pautaron a través de una 
serie de pasos:

	Formulación del proyecto de ley.
	En la LCABA: presentación de la ley y audien-
cias públicas.
	Organización de los protocolos de funciona-
miento de la Mesa de Gestión Participativa 
(MGP).
	Organización de los protocolos de relevamien-
to social y espacial.
	Organización del proceso de integración so-
cio-urbana en sus dimensiones espaciales y 
legales.

Desde el punto de vista espacial de la planifi-
cación y el diseño urbano, el proceso de inte-
gración socio-urbana implica: tendido de redes 
viarias y de infraestructura urbana; mejoramiento 
de las viviendas existentes; esponjamiento del 
tejido a los efectos de garantizar accesibilidad 
y condiciones de iluminación, ventilación y salu-
bridad a todas las viviendas; y construcción de 
conjuntos habitacionales destinados a los habi-
tantes a ser relocalizados con motivo de estas 
intervenciones.

12.  “La ley 1770 del año 2005 no se cumplió”, y “Sólo por medio de acciones judiciales se ha logrado que la villa tenga un órgano de 
representación democráticamente electo: con la Junta Vecinal reconocida por el gobierno. Sin embargo, ésta no ha sido escuchada en 
ninguno de sus reclamos de urbanización”. En el informe elaborado por el ODC, CLIC, y TLPS se analizan todas las violaciones en el orden 
del derecho a la ley (ODC, CLIC, TLPS 2015a).

13. En adelante Playón.

14. En el año 2016 se intentó aprobar en una misma ley el emprendimiento y la urbanización de la villa y fue desestimado por una amplia 
mayoría de legisladores.
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Todas estas cuestiones se tratan en las Mesas de 
Gestión Participativa (MGP) en las que participan 
múltiples actores: representantes de vecinos; el 
IVC; la Defensoría General de la Ciudad de Bue-
nos Aires (DG); la Defensoría del Pueblo (DP); y 
representantes del ámbito legislativo, conforma-
dos en diferentes grupos y sectores sociales, 
político partidarios y multisectoriales que po-
nen en confrontación retóricas, acciones y sig-
nificaciones en torno al proceso de “integración 
socio-urbana”.

Las leyes de cada villa y las definiciones 
posteriores

El lanzamiento de los procesos de formulación de 
las leyes para cada villa, implicó dejar de lado el 
proceso colectivo dispuesto por la Ley 148 y pro-
movió la conformación de un imaginario propio 
para cada barrio que, por fuera de un sustrato 
básico de derechos, podría generar un espacio de 
negociación de leyes superadoras o más adecua-
das a las características particulares y necesida-
des en cada territorio. Aun así, con la sanción de 
la primera ley de la Villa 20, se capitalizó como 
experiencia para Rodrigo Bueno y el Playón de 
Chacarita.

En todos los casos hubo dos reclamos comunes 
que no encontraron respuesta favorable por parte 
del gobierno en una primera etapa de formula-
ción: la consideración de los inquilinos que ha-
bían quedado fuera del relevamiento censal del 
gobierno, y el poder decisional de los vecinos en 
todos los procesos, pues, en todas las leyes, se 
destina un artículo (generalmente el 4°) en el que 
se explicita que si no se llega a consensos, la de-
cisión última la tiene el gobierno.

En líneas generales, durante los procesos de for-
mulación de las leyes las preocupaciones se cir-
cunscribían al ámbito de los derechos y se mani-
festaron en una serie de puntos problemáticos:

	De competencia entre propietarios e inquilinos, 
y que redundó en la cuestión sumamente com-
pleja, de desinstalar las inequidades consolida-
das, pues circulaba un imaginario de que, en 

este proceso, los inquilinos podrían apropiarse 
de las viviendas que alquilaban.15

	De temor a ser desalojados o relocalizados 
compulsivamente.

	De incertidumbre sobre: la aplicación de nue-
vos estándares a las viviendas ya construidas; 
de la capacidad económica de las familias para 
llevar adelante el proceso; del destino del ma-
cizo histórico y su relación con el proyecto ur-
bano y las consecuentes demoliciones de vi-
viendas implicadas por las aperturas de calles 
y esponjamientos; de los tiempos de tendido 
de infraestructura definitiva y conexiones do-
miciliarias, pues sobrevolaba un imaginario de 
ejecución de obras de infraestructura en para-
lelo a la construcción de viviendas nuevas.

Los procesos participativos de debate de las leyes 
fueron concebidos institucionalmente como pro-
cesos comunicativos con un mínimo e inexistente 
nivel de posibilidad de cambio. Estuvieron siem-
pre sujetos a los dictados de los tiempos políticos 
y no de las necesidades de los habitantes a los 
que les resultaba muy difícil discernir la índole de 
las decisiones en juego y sin contar con el mate-
rial en tiempo y forma para poder analizarlo. 

Como contrapartida, otro nivel de comunicación cir-
culaba respecto de los representantes afines al go-
bierno, que no solo contaban con el material con an-
telación, sino que también participaban de reunio-
nes secretas a espaldas del resto de los habitantes.

Una vez aprobadas las leyes, en cada barrio se abo-
caron a la formulación de los protocolos de funcio-
namiento de las MGP, y de los procesos participa-
tivos de apertura de calles y de reconfiguración de 
las manzanas. En medio de estos procesos, volvía a 
cuestionarse la legitimidad de la participación de los 
inquilinos en todas las instancias y sobre todo en las 
decisiones, a tal punto que en Playón de Chacarita se 
les permitió la participación en los debates de los ta-
lleres de apertura de calles pero no en las decisiones.

Esta competencia entre propietarios e inquilinos 
fue usufructuada por el gobierno en casos como 

15. Y que redundaron en desalojos masivos de inquilinos que no lograban volver a encontrar una vivienda donde relocalizarse, como es el 
caso del Barrio Mugica cuando se lanzó lo que dieron en llamar la elaboración del “dictamen”.
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el sector de Bajo Autopista del Barrio Mugica (en 
adelante Barrio Mugica), ya que los inquilinos, 
comenzaron a contrapesar a favor de la reloca-
lización, frente a los propietarios que no querían 
relocalizarse. También, fueron funcionales al go-
bierno los grandes rentistas, que capitalizaron sus 
propiedades como moneda de cambio. 

En este proceso, los más desfavorecidos resultaron 
siempre los no censados, que podían haberse instala-
do en el barrio con posterioridad al censo, o bien que 
no habían podido censarse porque los propietarios 
no se lo habían permitido, bajo amenaza de desalojo.

Las profundas inequidades entre los propietarios y 
los inquilinos y entre los grandes rentistas y aque-
llos que con el alquiler de una pieza sobrellevaban 
la subsistencia, siguen siendo cuestiones irresuel-
tas. Lo mismo sucedió con aquellos que debido a 
las relocalizaciones vieron afectados sus medios de 
vida. El mejor ejemplo de malas prácticas es el Ba-
rrio Mugica y las relocalizaciones de aquellos que 
vivían en el sector de Cristo Obrero hacia los con-
juntos habitacionales conocidos como Containera. 

En la mayoría de los casos perdieron sus fuentes 
de ingreso y el gobierno no se hizo cargo de la 
situación del impacto económico del traslado. Ade-
más, los comercios y la feria planificados para es-
tos conjuntos nunca funcionaron como una activi-
dad rentable salvo raras excepciones, situación que 
se evidencia en la gran cantidad de locales vacíos 
o cerrados la mayor parte del día. Con el agravante 
de que los relocalizados son los que cuentan con 
mayor nivel de vulnerabilidad y con menor capital 
social como para afrontar los créditos y la autoad-
ministración consorcial que se les impone.

De todos los procesos de formulación de las leyes, 
el peor de todos fue el del Barrio Mugica que ya con-
taba con la Ley 3.343, pero que desde el gobierno 
se relegó totalmente comenzando un nuevo debate 
de “dictamen” que, además, introducía condiciones 
regresivas respecto de esta ley originaria. Por ejem-
plo: se pretendía que los habitantes pagaran por la 
tierra, cuando en las otras villas no se pagaba; que 

pagaran gastos de escrituración y demás, cuando en 
las otras villas tampoco se incluían estos gastos; y 
se obligaba a ceder el espacio aéreo o bien se obli-
gaba a pagar a los tenedores (o propietarios) por la 
capacidad constructiva de los terrenos; además se 
establecía que las cuotas de los créditos no podían 
superar el 20% de los ingresos, cuando en su ley 
se establecía un porcentaje menor, del 15%. Este 
juego de inequidades que se hizo evidente desde 
los inicios del debate, también fue posible debido a 
la segmentación del debate del dictamen, en el que 
se pretendía diluir a la oposición. 

Los conjuntos habitacionales de “vivienda nueva” 
y los proyectos urbanos

Los conjuntos habitacionales de “vivienda nueva” 
surgieron de una propuesta general que devino de 
un convenio de “asistencia técnica” entre la FADU 
y el IVC, en el que diferentes estudios de arquitec-
tura de profesores formularon anteproyectos para 
tres de las villas en proceso de reurbanización.16 El 
convenio comprometía a los estudios a arribar a 
un nivel de anteproyecto. Pero en Rodrigo Bueno y 
Playón hubieron graves problemas de resolución y 
cada barrio tuvo que iniciar un proceso de reformu-
lación proyectual, que resultó además muy comple-
jo, pues involucró a los habitantes en problemas 
proyectuales muy difíciles de solucionar y más aún 
de comunicar a los habitantes. Esto resultó en in-
numerables e interminables debates en mesas téc-
nicas, más o menos multitudinarias, y aún en las 
MGP, en donde los vecinos fueron comprometidos 
con muy poco margen en materia de decisiones.

De ahí que en estos barrios, desde el IVC se diera 
unilateralmente por concluido el proceso de dise-
ño y se enviaran a licitar los conjuntos habitacio-
nales sin estar aprobados ni consensuados en el 
ámbito de la MGP ni con los técnicos convocados.
Con los conjuntos habitacionales resultantes para 
cada barrio, se gestaron nuevas desigualdades e 
inequidades. A diferencia de las otras tres villas, 
para los conjuntos habitacionales del Barrio Mugi-
ca (ex Villa 31 y 31 bis) se optó por el sistema de 
construcción rápida en seco, steelframing.17 Por el 

16.  Intervinieron en Villa 20 el estudio Béccar Varela-Amorín, en Rodrigo Bueno ATV, y en Playón Monoblock. Estos tres estudios con la 
coordinación del arquitecto Daniel Becker trabajaron bajo un mismo “paraguas programático”.

17. Para este pre  proyecto de vivienda la Facultad de Arquitectura, Diseño y Urbanismo (FADU/UBA) convocó al  Arq. Javier Fernandez 
Castro,  quien tenía  una larga tradición de trabajo con la formulación de Ley originaria del barrio.      
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contrario, para Rodrigo Bueno y Playón se optó 
por el sistema tradicional y con una resolución 
exterior de ladrillo a la vista porque abarataba el 
mantenimiento (Figura 4).

Las viviendas del Barrio Mugica fueron rechazadas 
por los habitantes en muchos aspectos:

	Desde el sistema constructivo por ser inade-
cuado a los requerimientos y concepciones 
acerca de los modos de habitar y porque exi-
gían un mayor costo de mantenimiento.

	Porque inmediatamente de habitadas comen-
zaron a tener múltiples problemas construc-

Figura 4. Vista aérea de los conjuntos habitacionales de Playón (IVC, s/f)

Figura 5. Vista del sistema de rejas



SÁNCHEZ - ALDAO  - Participación, inequidades y desigualdades en los recientes... 

59
tivos derivados de la falta de estudio de los 
detalles y falta de control en la ejecución de las 
obras.

	Porque al habitar el primer conjunto (Contai-
nera Azul) hubo problemas de filtraciones de 
cañerías que afectaron a gran cantidad de vi-
viendas.

	Porque hubo problemas con todos los artefac-
tos de cocinas eléctricas que son de mala cali-
dad.

	Por inadecuaciones en lo proyectual, dado que 
el sistema de rejas de los balcones fue uno de 
los aspectos más rechazados por los habitan-
tes que las perciben como carcelarias (Figura 
5).

	Por el diseño de las plantas de las viviendas en 
sí mismo que no garantiza la debida privacidad 
a las viviendas y que se evidencia en toda cla-
se de materiales que se colocan para frenar las 
visuales (Figura 6).

	Porque entre los conjuntos Containera Azul, 
Containera Verde y Nueva YPF hay diferencias 
en la superficie construida, en las dimensiones 
de las habitaciones, asoleamiento y también 
en la calidad constructiva.

	En las viviendas Containera Verde, uno de los 
dormitorios, afectado por el gesto proyectual 
del muro divisorio inclinado, resultó en que 
fuera imposible colocar la cama en una posi-
ción adecuada (Figura 7).

Figura 6. Exteriores del sector Containera

Figura 7. Vista del dormitorio
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	Las plantas de las viviendas de Containera Azul 
resultan más adecuadas en términos de ilumi-
nación que las de las viviendas de Containera 
Verde que por la profundidad de la planta re-
sultan oscuras.

	En Containera Verde los vidrios de las venta-
nas de los dormitorios resultan imposibles de 
limpiar porque tienen pegadas las rejas.

	En todos los casos, el estudio de detalles de 
obra ha sido deficiente y los paneles comen-
zaron a experimentar rápidamente procesos de 
deterioro de todo tipo (Figura 8).

En las viviendas de Playón los vecinos pidieron 
que los balcones fueran salientes pero sin ser es-
cuchados, pero los patios interiores de los con-
juntos habitacionales se concibieron como plazas 
internas, espacios privados de dominio público y 
cuyo mantenimiento estaría a cargo del gobierno; 
a diferencia de Rodrigo Bueno en donde la com-
partimentación de los patios los redujo a espa-
cios imposibles de aprovechar y desperdiciados 
(Figura 9).

En todos los casos nunca se consideró en la cons-
trucción de las viviendas que se entregaran con 
los interiores de los placards instalados, a pesar 
de que fue motivo de pedido en todas las MT y 
MGP, y a pesar de que de manera sencilla y con 
un mínimo de organización podría haberse conver-
tido esto en una fuente de ingreso familiar. Esta 
situación, implicó, que cada familia, al instalarse 
sin muebles, se viera obligada a vivir en un desor-

den ingobernable. Esta situación se agravó en el 
Barrio Mugica, donde se prohíbe realizar modifica-
ciones y los habitantes se vieron imposibilitados 
hasta de poder colocar por sí mismos los dispo-
sitivos para cortinas y demás. La mala calidad de 
los muebles de cocina y las griferías colaboraron 
también en que su deterioro fuera casi inmediato. 
Fallas en el diseño de las rejas generaron insegu-
ridad y robos.

La reconfiguración de las manzanas

En todas las villas, los procesos de reconfigura-
ción de las manzanas, lejos de estar subsumidos 
en un proyecto urbano, se convirtieron en un jue-
go de quita y pon, en el que los habitantes difícil-
mente podían discernir los criterios, y en los que, 
sin explicaciones lógicas, se definía que casas 
quedaban o se demolían, y que abría un espacio 
de inequidades respecto de la coincidencia o no 
con los que quisieran quedarse o mudarse a las 
viviendas nuevas.

Complementario a estos planteamientos unidirec-
cionales por parte del IVC, respecto de las vivien-
das que quedaban en el macizo y de las que se 
iban, comenzó a generarse un espacio secreto de 
negociación individual de aquellos que se resis-
tían a las propuestas, y que podía redundar en 
un mejoramiento de la cotización de la vivienda 
de origen, en la posibilidad de elegir la vivienda 
de destino, en la cantidad de dormitorios, o en la 
consideración o no del desglose, y que llegaba a 
implicar que a una misma familia pudiera otorgár-
sele más de una vivienda.

Figura 8. Comercios de Containera Verde Figura 9. Patios interiores en Rodrigo Bueno



SÁNCHEZ - ALDAO  - Participación, inequidades y desigualdades en los recientes... 

61

Además, en ningún momento el IVC se expidió 
explícitamente acerca de las grandes viviendas de 
alquiler, con lo cual, al reconfigurarse las man-
zanas y conformar los consorcios, nunca se tuvo 
en cuenta los potenciales conflictos que surgirían 
a partir de la convivencia de inquilinatos con vi-
viendas unifamiliares. Tampoco fue debidamente 
ponderada la inmersión de los habitantes en una 
cultura consorcial que implica el proceso de re-
conversión espacial de cada manzana. Mientras 
que en los conjuntos habitacionales nuevos se ca-
pacitaba a los habitantes, orientándolos a la au-
toadministración, los que quedaban en el macizo 
eran relegados del proceso, cuando no excluidos, 
ya que nunca llegarían a tener servicios de in-
fraestructura regulares, sin el acondicionamiento 
de la instalación interna de las viviendas.

En cada barrio, la ejecución del presupuesto se 
orientó prioritariamente a los nuevos conjuntos 
habitacionales y se relegaron los acondiciona-
mientos de viviendas existentes. En Playón, con 
las relocalizaciones con motivo de la apertura de 
la Avenida Triunvirato, la engorrosa burocracia de 
los equipos técnicos, hizo que algunas familias 
quedaran por fuera de la operatoria y tuvieran 
que relocalizarse en los conjuntos del barrio.

Los acondicionamientos de viviendas individuales 
en el Barrio Mugica fueron también totalmente 
inequitativos. Desde la gratuidad de acondicio-
namiento de las fachadas en las viviendas que 
lindan con la estación de ómnibus de Retiro, o 
el tratamiento de aquellas que lindan con lo que 
se conoce como Playón (frente a la curva de la 
Autopista Illia), en donde se planificaba proyecto, 
dirección y ejecución, se arribó a una situación 
actual de entrega de materiales en cuotas para la 
autoconstrucción.

El fin de lo colectivo

Los procesos participativos en el contexto de las 
MGP experimentaron una total declinación con los 
inicios de los procesos de valuación de las vivien-
das existentes con fines de relocalización. Todo 
esto comenzó cuando desde el IVC se impuso un 

modelo de cotización aplicado inicialmente en Ro-
drigo Bueno en base a un índice compuesto que 
reconocía como tope máximo el 70% del valor 
de la construcción,18 y que luego se aplicó a los 
demás barrios, mientras que en el Barrio Mugica 
se reconocía metro cuadrado por metro cuadrado, 
es decir que para este barrio, en caso de relocali-
zación, se descontaba de la deuda, la cantidad de 
metros cuadrados de la vivienda original (sin te-
ner en cuenta materiales, terminaciones, técnicas 
ni métodos constructivos) a la cantidad de metros 
cuadrados de la vivienda definitiva.

Pero el nudo de la estrategia institucional con-
sistió en que las valuaciones de las viviendas y 
los planes de pago se desplegaran en instancias 
personalizadas. Todas estas decisiones institucio-
nales, combinadas, hicieron que declinara el in-
terés en el proceso colectivo y que cada familia 
asumiera el proceso individualmente.

Esto desencadenó múltiples negociaciones per-
sonalizadas que se desplegaron por fuera de los 
criterios participativos, y que alimentaron un ima-
ginario colectivo de que cada familia arribaría a 
las mejores condiciones de negociación respecto 
del resto. Colaboraba también la comparación de 
las diferencias entre los cómputos y presupuestos 
entre familias. Bajo el argumento de la confiden-
cialidad y de la reserva de la intimidad de las 
capacidades de pago, estos procesos quedaron 
escindidos de la MGP, y los conflictos, en el mejor 
de los casos, fueron derivados a la DG que se 
convirtió en mediadora con garantía de confiden-
cialidad.

Esta inflexión en el proceso de la MGP apuntó 
también a clausurar las instancias participativas 
en momentos claves, como los previos al proceso 
eleccionario nacional, y en donde se definieron 
las condiciones de las diferentes operatorias: de 
vivienda nueva, de refacción y de trueque, y que 
redundaron en condiciones regresivas respecto de 
las leyes ya que no se querían reconocer desglo-
ses, ni cantidades de dormitorios acordes a las 
edades y sexo de lxs hijxs, etc. Estas condiciones 
regresivas se continuaron también en las escritu-
ras. De tal manera que se puede señalar que a 

18. Esta valuación trascendió institucionalmente en el resto de las villas como una decisión tomada por el Barrio Rodrigo Bueno, cosa que 
no es cierto, y que desde el gobierno se argumentó que se replicaría en el resto para no generar inequidades.
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partir de las operatorias y las escrituras se inició 
un período de regresiones en materia de derechos 
respecto de las leyes de origen y del espíritu de lo 
que se entendía por integración, pues apuntaron 
a dejar sentado la pérdida de derechos por falta 
de pago y la expulsión del barrio.

En Rodrigo Bueno y en el Barrio Mugica, al ser 
mayores las presiones por la relocalización, las 
familias experimentaron las violencias más evi-
dentes. Es importante aclarar que estos procesos 
de avasallamiento de derechos se encarnaban de 
manera centralizada en los coordinadores de cada 
barrio, siendo en estos barrios muy dramáticos.

El proceso de redacción de las escrituras fue rá-
pido y se selló con las primeras firmas de aque-
llas familias que no pudieron lograr un adecuado 
asesoramiento y que fueron amedrentadas con la 
pérdida de sus derechos. De ahí que esta tan-
da de firmas de escrituras fueran las más regre-
sivas de todas, hasta incluirse cláusulas en las 
que si no se pagaba cierta cantidad de facturas 
de servicios las viviendas podían ser sometidas a 
remate público. Al difundirse públicamente y en 
los barrios estas escrituras, las siguientes fueron 
sometidas a revisión y rectificadas solo en algu-
nas cláusulas, pero nunca se expidieron acerca de 
aquellos que ya habían cerrado el trato con estas 
cláusulas lesivas.

Entretanto, en cada barrio, los coordinadores de 
las MGP estuvieron abocados a calcular el importe 
de las cuotas, sobre un sustrato, en términos ge-
nerales, de 70% de familias por debajo de la línea 
de pobreza y de indigencia.

El Estado garantiza que cada familia registrada en 
el censo realizado por el IVC, tiene derecho a una 
“solución habitacional única y definitiva”, y a la 
obtención de créditos con condiciones “iguales o 
mejores” que la Ley 341, cuyas cuotas no podrán 
superar el 20% del total de los ingresos. En la 
operatoria se establece que “los planes financie-
ros serán de 240 cuotas o 360 cuotas consecuti-
vas e iguales”, y que “podrán extenderse hasta 
480 cuotas” a modo excepcional, siendo la tasa 
de interés fija y del 0 al 4% según “la capacidad 
de pago y la posibilidad de financiación del grupo 
familiar destinatario” y que constituye otro factor 
de inequidad. 

Para los propietarios de vivienda en el barrio, se 
descontará del importe de la vivienda nueva, el 
valor de la vivienda existente. En casos excepcio-
nales, cuando la valuación de la vivienda existen-
te no alcance el cincuenta por ciento (50%) del 
valor de la vivienda a adjudicar, se podrá reco-
nocer un subsidio complementario hasta alcanzar 
dicho porcentaje. Pero nunca se aclaró cómo se 
considerarían los importes de las cuotas de aque-
llas familias que necesitaran locales comerciales 
para no afectar más del 20% de los ingresos.

Estas condiciones que se establecen para las fa-
milias del Playón y los demás barrios, otorgan 
menos derechos que los reconocidos al Barrio Mu-
gica. En la Ley 6.129 se establece:

	Que en los casos de que los ingresos se en-
cuentren “entre 1,2 Canasta Básica Alimentaria 
y la Canasta Básica Total”, el importe de las 
cuotas no podrá superar el 12%.

	Que el pago quedará suspendido cuando los 
beneficiarios “se encuentren por debajo de 1,2 
Canasta Básica Alimentaria”. Esto como deri-
vación del principio de que en ningún caso la 
incapacidad de pago vulnerará los derechos re-
conocidos en la presente ley a favor de los/as 
beneficiarios/as.

	Que “durante los tres años posteriores a la pri-
mera escrituración” el monto que se abone de 
servicios públicos se deducirá de los ingresos 
totales que se computan para el pago mensual 
de la cuota.

	Que en los casos en que los beneficiarios de-
claren ingresos “por debajo de 1,2 Canasta Bá-
sica Alimentaria” y que por condición física o 
etárea no pueda mejorar su situación económi-
ca estarán exentos de pago (LCABA, 2019).

	La valuación del metro cuadrado de construc-
ción de la vivienda de origen del Barrio Mugica 
es el mismo que el de la vivienda nueva.

Se supone que el GCBA debe establecer iguales de-
rechos para las familias de los barrios populares de 
la ciudad y que no debe reconocer menos derechos 
a unas familias en relación a otras, porque esta con-
ducta implicaría una discriminación ilegal.
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En este proceso no se garantiza a las familias de 
escasos recursos el acceso a la vivienda nueva, ni 
terminar con el hacinamiento. En los casos de las 
familias más vulnerables y con menos ingresos, en 
los que aún con el máximo porcentaje de subsidio 
y número de cuotas disponibles, no se les pueda 
establecer un plan de financiamiento de hasta 480 
cuotas sin superar el 20% del máximo de afecta-
ción establecido, se señala que se establecerá una 
“operatoria de canje” para su radicación en el barrio 
histórico. Es decir, que se está priorizando radicar 
en el barrio histórico a las familias más vulnerables, 
cuyas viviendas deberán transitar por un proceso de 
acondicionamiento, con la suposición de que esta 
radicación será sustentable en el tiempo, pero sin la 
evaluación estimativa de los costos de sostenimiento 
de las unidades funcionales o viviendas de cada con-
sorcio, en una tierra altamente valorizada.

Otra cuestión restrictiva que la operatoria no quiso 
modificar es la consideración de desglose automáti-
co para los hijos mayores de edad con independen-
cia económica en los casos que se solicitara. En la 
Operatoria solo exige para el desglose que un miem-
bro del grupo esté en período de gestación mayor 
a tres meses o con nuevos hijo o hijas convivientes. 
Tampoco se quiso considerar la discriminación por 
sexo para hijxs menores para la cantidad de dor-
mitorios a asignar a cada familia. Ni se establecen 
medidas que amortigüen el impacto económico del 
paso de la informalidad a la formalidad urbana.

Consideraciones finales

Los procesos de integración socio-urbana se ini-
ciaron desde el ámbito legislativo para garanti-
zar ciertos derechos de larga data vulnerados, 
pero que en su ejecución se fueron desplegan-
do sobre un juego de desigualdades que sig-
nificaron inequidades profundas directamente 
orientadas a socavar los derechos colectiva-
mente conquistados en una suerte de juegos 
de diferencias.

Para las gestiones de gobierno bajo el PRO, en 
los que se privilegió los gestos grandilocuentes 
y ficcionales como medio de promoción de la 
gestión, nada mejor que recurrir a sus propias 
imágenes para desentrañar la índole de sus pro-
cesos participativos. En los procesos participa-
tivos, el merchandising constriñe la dimensión 
dialógica de los problemas sociales y urbanos 
(Figura 10). El momento crucial e indefectible 
de aceptación de las condiciones a un niño ile-
trado, que da el consentimiento con su huella 
digital (Figura 11), significa, como en las indes-
cifrables escrituras, la clausura en término de 
derechos. La manipulación de los procesos par-
ticipativos, la recurrencia al pacto individualiza-
do, resultó la estrategia clave de habilitación de 
regresiones en términos de derechos.
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Resumen

El artículo parte por considerar que la violencia de género es una manifestación de condiciones estructura-
les de desigualdad y de marginaciones. Para ello presenta el proceso de monitoreo internacional del cumpli-
miento de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
(Convención de Belem do Pará), a partir de la definición de un sistema de indicadores de progreso y en 
base a los informes presentados por Argentina. Este sistema aporta interesantes elementos empíricos que 
permiten avanzar en identificar las estructuras de desigualdad que reproducen las múltiples manifestaciones 
de la violencia de género y posibilitan evaluar el grado de cumplimiento de las obligaciones estatales y el 
alcance de las políticas públicas. Por último, se presentan las potencialidades que el Sistema de Indicadores 
sobre Marginaciones Sociales (SIMASOC), desarrollado en el marco del Programa PIUBAMAS de la Universi-
dad de Buenos Aires, que posibilitará dar continuidad a los esfuerzos de monitoreo.

Palabras Clave: Derechos de las mujeres; violencia de género; indicadores de progreso; Convención de 
Belem Do Para; Argentina.
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Las violencias y sus múltiples 
manifestaciones

Las distintas formas de violencias son constituti-
vas de la historia de América Latina desde tiempo 
de la colonia en adelante (Segato, 2015), con picos 
extremos durante las sucesivas dictaduras milita-
res, y con nuevas formas de manifestación durante 
los procesos de transición democrática, donde la 
consolidación de modelos económicos y políticos 
excluyentes han logrado que ésta sea la región más 
desigual -y violenta- del mundo. Las mediciones en 
torno a la desigualdad generalmente toman en con-
sideración las variables vinculadas al ingreso mone-
tario y la acumulación de la riqueza, pero ocultan 
que una de las desigualdades centrales es la injusta 
división sexual del trabajo, donde las mujeres asu-
men la mayor cantidad de trabajo no remunerado 
sin que se hayan promovido formas de organización 
social del trabajo y del cuidado más equitativas. 

Así, las mujeres participan en el mercado de trabajo 
sólo un 48,5% mientras los varones lo hacen en un 
75% (OIT, 2019) y en promedio ganan sólo entre el 
60 y el 75% del salario de los varones estimándose 
que podrían aumentar sus ingresos hasta en un 76% 
si se superara la brecha en la participación en el em-
pleo (Banco Mundial, 2019). A la vez se encuentran 
sobre-representadas en el trabajo de cuidado, ya que 
le dedican en promedio el doble del tiempo, en rela-
ción a la dedicación de sus pares varones.

En Argentina, en promedio, la brecha salarial por 
género en el año 2017 alcanzaba el 27%, con 
variaciones según la rama de actividad y la ca-
tegoría ocupacional. La tasa de actividad de las 
mujeres argentinas es de 46,1% y la de los varo-
nes es de 69,6%, es decir, se observa una bre-
cha de casi 24 puntos, que se acentúa aún más 
en la desagregación por edad: las mujeres más 
jóvenes son las más perjudicadas con menores 
niveles de participación y mayor desempleo (IN-
DEC, 2017). La desigualdad se manifiesta tam-
bién en la distribución del tiempo y del trabajo 
de cuidados. Las mujeres no sólo participan más 
del trabajo doméstico no remunerado que los va-
rones, sino que en un día las mujeres destinan 
en promedio 6,4 horas a las tareas de cuidados 
mientras que los varones solamente dedican 3,4 
horas de su día, (INDEC, 2017).

Estas situaciones de discriminación respecto al tra-
bajo y al cuidado van a afectar el ejercicio de la au-
tonomía económica de las mujeres y menoscaban su 
desarrollo en todos los órdenes, a lo que se suma 
la escasa autonomía física (ejercicio de derechos se-
xuales y reproductivos, violencias de género) y la 
autonomía política (acceso a cargos de conducción, 
violencia política) (OIG-CEPAL, 2019). Si bien el ejer-
cicio de estas autonomías se encuentra interrelacio-
nado, lo cierto es que las vulnerabilidades se van a 
potenciar si median situaciones de violencias, que 
le van a generar barreras muchas veces infran-

Summary

The article affirms that violence against women is a manifestation of unequal power relations and has to 
be considered as such. On this basis it presents the international monitoring processes, particularly the 
monitoring of the States in order to guarantee the fulfillment of the Inter-American Convention on the 
Prevention, Punishment and Eradication of Violence Against Women “Convention of Belem do Para”; in 
an attempt to define a system of progress indicators. This system provides interesting empirical elements 
that allow us to advance in the identification of inequality structures that reproduce the many manifesta-
tions of gender violence and to assess public policy in Argentine. Finally, we present the System of Indi-
cators on Social Marginalization (SAMISEN), developed within the framework of the PIUBAMAS Program 
of the UBA.

Key words: Women rights; human rights; violence against woman; progres indicator; Belem Do Para Con-
vention; Argentine.
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queables para las mujeres y donde las respuestas 
institucionales son claramente insuficientes.

El hecho que 3.529 mujeres fueron asesinadas por 
razones de género en 25 países de América Latina 
y el Caribe durante el año 2018 (OIG-CEPAL, 2019) 
da cuenta de la persistencia de estas situaciones 
de vulnerabilidad de derechos. En Argentina, de 
acuerdo con los datos del registro de femicidios 
de la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema 
de la Nación, durante 2019, se identificaron 252 
víctimas directas de feticidios, de los cuales cin-
co fueron travesticidios / transfemicidios, mientras 
que 16 fueron las víctimas de femicidio vinculado, 
lo cual da una cifra de 268 víctimas de violencia 
de género (OM-CSJN, 2020).

Estas situaciones no han sido ajenas a los recla-
mos y manifestaciones reiteradas por parte del 
movimiento feminista y de mujeres, que se tra-
dujeron en una primera generación de leyes san-
cionadas en Argentina durante la década del 90, 
y su reflejo en normas provinciales, buscando ga-
rantizar mecanismos ágiles de protección y acce-
so a la justicia frente a situaciones de violencia 
doméstica o intrafamiliar. Le siguieron la reforma 
Constitucional de 1994 con la jerarquía otorgada a 
los Pactos y Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, y la ratificación, en 1996, de la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (conoci-
da como Convención de Belém do Pará) y poste-
riormente con la sanción de la Ley de Protección 
Integral 26485 que permitió la comprensión del 
continuo de violencias que se expresan en las 
múltiples situaciones de desventaja estructural 
que afectan a las mujeres (Gherardi, 2017).

En efecto, la Ley de Protección integral define en 
su artículo 4º a la violencia contra las mujeres 
como:

“toda conducta, acción u omisión, que de 
manera directa o indirecta, tanto en el ám-
bito público como en el privado, basada 
en una relación desigual de poder, afecte 

su vida, libertad, dignidad, integridad fí-
sica, psicológica, sexual, económica o pa-
trimonial, como así también su seguridad 
personal. Quedan comprendidas las accio-
nes perpetradas desde el Estado o por sus 
agentes”.

Completan el marco normativo, la Ley 26150 de 
Educación Sexual Integral (ESI) de 2006, Ley 
25673 de Creación del Programa de Salud Sexual 
y reproductiva (2002); la Ley de matrimonio 
igualitario 26618 de 2010, y la Ley de identidad 
de género, (26743 de 2012), más recientemente 
la ley de acoso callejero (Ley 27501 de 2019). De 
manera reciente, se debe incluir la Ley Brisa (Ley 
27452 de reparación económica para hijas/
os de víctimas de femicidio) y la Ley Micaela 
(Ley 27499 de capacitación en violencia de 
género para todos los poderes públicos), como 
también destacar la creación del cuerpo de 
abogadas y abogados para víctimas de violencia 
de género (Ley 27210) y la incorporación de 
la sanción de la violencia política a la ley de 
protección integral (Ley 27533 de 2019). En 
síntesis, el marco normativo protector es robusto 
en Argentina y sin embargo la violencia machista 
sigue afectando a las mujeres.

Los sucesivos reclamos por los casos de violencia 
extrema (femicidos) contra niñas, adolescentes y 
mujeres se cristalizaron en la marcha masiva del 
Ni una Menos del 3 de junio de 2015, en la que 
cientos de miles de mujeres, diversidades sexua-
les y colectivos LGTBI se movilizaron en contra 
de las violencias; compromiso que se renueva 
cada año bajo la consigna #VivasNosQueremos.1 

El movimiento Ni una Menos permitió introducir 
otra mirada respecto de la creencia socialmente 
arraigada que la violencia es un fenómeno en el 
campo de la intimidad de las relaciones de pare-
ja, para hacer visible que es un reflejo de múlti-
ples violencias cotidianas que se producen en los 
espacios públicos y comunitarios, acentuando y 
“naturalizando” el ejercicio de poder asimétrico 
que se proyecta en la vida de pareja y en las rela-
ciones familiares (Gherardi, 2017).

1. Heim (2016, 186) analiza cómo el concepto de violencia elaborado por el feminismo ha visibilizado los elementos intrínsecos de este 
fenómeno: el carácter estructural, social, donde se ejerce sobre las mujeres y que no admite comparaciones con otro tipo de opresiones 
de género, clase social o raza, como tampoco equipararlas con otros delitos. Así, al ser un modo de dominación patriarcal afecta a todas las 
mujeres, atravesando todas las clases sociales, niveles educativos o independencia económica.
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Precisamente la constatación de este nudo crítico 
respecto a los marcos protectorios, el reconoci-
miento de derechos humanos, las políticas públi-
cas y la vida cotidiana de las mujeres atravesadas 
por desigualdades estructurales, necesariamente 
lleva a evaluar la conducta estatal. Al respecto, 
uno de los factores centrales para realizar dicha 
tarea es verificar la información disponible que 
permita analizar que tipo de acciones ha llevado 
adelante el Estado para cumplir con sus compro-
misos de garantizar los derechos humanos de las 
mujeres y las niñas, como también las identidades 
de género diversas. Precisamente, en los últimos 
años se han elaborado indicadores de progreso 
que permiten medir el grado de cumplimiento de 
las garantías en torno a una vida libre de violen-
cia para las mujeres. Se trata de un sistema de 
indicadores cuantitativos y cualitativos diseñados 
específicamente para medir el cumplimiento de la 
Convención de Belem do Pará, que a su vez son 
solicitados periódicamente a los Estados parte, 
entre ellos Argentina.

Este artículo introduce el sistema, en primer lu-
gar presentando algunas de las características 
centrales de los indicadores y las respuestas del 
Estado argentino presentadas en el año 2017, 
destacando los principales aspectos de este me-
canismo y como nuevos sistemas como el recien-
te Sistema de Indicadores sobre Marginaciones 
Sociales (SIMASOC), desarrollado en el marco del 
Programa de Marginaciones Sociales de la Uni-
versidad de Buenos Aires (PIUBAMAS) posibilita-
rá dar continuidad a los esfuerzos de monitoreo 
de obligaciones estatales.

Derechos y rendición de cuentas: 
dos procesos unidos

La posibilidad de vivir una vida libre de violencias 
y de estereotipos constituye un derecho humano 
de las mujeres y de las niñas, que fue consagrado 
en la Convención de Belem do Pará y convertido 
en obligación por parte de los países que la han 
ratificado. La Convención señala que “toda mujer 
tiene derecho a una vida libre de violencia, tan-

to en el ámbito público como privado” (art. 3) y 
define como violencia a: “cualquier acción o con-
ducta, basada en su género, que cause muerte, 
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la 
mujer, tanto en el ámbito público como privado” 
(art. 1), estableciendo con ello que la violencia 
constituye un problema de derechos humanos. 
Distingue a su vez, entre la violencia producida 
en la familia, el hogar o cualquier tipo de relación 
interpersonal de aquellas otras situaciones de vio-
lencia registradas fuera del ámbito “doméstico” y 
que involucran a otras personas, manifestándose 
como situaciones de abuso sexual, prostitución 
forzada, violación, trata de personas, acoso sexual 
en los ámbitos laborales, en el sector salud o cen-
tros educativos; y por último, las situaciones de 
violencia ejercidas por el Estado o sus agentes, de 
manera arbitraria y bajo un ejercicio abusivo del 
poder (MESECVI, 2015).

Los 32 Estados de América Latina y el Caribe que 
ratificaron la Convención, asumieron la obligación 
de adoptar a través de “todos los medios apro-
piados y sin dilaciones, políticas orientadas a pre-
venir, sancionar y erradicar dicha violencia” para 
las mujeres y niñas de la región, atendiendo a su 
pertenencia étnica, racial, condición de migrante, 
desplazada o refugiada, entre otras (art. 7 y 9 de 
la Convención). Estos mandatos obligatorios para 
los Estados, establecen, entre otras acciones, que 
deben diseñar marcos normativos adecuados con-
juntamente con políticas y programas para res-
ponder a las diversas manifestaciones de la vio-
lencia y cuando fuera necesario, deben adoptar 
medidas reparatorias.

Con el objetivo de verificar el cumplimiento de 
estas obligaciones, se estableció un sistema de 
monitoreo periódico a partir de la conformación 
de un comité de expertas regional (Comité de Ex-
pertas en Violencia, CEVI) que pudiera recepcionar 
y evaluar informes periódicos de cumplimiento,2 
como también interpretar el alcance de la Conven-
ción en relación con las obligaciones que estable-
ce y emitir recomendaciones de carácter regional. 
Para ello se creó el Mecanismo de seguimiento de 
la Convención de Belem do Pará (MESECVI), con 

2. Los informes de países y los informes hemisféricos se encuentran disponibles en: http://www.oas.org/es/mesecvi/nosotros.asp. A su vez, 
las organizaciones de la sociedad civil participan a partir del mecanismo de contra informes o informes sombra.
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3. Un claro ejemplo son los registros de femicidios, es decir, de los casos de muertes violentas de mujeres en contextos de violencia de 
género, que se extendieron en los países de la región en los últimos años. En ausencia de registros de fuentes oficiales, en algunos casos 
estos registros fueron elaborados por organizaciones de la sociedad civil a partir de la información sobre femicidios publicados en los 
medios de comunicación y no dan cuenta de una recopilación sistemática y regular, CEPAL (2014: 51).

el objetivo de potenciar el proceso de monitoreo.
Durante el proceso de recepción de los informes 
de países y tras dos rondas de evaluación de los 
Estados (2005-2007 y 2010) las expertas inde-
pendientes que integran el CEVI señalaron que 
la información disponible que presentan mu-
chos países es escasa, incompleta -especial-
mente en materia de recursos presupuestarios 
destinados a programas de prevención de vio-
lencia, datos relativos a las garantías en tor-
no al acceso a la justicia, niveles de ejecución 
presupuestaria y cumplimiento de planes de 
prevención de violencia- y en muchos casos se 
encuentran descatolizadas. El Comité advirtió 
sobre la ausencia de fuentes de información en 
algunos países, o la discontinuidad en la pro-
ducción de datos básicos como los que arrojan 
las encuestas sobre incidencia y prevalencia de 
la violencia -que no siempre son replicadas ni 
actualizadas- impidiendo conocer la evolución 
de la situación y el impacto de las políticas de 
Estados.3

A partir de ello, y en concordancia con la adop-
ción de indicadores de progreso por parte de 
otros mecanismos de monitoreo, el CEVI decidió 
en el año 2013 diseñar un sistema de indicadores 
de progreso que permitiera medir el cumplimiento 
de la Convención, enfatizando la necesidad de dar 
cuenta de las respuestas estatales de los tres po-
deres del Estado: Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 
Es así que se emprendió un proceso de discusión 
para incorporar las mejores formas de estable-
cer -en base a datos y fuentes de información 
variadas- pero en equilibrio entre lo cuantitativo 
y cualitativo, un conjunto de indicadores para 
que cada Estado parte incorpore en sus informes 
(MESECVI, 2015).

En el caso de la medición de las obligaciones es-
tatales de garantizar una vida libre de violencia, 
requiere que se incluyan estadísticas, revisiones 
normativas, encuestas, registros administrativos 
que ofrezcan elementos empíricos vinculados con 
la obligación establecida en la norma. En el caso 
de Argentina, el CEVI ha señalado que:

“Si bien es cierto que el Estado presentó 
varias cifras, particularmente en el contex-
to de la línea 144, al CEVI le preocupa que 
el Estado no haya presentado las tasas de 
violencia de mujeres que declaren haber 
sido víctimas de violencia por un perpe-
trador distinto a la pareja o ex-pareja, ni 
la tasa de violencia contra las mujeres por 
estratos socio-económicos ni etnias. Ade-
más, Argentina informa que no cuenta con 
la información sobre el porcentaje de pro-
cesos legales por violencia contra las muje-
res, con respecto al total de denuncias. El 
CEVI entiende que esto se debe a la falta 
de una encuesta nacional de prevalencia de 
violencia contra las mujeres. Por ello, insta 
al Estado a dar cumplimento completo a la 
recomendación Nº 38 del Segundo Informe 
Hemisférico” (MESECVI: 2017, párr. 80: 20).

El análisis del Comité es contundente, debido a 
que esta recomendación respecto de la necesidad 
de elaborar una encuesta ya formó parte de la 
anterior ronda de evaluación al Estado y continúa, 
tres años después, manteniendo dicho incumpli-
miento como una falta grave, y que fue denuncia-
do también en los informes sombra.

Para acompañar la tarea de evaluación internacio-
nal, se adoptaron tres tipos de indicadores, que 
fueron especialmente elaborados en base al al-
cance que otorga la Convención a la obligación 
estatal de garantizar una vida libre de violencias 
para las mujeres. Estos indicadores son de tres 
tipos:

	indicadores estructurales: reflejan no sólo la 
aprobación de instrumentos internacionales 
(como la Convención de Belém do Pará) sino 
que además analizan cómo se organiza el 
aparato institucional y el sistema legal para 
responder a las obligaciones establecidas en 
la Convención. Sirven para examinar si el mar-
co normativo y las estrategias que el Estado 
indica son adecuadas y eficaces para garan-
tizar cada derecho. Al respecto, una Ley de 
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protección integral con una definición amplia 
de las violencias, se presenta como una herra-
mienta más apta que una norma concentrada 
en violencia doméstica. Sin embargo, requiere 
ser analizada en relación con otras disposicio-
nes como por ejemplo el grado de inversión 
financiera, indicador que examina la existen-
cia de leyes específicas de violencia que in-
cluyan asignación de partidas presupuestarias. 
En el caso de Argentina, el informe del CEVI 
señala que “el informe del país no incluye ma-
yor información sobre el contexto financiero y 
compromisos presupuestarios en el contexto 
de información y estadística” (MESECVI, 2017, 
párr. 40: 21). Otro ejemplo de indicadores es-
tructurales es la consideración del número de 
refugios y casas de acogida para mujeres vícti-
mas considerando su ubicación geográfica. Se 
trata de un indicador que hace referencia a un 
número concreto y simple de consignar cuando 
se cuenta con el relevamiento previo. Por otra 
parte, la obligación de informar para Argenti-
na, en tanto Estado federal incluye datos sobre 
cada una de las 24 jurisdicciones, lo que no 
fue incluido en el informe país, que significa un 
grave déficit en la rendición de cuentas. El in-
forme del CEVI destaca que “Argentina informa 
que la ley 26485 dispone que las partidas pre-
supuestarias necesarias para el cumplimiento 
de la Ley, serán previstos de forma anual en la 
Ley de Presupuesto General de la Administra-
ción Nacional. Sin embargo, el Estado no pre-
sentó información específica sobre las partidas 
presupuestarias para estos fines. El CEVI insta 
al Estado a presentar información completa y 
contextualizada sobre partidas presupuestarias 
etiquetadas para la erradicación de la violencia 
contra las mujeres” (MESECVI, 2017). Es decir, 
al analizar y contras tar los indicadores presen-
tados por los Estados, se evidencia el grado de 
cumplimiento -o no- de las obligaciones com-
prometidas.

	Indicadores de resultado: son aquellos que ex-
ponen los logros individuales y colectivos que 
indican el estado de realización de un derecho 

humano en un determinado contexto. En este 
caso, se trata de medir el impacto concreto de 
las estrategias, programas, intervenciones del 
Estado en materia de garantías de derechos de 
las mujeres y las niñas a una vida libre de vio-
lencia. Proveen una medida cuantitativamente 
comprobable y comparable de la performance 
del Estado. En el caso de compromisos pre-
supuestarios un indicador de resultado es el 
porcentaje de ejecución del presupuesto asig-
nado a programas, planes e instituciones vin-
culadas con distintas formas de violencia de 
género. Las observaciones anteriores del CEVI 
se reiteran respecto a la falta de información 
presupuestaria referida a diversidad (art. 9, 
Convención Belem do Pará).4

A su vez, los indicadores suelen demandar me-
didas estadísticas o cálculos específicos que se 
deben hacer en base a fuentes de información dis-
ponibles, como el caso de las tasas, que requieren 
una operación estadística. En los casos que los 
Estados no dispongan de esa información, no exi-
me de responsabilidad de responder, por lo que 
el Estado debe informar la manera en que desti-
nará recursos y áreas comprometidas para crear 
las fuentes estadísticas necesarias o promover 
reformas en las existentes, de modo que se ade-
cuen al requerimiento del Comité. En el informe 
de Argentina, el CEVI destacó que “(…) el mismo 
Estado reconoce que a la fecha de la presentación 
del informe país, no se cuenta con una encues-
ta nacional de prevalencia de violencia contra las 
mujeres que tenga cobertura nacional, pues de 
acuerdo al Estado, las que se han realizado ante-
riormente han sido de cobertura parcial. Por ello, 
el Estado consideró no poder presentar las tasas 
de violencia” (MESECVI, 2017, Párr. 78: 20). Esta 
Observación no solo demuestra el incumplimiento 
por el Estado sino que las recomendaciones espe-
cíficas del CEVI se encuentra “Establecer una en-
cuesta nacional de prevalencia de violencia contra 
las mujeres con cobertura nacional”, con lo cual 
Argentina deberá responder al grado de cumpli-
miento de ésta como de otras recomendaciones 
específicas (MESECVI, 2017, Párr. 112: 25).

4.  En Santa Fe se llevó adelante una evaluación utilizando los indicadores de progreso a partir de un convenio de la Universidad Nacional 
de Rosario y la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe (2019).
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En sistema de indicadores diseñado incorpora 
también instrumentos cualitativos en la forma de 
“señales de progreso cualitativas”, que buscan 
captar la definición de la situación que efectúa la 
titular de derechos y el significado que le otorga 
al fenómeno evaluado. Ejemplos de ello son una 
encuesta de satisfacción de las usuarias de los 
servicios de acceso a la justicia, o la satisfacción 
frente a la atención de las situaciones de violencia 
por parte de las fuerzas policiales. El objetivo de 
este tipo de medidas cualitativas es generar me-
canismos de evaluación adicionales que permitan 
a las mujeres manifestar su opinión respecto de 
la manera en que las distintas esferas estatales 
respondieron a su demanda.

Al respecto, estos indicadores deben cruzarse 
en relación con tres categorías: la recepción del 
derecho, los recursos financieros y compromisos 
presupuestarios asumidos, y las capacidades es-
tatales puestas a disposición del cumplimiento de 
las obligaciones asumidas. Por último, para dar 
unidad al proceso de evaluación, el sistema de 
indicadores de progreso incorpora tres principios 
transversales: (i) igualdad y no discriminación; (ii) 
acceso a la justicia, y (iii) acceso a la información 
y participación política. Se trata de principios no-
dales contemplados en la Convención de Belém 
do Pará que resultan útiles para relevar informa-
ción sobre la situación de las mujeres en situacio-
nes de desigualdad estructural e inequidad o en 
situaciones de vulnerabilidad particular (tal como 
indica el artículo 9 de la Convención) y también 
para verificar la efectividad de las políticas que se 
encuentre implementando el Estado para garan-
tizar los derechos reconocidos en la Convención 
(Gherardi y Pautassi, 2017).

Un ejemplo puede contribuir a ilustrar su apli-
cación. La tasa de violencia en las parejas o ex 
parejas se calcula en base al número de manifes-
taciones de mujeres víctimas de cualquier forma 
de violencia (psicológica, física, sexual, patrimo-
nial), ejercida por una pareja/ex pareja en los últi-
mos doce meses, dividido por el total de mujeres 
multiplicado por 100.000. Este indicador, que es 
un indicador de progreso por resultados, permite 
analizar la incidencia de la violencia de género 
en las mujeres partiendo como referencia del to-
tal de la población. En la medida de lo posible, 
es recomendable desagregar esta información, en 

tanto se disponga de la fuentes necesarias (por 
ejemplo, de acuerdo con rangos de edad, o las 
condiciones de población urbana o rural) con el 
objetivo de dar cuenta del alcance de los princi-
pios de igualdad y no discriminación (Gherardi y 
Pautassi, 2017). En el caso de Argentina, no solo 
que no desagregó dicha información sino que es 
muy escasa la información que ha completado al 
respecto.

Otro ejemplo es el indicador vinculado con la do-
tación de personal, infraestructura y equipamiento 
para la prestación de servicios especializados en 
salud, por ejemplo para comunidades indígenas 
o afrodescendientes. En este caso Argentina no 
ha respondido, como en general presenta escasa 
información vinculada con esta categoría, lo cual 
impide que el CEVI -y la sociedad civil y las muje-
res y niñas tuteladas- verifiquen si esta dimensión 
requiere que se explicite cómo definen las metas y 
estrategias de acción para la prevención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres.

Si bien fue presentado de manera esquemática, ya 
que los indicadores previstos en este sistema son 
aproximadamente 215 indicadores, lo analizado per-
mite constatar la relevancia que tiene la inclusión de 
indicadores de progreso para evaluar el cumplimien-
to de obligaciones estatales. Al mismo tiempo, el 
sistema de indicadores debe contribuir a establecer 
si para cada obligación traducida en políticas, pla-
nes o actividades específicas, el Estado está garan-
tizando mecanismos de reclamos y quejas que faci-
liten el acceso a la justicia, construyendo fuentes de 
información que permitan evaluar dichos procesos.

La potencialidad de los 
Observatorios locales: el SIMASOC

Para alcanzar y retroalimentar adecuadamente un 
sistema de indicadores de progreso, la informa-
ción que se produce debe ser periódica, confia-
ble y sistemática, de acuerdo con pautas meto-
dológicas internacionales, y Argentina no está 
eximida de dicha responsabilidad bajo ninguna 
circunstancia. A pesar de que desde el año 2017 
que Argentina fue evaluada, se han producido 
importantes novedades, entre otras las creación 
del Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diver-
sidades en diciembre de 2019 y en junio 2020 
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se aprobó el Plan Nacional de Acción Contra las 
Violencias por Motivos de Género (2020-2022) 
que formula un escenario de acciones concretas a 
establecer para los próximos años.

Sin embargo, la producción de información impli-
ca un proceso continuo, sostenido, que involucre 
recursos económicos, técnicos y capacidades ins-
titucionales, al mismo tiempo que se deben dar 
respuestas a las demandas cotidianas para preve-
nir la violencia pero también para actuar sosteni-
damente cuando se configura. Y claro, ésta invo-
lucra, como toda política de género, un accionar 
integral y transversal, particularmente del Poder 
Ejecutivo y Judicial. A su vez, todas estas comple-
jidades se potencian en un país federal como es 
la Argentina, atravesada por distintas realidades y 
heterogeneidades subnacionales y locales.

El sistema de indicadores de progreso de seguimiento 
y medición de la Convención de Belem do Pará, 
constituye una herramienta teórica - metodológica, 
que si bien no pueda dar cuenta de la totalidad 
de la conducta estatal, permite una aproximación 
lo suficientemente certera en la medida en que 
se asuman como aproximaciones múltiples al 
cumplimiento de los derechos contenidos en 
dicho instrumento. Es decir, la evaluación debe 
hacerse sobre la integralidad del accionar estatal 
a través de informes periódicos que, interpretados 
sistemáticamente, ofrecen un panorama de la 
materialización de los derechos de las mujeres y 
niñas a vivir una vida libre de violencias.

Y allí la relevancia de la creación del SIMASOC 
en el marco del Observatorio de Marginaciones 
Sociales de la UBA, ya que fue diseñado a partir 
de la selección de un conjunto de indicadores 
provenientes de sistemas de indicadores inter-
nacionales, entre ellos la Convención de Belem 
do Pará. Entre los objetivos que persigue bus-
ca producir datos confiables y sistemáticos para 
realizar un monitoreo de las políticas públicas, 
ofreciendo datos, lecturas y/o desagregaciones 
específicas y elaborar informes complementarios 
en los mecanismos de rendición de cuenta del 
Estado vinculados a sus compromisos en dere-
chos humanos. El SIMASOC se presenta como 
dinámico y con el correr del tiempo y su usos e 
Irán incorporando nuevos indicadores para com-
plementar el abordaje.

Respecto a violencias, los indicadores selecciona-
dos son seis, que corresponden a diversas situa-
ciones de violencias, y directamente vinculados 
con violencias de género son los siguientes:

	Proporción de mujeres de 15 años de edad o 
más que han sufrido en los 12 meses anteriores 
violencia física, sexual o psicológica, desglosada 
por la forma de violencia y por edad y según si 
quien ha perpetrado el acto de violencia ha sido 
un compañero íntimo actual o anterior o no.

	Tasa de femicidio o feminicidio (homicidios de mu-
jeres de 15 años y más de edad, asesinadas por 
razones de género, por cada 100.000 mujeres).

La posibilidad de que desde la UBA se pueda dar 
seguimiento a estos dos indicadores centrales 
para medir la incidencia de las violencias contra 
las mujeres es absolutamente central y responde 
a los procesos previstos en el seguimiento de la 
convención de Belem do Pará y del Cánsenos de 
Montevideo. De manera articulada e integral, la 
complementariedad de estos dos indicadores con 
los demás de violencias, salud, educación, trabajo 
y seguridad social potenciará la mirada integral 
para constatar las desigualdades estructurales 
que padecen las mujeres y las niñas.

En síntesis, y tal como fue analizado, los indica-
dores de progreso permiten situar el problema -y 
su interpretación- en su propia dimensión. En tér-
minos de valoración de la conducta estatal, cada 
uno de los Estados es un universo en sí mismo 
que no se compara con la perfomance de otros 
Estados, sino solo en relación con el grado de 
satisfacción de cumplimiento de derechos, y como 
factor de exigibilidad, para que la ciudadanía en 
su conjunto, demande cambios, respuestas y con-
ductas estatales acordes a los derechos consagra-
dos. Pensar la difusión de los resultados de los 
informes, en conjunción con instancias como el 
Observatorio del PIUBAMAS y el SIMASOC y de la 
mano de un activismo de los movimientos de mu-
jeres, sin duda permitirá un cambio estratégico en 
las acciones para prevenir y erradicar las violen-
cias. Al mismo tiempo, el uso de indicadores de 
progreso implica realizar un análisis integral que 
responda a las características de universalidad, in-
terdependencia e indivisibilidad de los derechos 
humanos y que debe ser un proceso permanente. 
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En la medida que se fortalezca el SIMASOC permi-
tirá establecer todavía mas más posibilidades de 
acceso a la información y de estudios específicos. 
Las bases ya están dadas, se trata de utilizarlas.

La evidencia en pos del ejercicio de 
derechos de las mujeres

El derecho humano de mujeres, niñas e identida-
des de género a vivir una vida libre de violencias 
requiere de respuestas estatales integrales que ga-
ranticen su ejercicio y que superen una mirada de 
asistencia o reparatoria sobre las víctimas y sus fa-
milias. La evidencia empírica analizada a partir del 
informe presentado por Argentina en la tercera ron-
da de evaluación ante el CEVI, permite constatar la 
existencia de una variedad de instrumentos norma-
tivos, en menor medida de políticas de prevención 
y acceso a la justicia efectivo, que sumado a una 
debilidad en la producción de información, impiden 
la efectiva y oportuna aplicación de la Convención.

Si bien con posterioridad al envío del informe país 
en 2015, se han aprobado una serie de medidas 
importantes para un abordaje de carácter integral, 
desde la sanción del Plan nacional de acción con-
tra las violencias por motivos de género (2020-22) 
y las capacitaciones de la Ley Micaela que sin 
duda van a marcar un escenario de transforma-
ción sumamente importante. Es decir, en 2020 se 
inicia la nueva ronda de evaluación del MESECVI 
y donde Argentina cuenta con mejores dispositi-
vos e información para responder el informe. Al 
respecto, uno de los compromisos del Plan de 
Acción propuesto por el MMGyD es recoger el tra-
bajo estadístico de las jurisdicciones nacionales y 
subnacionales que van a permitir cumplir con el 
proceso de rendición de cuentas. Es de esperar 
que estos avances queden reflejados en los infor-
mes pero también que sean la base de diseño e 
implementación de las políticas públicas, de los 
proyectos de leyes y de las sentencias judiciales, 
con un claro enfoque federal.

Los indicadores de progreso analizados permiten 
corroborar el alcance de las medidas esbozadas 
para promover políticas de prevención, erradica-
ción y reparación frente a la violencia de género, 
que puedan contribuir a una verdadera transforma-
ción de la situación estructural que les da origen. 

Solo en la medida que se produzca información 
confiable, se invierta en políticas públicas integra-
les y el poder judicial produzca respuestas opor-
tunas y justas, que se difunda la información de 
las acciones llevadas a cabo en las provincias, se 
podrá evaluar que el Estado, en todas sus jurisdic-
ciones ha dado avances en términos de garantizar 
una vida libre de violencia para mujeres y niñas.

La tarea del Comité de Expertas en Violencia sig-
nifica un importantísimo referente regional en el 
monitoreo y la exigibilidad de acciones para que el 
Estado cumpla con sus obligaciones. Los indicado-
res y señales de progreso cualitativas alertan en di-
cho sentido, al establecer con precisión el alcance 
de las obligaciones que han asumido los Estados 
de la región en el marco del derecho internacional 
de los derechos humanos garantizando el derecho 
de las mujeres a vivir una vida libre de violencia.

Para efectivizar medidas para la erradicación de 
todas las formas de violencia, es preciso avanzar 
en las condiciones estructurales que sostienen la 
desigualdad, desde la valorización del trabajo de 
las mujeres, poner fin a la segregación ocupacio-
nal, la discriminación salarial, promover un medio 
ambiente del trabajo libre de violencias, avanzar en 
el reconocimiento del cuidado como derecho, valo-
rizando la carga de trabajo y responsabilidades que 
implica, garantizando acceso a derechos sexuales, 
derechos reproductivos, a que las niñas no se con-
viertan en madres, a una movilidad, transporte y 
espacio público libre de violencias, con ciudades 
seguras para las mujeres y las niñas, promoviendo 
la participación política y social libre de violencias 
y de estereotipos, como de comunicaciones y pu-
blicidades no sexistas. En otras palabras, se trata 
de erradicar las marginaciones sociales.

Los indicadores de progreso constituyen una he-
rramienta metodológica adecuada en el marco 
de un proceso de rendición de cuentas, que no 
sólo debe ser parte de los compromisos interna-
cionales de los Estados, sino que debe ser una 
respuesta concreta a las mujeres, a las niñas y 
la sociedad en su conjunto. En la medida que se 
vayan construyendo fuentes de información más 
rigurosas, todas las acciones y políticas deben ser 
precedidas y complementadas con prevención, 
erradicación y garantías del ejercicio de la autono-
mía de las mujeres.
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lución de la distribución del ingreso (EPH). Primer tri-

mestre de 2017. Disponible en http://www.indec.- gob.ar/

uploads/informesdeprensa/ingresos_1trim17.pdf.

MESECVI (2015) Guía para la aplicación de la Convención 

Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la vio-

lencia contra la Mujer. Mecanismo de Seguimiento de la 

Convención de Belem do Pará, Comisión Interamericana 

de Derecho Humanos, Washington.

MESECVI (2019) Argentina. Informe final. Tercera Ronda, De-

cimocuarta Reunión del Comité de Expertas de Violencia, 

CEVI, OEASer.L/II.7.10, Panamá, 31 de Octubre de 2017.

OIG-CEPAL (2019) Observatorio de Igualdad de Género de 

América Latina y el Caribe. Comisión Económica para Amé-

rica Latina y el Caribe (CEPAL), Santiago de Chile, Chile 

https://www.cepal.org/es/comunicados/solo-2018-al-me-

nos-3529-mujeres-fueron-victimas-feminicidio-25-pai-

ses-america-latina.

Oficina de la Mujer (OM-CSJN) (2020) Registro Nacional de fe-

micidios de la Justicia Argentina, Femicidios. Corte Supre-

ma de Justicia de la Nación, disponible en: https://www.

csjn.gov.ar/omrecopilacion/docs/resumen2018fem.pdf.

OIT (2019) Mujeres en el mundo del trabajo. Retos pendientes 

hacia una efectiva equidad en América Latina y el Caribe. 

Lima: Organización Internacional del Trabajo.

Segato, R. (2015) “Género y colonialidad: del patriarcado co-

munitario de baja intensidad al patriarcado colonial mo-

derno de alta intensidad”. En Segato, R. La crítica de la 

colonialidad en ocho ensayos. Buenos Aires: Prometeo.



75

Emergencia de 
vulnerabilidades 
territoriales en el 
espacio público digital1

Margarita GUTMAN*

Javier NESPRIAS*

Ximena PUPPO*

*. 	 Doctora y Arquitecta, Facultad de Arquitectura, Diseño y Urbanismo, Universidad de Buenos Aires (FADU, 
UBA). Profesora Consulta en la FADU, UBA, donde integra la Comisión de Doctorado y está a cargo de la 
Dirección de Programas Internacionales. Full Professor of Urban Studies and International Affairs, The 
New School University, Nueva York, donde co-dirige el Observatorio Latinoamericano (OLA). Autora, coau-
tora, editora y co-editora de 22 libros. e-mail: margaritagutman@gmail.com

*. 	 Arquitecto, Facultad de Arquitectura, Diseño y Urbanismo, Universidad de Buenos Aires (FADU, UBA). Es-
pecialista en Historia y Crítica de la Arquitectura y el Urbanismo y candidato a Magister por la misma in-
stitución (Tesis entregada). Jefe de Trabajos Prácticos en la asignatura Historia, carrera de Arquitectura, 
FADU, UBA. Investigador asistente del Instituto de Arte Americano e Investigaciones Estéticas “Mario J. 
Buschiazzo”. Program Associate del Observatorio Latinoamericano (OLA), The New School, en Buenos Aires. 
e-mail: javier.nesprias@fadu.uba.ar

*. 	 Arquitecta, Facultad de Arquitectura, Diseño y Urbanismo, Universidad de Buenos Aires (FADU, UBA). Se de-
sempeñó como docente auxiliar en las asignaturas Historia de la Arquitectura, Teoría de la Arquitectura 
y Taller de Arquitectura, FADU, UBA. Program Associate del Observatorio Latinoamericano (OLA), The New 
School, en Buenos Aires. e-mail: ximena.puppo@gmail.com

presentado: 14.03.20

Aceptado: 29.04.20

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0

Año 4 Nro. 7 - JUNIO 2020

1. Este texto es una versión actualizada de una serie de avances parciales de investigación que han sido publicados en tres Actas de Jornadas 
SI FADU UBA (2018 a 2020), y otros trabajos en prensa: 1. Margarita Gutman “Del espacio público recargado: veredas y plataformas digitales” 
en la publicación editada por David Groisman y Alvaro Herrero para Universidad Abierta Iberoamericana sobre los Objetivos de Desarrollo 
Sustentable, ciudades y coronavirus; y 2. Margarita Gutman, Javier Nesprias, Ximena Puppo, ¨Exploraciones alternativas al Google Street 
View¨, en Anuario de Investigación 2019, Centro de Altos Estudios en Arquitectura y Urbanismo, Universidad Abierta Iberoamericana. 



Cuestión Urbana - Año 4 Nro. 7 - 2020

76

Sección > Dossier

Introducción

En las últimas décadas la dimensión digital se ha 
instalado de modo acelerado en nuestras vidas y, 
en estos tiempos de pandemia, se ha vuelto omni-
presente. Las tecnologías digitales se han integra-
do de lleno a la vida privada y también a la esfera 
de lo público, a ese “espacio en acción” donde se 
entrelazan las dimensiones materiales, culturales, 
sociales, políticas e históricas de la vida de los 
habitantes de una ciudad. Esta dimensión digital 
se impone como la única posible al estar cancela-
do o mutilado por la pandemia el espacio público 
material de calles, parques y plazas. Seguramente 

llegarán tiempos mejores, pero desde ya se hace 
necesario un análisis crítico de las tecnologías di-
gitales porque han llegado para quedarse. 

Cuestiones como el derecho a la conexión uni-
versal y gratuita, con todas sus implicancias eco-
nómicas, de equipamiento tecnológico y capacita-
ción deben ser consideradas al evaluar el alcance 
de estas tecnologías, dado la innegable existencia 
de la brecha digital. Esta desigualdad en el acceso 
a las comunicaciones digitales, también se evi-
dencia en las representaciones que se encuentran 
en el espacio público digital que paulatinamente 
se están convirtiendo en una suerte de segun-

Resumen

En los últimos años las tecnologías digitales se han integrado de lleno tanto a la vida privada como a la es-
fera de lo público, y ha crecido exponencialmente la dependencia de las mismas para alcanzar una supuesta 
mejor vida en la ciudad. Se han constituido, además, como soporte de representaciones corporativas que 
paulatinamente se están convirtiendo en una suerte de segunda naturaleza de la ciudad y que omiten las 
áreas de mayor pobreza y vulnerabilidad. Este artículo indaga sobre la expresión y representación de las 
vulnerabilidades urbanas en demandas publicadas en el espacio público digital, y da cuenta de los alcances 
y limitaciones que se encuentran en la navegación de dicho espacio. Se presentan aquí pequeños conjuntos 
de datos de demandas que circulan en la Web 2.0, que no impactan en las escalas de trending topics. Inclu-
ye la metodología desarrollada para la construcción e interpretación de un corpus de más de 1.000 registros, 
referidos al ámbito de cinco jurisdicciones adyacentes al Matanza-Riachuelo. Reflexiona sobre las posibili-
dades que ofrece el uso de herramientas digitales en los estudios urbanos sobre la pobreza y la inequidad.

Palabras Clave: Espacio público digital; vulnerabilidad; pobreza; área metropolitana de Buenos Aires.

Summary

In recent years, digital technologies have been fully integrated into both private life and the public sphe-
re, and dependence on them has grown exponentially to achieve a supposedly better life in the city. They 
have also been established as a support for corporate representations that are gradually becoming a kind 
of second nature for the city and that omit the areas of greatest poverty and vulnerability. This article in-
vestigates the expression and representation of urban vulnerabilities in demands published in the digital 
public space, and gives an account of the scope and limitations found in the navigation of digital space. 
Small data sets of demands circulating on the Web 2.0 are presented here, which do not impact on the 
trending topic scales. It includes the methodology developed for the construction and interpretation of a 
corpus of more than 1,000 records, referring to five jurisdictions adjacent to the Matanza-Riachuelo River. 
It reflects on the possibilities offered by the use of digital tools in urban studies focused on poverty and 
inequity.

Key words: Digital public space; vulnerability; poverty; Buenos Aires metropolitan area.
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da naturaleza de la ciudad. ¿Quién no usa o 
ha usado alguna vez Waze o Google Maps para 
orientarse en la ciudad? ¿o para ver alguna ca-
lle desconocida clickeando en el pegman del 
Google Street View? Sin duda, un caso paradig-
mático del poder de estas representaciones di-
gitales de la ciudad lo constituye por su alcance 
Google Maps: para una comprensión no preve-
nida, lo que allí se muestra existe, lo que no se 
muestra, no existe. 

Han quedado ya atrás las iniciales consideracio-
nes sobre el internet como espacio utópico donde 
todos (… todos los alfabetizados digitales y los 
conectados…) pueden emitir opiniones, interac-
tuar y ser escuchados. En la actualidad, la expan-
sión y en particular el funcionamiento de las pla-
taformas digitales y los medios sociales genera 
nuevos interrogantes. En primer lugar: ¿qué tan 
público es el espacio público digital? o de otro 
modo: ¿quién gobierna el Internet? Es cierto que 
existen algunas regulaciones de los gobiernos 
más o menos elaboradas según las regiones, sin 
embargo, los que de hecho regulan, controlan 
las plataformas y deciden los contenidos en base 
a opacos sistemas algorítmicos son las grandes 
empresas corporativas del capitalismo de pla-
taformas, GAFAM: Google, Amazon, Facebook, 
Apple y Microsoft. 

En consecuencia, el segundo interrogante interpe-
la la producción de estas plataformas digitales. No 
quedan muchas dudas de los riesgos que impli-
can. Numerosas investigaciones aportan eviden-
cias sobre el incremento de la desigualdad que 
produce la aplicación de técnicas que se basan en 
big data y naturalizan (por intención u omisión) 
situaciones existentes de inequidad. No sorpren-
de tampoco la omisión en las representaciones 
digitales corporativas de la ciudad de las áreas 
de mayor pobreza y vulnerabilidad. Al no ser los 
habitantes de menores recursos potenciales con-

sumidores en el mercado digital, no se los ve. Si 
no se los ve, no existen y por lo tanto no constitu-
yen un problema que la sociedad y los gobiernos 
deban encarar. 

Este artículo presenta un ejemplo de los alcances 
y limitaciones que se encuentran en la navegación 
del espacio público digital, el cual es considera-
do como otra esfera de lo público (Dunn, 2019; 
Sierra y Montero, 2015). Se inscribe en un marco 
temporal extenso (2000-2015) que incluye la eta-
pa incipiente y la posterior expansión de la Web 
2.0. Se ocupa de la identificación y el análisis de 
contenidos digitales que incluyen demandas dis-
paradas por conflictos territoriales y situaciones 
de vulnerabilidad, pobreza y segregación, que son 
difundidas por actores y emisores locales, tanto 
individuales como colectivos, en el espacio públi-
co digital (Webs, Blogs y YouTube). Son peque-
ños conjuntos de datos que circulan en la Web 
2.0, que no presentan impacto en las escalas de 
trending topics; podríamos considerarlas como 
demandas “plebeyas”. 

Se incluye la metodología desarrollada es-
pecíficamente para la construcción, análisis e 
interpretación de un corpus de más de 1.000 
registros, referidos al ámbito de cinco grandes 
unidades administrativas adyacentes a la cuen-
ca Matanza-Riachuelo, en los que se reconocen 
demandas que circulan por fuera de los canales 
de difusión institucionales o de los grandes me-
dios de comunicación como Clarín, La Nación y 
otros. Este abordaje permite alcanzar las voces 
de carácter espontáneo que algunos autores lla-
man “de cualquiera” (Sierra y Montero, 2017),2 
las cuales por lo general no llegan ni a las ins-
tituciones ni a los medios de comunicación de 
alcance masivo.

El sistema de gráficos y mapas georreferenciados 
elaborados permiten sistematizar y abordar 

2. Dicen Sierra y Montero (2017) sobre la mediación tecnológica: “Se configura como un modelo de producción que actualizaría lo que se ha 
venido denominando desde hace un tiempo como «culturas de cualquiera», en relación directa el rechazo a la mediación de expertos frente 
a la participación directa de la ciudadanía. Dicha dinámicaamplía el horizonte cultural y mediático para incluir no solo procesos colectivos, 
sino también el acceso a la palabra de cualquiera. Según Rancière, se trata de una apertura a las diversas expresiones, reconectando a las 
personas con sus mundos de vida mediante fórmulas creativas. «Lo que es políticamente relevante no son las obras, sino la ampliación de 
las capacidades ofrecidas a todos y a todas de construir de otro modo su mundo sensible (...). [De modo que, como en Benjamin] el cine se 
dirige a un nuevo tipo de ‘expertos’, a una idea nueva de la capacidad de juzgar» (Rancière, 2010)”.



Cuestión Urbana - Año 4 Nro. 7 - 2020

78

Sección > Dossier

diferentes escalas de aproximación a la 
información contenida en los registros, visualizar 
las relaciones entre las categorías de análisis 
e identificar patrones comunes. En particular, 
los mapas  georeferenciados  construyen nuevas 
cartografías de las demandas sociales que quedan 
por fuera de los instrumentos de registro y 
medios de difusión institucionales. Al codificar la 
información relevada se hace posible compararla 
con los escenarios que muestran los recorridos del 
Google Street View, en tanto esta plataforma aspira 
a exponer una cartografía contemporánea capaz 
de mostrar, con detalles a nivel de pixel, múltiples 
realidades. (Sadin, 2018) 

Este artículo se compone de cuatro partes. La 
primera presenta los objetivos del trabajo y la 
metodología desarrollada, que denominamos 
Explorador TecnoSocial (ETS). La segunda parte 
consiste en una síntesis interpretativa de los re-
sultados obtenidos en el análisis de los registros 
identificados; la tercera incluye breves comenta-
rios sobre la comparación de los resultados del 
Explorador TecnoSocial con los del Google Street 
View; y se concluye con una serie de reflexio-
nes sobre la metodología y las posibilidades que 
ofrece el uso de herramientas digitales en los 
estudios urbanos enfocados sobre la pobreza y 
la inequidad. 

Objetivos y metodología del 
Explorador Tecnosocial 

Como se ha mencionado, las demandas difundidas 
por la sociedad civil en el espacio digital, dispara-
das por problemas, tensiones y conflictos urbanos 
territoriales,3 tienen como territorio de referencia 
cuatro unidades administrativas adyacentes a la 
cuenca baja del Matanza-Riachuelo: los munici-
pios de Avellaneda, Lanús, Lomas de Zamora y 
de la CABA las Comunas 4 y 8, más el municipio 
de La Matanza que pertenece a la cuenca media. 
Incluidas en este recorte se encuentran las impor-
tantes cuencas subsidiarias del Matanza Riachue-
lo y el Río de la Plata, tales como la Sarandí-Santo 
Domingo y la Dupuy-Don Mario-Susana.4 Se eligió 
este territorio por su alto grado de vulnerabilidad 
ambiental y social, y la escasa visibilidad de los 
problemas y las demandas originadas en dichas 
cuencas subsidiarias.

Las fuentes primarias de esta investigación se en-
cuentran en la Web 2.0, en tanto allí se difunden 
y comparten contenidos elaborados por los usua-
rios quienes admás pueden interactuar y colaborar 
entre sí.5 La Web 2.0 estimula la dinámica social 
en la cual las personas tienen la libertad de com-
partir su trabajo o difundir sus mensajes a través 
de toda clase de plataformas abiertas, disponibles 

3. Se entiende por demanda social aquella necesidad o deseo, expresada por individuos o colectivos, que surge del reconocimiento de 
problemas de interés público y que puede o no tomar la forma de una acción o protesta específica. Las demandas son entendidas como 
luchas de la sociedad civil para poder tener una vida acorde con la dignidad de un ciudadano (Holston: 2008). En este trabajo haremos foco 
únicamente en aquellas de carácter territorial en tanto disputan el derecho a la ciudad (Lefebvre, 1969). 

4. La Cuenca Baja del Matanza Riachuelo es una de las tres regiones en las que se divide administrativamente toda la Cuenca. Tiene una 
superficie total de 2.200 km2 y comprende a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 14 municipios de la provincia de Buenos Aires. El 23% de 
la población del Área Metropolitana de Buenos Aires vive en este territorio. La Cuenca Baja comprende los territorios que van desde el inicio 
de la rectificación del Riachuelo hasta su desembocadura en Río de la Plata. Comprende áreas altamente urbanizadas en los partidos de 
Lanús, Avellaneda, Lomas de Zamora, Almirante Brown y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. La cuenca Sarandí-Santo Domingo abarca 7 
municipios: Avellaneda, Quilmes, Lanús, Lomas de Zamora, Almirante Brown, Florencio Varela y presidente Perón, con un área de 239 Km2 y 
una población aproximada de 1.200.000 habitantes.  Desemboca en el Río de la Plata. Está conformada por las subcuencas Sarandí (arroyos 
Galíndez y su continuación Sarandí), y Santo Domingo (arroyos Las Perdices, Las Piedras, San Francisco y Santo Domingo). Ambas presentan 
graves problemas ambientales causados por la contaminación de vertidos de origen industrial y domiciliario. (Fuentes: GCBA http://www.
buenosaires.gob.ar/gobierno/cumar/institucional/la-cuenca-matanza-riachuelo y ACUMAR http://www.acumar.gob.ar/institucional/37/
mapa-de-la-cuenca). Por otra parte, la Cuenca de los Arroyos Don Mario, Susana y Dupuy, atraviesa el territorio del municipio de La Matanza, 
más precisamente las localidades de Isidro Casanova (190.319 habitantes) y Gregogorio de Laferrere (248.227 habitantes). Los arroyos Don 
Mario y Susana están entubados en casi toda su extensión, mientras que el arroyo Dupuy se encuentra completamente a cielo abierto. En 
la cuenca se observan graves problemas ambientales causados por la contaminación, e inundaciones. Ver https://www.ina.gob.ar/piddef/
mapas_descarga.html y http://www.at.fcen.uba.ar/docs/Mariano%20Re_InundacionesUrbanas_DCAO-FCEyN_07062017.pdf

5. El cambio ocurrido en las últimas décadas en Internet debido al surgimiento de la Web 2.0, permitió una transformación radical en la 
forma de producir contenidos en Internet.  De ese modo, con la emergencia de las plataformas digitales cuyas interfaces requieren poco 
o ningún conocimiento técnico para ser operadas, el contenido dejó de ser provisto unidireccionalmente sólo por las agencias y editores 
profesionales. Inmediatamente, habilitó al usuario medio de Internet, es decir a los no profesionales en materia de programación y edición, 
a emitir sus mensajes sin intermediarios, y asimismo interactuar entre sí (SKALSKY et alt., 2017).
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6. El autor incluso acota que, en virtud de su función de intermediación, es posible considerar también a un centro comercial como una 
plataforma. SRNICEK, Nick, Capitalismo de Plataformas, Buenos Aires: Caja Negra, 2018.  (p.45)

7. Dado este recorte, quedan fuera de este análisis las demandas que no se refieran directamente a problemas territoriales, como por 
ejemplo las disparadas por despidos, cuestiones salariales o estrictamente políticas. Tampoco se analizan los orígenes del problema, los 
antecedentes y características de las organizaciones sociales, las formas que toman las acciones colectivas que reivindican esas demandas, 
ni el desarrollo de los conflictos en casos de demandas contenciosas.  

8. Según Kitchin, “Metada son datos sobre los datos. Los metadatos pueden referirse al contenido de los datos o al conjunto completo de 
datos. Los metadatos sobre el contenido incluyen los nombres y descripciones de campos específicos (por ejemplo, los encabezados de 
columna en una hoja de cálculo) y las definiciones de datos. Estos metadatos ayudan al usuario de un conjunto de datos a comprender su 
composición y cómo se debe utilizar e interpretar” Una base de datos común incorpora 15 metadatos (incluyendo metadatos descriptivos, 
estructurales y administrativos): “título, creador, tema, descripción, emisor, contribuyentes, fecha, tipo, formato, identificador, fuente, 
lenguaje, relaciones, cobertura y derechos. “KITCHIN, 2014, pp.8-9.

para la visita de cualquier usuario, lo que resulta 
en un gran incremento de la actividad creativa. 
Las plataformas digitales son para Srnicek (2018), 
quien desde la economía estudia el capitalismo 
de plataformas, infraestructuras digitales que per-
miten que dos o más grupos interactúen, y que 
a su vez funcionan como entes intermediarios 
donde se reúne a diferentes usuarios entre los 
que se encuentran anunciantes, clientes, provee-
dores, etc.6 La Web 2.0 conforma un universo en 
el cual, si bien es atravesado por la brecha digital, 
se puede identificar, sistematizar y analizar según 
criterios homogéneos, demandas y propuestas 
provenientes de organizaciones de la comunidad 
e individuos. 

En síntesis, el recorte de este trabajo es el análisis 
de la demanda socio ambientales y los conflic-
tos que subyacen a las mismas, y que se hace 
pública en la Web 2.0 por sujetos individuales o 
colectivos con o sin acceso regular a las institu-
ciones de gobierno. En particular se identifican 
aquellas que se originan por problemas y ten-
siones territoriales y cuestionan los mecanismos 
mediante los cuales el Estado da o no respuesta. 
Se incluyen, entre otros, pedidos de ampliación, 
mantenimiento o construcción de infraestruc-
turas para evitar los daños que provocan las 
inundaciones, y denuncias por la contaminación 
de los múltiples arroyos que atraviesan el te-
rritorio. Asimismo se incluyen protestas contra 
la construcción de proyectos inmobiliarios en 
espacios públicos, y demandas de vivienda para 
población vulnerable.7

Con el objeto de identificar y analizar los regis-
tros que contienen las demandas objeto de este 
estudio tal como emergen en las plataformas que 

alojan a Webs, Blogs y YouTube, se ha desarro-
llado una metodología híbrida que denominamos 
el Explorador TecnoSocial (ETS), la cual combina 
técnicas cualitativas y cuantitativas, a través de 
procedimientos que tienen semejanzas con los 
métodos de lectura distante y lectura cercana 
(Moretti, 2005; Schulz, 2011; Janicke et alt., 2015). 
La lectura distante permite interpretar un universo 
extenso de evidencias a través de conteos y vi-
sualizaciones que ayudan a identificar relaciones y 
patrones, regularidades, similitudes y diferencias, 
superando las posibilidades de las técnicas tra-
dicionales de análisis de contenido de la lectura 
cercana.

En la metodología empleada por el Explorador 
TecnoSocial, la lectura cercana se emplea en la 
etapa de codificación de los diversos y múltiples 
ítems asignados en la interpretación de cada uno 
de los 1.041 artículos o videos (registros o en-
tradas) que integran el corpus. En una matriz de 
Excel se despliegan, de cada uno de los registros, 
las categorías nativas (taxonómicas y no taxonó-
micas; en otros ámbitos denominadas tags o pa-
labras clave) que son construidas de manera tra-
dicional e inductiva, y se agrupan luego en cate-
gorías más amplias provenientes de los estudios 
sociales y urbanos. De este modo, cada registro, 
es decir cada artículo o video, se descompone 
en una serie de datos discretos que se anotan 
como un dígito (1) en las respectivas categorías 
que presentan. 

Desde la perspectiva de una lectura distante o 
lejana, estos nuevos datos numéricos son con-
tados (para comparar repeticiones y relevancia), 
agrupados y relacionados (según descripciones 
estadísticas y/o con los metadatos)8, y por último 
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representados gráficamente y mapeados, es decir, 
visualizados. La batería de visualizaciones ofrece 
un despliegue de relaciones y patrones que habili-
tan un tipo de interpretación de los 1.041 registros 
que sería difícil de obtener por medios tradiciona-
les.9 Identificadas las relaciones, patrones, regu-
laridades, similitudes y diferencias, casos típicos 
o atípicos, así como categorías relevantes es po-
sible volver a la lectura cercana para analizar en 
profundidad las cuestiones que se evidenciaron 
en las visualizaciones como de mayor interés.10

Ahora bien, es necesario aclarar que, en los proce-
dimientos de identificación de evidencias y cons-
trucción del corpus de registros, se utilizan las 
herramientas de búsqueda avanzada de la plata-
forma Google según se explicita más adelante, en 
tanto no se dispone de recursos para la elabora-
ción de los algoritmos específicos que puedan in-
tensificar la búsqueda de evidencias, ni tampoco 
para facilitar la manipulación estadística a gran 
escala de los datos. Por dicha razón esta manipu-
lación se lleva a cabo en base a las funcionalida-
des de Excel. Los gráficos interpretativos y los ma-
pas de georreferenciación se han construido sin 
disponer de un software especial de visualización. 
De todos modos, se debe destacar que los proce-
dimientos seguidos tienen etapas similares a los 
de la lectura distante, aun cuando no se disponga 
de sistemas de programación para la búsqueda, 
el procesamiento de los datos y su visualización. 

Cabe hacer una reflexión que se refiere a la cali-
dad de los datos que se construyen y procesan en 
el Explorador TecnoSocial. Extraídos e interpreta-
dos tal como se detalla a continuación, estos da-
tos tienen explicitados los criterios con los que se 
construyeron, así como la metodología utilizada. 

Cumplen con las condiciones que deben tener los 
datos: son discretos, inteligibles, agregativos, con 
meta data asociados, pueden ser relacionados en-
tre sí y con otros datos para proveer información 
o apreciaciones que no surgirían de solo comparar 
los datos entre sí. Son sólidos porque son de pri-
mera fuente, es decir que están mediados sólo por 
la interpretación humana de primera mano de los 
resultados de las búsquedas digitales, y no están 
mediados por otras infraestructuras de datos que 
pueden hacer perder el rastro de su significado. 
Siguiendo a Kitchin, podemos afirmar que no son 
neutrales, ni preanalíticos, ni objetivos, sino que 
están construidos con el objetivo de identificar y 
difundir las demandas por conflictos territoriales 
tal como emergen en el espacio público digital, 
y dar visibilidad a las situaciones de exclusión y 
vulnerabilidad social y ambiental que se manifies-
tan en ese ámbito. Estos datos exponen su marco 
ideológico, ético y valorativo, y por lo tanto están 
disponibles para ser utilizados y reutilizados con 
pleno conocimiento de su alcance.

Metodología. En este marco, para delimitar las 
búsquedas, obtener las evidencias pertinentes y 
preparar la toma y registro de la información, se 
definieron los siguientes elementos: a) Los busca-
dores y plataformas digitales; b) los motores de 
búsqueda que se utilizan en la exploración para 
homogeneizar la recopilación de las evidencias; c) 
los emisores a considerar; d) el período en el que 
se realizaron las búsquedas.

 La primera definición que afecta el universo a 
relevar son las plataformas digitales que, si bien 
son finitas, presentan desafíos metodológicos 
para medir o cuantificar sus contenidos, dadas 
sus dimensiones y su constante crecimiento. 

9.  Lev Manovich, en un artículo donde compara un millón de imágenes describe su método de análisis desarrollado en la University 
of California, San Diego (UCSD) y el California InstituteforTelecommunication and Information (Calit2). El mismo comprende dos partes, 
primero un análisis automático de imágenes de las cuales numeraliza algunas características visuales, y luego se construyen visualizaciones 
gráficas de todo el conjunto organizadas según las dimensiones analizadas. Es de destacar que es un procedimiento que tiene algunos 
elementos en común con el método del Explorador TecnoSocial. Entre sus conclusiones Manovich sostiene, quizás de un modo un poco 
temerario que: “El hecho de que el procesamiento de imágenes digitales y la visualización de un millón de conjuntos de datos de manga nos 
hagan cuestionar los conceptos básicos de las humanidades y la crítica cultural es al menos tan importante como cualquier descubrimiento 
particular que podamos hacer sobre este conjunto de datos. Ilustra cómo el análisis computacional de conjuntos de datos culturales 
masivos tiene el potencial de transformar nuestros paradigmas teóricos y metodológicos para estudiar la cultura” MANOVICH, Lev “How to 
Compare OneMillionImages?” 

10.  Según JANICKE et alt., el mantra de la búsqueda de información consiste primero, en una visión general, segundo resaltar patrones, 
tercero filtrar, y luego hacer zoom in para analizar detalles según se necesite (detailsondemand). 
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Se decidió trabajar con Google para los sitios 
Web y Blogs, y Youtube para los archivos 
audiovisuales, entendiendo que cada uno de 
sus sistemas de búsquedas se ven afectados 
por distintos factores.11

 En segunda instancia se definieron los motores 
de búsqueda, y se decidió conformarlos por la 
combinación de dos grupos de palabras clave, 
el primero referido a los temas o contenidos 
de las demandas y el segundo al ámbito ad-
ministrativo. Luego de sucesivas pruebas con 
diferentes palabras clave para el primer gru-
po,12 que parecían funcionar como proxies a las 
demandas por temas territoriales se eligieron 
cinco: reclamo, manifestación, foros, piquete/
corte de ruta y protesta.13 El otro grupo de 
palabras clave refiere al ámbito geográfico y 
administrativo del territorio. Luego de varias 
pruebas se decidió tomar los nombres oficiales 
de las localidades en los municipios y de los 
barrios en las Comunas 4 y 8 de la CABA, así 
como los nombres de los arroyos que confor-
man las cuencas hídricas que atraviesan estos 
territorios. A través de 372 combinaciones de 
los dos grupos de palabras claves se definie-
ron entonces 744 motores de búsqueda que 
se utilizaron de manera sistemática en ambos 
buscadores. Por ejemplo: «Reclamo Arroyo Ga-
líndez», «Foros Villa Lugano», «Protesta Turde-
ra», «Manifestación Villa Lugano», entre otros.

 El tercer elemento que recorta el campo de 
resultados es el tipo de emisor. Se descartaron 
los artículos o videos publicados en los sitios 

o canales de los medios masivos de comuni-
cación de alcance nacional, y se relevaron so-
lamente aquellos publicados por asociaciones 
de vecinos, foros vecinales, sectoriales, organi-
zaciones civiles, agrupaciones políticas, ONG, 
individuos independientes y medios de prensa 
alternativos. 

 Finalmente, se decidió focalizar las búsquedas 
desde el año 2000 hasta julio de 2015.14 

Una vez registrados los casos según los criterios 
ya mencionados, los mismos fueron incluidos en 
una matriz interpretativa elaborada especialmen-
te, que permite clasificar cada registro según dos 
dimensiones: la primera de ellas es de carácter 
descriptivo y registra datos como fecha de publi-
cación, autor, título, emisor, ámbito territorial y 
actores involucrados en la demanda. La segunda 
dimensión es de carácter analítico, y está consti-
tuida por una serie de categorías interpretativas. 
Dentro de esta dimensión se registra: 1. el tipo de 
futuro que se presenta en la demanda (se consi-
dera su proyección temporal, la escala territorial 
y si es motivado por un deseo, un temor o por 
una tendencia); 2. el nivel de concreción de la 
propuesta presentada (nulo, preliminar, medio o 
avanzado); 3. su relación con propuestas disci-
plinares; y 4. las temáticas que presentan las de-
mandas registradas en los artículos y videos. 

Estas temáticas fueron definidas a partir de la ob-
servación y análisis de las evidencias. Se identi-
ficaron en éstas un conjunto extenso de temas 
específicos, como por ejemplo: contaminación, 

11. Por ejemplo, al hacer una búsqueda en Google los resultados pueden variar para cada usuario, porque el algoritmo del sistema busca en 
el índice las páginas que coinciden con esa consulta y muestra los resultados que considera más relevantes para el usuario. Esta relevancia 
está definida por más de 200 factores entre los que se encuentra el Pagerank, un sistema de Ranking que el Google elabora a partir de 
diversas variables (Fuente: Google https://support.google.com/webmasters/answer/70897?hl=es). YouTube también funciona a través de 
una serie de factores que, al igual que Google muestra lo que considera más relevante para el usuario. Asimismo, YouTube permitía definir 
el modo de publicación de los resultados de búsqueda según tres parámetros diferentes que pueden ser ordenados secuencialmente: 
fecha de publicación del video, cantidad de visualizaciones o por puntuación de los usuarios. Podemos definir entonces al buscador o a la 
plataforma digital utilizada, como la primera variable que limita el universo de artículos y videos analizados en este trabajo.

12. Entre las palabras probadas figuran: piquete, reclamo, manifestación, foros, corte de ruta, protesta, asamblea, denuncia, reunión barrial, y 
paro. En el caso de los municipios se usó como proxy CORTE DE RUTA y para las comunas de la CABA se utilizó PIQUETE.

13. Esta selección responde a las transformaciones sufridas por los modos de protesta social en el país a partir de la década de 1990 
(Scribano y Shuster: 2001; Auyero: 2012; Manzano: 2004). Durante este periodo Argentina fue testigo de una transmutación de la protesta: 
si hasta entonces la sociedad industrial daba lugar a reclamos sindicalizados, el desguace del Estado y el desmantelamiento de la industria 
nacional fueron dando lugar a un nuevo tipo de protesta de matriz cívica con formas de luchas ya no relacionadas con la fábrica sino con la 
irrupción en el espacio público (cortes de ruta, piquetes, manifestaciones).

14. De manera excepcional y por su relevancia para el proyecto se incluyó dentro de los casos analizados una serie pequeña de videos que 
están por fuera del periodo definido. 
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inundaciones, red hídrica, especulación inmobilia-
ria y villas/asentamientos, entre otros. Se proce-
dió entonces a agrupar estas temáticas específi-
cas según categorías más inclusivas. 

Por ejemplo, las temáticas específicas contami-
nación, arroyos, energías renovables o no reno-
vables, inundaciones, protección de patrimonio 
ambiental y cambio climático se agruparon bajo 
la temática general de Medioambiente. Ésta da 
cuenta de problemas en los que se involucra 
una acción natural o artificial mediante la cual 
se modifican las condiciones ambientales de un 
entorno determinado. Pueden identificarse aquí 
denuncias sobre el grado de contaminación de 
algunos arroyos, así como también demandas 
que buscan frenar el desarrollo de un proyecto 
inmobiliario en pos de la preservación de los hu-
medales costeros. 

Otras temáticas específicas como red hídrica, cloa-
cal, pluvial y hospitales se agruparon bajo la temá-
tica general de Infraestructura/Equipamiento, que 
da cuenta de aquellos problemas en los que se 
involucran construcciones sobre el territorio (ya 
sean extendidas en forma de redes o puntuales) 
que dan soporte ambiental o funcional a las ac-
tividades urbanas (Corti: 2015, 19). Se reconocen 
en esta temática general demandas por construc-
ción de hospitales, obras hídricas, o mejoramiento 
de redes cloacales o de agua potable. 

Por último, temáticas específicas como espe-
culación inmobiliaria, recuperación/ tratamiento 
del espacio público, industria, vivienda, y patri-
monio se agruparon bajo la temática general de 
Espacio Urbano. Asimismo, bajo esta temática 
general se incluyeron las temáticas específicas 
propias del hábitat vulnerable, como villas/
asentamientos, tomas/ocupaciones y vivienda 
social. Las cuestiones identificadas dentro de la 
temática general Espacio Urbano, refieren a pro-
blemas en los que se evidencia cambios en las 
disposiciones o condiciones espaciales de uno 
o varios sectores de la ciudad, en tanto estos 
cambios pueden ser de índole físico, social o 
administrativo. Dentro de esta temática general 
se encuentra un espectro de demandas que van 

desde el pedido de arreglos de calles y veredas 
hasta aquellas que presentan pedidos de urba-
nización de villas.

De este modo se definieron como temáticas ge-
nerales: Medioambiente; Infraestructura/Equipa-
miento; Espacio urbano (Público y Privado), Cien-
cia y Tecnología, y Otros.15 Definidas las temáticas 
específicas y generales de cada entrada en la ma-
triz, se hace posible cuantificar e identificar regu-
laridades. Dicha frecuencia puede ser entendida 
como un indicio de la relevancia o importancia de 
las distintas temáticas en los cuatro municipios y 
las comunas 4 y 8 de la CABA.

Con el objeto de ordenar e interpretar las temáti-
cas generales y específicas, se reconoció en cada 
uno de los registros la temática general que actúa 
como motivo principal de la demanda. Se obtuvo 
de ese modo una clasificación taxonómica orde-
nada por temática general. Para interpretar la in-
formación ya categorizada en la matriz, se elaboró 
un sistema de visualización que consiste en un 
conjunto de gráficos (Figura 1) y de mapas geore-
ferenciados (Figuras 2, 3, 4) que permite realizar 
diversas lecturas sobre el conjunto de registros 
reunidos mediante el Explorador Tecnosocial. 

Visualización gráfica y síntesis
interpretativa

De las lecturas del sistema de visualización emer-
gen patrones y asociaciones en los registros loca-
lizados, y asimismo se identifican dos escalas de 
análisis. La primera aborda los resultados a escala 
de municipios y la CABA; y la segunda propone 
un mayor acercamiento territorial a nivel localida-
des y comunas. Mediante los gráficos y mapas se 
reconocen las principales problemáticas que pre-
sentan los registros, se sitúan en el espacio y se 
indaga sobre los contextos territoriales y sociales 
en el que se producen los conflictos.

Para el abordaje del corpus a escala de munici-
pios y CABA, se proponen tres lecturas interpre-
tativas. En la primera se cuantifican los registros 
localizados en cada unidad territorial y en base a 

15. La temática  “Ciencia y tecnología” fue definida en una instancia preliminar del proyecto. Es interesante observar que cuando las bús-
quedas se orientaron hacia las demandas sociales, y a conflictos sobre el territorio esta dejó de tener relevancia dentro de los resultados 
obtenidos.
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ello se observan correlaciones con indicadores es-
tadísticos oficiales. La segunda, se detiene sobre 
los distintos grados de intensidad que presentan 
las temáticas generales que componen las deman-
das, y en tal sentido también se observaron las 
variaciones en el tipo de relaciones que las temá-
ticas presentaron entre sí. En la tercera, y última, 
se analizó la desagregación de las temáticas ge-
nerales en temáticas específicas.

En el análisis a escala de las localidades y comunas 
que componen las cinco unidades administrativas 
abordadas se observa, al igual que en la escala 
mayor, la cantidad de registros identificados en 
cada comuna/localidad y su relación con indicado-
res estadísticos. Asimismo, cabe destacar que en 
esta aproximación hay nuevas configuraciones te-
rritoriales definidas por la mayor o menor frecuen-
cia de los motivos principales de las demandas. 
Se exploran también las características físicas de 
dichos territorios, con el fin de comprender las de-
mandas que en ellos se generan. El análisis a esta 
escala de mayor acercamiento permite reconocer 
los grandes focos de conflictos que motivan las 
principales demandas en los territorios estudiados, 
que se refieren a:

a. Las cuencas subsidiarias del Matanza Riachuelo 
y del Río de la Plata. En general, se observa una 
mayor preocupación por dichas cuencas subsidia-
rias que por los grandes cauces en sí. La cuenca 
del Sarandí-Santo Domingo (Avellaneda, Lanús 
y Lomas) así como la del Dupuy -Susana- Don 
Mario (La Matanza) constituyen territorios cuyas 
demandas dan cuenta de la alta vulnerabilidad 
ambiental y de la población aledaña a las mis-
mas. Asimismo, se evidencia que en los sectores 
donde los arroyos mencionados se encuentran 
entubados, las demandas provienen de grupos 
vecinales mejores organizados y refieren al pedi-
do de mejoras en la infraestructura hídrica.

b. El tratamiento de la basura metropolitana se 
presenta también como un grave problema que 
incide negativamente en la salud ambiental de 
los vecinos cercanos a las plantas dos plantas 
de la CEAMSE, la de Villa Domínico, en Avella-
neda y la planta de González Catán en La Ma-
tanza. El cierre de la de Villa Domínico en 2004 
agravó la situación de la de González Catán 
que aún sigue en funcionamiento. 

c. La defensa del patrimonio ambiental en situa-
ción de riesgo debido al avance de los desa-
rrolladores inmobiliarios, tal como sucede en el 
humedal costero de Avellaneda y en la Reserva 
Natural de Ciudad Evita en La Matanza.

d. La disputa por la tierra en el sur de la CABA, 
donde se localizan numerosas y populosas vi-
llas junto a las grandes extensiones de tierra 
vacante. 

Explorador Tecnosocial vs. 
Google Street View

Los registros del Explorador Tecnosocial permiten 
reconstruir, desde una dimensión digital, una rea-
lidad urbana caracterizada por territorios de alta 
vulnerabilidad. En ellos se reconocen importantes 
conflictos sobre el medioambiente, la infraestruc-
tura de servicios y el espacio urbano. 

Por otro lado, se observa que la referencia más 
cotidiana de la ciudad en el ámbito digital es sin 
duda el senderismo virtual del Google Street View 
(GSV). El mismo ofrece, según Eric Sadin (2017), 
un nuevo “planisferio contemporáneo que se pre-
tende sin huecos, capaz de develar a nivel de 
píxel los espesores múltiples de nuestras realida-
des”. Sin embargo, la realización de un ejercicio 
comparativo entre las imágenes reunidas con el 
Explorador TecnoSocial y las del GSV evidencia 
que desde la dimensión digital, el “planisferio” de 
Google tiende a replicar ciertas lógicas de segre-
gación de la dimensión física del territorio. 

Entre otros hallazgos, el Explorador TecnoSocial 
nos permitió acceder y transitar en la dimensión 
digital un territorio de vulnerabilidad que no tie-
ne representación en el Google Street View (GSV). 
El contraste que encontramos entre las imágenes 
subidas por la población registradas por el Explo-
rador y las que muestra el Google Street View en 
torno a algunos de los arroyos subsidiarios de 
las cuencas del Matanza Riachuelo y del Río de 
la Plata, como el arroyo Sarandí en Avellaneda y 
el Susana en La Matanza, no puede ser mayor. El 
senderismo virtual del GSV ofrece solo un acerca-
miento muy restringido a los arroyos. Por ejemplo, 
colocando el pegman en algunos cruces de calles 
en el arroyo Sarandí, el Google Street View visua-
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liza barandas altas y tapias en calles asfaltadas y 
“seguras” por donde puede entrar el auto del GSV 
(Figura 5). Por el contrario, las imágenes y videos 
del Explorador permiten un acercamiento mayor y 
muestran el alto grado de contaminación de los 
arroyos y sus márgenes, visibilizando basura acu-
mulada, animales muertos, y agua contaminada, 
entre otros. Es decir, las imágenes recogidas por 
el Explorador vinculadas a las demandas permiten 
recorrer el territorio de una manera más minucio-
sa, y dan cuenta de transformaciones o cambios 
que, a pesar de ser muchas veces de carácter 
eventual, definen las condiciones del hábitat de 
esos territorios (Figura 6). 

En síntesis es posible sostener que los arroyos se 
mantienen lo suficientemente ocultos cuando se 
practica el senderismo virtual de Google y emer-
gen profusamente cuando, a través de las bús-
quedas digitales en YouTube y Webs, indagamos 
sobre conflictos y demandas que dan cuenta de 
situaciones de vulnerabilidad. 

Reflexiones Finales

En relación a los distintos resultados del Explo-
rador TecnoSocial y el Google Street View, es ne-
cesario destacar que el primero también utiliza el 
buscador de Google. Sin embargo, y a pesar de 
las condicionalidades en las búsquedas que tiene 
Google, fue posible identificar demandas de la so-
ciedad civil sobre problemas que no se evidencian 
en el Google Street View. Esta situación puede ser 
resultado de los algoritmos que se utilizan, que 
han sido discutidos en diversos trabajos (Eubanks 
2018; Fisher 2018; Weisberg 2018) aportando evi-
dencias del incremento en la desigualdad que pro-
duce la aplicación de técnicas que se basan en 

big data y naturalizan situaciones existentes de 
inequidad, en nuestro caso al menos en cuanto 
al derecho a la visibilidad. A pesar de sus limita-
ciones, se entiende que el Explorador TecnoSocial 
es un aporte a la visibilización de los problemas 
de vulnerabilidad y medioambientales, que si no 
emergen en la discusión pública no son reconoci-
dos ni objeto de medidas para su solución.

Por último, un comentario sobre el uso de la tec-
nología digital desde una perspectiva de derechos 
e inclusión social. Como se ha mencionado, las 
tecnologías digitales utilizadas por las corpora-
ciones en casos como los analizados del Goo-
gle Street View, pueden producir -por intención 
o por omisión- resultados que discriminan a la 
población siguiendo tendencias ya establecidas. 
Por ejemplo, si observamos la retícula que define 
el “pegman” es evidente la omisión de la mayor 
parte de las villas de emergencia así como la de 
situaciones de vulnerabilidad ambiental o conta-
minación. Esta ciudad cubierta por la retícula del 
pegman puede ser entendida como un proxy, una 
representación de la “ciudad formal”, aquella reco-
nocida por el orden institucional y corporativo. 

Sin embargo, es posible hacer un uso redirecciona-
do de la misma tecnología hacia la visibilización de 
la vulnerabilidad, tal como lo hemos ensayado en el 
Explorador TecnoSocial, dentro de ciertos límites téc-
nicos. Creemos que es cuestión de encontrar las grie-
tas que tiene el sistema tecnológico corporativo para 
obtener una más relevante visibilización de la pobre-
za y reclamar su espacio dentro de lo que podríamos 
aludir como la “ciudad digital” que se está instalando 
rápidamente como la representación por excelencia 
de la ciudad real, como una verdadera segunda na-
turaleza, que sin embargo omite buena parte de los 
conflictos y la vulnerabilidad ambiental y social. 
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Figura 1: Sistema de Gráficos desarrollado para el Municipio de la Matanza. Elaboración Propia, ETS 2020. 
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Figura 2: Cantidad de registros en municipios y CABA (arriba) y en localidades y comunas (abajo). Elaboración 
Propia, ETS 2020.
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NBI (% por población)
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Figura 3: Necesidades Básicas Insatisfechas en municipios y CABA (arriba) y en localidades y comunas (abajo). 
Elaboración Propia, ETS 2020 sobre la base de datos del Censo 2010, INDEC y la Dirección de Estadística del 
GCABA. 



Cuestión Urbana - Año 4 Nro. 7 - 2020

88

Sección > Dossier

RÍO DE LA PLATA

CABA

Municipio de 
La Matanza (RMBA)

Municipio de 
Avellaneda (RMBA)

Municipios de 
Lanús y Lomas 
de Zamora (RMBA)

Comuna 4 y 8 (CABA)

RI
AC

HU
EL

O

152

147

99

34
47

148

68

78

30

87

112

20-40
40-60

80-100
60-80

100-130
130-160130-160

60-80

Medioambiente

REFERENCIAS

20-40

23

00-20
20-40
40-60

60-80

m
ed

io
am

bi
en

te

motivo
ppal

motivo
ppal

motivo
ppal

in
fr

ae
st

ru
ct

ur
a 

y 
eq

ui
pa

m
ie

nt
o

es
pa

ci
o 

ur
ba

no
pú

bl
ic

o 
y 

pr
iv

ad
o

RÍO DE LA PLATA

CABA

RI
AC

HU
EL

O

N

Motivo Principal de la demanda: 
Categoría general de Medioambiente

Motivo Principal de 
la demanda: Categoría general de 
Infraestructura y Equipamiento
 

Motivo Principal de la 
demanda: Categoría general de Espacio 
Urbano Público y Privado 

Localidades y Comunas

25

Municipios y CABA

SECTOR 1:
Municipio de 
La Matanza (RMBA)

SECTOR 5:
Municipio de 
La Matanza (RMBA)

SECTOR 3:
Municipios de 
Avellaneda y Lanús 
(RMBA)

SECTOR 4:
Municipios de 
Lanús y Lomas 
de Zamora (RMBA)

SECTOR 2:
Comuna 4 y 8 (CABA), 
Municipios de 
Avellaneda y Lanús 

Figura 4: Motivo principal de la demanda en municipios y CABA (arriba) y en localidades y comunas (abajo). 
Elaboración Propia, ETS 2020. 
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Figura 5. Acercamiento al Arroyo Sarandí (Google Street View). Municipio de Avellaneda (RMBA).
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Figura 6. Acercamiento al Arroyo Sarandí (Explorador TecnoSocial). Municipio de Avellaneda (RMBA).
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Resumen

Este artículo presenta resultados parciales elaborados en el marco de la investigación “Modalidades de 
liderazgo en los nuevos movimientos sociales que resisten la exclusión en Argentina: tensiones entre las 
reivindicaciones y la política”, de la Programación Científica UBACyT 2018-21. Los objetivos generales son 
explorar y describir sus modos de liderazgo y comparar movimientos que ponen en juego la voluntad de 
vivir, respecto de sus propósitos reivindicativos y políticos. Metodológicamente, el tipo de estudio es ex-
ploratorio descriptivo; el diseño partícipe y la estrategia un estudio de casos múltiples, intencionalmente 
seleccionados. 

Se describe y analiza la praxis del Movimiento Nacional de Empresas Recuperadas, uno de los casos que 
se estudian en profundidad, en el que se administra la Investigación-Acción Participativa, con método y 
técnicas cualitativos, en el período 2019-2020. Los primeros resultados son producto del trabajo de campo 
y, luego de la emergencia sanitaria, otros son producto del análisis de documentos. 

Palabras Clave: Movimientos Sociales; Empresas Recuperadas; Exclusión; Resistencia; Pandemias.
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Introducción 

Esta comunicación es producto de una investiga-
ción en proceso: “Modalidades de liderazgo en los 
Nuevos Movimientos Sociales: tensiones entre las 
reivindicaciones y la política”, de la Programación 
Científica UBACyT 2018-2020, que tiene por sede el 
Instituto de Investigaciones de la Facultad de Psi-
cología de la Universidad de Buenos Aires.1 

Los objetivos generales consisten en identificar dis-
tintos tipos de liderazgo, así como comparar casos 
diferentes que ponen en juego su voluntad de vivir, 
atendiendo a la eventual tensión entre sus propósi-
tos reivindicativos y políticos. El diseño de indaga-
ción es abierto, flexible y participativo; la estrategia 
es un estudio de casos múltiples, en los que se 
administra método y técnicas cualitativos. 

Se presenta una puesta al día de la praxis del 
Movimiento Nacional de Empresas Recuperadas 
(MNER), uno de los casos seleccionados para 
estudiar en profundidad, con el que hace ya 
largo tiempo se viene administrando la Inves-
tigación-Acción Participativa. La descripción y 
el análisis toma el período que va desde 2019, 
cuando estaba finalizando el gobierno del ex Pre-
sidente Mauricio Macri, hasta el momento actual, 

cuando está comenzando el del actual Presiden-
te de la Nación Alberto Fernández. Justamente, 
una época en la que sus mismos protagonistas 
identifican como de doble pandemia: la económi-
ca del macrismo y la sanitaria provocada por el 
COVID-19, potenciando una a la otra y llevando 
al movimiento a sostener nuevas luchas. 

Además, desde 2015, el MNER ha sido uno de 
los grupos más activos, críticos y partícipes en 
las investigaciones que la autora de este artículo 
lleva adelante en el marco del Programa Interdis-
ciplinario de la Universidad de Buenos Aires sobre 
Marginaciones Sociales (PIUBAMAS), especialmen-
te en los Proyectos de Divulgación, como co-orga-
nizador de múltiples actividades científicas que se 
desarrollan con modalidad colaborativa.2 

Se describe en qué consiste el MNER, algunas 
de sus acciones y reflexiones durante el período 
mencionado, así como los aspectos novedosos 
y actuales que, a juicio de la autora, conviene 
destacar. Solo se trata de un recorte, dado que 
la multiplicidad de actividades que emprende ese 
colectivo no puede plasmarse en su totalidad, sin 
embargo, es una expectativa poder reflejar de al-
guna manera su estilo y la distinción de los crite-
rios y valores que lo orientan. 

Summary

This article presents partial results elaborated in the framework of the research “Leadership modalities in 
the new social movements that resist exclusion in Argentina: tensions between demands and politics”, of 
the Scientific Program UBACyT 2018-21. The general objectives are to explore and describe their modes of 
leadership and compare movements that put the will to live at stake, with respect to their advocacy and 
political purposes. Methodologically, the type of study is descriptive exploratory; participatory design 
and strategy a study of multiple cases, intentionally selected.
The praxis of the National Movement of Recovered Companies is taken, one of the cases that are studied 
in depth, in which Participatory Action Research is administered, with qualitative method and techniques, 
in the period 2019-2020. The first results are the product of field work and, after the health emergency, 
others are the product of document analysis.

Key words: Social Movements; Recovered Companies; Exclusion; Resistance; Pandemics.

1. Es una investigación para Grupos Consolidados, dirigida por Margarita Robertazzi, de Modalidad I, cuyo código es 20020170100790BA.

2. Algunas de ellas se describen más adelante en este mismo artículo.
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Perspectiva metodológica 

La Investigación-Acción Participativa es un méto-
do que hizo suyo la Psicología Social Comunitaria 
Latinoamericana, cuya característica central es ar-
ticular nuevas formas de investigación y de acción 
de acuerdo a las necesidades sentidas por aque-
llos con los que se comparte el trabajo; de esa 
manera, tiende un puente entre la construcción 
de conocimientos y la extensión a la comunidad, 
para que dejen de ser compartimientos cerrados. 

Una de sus características es garantizar el diálogo 
entre quienes investigan y quienes son investiga-
dos, pues ambos son sujetos partícipes capaces 
de desarrollar una praxis conjunta transformadora, 
a partir de su singular historia, su propia cultura, 
como parte del grupo que conforman y que simul-
táneamente los forma. Esta práctica, que implica al 
mismo tiempo rigor científico y sensibilidad social, 
está orientada por valores democráticos, partíci-
pes, comprometidos, éticos y políticos. Para ello se 
requiere del diálogo honesto y la reflexividad entre 
ambos colectivos: el académico y el de los prota-
gonistas (Cazes y Robertazzi, 2016; Herrera Farfán y 
López Guzmán, 2013; Montero, 2004, 2006).

En el marco de una Psicología Social Comunita-
ria como la que se presenta, la participación y el 
compromiso social se construyen cotidianamente 
y se definen como acciones que desarrollan los in-
tegrantes de una comunidad o grupo, en función 
de objetivos generados a partir de necesidades 
sentidas y de acuerdo con estrategias colectiva-
mente definidas, fundamentadas en la solidaridad 
y en el apoyo social. Desde el paradigma de la 
Construcción y la Transformación Críticas, propio 
de la Psicología Social Latinoamericana, en sus 
distintas versiones, se estimula a re-pensar prác-
ticas y saberes institucionalizados, para abrirse 
a un diálogo interdisciplinario, donde el conoci-
miento que se construye expresa un nuevo desa-
fío, para seguir construyendo mejores horizontes 
(Montero, 2004, 2006). 

Un aspecto central de esta perspectiva metodo-
lógica es poder escuchar los saberes populares 
cuando interpelan a distintos especialistas, lo que 

problematiza la relación Universidad-Sociedad, 
promoviendo la reflexión sobre el rol que se le 
adjudica al pueblo en los proyectos de investi-
gación y de extensión universitaria (Varsavsky, 
1969). Se hace inevitable, de ese modo, repensar 
las propias prácticas, en un diálogo reflexivo ho-
rizontal, en el que se entrelazan los saberes de 
las diversas disciplinas con los saberes populares. 
La “episteme de la relación” y/o la “episteme po-
pular” postulan una construcción de conocimien-
tos en relación, siempre abiertos a una multiplici-
dad de voces (Montero, 2004), lo que transforma 
significativamente las relaciones de saber-poder 
históricamente establecidas en el campo de las 
ciencias.

Los avances de la indagación que aquí se presen-
tan se elaboraron a partir del trabajo de campo, 
mediante entrevistas individuales y/o grupales y 
observaciones participantes y/o no participantes, 
hasta el momento en que se impusieron la emer-
gencia sanitaria y las medidas de restricción con-
comitantes. A posteriori, los datos pudieron obte-
nerse a partir del análisis de fuentes secundarias, 
básicamente documentos producidos por el mismo 
movimiento, complementados por conversaciones 
telefónicas con los mismos protagonistas. En todos 
los casos, el nivel de edición es bajo, con el fin de 
respetar el lenguaje directo que da cuenta de las 
voces de los integrantes del movimiento. 

Descripción del MNER

El surgimiento del MNER no puede disociarse de 
la recuperación de la metalúrgica IMPA el 22 de 
mayo de 1998. Como experiencia pionera, reque-
ría ser fortalecida, pues, además, existía el cla-
ro supuesto de que no sería un caso único. Es 
más, con anterioridad, se habían intentado otras 
dos recuperaciones que no llegaron a concretarse 
(Murúa, 2011).3 Era obvio que el problema con-
tinuaría, pues la cuestión de la desocupación y 
el padecimiento por las condiciones de trabajo 
precarizadas generaban, en esa época, efectos de-
vastadores (Beccaria y López, 1998; Castel, 1997; 
Galli y Malfé, 1998; Seligmann-Silva, 1992; Senne-
tt, 2000).

3. En esos intentos previos, la metalúrgica Safratti y LACI, Laboratorio de Circuitos Impresos, no llegaron a recuperarse porque, finalmente, 
se pagaron las indemnizaciones.  
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Fue así que IMPA también fue pionera en convo-
car no solo a las empresas que se recuperaban 
-por cierto, no demasiadas en ese momento- sino 
a todos los sectores que iban quedando por fue-
ra del sistema económico-productivo. Desde allí, 
surgió el primer impulso para crear un movimien-
to que fue adoptando distintas conformaciones y 
denominaciones, hasta que se consolidó el MNER, 
un movimiento identificado por la consigna “Ocu-
par, Resistir, Producir”. 

Como ya se dijo, en la Argentina de esa época, la 
apropiación de las empresas por sus propios tra-
bajadores/as fue una respuesta a las políticas de 
Estado que aumentaban la desocupación, dejando 
día a día cada vez más personas expulsadas del 
mercado de trabajo. En sus primeros momentos, 
este movimiento autogestor se plantó frente al 
fracaso de la dirigencia empresarial, la impotencia 
del sindicalismo tradicional, la indiferencia de la 
clase política y la distracción del mundo académi-
co (Robertazzi, 2019), instrumentando un modelo 
que sus mismos creadores definieron como “una 
nueva herramienta de lucha de la clase trabajado-
ra”,4 a utilizar cuando los métodos de protesta y 
de presión tradicionales estaban agotados. 

Esta recuperación inicial de IMPA, cuando toda-
vía se desconocía en qué consistiría eso, dejó un 
fuerte legado, dado que bastaron el coraje y la 
decisión de un grupo fabril pequeño y otro mucho 
más pequeño aún formado por militantes del cam-
po político y sindical popular para alcanzar esa 
victoria (Robertazzi, 2012).

El MNER no estuvo ni está compuesto por empre-
sas sino por trabajadores y trabajadoras que recu-
peraron sus propias empresas o están en vías de 
hacerlo, así como por militantes del campo popu-
lar que apoyan el método IMPA y todas las causas 
justas. Su rol fue decisivo para posibilitar que las 
fábricas, a punto de desaparecer, pudieran seguir 
produciendo de modo autogestionado. Desde en-
tonces, el movimiento cumplió una función peda-
gógica in situ, haciéndose presente en los con-

flictos fabriles, acompañando y transmitiendo un 
modelo de acción social, político y ético para que 
no se pierdan los puestos de trabajo. Al mismo 
tiempo, sus militantes desde siempre desplegaron 
distinto tipo de actividades para instalar el méto-
do en la sociedad, concurriendo a una diversidad 
de ámbitos en los que se requiere su presencia: 
universidades, reuniones científicas, centros cultu-
rales, movimientos sociales y políticos, medios de 
comunicación de masas, entre otras posibilidades. 

Los frentes del MNER son muchos y los recursos 
son pocos: hay desgaste y frustraciones en la pelea 
con el Estado para poner en marcha las empresas 
que renacen con la recuperación; hay que argumen-
tar ante la clase política, judicial; ante la patronal y 
supuestos inversores oportunistas y sin escrúpulos 
que quieren comprar a bajo precio empresas en 
concurso. En oportunidades, se trata de argumen-
tar ante los mismos trabajadores que no se atreven 
a romper con un injusto estado de cosas, pues no 
ven posible el proceso de recuperación de sus em-
presas. También se trata de facilitar la cadena de 
comercialización y la complementación de produc-
tos entre empresas recuperadas (ER). 

Asimismo, también es un propósito del MNER que 
todas las ER se conviertan en empresas sociales, 
abiertas a la comunidad, en las que se conjuguen 
educación, cultura, arte, memoria para el conjunto 
del pueblo, siguiendo el método de la metalúrgica 
IMPA recuperada. Allí funcionan un Centro Cultu-
ral, el primer Bachillerato Popular5; la Universidad 
de los Trabajadores, Barricada TV; FM Radio Se-
milla, como medios de comunicación alternativos 
y comunitarios, interesados en la problemática de 
la clase trabajadora; el Museo IMPA; otras Coope-
rativas de Trabajo, como DTL (armado de transmi-
sores y antenas), Cooperativa de Diseño y Librería 
del Profesional. 

Obviamente, nada se reproduce tal cual, ni tam-
poco es lo que se espera, cada ER encontrará su 
forma y su estética singular, en función de las 
distintas vicisitudes de la historia colectiva que 

4. El uso de la letra cursiva indica que se trata de la voz de los protagonistas, introducida mediante discurso directo.

5. Esa experiencia pionera que comenzó en IMPA, por decisión del grupo fabril y a propuesta de la Cooperativa de Trabajadores e 
Investigadores Populares (CEIP), se extendió luego a muchas otras ER y también a otros espacios comunitarios.
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haya atravesado, para tender su puente hacia la 
comunidad. 

Así como existe la IMPA comunitaria, existe a la 
vez la IMPA Rebelde -también pionera- que en-
frenta en todos los espacios posibles la situación 
política y la crisis económica de Argentina; la que 
está dispuesta a asumir la responsabilidad y el 
compromiso para transformar el statu quo cada 
vez más excluyente e inequitativo. 

Para finalizar este apartado, cabe señalar que el 
interés por conocer a las ER, así como al movi-
miento nacional más amplio que aquí se analiza, 
se debe a que desde su aparición pusieron de ma-
nifiesto una acción muy concreta para no some-
terse a la exclusión y a sus padecimientos, gene-
rando una ruptura con lo esperado (Harré, Clarke 
y De Carlo, 1998). Por tal motivo constituyen una 
modalidad de resistencia colectiva y novedosa 
que consolida su objetivo de lucha por conservar 
la fuente de trabajo, pues las ER -luego de ser 
ocupadas durante jornadas o meses de resisten-
cia- lograron reinsertarse en el mundo productivo, 
después de haber estado a punto de desaparecer, 
evitando dejar a su personal sin trabajo. 

El MNER a fines del gobierno 
macrista

Hacia 2019, en Argentina, se vivía una aguda crisis 
económica y social, por entonces, el MNER, como 
siempre, venía disputando su espacio en la esce-
na política y pública, con el propósito de hacer oír 
su voz; no solo para recuperar empresas privadas 
fallidas, sino para confrontar con el gobierno de 
entonces, denunciar el ajuste y exigir por los de-
rechos sociales vulnerados de las personas más 
desamparadas del pueblo argentino, bregando 
por una transformación económica, social, políti-
ca, ética y cultural indispensable. 

Como su praxis es variada y participa en diversos 
ámbitos, se seleccionarán algunos aspectos que 
se consideran los más relevantes, al no poder dar 
cuenta de la totalidad de sus acciones y reflexio-
nes: 1) la creación del día del trabajador de em-
presa recuperada; 2) la convocatoria al Plenario 
de Empresas Recuperadas en noviembre de 2019; 
3) el “Nunca más a la Deuda”. 

1) Día del trabajador y la trabajadora de empresa 
recuperada.
 
En el marco de la conmemoración por el 1° de 
mayo de 2019, en el Museo IMPA, se realizó una 
mesa redonda en la que fueron expositores/as tres 
jóvenes trabajadores de ER, invitados para relatar 
sus experiencias, pues, a pesar de su juventud, se 
caracterizaban por su compromiso con sus propias 
empresas y también como militantes del MNER. 

Al comenzar el encuentro, comentaron que, char-
lando entre ellos, habían consensuado que era 
necesario contar con un día de los trabajadores y 
las trabajadoras de ER; además, que consideraban 
que el mejor día para esa conmemoración era el 
22 de mayo, la fecha en la que IMPA se recuperó. 
Así lo decía uno de los trabajadores de La Aceitera 
de La Matanza, Pcia. de Buenos Aires: 

Para mí, en lo personal, el día del trabajador 
de empresa recuperada tiene mucho más 
mérito, no es lo mismo que ser otro trabaja-
dor. La lucha, todo lo que se generó, lo que 
pasó en nuestro caso. ¿Cómo explicarlo? Un 
trabajador de una empresa recuperada no 
lo elige. Lamentablemente, es ocasionado 
por lo que hacen los patrones y no te que-
da otra que pelearla, como decía, ocupar el 
puesto de trabajo, resistir y producir, que 
no es como… “ah, yo quiero ser trabajador 
de una empresa recuperada”, no. No es algo 
tan fácil, considerando toda la lucha. Cuan-
do te quedas sin trabajo, aparte de recuperar 
la fábrica, recuperamos la dignidad, porque 
cuando quedamos sin trabajo se nos cae el 
mundo. A mí personalmente, y se nos cae el 
mundo. No tenés otra salida, no tenés otra 
escapatoria. Yo laburo desde los 18 años en 
la planta, se te cae todo. También se pelea 
por recuperar la dignidad como sostén de 
la familia, lo que sea. No sólo que recuperas 
una fábrica, uno recupera la dignidad como 
persona, como trabajador.

A estos dichos, se agregaron los de una trabaja-
dora de la Cooperativa La Matanza, una fábrica de 
tornillos: 

Una vez que perdemos el trabajo y no tene-
mos cómo alimentar a nuestras familias se 
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nos viene todo abajo […] porque a nosotros 
nos tocó recuperar en el 2001, que estába-
mos viviendo un contexto económico y políti-
co grave porque era eso o nada, porque tam-
poco podías salir a buscar a otro lado porque 
no había. Lo que también nos pasa a las em-
presas recuperadas es que generalmente los 
compañeros que quedan adentro de las re-
cuperadas son de 30, 40, 50 años algunas de 
estar en el oficio, pero, a esa edad, el sistema 
ya los excluye y ya no tienen oportunidades 
en otro lado si no tienen un oficio bien dife-
renciado y que el mercado esté necesitando. 
Esa gente va quedando afuera del mercado 
para el sistema.

El tercero de ellos, trabajador de Farmacoop, re-
tomaba lo que decía su compañero, para aclarar: 

No es una elección, no es que uno ideológi-
camente está en la fábrica y dice “che, me 
quiero quedar con la fábrica”, no es así, uno 
llega a eso y pelea porque sabe que no que-
da otra y porque ve a los compañeros y las 
compañeras que, a veces, están peor que 
uno y la siguen peleando, pero la realidad es 
que yo no sé qué hubiera sido de los más de 
20 mil o 25 mil trabajadores y trabajadoras 
de las empresas recuperadas que hoy están 
trabajando sin este lugar que hoy es IMPA. 
Realmente vale mucho.

En distintas comunicaciones científicas se analizó 
la identidad de las personas que trabajan en ER, 
resultando más sencillo definirlos por la negativa, 
es decir, por aquello que no son: ni cooperativis-
tas, aunque hayan conformado una cooperativa 
como forma jurídica; ni empleados, porque no hay 
empleador; ni propietarios, porque no lo son y, 
mayormente, no lo quieren ser. En verdad, siem-
pre se han llamado a sí mismos trabajadores y no 
quieren perder esa identidad, así como no quieren 
perder la continuidad de su lucha con otras que, 
históricamente, ha dado el movimiento obrero. 
Entienden que los pueblos no eligen los modos 
de luchar, por cierto, hay ciertas circunstancias 
que imponen “nuevas herramientas”. 

En el Facebook del MNER, hoy puede encontrarse 
un video en el que se conmemora el 22 de mayo 
de 2020, los veintidós años de la recuperación de 

IMPA y, a la vez, el día de los trabajadores y las 
trabajadoras de ER. Es para celebrar sin duda esta 
distinción y reafirmación de identidad, que incluye 
la decisión y el coraje de luchar para conservar la 
fuente de trabajo.

2) Encuentro Nacional de Empresas Recuperadas, 
“Ellos las cierran, nosotros las abrimos” 

El 30 de noviembre de 2019, en IMPA recupera-
da, se realizó un encuentro del movimiento, jus-
tamente, convocando a debatir sobre los desa-
fíos que aún tienen por enfrentar estas unidades 
productivas. Además de convocar a las empresas, 
también fueron invitados algunos dirigentes po-
líticos, sociales y sindicales. Para ese momento, 
seguían pendientes una serie de reivindicaciones 
indispensables para este sector de la Economía 
Popular. De ahí que el temario se centrara en ellas 
para el trabajo en comisiones: situación jurídica; 
seguridad social; comercialización e intercambio; 
educación, cultura y formación política; comunica-
ción; feminismos; emergencias (tarifas, corte de 
servicios, desalojos, prórroga y renovación de las 
Leyes de Expropiación; matriculación, entre otras). 
Con la mira puesta en el cambio de gobierno, el 
MNER presentó una serie de leyes para llevar al 
nuevo Congreso, así como líneas de acción a pro-
poner en los distintos y futuros ministerios. 

A lo largo de su trayectoria, de modo insistente, 
el MNER viene reclamado las leyes indispensables 
para las unidades productivas recuperadas que se 
encuentran en un “limbo jurídico”, como dicen sus 
integrantes, o un “vacío legal”, como dice Echaide 
(2003), puesto que carecen de una legalidad que 
las ampare (Robertazzi, 2018, 2019). 

Un ejemplo de ello son las siguientes actividades 
científicas que organizó el PIUBAMAS junto con el 
MNER: I Encuentro Interdisciplinario por la Recupe-
ración del Trabajo: Leyes y Políticas Públicas para 
una Nueva Realidad, en 2015; I Taller Participati-
vo: Marginaciones Sociales y Trabajo, en 2016, y 
Encuentro Participativo: El Derecho en Función del 
Trabajo, en 2018. Obviamente, que la insistencia 
del MNER no se ha limitado a las actividades men-
cionadas, estas son algunas en las que la autora 
de este artículo ha tenido participación, pero la 
totalidad de las acciones serían incontables. Asi-
mismo, en el marco del Proyecto de Divulgación 
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del PIUBAMAS 2018, se publicó la revista número 
uno de la serie Marginaciones Sociales y Políticas 
Públicas, dedicada a las ER, allí se especificaban 
los principales problemas que atraviesan las ER y 
que están pendientes de resolución, afirmando la 
necesidad de contar con políticas públicas para 
el fortalecimiento de las ER: 1) Ley Nacional de 
Expropiación para todas las unidades productivas 
recuperadas; 2) Financiamiento para capital de 
trabajo y reconversión tecnológica de las ER y 3) 
Seguridad Social para los trabajadores/as de ER. 
Se explicitaba en cada una de ellas las propuestas 
de solución que había elaborado el MNER. 

3) “Nunca más a la Deuda”

El MNER radicó una denuncia ante el Poder Judi-
cial de la Nación en el año 2019, sobre la deuda 
externa que el gobierno de Cambiemos había to-
mado con el Fondo Monetario Internacional (FMI), 
dado que se habrían violado los procedimientos 
institucionales para la contracción de este tipo de 
empréstitos. El crédito más importante de la his-
toria del FMI fue asumido por ex Presidente Mau-
ricio Macri sin fundamentos técnicos ni jurídicos 
en el acto administrativo, sin control del Poder 
Legislativo y sin dictamen del Banco Central de la 
República Argentina (BCRA). 

Puede leerse, en el Facebook del MNER, que el 26 
de mayo de 2020 la Comisión Bicameral de Con-
trol de Deuda del Congreso Nacional aprobó un 
pedido de informes al BCRA. En el texto se explica 
que tal avance se da en el marco de la investi-
gación del endeudamiento y la fuga de capitales 
ejecutados por el gobierno de Mauricio Macri, a 
partir de informes actuales del BCRA y por pedido 
expreso de la Senadora Sacnun, y de acciones 
impulsadas por el mismo movimiento, el Centro 
de Estudios Estratégicos para la Integración Finan-
ciera y la Coordinadora de Abogados de Interés 
Público.

De esta forma, mediante una conducta ilícita, aje-
na a los mecanismos constitucionales y a la di-
visión de poderes, de la que tanto se jactaban 
los representantes de ese gobierno, endeudaron 
al país atándolo a una acreencia ilegítima, sólo 
orientada a profundizar la dependencia y la fuga 
de capitales, para someter a las futuras generacio-
nes, en beneficio de unos pocos. 

Por eso, el MNER, como uno de los denun-
ciantes, “de este verdadero robo del siglo, 
saludamos el avance de nuestra denuncia y 
el pedido de informes impulsado por la Co-
misión Bicameral”. 

“A un día de un nuevo aniversario de la Re-
volución de Mayo”, sostiene el MNER que se 
debe luchar para romper todas las cadenas 
de sometimiento ilegítimo, pues ya habría 
llegado el momento de conocer las respon-
sabilidades políticas, sociales, jurídicas e 
institucionales de quienes pretenden hacer-
se del poder por asalto. Termina su comuni-
cación diciendo: “Que paguen lxs que ten-
gan que pagar”.

El MNER a comienzos del gobierno 
del Frente de Todos

El 10 de diciembre de 2019 Alberto Fernández 
asumió la presidencia de la Nación, después de 
haber derrotado a la fórmula de Mauricio Macri 
que buscaba su reelección. Para los sectores de 
la Economía Popular y para el MNER en especial, 
la alegría comenzó con anterioridad, cuando el 27 
de octubre ganó la candidatura a Presidente en la 
primera vuelta, con el 48,24 % de los votos. 

En función de las políticas de ajuste y endeuda-
miento del gobierno macrista, la industria nacio-
nal con una fuerte pérdida de fuentes de trabajo, 
el mercado interno y el nivel de vida de las clases 
populares estaban gravemente dañados. Si bien, tal 
situación afectaba al conjunto social, era especial-
mente dramático para los sectores de la economía 
popular. En el caso de las ER, debieron enfrentarse 
con subas de tarifas imposibles de pagar, la aper-
tura de las importaciones, los vetos a las Leyes de 
Expropiación del gobierno nacional y provincial, así 
como con todas las dificultades de una economía en 
recesión. De ahí que, más allá de la adhesión que 
generara el candidato a presidente del peronismo, 
en función de algunos de sus antecedentes, la clase 
popular reclamaba unida: “Fuera Macri”. Un ejemplo 
de ello fueron los festejos en el día de la asunción 
de la fórmula Alberto Fernández y Cristina Fernández 
de Kirchner, plenos de algarabía y alivio, incluso 
en quienes no la habían votado, pero aguardaban 
ansiosamente el fin del gobierno anterior. 
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Para actualizar el estado del MNER en 2020, pue-
den puntualizarse los siguientes tópicos: 1) la 
creación de la Dirección Nacional de Empresas 
Recuperadas; 2) la irrupción de la pandemia del 
COVID-19; 3) el surgimiento del MNER Géneros. 

1) La creación de la Dirección Nacional de Empresas 
Recuperadas

La Dirección Nacional de Empresas Recuperadas 
se crea en el ámbito de la Secretaría de Economía 
Social del Ministerio de Desarrollo Social de la 
Nación hacia los últimos días del año 2019. Desde 
el peronismo, durante campaña de Daniel Scioli, 
que perdió la elección a Presidente ante Mauri-
cio Macri en 2015, ya se planificaba contar con 
una Secretaría de Economía Social. Tal es así que, 
en la metalúrgica IMPA recuperada, se realizó un 
acto de campaña con la presencia del candidato 
para dar a conocer el proyecto, con una impor-
tante asistencia de organizaciones y movimientos 
sociales. 

En la Secretaría Nacional de Economía Social, se 
puso a cargo a Emilio Pérsico, uno de los principa-
les referentes del Movimiento Evita y en la Direc-
ción Nacional de Empresas Recuperadas quedó a 
cargo Eduardo Murúa, Presidente del MNER. No es 
un dato menor que se haya recurrido a militantes 
de movimientos y organizaciones sociales de re-
conocida trayectoria que conocen la problemática 
desde adentro. Una de las mayores dificultades en 
las relaciones de los sectores populares con agen-
tes del Estado es que suelen desconocer la pro-
blemática de las personas y los grupos a quienes 
tienen que dar respuestas, ya sea para la elabo-
ración y/o implementación de políticas públicas. 
Se reproduce aquí, parcialmente, el mensaje del 
MNER del 13 de diciembre de 2019, ante la desig-
nación de Murúa en la Dirección Nacional de Em-
presas Recuperadas, en el que conviene prestar 
atención al plural:

“Hemos decidido asumir la Dirección, con 
nuestro compañero Eduardo “Vasco” Murúa 
como director de dicho espacio, y un equipo 
de compañeras y compañeros trabajadores y 
militantes del MNER [que] formarán parte del 
equipo […] Nos hacemos cargo de esta res-
ponsabilidad sin bajar ninguna de las bande-
ras de nuestro movimiento, y asumiendo la 

tarea de ponernos al servicio de cada lucha, 
de cada trabajador o trabajadora que a lo 
largo y ancho del país enfrente un conflicto 
en su empresa. También para fortalecer las 
empresas recuperadas en Argentina, que son 
más de 400 y seremos muchas más. 
Entendemos que esta es solo una más de las 
trincheras donde daremos batalla para cons-
truir un futuro para nuestra patria. Son 20 
años de construcción y militancia, acumula-
ción de experiencia, toda la cual será puesta 
en este nuevo lugar que nos toca ocupar. 
Esta dirección es de todas y todos los traba-
jadores, y solo ellos juzgarán nuestra tarea”. 

Si bien no es un propósito analizar en detalle esta 
comunicación, no puede dejar de advertirse que, 
luego de haber analizado el ethos escritural del 
MNER en otras oportunidades, el texto sostiene 
el mismo lugar de garante de las luchas socia-
les transformacionales referidas a la defensa de 
las fuentes de trabajo que ya se había señalado 
(Robertazzi y Cazes, 2015). Lo inminente de la co-
municación no es un obstáculo para sentirse tran-
quilo y esperanzado por el aspecto de mismidad 
y coherencia que denota y por su distancia con el 
raro efecto de contagio que eventualmente podría 
provocar formar parte de la política instituciona-
lizada. 

A los pocos días de este comunicado, el direc-
tor planteó la necesidad de incorporar tres pun-
tos nodales a la Ley de Emergencia Económica: la 
suspensión del corte de servicios de energía eléc-
trica, gas y agua por 180 días; la prohibición de 
desalojos para las ER y otras en conflicto laboral; 
el otorgamiento de un bono extraordinario para 
trabajadores/as de ER. Fundamentaba esta solici-
tud en una serie de argumentos indiscutibles: la 
catástrofe generada durante el gobierno macrista 
para las ER y las Pymes en general, con el agra-
vante de que las primeras, al no ser reconocidas, 
carecen de canales de comunicación donde plan-
tear sus necesidades urgentes, así como el hecho 
de que las ER ni cierran ni despiden trabajadores, 
por lo que el resultado termina siendo la pauperi-
zación de trabajadores/as y sus familias. 

Entre las primeras medidas tomadas por la Direc-
ción, se abrió un registro nacional de ER a partir 
de marzo de 2020, en el que ya se superaron las 
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250 inscripciones. Cabe señalar que el registro se 
basa en la autopercepción de las unidades pro-
ductivas, por lo que se requiere de chequeo y 
seguimiento. En la convocatoria desde la página 
web de la Dirección, se informa que “permitirá 
que los trabajadores de empresas recuperadas 
accedan al Registro de Trabajadores y Trabajado-
ras de la Economía Popular. Además, accederán a 
políticas de formalización y reconocimiento de de-
rechos laborales y sociales6 de los trabajadores y 
trabajadoras de la Economía Popular”.

El texto expone, además, la importancia de obte-
ner un reconocimiento para un sector de la eco-
nomía que ya cuenta con más de dos décadas de 
desarrollo en diversos rubros y en el que se con-
tabilizan unos 20 mil puestos de trabajo autoges-
tionados, “a través de una experiencia que se toma 
como ejemplo en el mundo”. Este registro institu-
cional es un primer paso para acceder a políticas 
públicas específicas para el sector de las ER. 

Asimismo, desde el principio, el director realizó 
una convocatoria amplia dirigida al campo de la 
investigación y extensión universitarias, con el 
propósito de optimizar y fortalecer la producción 
de conocimientos al servicio de ese sector produc-
tivo. Se comenzó a trabajar con un pequeño grupo 
de investigadores/as que representaba al CONICET 
y algunas universidades, para luego incluir a otros 
referentes del mundo académico interesados en 
esta problemática. Hacia marzo de 2020, antes de 
que el Poder Ejecutivo decretara el Aislamiento 
Social Preventivo y Obligatorio (ASPO), se estaba 
organizando el Encuentro “El Estado y el Conoci-
miento en función del Trabajo”, a realizarse el 1 
de abril. La emergencia sanitaria dejó en suspen-
so esas actividades que se retomaron virtualmen-
te hacia julio de 2020, con iguales propósitos. 

El 6 de julio se realizó una reunión entre el Mi-
nisterio de Desarrollo Social, el Enargas y el Enre, 
en la que se acordó una tarifa diferencial en los 
servicios públicos para las ER. La Dirección de Em-
presas Recuperadas quedó a cargo de dar segui-
miento para que efectivamente se pueda acceder 
a tal beneficio. Para ello, desde la Secretaría de 
Inclusión Social del mismo ministerio, se las de-

claró entidades de bien público. Asimismo, esta 
dirección, junto al Ministerio de Desarrollo Social, 
anunciaron la creación del Programa Recuperar 
que otorga subsidios y créditos para asistir y for-
talecer a las ER. El lanzamiento se realizó en la 
Cooperativa Envases Flexibles Mataderos, con la 
presencia del Ministro de Desarrollo Social, Da-
niel Arroyo, y el Secretario de Economía Social, 
Emilio Pérsico. Al respecto, aclaró Murúa que “El 
programa buscar ayudar, solventar y sostener los 
puestos de trabajo recuperados por estas empre-
sas y para las próximas”. Algunas ER ya presenta-
ron sus proyectos y pudieron beneficiarse de este 
programa, entre ellas el frigorífico SUBPGA de Be-
razategui, lavaca, una cooperativa reconocida por 
editar mensualmente el periódico MU, entre otras 
empresas autogestionadas. 

En ese mismo espacio, Murúa, también informó 
sobre el proyecto de Ley de Recuperación de Uni-
dades Productivas impulsado por la Dirección, 
que propone que toda empresa en proceso de 
quiebra “podrá ser expropiada y cedida en favor de 
las/os trabajadores que se hallen conformados en 
cooperativa de trabajo”.

A la vez, el Programa Potenciar Trabajo consis-
te en un bono del mismo ministerio que cobran 
trabajadoras y trabajadores de ER, unos once mil 
quinientos pesos, que complementa los retiros 
disminuidos en tiempos de emergencia sanitaria 
y económica. 

2) El desafío de las empresas recuperadas en tiem-
pos de pandemia: el caso Farmacoop. 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) de-
claró el brote del nuevo coronavirus como una 
pandemia, el 11 de marzo de 2020, cuando ya 
había llegado a más de un centenar de países. Así 
fue que, en Argentina, al día siguiente se dictó la 
emergencia sanitaria y el 19 de marzo el Presiden-
te Fernández, mediante un Decreto de Necesidad y 
Urgencia, dispuso el ASPO. Se resolvía así que las 
personas deberían permanecer en sus residencias 
habituales o en la que se encontraran al comenzar 
el día 20 de marzo, sin concurrencia a sus lugares 
de trabajo y sin desplazamientos, hasta el 31 del 

6. Las negritas están presentes en el original.
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mismo mes, excepto para cuestiones imprescindi-
bles, como aprovisionarse de alimentos, artículos 
de limpieza y medicamentos, con el objetivo de 
evitar contagios y proteger la salud pública ante 
la irrupción de un virus desconocido. 

Obviamente, se establecían excepciones vincula-
das a actividades esenciales para el funcionamien-
to de la vida social, sin embargo, en esos días, 
las calles quedaron desiertas, en una verdadera 
parálisis, donde casi todo parecía estar en pau-
sa. En función de la situación epidemiológica, la 
cuarentena continuó hasta el momento de escribir 
este artículo, a fines del mes de julio, con ma-
yor flexibilidad, ampliando las tareas esenciales y 
también sosteniendo restricciones. Hacia abril, la 
economía había caído de modo estrepitoso tanto 
por la pandemia como por la cuarentena inevi-
table; los indicadores socio-económicos, como la 
pobreza y el desempleo, se deterioraron, en una 
dinámica de recesión que se sigue profundizando. 

El gobierno tomó distintas medidas para mitigar la 
gravedad de la situación, especialmente aguda para 
los sectores sociales menos favorecidos: garantizar 
la provisión de alimentos, insumos y transporte; el 
pago del Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) para 
trabajadores/as informales y monotributistas socia-
les o monotributistas de las primeras categorías; 
el pago del Programa de Asistencia de Emergencia 
al Trabajo y a la Producción (ATP), que determina 
que el Estado se hará cargo del 50% del salario de 
los trabajadores para aquellas empresas que vieran 
limitadas sus ventas y su facturación; la reducción 
o postergación del pago de contribuciones patro-
nales, los créditos a tasa cero para monotributistas 
de todas las categorías y autónomos, mientras dure 
la actividad acotada por las medidas de excepción 
para mitigar la transmisión de la enfermedad.

La vida colectiva se complicó sobremanera, todas 
las actividades económicas se vieron afectadas, 
desde luego, con distinta intensidad, según los 
rubros de que se trate, pero esta situación fue 
especialmente aguda para las ER, más vulnerabi-
lizadas ya antes de la crisis sanitaria. Muchas de 
ellas, pasados los primeros quince días de ASPO, 
retomaron la producción con las medidas epide-
miológicas del caso, por ser servicios esenciales. 
Sin embargo, por distintas razones, entre ellas el 
miedo, otras quedaron paralizadas. Algunas estu-

vieron absolutamente limitadas por ser restauran-
tes o bares, que permanecen cerrados hasta el 
momento actual, pudiendo ofrecer solo sus pro-
ductos para llevar al domicilio de los clientes o 
para retirar de sus establecimientos. 

Al respecto, dice el MNER, que muchas de las uni-
dades productivas tuvieron que adaptarse y re-
crearse para poder continuar con la producción, 
dando así una nueva pelea, “porque la pandemia 
del Covid-19 se suma a la pandemia del endeuda-
miento histórico e ilegítimo, de la fuga de capitales 
y de la destrucción de miles y miles puestos de tra-
bajo”. 

En ese contexto, que no ha hecho más que profun-
dizar las desigualdades (Wagener, 2020), es espe-
cialmente estimulante el caso de Farmacoop, ex 
Laboratorio Roux Ocefa, justamente por su opor-
tunidad de dar respuesta productiva a la proble-
mática sanitaria generada por la pandemia, algo 
que, quizá, pueda compensar, en parte, el largo 
y hostil proceso de recuperación del laboratorio. 

El caso Farmacoop: recuperación y 
situación actual

Los trabajadores y las trabajadoras del octogena-
rio Laboratorio Roux Ocefa, que se encontraban 
en lucha desde hacía unos tres años, consiguieron 
el 30 de abril de 2019 la continuidad de la explo-
tación de las dos plantas que tenía la empresa, 
de ahí que, al día siguiente, pudieron festejar con 
alegría un día de los trabajadores y las trabajado-
ras muy especial. 

En el Museo IMPA, justamente, conmemorando 
ese día, se realizó una mesa redonda en la que 
participaron como expositores tres jóvenes traba-
jadores de ER. Uno de ellos representaba a Far-
macoop, lo que permitió que el auditorio pudiera 
conocer la experiencia de esa ardua y laboriosa 
recuperación. 

“En el 2016 éramos 450 trabajadores y traba-
jadoras. La mayoría gente grande, bastante 
grande y bueno teníamos una patronal en 
retirada […] tomamos la empresa por primera 
vez el 2 de enero del 2017. La tuvimos toma-
da 3 meses y medio, ahí armamos la primera 



ROBERTAZZI - El movimiento nacional de empresas recuperadas en tiempos de pandemias

103

7. Héctor Daer ocupa simultáneamente un lugar en el triunvirato que conduce a la Confederación General del Trabajo.

8. En Argentina, “patota” es un término lunfardo referido a un grupo de personas reunidas para cometer actos de vandalismo; otra acepción 
es la de “rompehuelgas”, un grupo próximo a la patronal que ataca a obreros/as que participan de protestas o huelgas. 

cooperativa y teníamos al sindicato en con-
tra, como pasa en la mayoría de los casos…”.

La Federación de Asociaciones de Trabajadores de 
la Sanidad, conducido por Héctor Daer,7 siguien-
do un comportamiento que también caracterizó a 
otros sindicatos, no apoyaba la conformación de 
la cooperativa. Es más, según este trabajador: 

“Hizo lo imposible por dividir a la gente, pero 
como la empresa seguía sin pagar y seguía-
mos sin tener laburo, no tenía mucho que 
hacer. El sindicato trae un empresario que 
compra la empresa, también sindicalista. 
La gestión de esta patronal intermedia dura 
aproximadamente menos de un año”. 

Esa breve gestión no fue productiva, dio lugar a 
una pelea entre sectores sindicales que no repara-
ban en la situación de los trabajadores, que entre 
tanto cobraban miserias o eran despedidos. 

“Quedábamos 250, una cosa así, se había 
suicidado un compañero, se había muerto 
otro compañero de presión en el medio. Ahí 
vuelve a cambiar de manos la empresa, ahí 
el sindicato trae una nueva patronal que, en 
este caso, ya era una patronal manifiesta-
mente mafiosa, era una mafia de los medica-
mentos. Unos tipos que los buscás en inter-
net y estaban vinculados con el narcotráfico 
de efedrina, un montón de cosas”.

Esa nueva gestión empresarial despidió a los em-
pleados que habían organizado la primera toma y 
la cooperativa, “de manera patotera”,8 no permi-
tiéndoles el ingreso al laboratorio. Al poco tiem-
po, ya había despedido a todo el personal, pero 
seguía produciendo los medicamentos -unos cien-
to cuarenta productos- en otro laboratorio. 

“Ellos no se lo esperaban, pero nosotros, con 
un grupo de compañeros y compañeras muy 
reducido realmente, ese día que terminaron 
de echar a todos, fuimos con dos reposeras a 

la puerta de la fábrica para que no se lleven 
las máquinas y nos quedamos a dormir ahí, 
en la calle, estuvimos ahí, en la calle, dos o 
tres semanas. Mientras tanto, nosotros se-
guíamos la parte judicial de todo esto que 
era la conformación de la cooperativa y la 
pelea en el juzgado, porque la empresa no 
estaba quebrada”.

Del mismo modo que no puede esperarse mucho 
de la dirigencia sindical, el poder judicial tampoco 
apoyaba a los trabajadores: “los papelitos en la 
justicia no avanzan si no vas y haces un poco de 
quilombo”. 

Durante la ocupación de la vereda, dos trabajado-
res organizaron una conferencia de prensa y apro-
vecharon la visibilidad que les daban las cámaras 
de C5N para ingresar a la fábrica. 

“No teníamos ningún tipo de protección le-
gal para hacer lo que estábamos haciendo, 
por eso decidimos hacerlo con las cámaras, 
para cubrirnos de alguna forma, si nos van 
a cagar a palos y nos van a meter en cana 
que se entere alguien. Bueno, entramos y no 
pasó nada. Hubo algunas idas y vueltas, ima-
gínense que con una patronal más mafiosa 
en el medio, con el sindicato en contra, con la 
justicia, con un juez con la causa que durante 
tres años nunca fue a la fábrica, no sabe ni 
dónde queda, hubo algunas situaciones ten-
sas”. 

El ingreso al laboratorio fue en octubre de 2018 
y, pocos meses después, obtuvieron la quiebra. 
Tal como sucede con otras empresas que se re-
cuperan, entrar nuevamente en el laboratorio cau-
só mucha tristeza: faltaban máquinas, se habían 
destruido adrede muchos objetos, para impedir la 
producción. 

“Los compañeros que entraban con nosotros 
[los más jóvenes] se ponían a llorar, 40 años 
laburando ahí […] todo destruido, todo roto, 
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faltaban máquinas, pero, bueno, ya venía-
mos peleando hacía dos años y medio, no 
nos íbamos a tirar atrás por un par de fierros 
rotos”.

La pelea en la justicia siguió mediante moviliza-
ciones hacia el juzgado, con el acompañamiento 
del MNER, de los abogados, de las otras ER, hasta 
que, como ya se dijo, obtuvieron la continuidad 
un día antes del primero de mayo. 

En su relato está muy presente la sensación de 
incredulidad, “no lo podíamos creer”, y de duda, 
“todos dudan de esto, la familia duda, a veces uno 
también duda y lo hace porque no le queda otra”; 
al mismo tiempo, compara su sentir con la con-
vicción que encontraba en el MNER: “no podemos 
perder, esto lo ganamos”. 

Quizá, para comprender esos sentimientos, habría 
que conectarlos con la dureza de este largo pro-
ceso de recuperación, con el poder de los opo-
nentes, para intentarlo, quizá baste considerar los 
dichos de una de las trabajadoras que recuperó 
Farmacoop, quien cuenta, en una nota periodís-
tica, que recién en mayo cobró su primer retiro, 
luego de tres años y ocho meses de lucha (Vales, 
2020).

Al recuperarse, la cooperativa se dedicó a adecuar 
sus líneas de producción que estaban clausura-
das por las autoridades sanitarias (ANMAT),9 en 
función del vaciamiento, la desidia y el abandono 
patronal. 

La semana del 16 de marzo del corriente estaba 
pedida la inspección para finalizar el proceso de 
habilitación de una línea de producción de me-
dicamentos en la planta ubicada en Villa Luro, 
pero, en la misma semana, se anunció el trabajo 
limitado de los organismos del Estado y, luego, el 
ASPO, por lo que el proceso de habilitación quedó 
pausado. 

En ese marco, Farmacoop decidió acondicionar un 
sector que, antiguamente, era una línea de pro-
ducción de cremas en la plata de Villa Lugano 

para convertirla en una línea de producción de 
Alcohol en Gel. En simultáneo, comenzó con un 
trabajo de coordinación con otras ER textiles y 
cooperativas textiles de las Organizaciones Libres 
del Pueblo (OLP) para recibir barbijos/tapabocas 
y realizar en el laboratorio el control de calidad, 
acondicionamiento y venta de dichos productos.

El 14 de abril obtienen la habilitación de ANMAT 
para la producción de cosméticos, productos de 
higiene y perfumes (habilitación que compren-
de alcohol en gel), a partir del trabajo conjunto 
de ambas plantas. En la planta de Villa Lugano 
funciona producción, expedición, depósito y cen-
tral de pesadas de materias primas; en Villa Luro 
funciona control de calidad, garantía de calidad, 
administración y ventas. A la vez, en un sector 
segregado con entrada independiente en la planta 
de Villa Luro, funciona el sector de acondiciona-
miento de barbijos.

Estas unidades de negocio suponen el trabajo de 
46 asociadas y asociados, entre operarios/as, ad-
ministrativos/as, técnicos/as, profesionales.

Gracias al trabajo exitoso en gestión, administra-
ción y producción, a través de la Dirección de Em-
presas Recuperadas del Ministerio de Desarrollo 
Social, se generó un vínculo con un empresario 
nacional y un grupo de investigadores CONICET 
de la Universidad Nacional de La Plata que venían 
desarrollando un test de detección de anticuerpos 
COVID-19. Hoy en día, Farmacoop se encuentra 
acondicionando y tramitando la habilitación de un 
área de la planta de Villa Lugano para la produc-
ción de esos test, que darían sus resultados en 
diez minutos,10 a partir de la transferencia de tec-
nología y de la inversión de capital para la compra 
de maquinarias del inversor. Este nuevo proyecto 
es capaz de generar unos 25 puestos de trabajo 
nuevos. 

Pueden parecer pocos; Eduardo Murúa, 
histórico referente del Movimiento de 
Empresas Recuperadas (MNER) y hoy a 
cargo de la dirección nacional de Empresas 
Recuperadas asegura que no lo es. “Crear 

9. La ANMAT es la Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica.

10. Son muy similares a los tests de embarazo.  
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un puesto de trabajo cuesta en promedio 
entre 20 y 22 millones de pesos en el país. 
Hablamos de comprar una empresa, instalar 
la maquinaria, incorporar al trabajador, todo 
lo que significa la creación de un empleo 
industrial. En Europa esa inversión es de 450 
mil euros y en Estados Unidos de 400 mil 
dólares”. Son cálculos que viene masticando 
en las últimas dos décadas de lidiar con la 
reapertura de las fábricas. (Vales, 2020). 

Es uno de los argumentos fuertes que esgrime el 
director desde hace tiempo, cuando se refiere al 
aporte que realizan las ER a la sociedad, no solo 
como fuente de subsistencia, cohesión social y 
construcción de ciudadanía, sino también porque 
la recuperación de las unidades productivas pre-
senta una consistencia económica sólida. Induda-
blemente, “es una tarea necesaria en la actual 
etapa histórica, y es una obligación para los po-
deres del Estado la generación de incentivos que 
faciliten que tal cosa ocurra” (Robertazzi, 2018, 
p. 21).

3) El lanzamiento del MNER Géneros

Es un espacio que surgió a partir del Encuentro 
del MNER de noviembre de 2019, donde se dio un 
debate sobre el lugar de las mujeres en los proce-
sos de recuperación de empresas. Su lanzamiento 
fue en la Cooperativa Mielcitas de Rafael Castillo, 
Pcia. de Buenos Aires, un establecimiento en el 
que las mujeres son mayoría. En ese I Encuentro 
del 29 de febrero de 2020, la convocatoria afirma-
ba: “Desobedeciendo al Sistema Patronal”. 

Es para señalar el modo en que, con sus con-
signas, introduce la perspectiva de género en las 
tradicionales reivindicaciones del MNER: “Ellos las 
cierran, nosotras las abrimos”; “La deuda sigue 
siendo con nosotras”; “Ocupar, Resistir, Producir”. 

Cuando comenzó la convocatoria del MNER, para 
adherir con firmas a la Ley de Recuperación de 
Unidades Productivas, el MNER Géneros gritaba: 
“Ni una trabajadora menos”, ampliando la clásica 
consigna del colectivo de mujeres, al incluir la de-
fensa de la fuente de trabajo. Es muy propio del 
movimiento oponerse a todo tipo de opresión, de 
ahí la necesidad de participar en todas las luchas. 
Así lo dicen las trabajadoras del MMER: 

Porque desde hace 20 años venimos ocupan-
do cada espacio en disputa, porque resisti-
mos juntas y junto a nuestros compañeros la 
agresión feroz del Capital que nos usa, nos 
violenta y nos descarta. Es por esto que nos 
organizamos para pensar juntas las especi-
ficidades de las luchas que nos atraviesan y 
defender colectivamente nuestros derechos. 
Somos mujeres, somos luchadoras, somos 
valientes, porque, a través del método OCU-
PAR- RESISTIR- PRODUCIR recuperamos 
nuestra dignidad. 

Reflexiones finales

Para concluir, vale recordar que la experiencia de 
recuperar empresas fue posible y sustentable a 
pesar del ataque sistemático del Estado, indepen-
dientemente del signo político del gobierno de 
turno. Fue así que el MNER tuvo que elaborar sus 
propias leyes, presionar a la clase política y judi-
cial para obtener una protección precaria. Por eso, 
es de esperar que, al contar con canales de comu-
nicación más fluidos, con una representación en el 
Ministerio de Desarrollo Social, así como con los 
primeros pasos para el reconocimiento institucio-
nal de las ER, la lucha no sea tan ardua y hostil. 

Es auspicioso advertir la similitud entre las peticiones 
del MNER en su encuentro de 2019 y las reivindica-
ciones que en el 2020 se plantean desde la Dirección 
Nacional de ER. También resulta interesante que el 
MNER exponga un similar ethos escritural cuando co-
munica la creación de esa misma Dirección. Sin du-
das, es esperanzador el fortalecimiento identitario 
de los/as trabajadores/as que siguen defendiendo 
las fuentes de trabajo en medio de las pandemias, 
así como las reivindicaciones de géneros. Otro in-
dicador favorable es la convocatoria de la Dirección 
hacia el mundo académico, continuando con un ca-
mino que venía recorriendo el MNER. 

Inicialmente, la pandemia del COVID-19 puso de 
manifiesto las dificultades para acceder al alcohol 
en gel y a los materiales de protección para el 
equipo de salud y la población en general, por su 
escasez y altísimo costo, lo que estimuló su pro-
ducción en muchas ER y cooperativas. Siempre ha 
sido un propósito del MNER ofrecer sus produc-
ciones para el desarrollo de la industria nacional 
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y para la sustentabilidad de estas empresas que, 
con tanto costo personal y casi sin incentivos, lo-
graron reinstalarse en el circuito productivo. Pue-
de observarse que, en Farmacoop, se concreta 
algo de ese anhelo, pues los tests rápidos pueden 
sustituir las importaciones de productos sanita-
rios, con un costo mucho menor. 

Justamente, en ese primer laboratorio recuperado, 
se encuentran resultados alentadores cuando la 

universidad se acerca a las ER , puesto que la 
relación comercial con el Estado podría ser una 
gran oportunidad paraestas unidades productivas, 
pero, como dice Vales (2020), su vínculo con sec-
tores de la Economía Popular presenta múltiples 
obstáculos: demoras en la compra de materias 
primas para un trabajo a fasón y largas esperas 
para cobrar lo producido. Así como son necesarias 
las leyes, faltaría aún facilitar algunos procedi-
mientos, que no son los habituales en el Estado. 
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Resumen

El objetivo de estas páginas es notar la necesidad de incluir el racismo de sectores de la sociedad argen-
tina como una cuestión de incumbencia de la Salud Pública, por el peso que tiene en la vida de grupos 
sociales sistemáticamente vulnerados en sus derechos. Se parte de los resultados de una investigación 
empírica de más de cinco años sobre las inequidades en cáncer. En esta se identificó un sufrimiento 
continuo a lo largo de la vida de estas personas asociado a formas sutiles, latentes o directas de dis-
criminación reproducida desde distintos ángulos: centros de salud, colegios, medios de comunicación, 
espacio público. Se discuten aspectos relativos a la inclusión de las desigualdades sociales de la salud 
en la agenda sanitaria, examinando el énfasis otorgado al estatus socioeconómico. Se fundamenta pos-
teriormente por qué es necesaria la inclusión del racismo en la agenda sanitaria como instancia decisiva 
para que determinadas intervenciones disponibles, accesibles y universales no continúen fracasando 
en determinados grupos sociales, incrementando a su vez las brechas de desigualdad al interior de las 
poblaciones.

Palabras Clave: Desigualdades sociales de la salud; Racismo; Salud Pública; Comunidades estructural-
mente vulnerables.

presentado: 04.04.20

Aceptado: 17.05.20

Se permite y alienta la copia y utilización de todos 
los contenidos de este sitio web bajo los términos 
de una licencia Creative Commons BY-NC-SA 3.0

Año 4 Nro. 7 - JUNIO 2020



Cuestión Urbana - Año 4 Nro. 7 - 2020

112

Sección > Artículos

Introducción

El objetivo de estas páginas insta a argumentar 
sobre la necesidad de incluir otras coordenadas 
teóricas que no tienen todavía peso suficiente (o 
peso alguno) en la Salud Pública nacional pero 
que encontramos como decisivas para entender 
por qué determinadas intervenciones sanitarias 
disponibles, accesibles y universales, continúan 
fracasando en determinados grupos sociales, in-
crementando a su vez las brechas al interior de las 
poblaciones. Si bien varios programas sanitarios 
ponen al principio de equidad en sus formulacio-
nes, tanto en el acceso, la calidad y los resul-
tados en salud, cómo se logra y en qué resulta 
requiere de la generación de evidencia específica 
para mostrar cuáles son los mecanismos conduc-
tores de tales desigualdades, y así poder pensar 
intervenciones tanto en un nivel individual como 
poblacional y en el sistema de salud. Cabe men-
cionar que las principales mediciones y monito-
reos –así como los fundamentos– que se vienen 
realizando desde hace más de un siglo atrás so-
bre las desigualdades sociales de la salud están 
asociados a la posición socio-económica, tal como 
repasaremos en la primera parte del artículo.

En esta ocasión, a partir de una investigación que 
venimos desarrollando en los últimos 5 años so-
bre inequidades en el continuum del control del 
cáncer del primer nivel de atención en Entre Ríos, 
en el marco de distintos financiamientos de la 
UBA (Proyectos de Desarrollo Estratégico y pro-
yectos Ubacyt) y del Instituto Nacional del Cáncer 
cuyos resultados serán próximamente publicados 

(Luxardo & Sassetti, 2020), queremos reparar en 
ausencias de relevancia en la agenda sanitaria. Lue-
go de varios años dedicados a profundizar en las 
condiciones de vida y trabajo, como en el acceso al 
sistema de salud de comunidades estructuralmen-
te vulnerables (Quesada, Hart & Bourgois, 2011), 
resultó tan clave como los contextos materiales de 
existencia y privaciones, el papel que tenían sobre 
la salud las discriminaciones sistemáticas vividas 
en los entornos inmediatos, en los medios de co-
municación, en las instituciones sanitarias, en la 
sociedad en general hacia estas comunidades. 

En esta investigación, por ejemplo, pudimos com-
prender por qué ciertas mujeres bajo condiciones 
de pobreza persistente (Clemente, 2012), mujeres 
que llevaban varias generaciones complementan-
do su reproducción cotidiana a través de la partici-
pación en un basural a cielo abierto, “no volvían” 
a determinadas prácticas preventivas, como los 
tamizajes citológicos (prueba de PAP). El impacto 
de lesiones abiertas y sutiles a su dignidad, se 
asociaba a insultos directos durante manifestacio-
nes (“negras planeras”), a segregaciones en es-
pacios públicos, a estereotipos en los programas 
de televisión, como en cada una de las institu-
ciones en las que interactuaban. En una conver-
sación grupal, estos aspectos que quizás podían 
subestimarse, fueron puestos sobre la mesa: “Te 
acostumbrás…pero no deja de dolerte”. Un tipo 
de sufrimiento que atraviesa estas vidas de mane-
ra mucho menos perceptible para el resto. 

Estos resultados preliminares son el puntapié ini-
cial para complejizar aspectos como la inequidad 

Summary

The objective of these pages is to note the need to include racism in sectors of Argentine society as a 
matter of concern to Public Health due to the weight it has on the lives of systematically violated social 
groups’ rights. Based on the results of a five years empirical research on cancer inequities, a continuous 
suffering is identified throughout the lives of these people associated with subtle, latent or direct forms 
of discrimination reproduced from different angles: health centers, schools, media, public space, etc. 
Aspects related to the inclusion of health social inequalities in the agenda are discussed, examining the 
emphasis given to socioeconomic status. It is subsequently fundamented why it is necessary to include 
racism on the health agenda as a decisive instance, so that certain available, accessible and universal 
interventions do not continue to fail in certain social groups, increasing in turn inequality gaps within 
populations.

Key words: Social inequalities in health; Racism; Public Health; Structurally vulnerable communities.
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y la desigualdad en salud, referidos y recorridos 
teóricamente en el primer apartado. En un segun-
do momento, reconstruimos algunos anteceden-
tes en torno a pensar las desigualdades sociales 
en salud desde el énfasis otorgado al estatus so-
cioeconómico. Así llegamos al tercer momento, en 
el que fundamentamos por qué es necesaria la 
inclusión del racismo en la agenda sanitaria de 
nuestro país, eje del artículo.

Algunas consideraciones iniciales 
sobre inequidades y desigualdades 
en salud

El concepto de equidad está presente en las de-
finiciones de la OMS desde los años cuarenta, y 
en sus resoluciones del siguiente siglo, basado 
en que “todas las personas tienen derecho a go-
zar de la salud con independencia de su raza, 
religión, grupo político y clase social”, siendo 
el principal fundamento para la equidad en la 
salud la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948 en sus artículos 2 y 25. Desde 
este enfoque se hace hincapié en la necesidad de 
identificar cuáles son los sesgos y discriminacio-
nes que conducen a las diferencias en el acceso 
a los recursos y oportunidades en salud entre los 
grupos, vinculando la equidad en salud con la jus-
ticia social y la libertad. Más recientemente, otros 
autores y autoras nutrieron este marco global 
para pensar la equidad en salud. Los desarrollos 
de Amartya Sen (1992) ponen el eje en la salud 
como una manera de promover la libertad de las 
personas y las sociedades. La problemática de la 
justicia distributiva de John Rawls (1971), con su 
horizonte en la equidad y en las razonables limi-
taciones de las elecciones, pone el énfasis en las 
razones morales. También en el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(ONU, 1966) que entran en vigor en 1976 (ONU, 
2016) se refiere expresamente a la salud vinculada 
al contexto en el que las personas viven. Se de-
fiende que las acciones a tomar deben buscar los 
estándares de salud alcanzables y los estándares 
a los que las políticas deberían apuntar tienen 
que tomar como indicador a las personas que me-
jor viven en una sociedad.

La equidad en las políticas y programas fue re-
marcada como prioridad en el Informe de la OMS 

(2008). Las Naciones Unidas recientemente pro-
movieron un abordaje integral en el estableci-
miento de los objetivos del desarrollo sustentable 
con acento en las desigualdades globales, hacien-
do foco en estrategias intersectoriales, compre-
hensivas y globales, reconociendo los amplios 
determinantes socio-económicos de la salud y la 
enfermedad (Niessen et al., 2018). Sin embargo, 
todavía sigue siendo elusivo el acceso a la salud 
para poblaciones históricamente postergadas en 
sus derechos.

Si bien el sistema de salud por sí solo no tiene 
la capacidad de transformar las desigualdades so-
ciales, como muestra por ejemplo Paula Braveman 
(2006) en Estados Unidos al notar que el sistema 
sólo puede afectar un tercio de las desigualdades, 
sin estas intervenciones se incrementan aún más 
las brechas entre grupos sociales, por lo tanto la 
equidad en los resultados (Marmot, 2005) ha sido 
remarcado como fundamental.

Las “desigualdades sociales de la salud”, es decir, 
las variaciones que existen en el estado de salud 
y enfermedad entre poblaciones y en el interior de 
las mismas, constituyen una evidencia observable 
(Breilh, 2006), operando como la medida a través 
de la cual la “inequidad” puede conocerse. Esto 
provee información y fundamentos para incorpo-
rarla a las intervenciones sanitarias y para conocer 
los resultados de estas iniciativas. Medir las des-
igualdades en salud permite identificar diferencias 
sobre las que hay que actuar, pero antes se debe 
contar con definiciones y consensos sobre los es-
tratificadores de equidad (Canadian Institute for 
Health Information, 2018), es decir, qué caracte-
rísticas serán relevantes por estar asociadas a la 
equidad en el acceso, la calidad y sus resultados.

En nuestro país, el Plan Nacional de Control de 
Cáncer (PNCC, 2018) alude varias veces al con-
cepto de “equidad” como guía o principio rec-
tor de las intervenciones y nota que “los grupos 
desfavorecidos y de bajos ingresos están más ex-
puestos por lo general a factores prevenibles de 
riesgo de cáncer como carcinógenos ambientales, 
consumo de tabaco, abuso del alcohol y agentes 
infecciosos e incluso tienen menor acceso a va-
cunación o a medidas de prevención secundaria 
eficaces” (INC, 2018). Estos grupos con menor 
acceso a intervenciones se presentan como 
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deudas pendientes del sistema sanitario, ya que 
son los que presentan los peores resultados epi-
demiológicos en las tasas de morbi-mortalidad. Por 
supuesto que estos indicadores no derivan sola-
mente de la falta de acceso a los servicios de salud 
y habrá que rastrear en las estructuras de opre-
sión mayores –económicas, políticas, sociales– la 
génesis de estos resultados en salud. Pero aun así, 
como sostienen Farmer et al. (2016), las realidades 
concretas también pueden beneficiarse a través de 
intervenciones que sirven para prevenir la muerte 
prematura y la discapacidad y mejorar la vida de 
las personas, como un tamizaje citológico para la 
prevención del cáncer de cuello de útero. Sin em-
bargo, en el país siguen muriendo 2 mil mujeres 
por año por esta enfermedad (INC, 2020)

Entre los diversos enfoques que se utilizan, algu-
nos ponen la lupa sobre los grupos sociales que 
“abandonan”, “rechazan”, “no adhieren” a estas 
políticas, programas, prescripciones médicas, etc. 
Las ciencias sociales críticas y la salud pública al-
ternativa desde enfoques como la producción so-
cial de las enfermedades y la economía política de 
la salud, desde hace tiempo, denuncian las pers-
pectivas reduccionistas y descontextualizadas de la 
salud pública (como la del estilo de vida) que cul-
pan a las personas por sus comportamientos con 
relación a la salud y a la enfermedad, como si fue-
ran elecciones completamente libres (Breilh, 2006).

Menéndez (2008) plantea la ingenuidad de los 
enfoques de los modelos de prevención y promo-
ción de la biomedicina que piensan en una única 
racionalidad detrás de las conductas de las per-
sonas. Este antropólogo reconoce que todo grupo 
social tiene criterios preventivos respecto a lo que 
considera amenazante para su salud y, por lo tan-
to, producen y utilizan prácticas sociales de pre-
vención en la vida cotidiana aunque, como en el 
caso de cáncer de cuello de útero que analizamos, 
implicó resistir determinadas prácticas preventi-
vas de la biomedicina (Menéndez, 2008) como las 
pruebas de tamizaje citológico.

Desde estas miradas reduccionistas, se ha defini-
do a las poblaciones como “difíciles de alcanzar o 
difíciles de detectar”, siendo aquellas:

“… que son relativamente pequeñas en com-
paración con la población general y para las 

cuales no existen marcos muestrales (…). 
A veces además estas poblaciones están 
‘ocultas’, es decir, que los miembros no es-
tán dispuestos a revelar que son miembros 
de la población de interés, por ejemplo por 
estar estigmatizados” (Lubbers et al., 2014: 
2628-2629).

Dentro de esta amplia y difusa categoría de clasi-
ficación se incorporaron colectivos como pueblos 
originarios, migrantes y refugiados, poblaciones 
bajo condiciones de pobreza extrema, comunida-
des gitanas, poblaciones rurales, etc., que no sólo 
tienen peores indicadores de morbimortalidad 
sino para los que además existen menos datos y 
de menor calidad que permitan monitorear estos 
resultados en salud.

Entender qué está sucediendo es central, ya que 
como señala Krieger (2011), no hay datos, no hay 
problema y una parte que permite poder poner 
en la agenda sanitaria nacional los temas –que 
implica establecimiento de prioridades y recursos 
también– se fundamenta en mostrar su relevan-
cia, sea desde movilizaciones sociales o como 
problema epidemiológico que enfrenta el país. De 
acuerdo al manual de la OMS (2013), los moni-
toreos en salud implican observar repetidamente 
en un tiempo y espacio establecidos determinado 
componente de la salud en una población deter-
minada, datos que permitirán establecer si están 
alcanzando los objetivos propuestos. Para cual-
quier tema de salud el monitoreo incluye la identi-
ficación de los indicadores de salud relevantes; la 
obtención de la información de esos indicadores, 
el análisis de la información; la información de los 
resultados y la implementación de cambios. Pero 
cualquier selección de indicadores conlleva (explí-
cita o tácitamente) una inscripción teórica deter-
minada que es la que permite construirlos como 
tales, aspectos que veremos en la segunda parte.

Las desigualdades sociales de la 
salud y la inclusión del estatus 
socioeconómico 

Probablemente lo más estudiado referido a las 
desigualdades sociales de la salud tenga ver con 
las condiciones económicas y sociales como de-
terminantes de la salud y la enfermedad. Con 
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menor o mayor peso de acuerdo a los períodos 
históricos, forma parte de las preocupaciones sa-
nitarias desde hace siglos. En las revisiones que 
realizan historiadores de la medicina (occidental), 
notan que se empiezan a relevar datos a partir 
de las consecuencias socioeconómicas, culturales 
y ambientales de la revolución industrial con sus 
dinámicas de pauperización y su impacto en la 
vida de la clase trabajadora durante finales del si-
glo XVIII y el siglo XIX (Barradas Barata, 2009). En 
esta época la salud de las poblaciones se empieza 
a asociar con problemáticas socio-ambientales y 
económicas más amplias, especialmente ante el 
desafío práctico que se presentaba a médicos, 
políticos y juristas, la alta mortalidad de las epi-
demias de estas incipientes ciudades, atravesadas 
por el humo de las fábricas, el hacinamiento, el 
vertedero incontrolado de residuos y basura que 
juntaba, la falta de abastecimiento de agua po-
table, los sistemas de alcantarillados diseñados 
para absorber aguas pluviales e incapaces de con-
tener la avalancha de residuos sólidos, etc. (Ramos 
Gorostiaga, 2014).

La documentación sistemática de estos datos pue-
de rastrearse en estos contextos, en los que nace 
el movimiento británico de salud pública. Hubo 
trabajos seminales para lo que se conoció como 
medicina social europea. Sigerist (2006) encuen-
tra a la obra de Johann Frank (1745-1821) pionera 
de la medicina social por estudiar la influencia 
del entorno social, dando cuenta de detalles que 
incluían hasta el impacto del teatro en la salud 
de la población,1 dejando un modelo de abordaje 
de la salud y la enfermedad amplio y no circuns-
cripto a lo biológico. También Friedrich Engels, 
que se centraba en analizar cómo la industriali-
zación afectaba el cuerpo, el intelecto y la moral 
de los trabajadores textiles. Su obra examina no 
solamente los riesgos ocupacionales a los que los 
trabajadores están expuestos en la fábrica sino 
que además rastrea qué consumen, a qué tipo de 
alimentos pueden acceder en los mercados loca-
les cuando salen a la tarde de trabajar y sólo les 

queda lo que las clases acomodadas dejaron “…
queso (…) de mala calidad, tocino rancio” (1845 
[1958]: 80). Pero además revisa en el curso de 
vida de estos trabajadores el efecto que tienen 
las privaciones en la infancia: “el sufrimiento de 
chicos queda impregnado en la vida de adultos” 
(1845 [1958]: 115), qué pasa durante los embara-
zos, ante la falta de sueño relacionada con “des-
órdenes nerviosos” (1845 [1958]: 170) entre mu-
chos otros aspectos que lo llevan a justificar con 
evidencia por qué estas personas en sus 40 años 
presentan un envejecimiento prematuro y “pare-
cen de s 10 o 15 años más” (1845 [1958]: 180).

Rudolf Virchow (1821-1902) un médico y patólogo 
celular de la actual Alemania analizó los factores 
asociados a la epidemia de tifus en lo que era 
Prusia en ese momento. Este análisis que realiza 
constituye el principal pilar de la medicina social 
europea, al mantener que: “En la discusión sobre 
las causas de esta epidemia llegué a la conclusión 
que la peor de las causas era la situación social y 
que esta situación sólo podía cambiarse a través 
de profundas reformas sociales” (Virchow, [1848] 
2006: 2105). Estas reformas sociales implicaban 
una democracia total y que no hubiera sociedades 
en donde pocos vivían bien mientras cientos per-
manecían en la miseria.

Desde este siglo XIX con el movimiento británico 
de salud pública y el afianzamiento de la relación 
entre los avances de la ciencia y la ingeniería en 
la promoción de la salud pública (por ejemplo a 
través del tratamiento de agua, del control de la 
polución, los productos de seguridad alimentaria, 
programas educacionales, entre otros aspectos), 
la reducción de las diferencias de enfermedades 
entre determinados segmentos poblacionales se 
volvió un campo fértil de la salud pública.

En el siglo siguiente esta tradición dará lugar a 
diversos movimientos que, enfrentados al para-
digma reduccionista, biologicista, y descontextua-
lizado de la salud pública hegemónica (Menéndez, 

1. Aunque escapa a nuestras posibilidades de análisis, no podemos de dejar notar que dejamos afuera el componente moralizador de 
muchas de las intervenciones sanitarias de esos contextos. Como señala  Donzelot con respecto a Villermé, entre otros, otros: “Desde fines del 
siglo XVIII una multitud de asociaciones filantrópicas y religiosas se propusieron  ayudar a las clases pobres, moralizar sus comportamientos 
y facilitar su educación haciendo converger sus esfuerzos en una restauración de su vida familiar, forma primera y más económica de la 
asistencia mutua” (Donzelot, 2008: 39).
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2008), buscan explicar cómo y por qué se produ-
cen las variaciones en las tasas de morbi-morta-
lidad y carga de enfermedad de las poblaciones 
entre países y en el interior de los mismos, cruda-
mente reflejado en las diferencias de hasta cuatro 
décadas, que existen entre regiones -y en el inte-
rior de las mismas- ,en indicadores tales como la 
esperanza de vida al nacer.

Desde la década de los ’60, de manera más siste-
mática en nuestra región estas preocupaciones se 
instalan con el movimiento de lo que después se 
llamó medicina social latinoamericana/ salud co-
lectiva (MSL/SC), planteado como alternativa a la 
salud pública funcionalista. Bajo la “teoría de las 
determinaciones sociales” del proceso salud-do-
lencia, se pone el acento en la constitución del 
sistema de producción capitalista y en sus formas 
particulares de expresión, enfatizando los meca-
nismos de acumulación del capital y distribución 
del poder, prestigio, bienes materiales. La posi-
ción de clase en la reproducción social pasa a ser 
vista como los principales determinantes del perfil 
de salud de las poblaciones. En este abordaje, el 
problema deja de ser pobreza absoluta o pobreza 
relativa y pasa a ser un problema de inclusión 
y exclusión social; siendo la posición de clase, 
central en la reproducción social de los perfiles de 
salud de las poblaciones (Breilh, 2006). La versión 
brasileña de esta teoría da mayor énfasis explica-
tivo a los modos de vida, considerando que en 
ellos están englobados los aspectos materiales 
como simbólicos que reflejan las características 
de producción, distribución, consumo en las que 
están relacionadas cada grupo social a través del 
modo de vida. Al mismo tiempo, busca articular 
las diferentes esferas de la organización social 
bajo el concepto de “modo de vida”, el cual reú-
ne las condiciones colectivas de los grupos y los 
comportamientos de éstos (Barata, 2009; Almeida 
Filho, 2009).

Posteriormente, en las décadas de los ‘70 y ‘80, 
las variaciones de los resultados en salud entre 
poblaciones pasa a ser reconocido como un pro-
blema de salud pública de relevancia mundial a 
partir de la epidemiología social anglosajona que, 
inspirada en la medicina social europea del siglo 
anterior, desarrolla teorías realizadas sobre insu-
mos de ciencias sociales, que permiten mostrar 
el gradiente social que participa de la salud en la 

población (Black et al., 1980), es decir, diferencias 
derivadas de su estatus socioeconómico. En este 
período surgen con fuerza, desde el campo de esta 
epidemiología social, la incorporación de teorías de 
las ciencias sociales en la salud pública y la vuelta 
de los postulados de exponentes de la medicina 
social europea de siglos anteriores, que había sido 
olvidada después de la era de oro de la bacterio-
logía, pero que menos aportaba para otro tipo de 
enfermedades no transmisibles en contextos en los 
que las brechas socioeconómicas entre poblacio-
nes se iban profundizando. Nancy Krieger (2011) 
señala, que en 1969, Leo Reeder, en la Asociación 
Americana de Sociología, define a esta subdiscipli-
na como el estudio del rol de los factores sociales 
en las etiologías de las enfermedades, vinculando 
marcos sociológicos con indagaciones epidemioló-
gicas sobre enfermedades específicas. Dentro de 
este campo existen tres subcorrientes, los marcos 
psicosociales, los marcos sobre la producción so-
cial de las enfermedades y marcos ecosociales.

Los marcos psicosociales muestran claramente 
que además de las condiciones en sí, es la per-
cepción que las personas tienen sobre éstas lo 
que será decisivo en la afectación de su salud. 
Así lo demuestra Marmot (2005) con la teoría del 
“síndrome de estatus” en la que explica por qué 
algunas poblaciones y grupos sociales permane-
cen con peores indicadores de salud pese a recibir 
las mismas intervenciones sanitarias. Estos desa-
rrollos se preocupan en mostrar los mecanismos 
a través de los cuales el contexto social define la 
acumulación de exposiciones a riesgos a lo largo 
del tiempo y en las trayectorias de vida, con espe-
cial foco a las posiciones ocupadas en la estructu-
ra socioeconómica de la sociedad.

La prioridad otorgada a la clase social en los es-
tudios sobre las desigualdades en salud, si bien 
otorga protagonismo a las ciencias sociales en el 
campo de la salud pública, descuida el papel que 
tienen otras categorías teóricas, como el género 
y el grupo étnico/raza, los cuales suelen quedar 
relegados a “variables agregadas”.

En salud poblacional estos aspectos suelen in-
cluirse como “estratificadores de equidad”, mar-
cadores de las desigualdades sociales que existen 
entre las poblaciones. Desde las ciencias sociales 
y los activismos iniciados en los años ‘60 y con 
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cada vez mayor participación –de movimientos fe-
ministas, anti-racismos y prácticas anti-opresivas–, 
se viene bregando por incorporar estas dimensio-
nes fundamentales a la salud pública de modo 
más explícito. Como profundizaremos en el próxi-
mo apartado, se trata de complejizar los alcances 
de las intervenciones sanitarias incorporando estas 
otras claves, reparando fundamentalmente desde 
los datos empíricos, la relación a la raza/etnia.

Sin embargo antes, aunque no fuera parte de los 
objetivos iniciales, es necesario realizar una enor-
me nota al pie que ayude a deconstruir la impreg-
nada noción que existe en vastos sectores de la 
sociedad, de que Argentina no es un país racista, 
sentido común que impide reconocerlo, nombrar-
lo y trabajar para transformarlo.

Argentina: Por qué es necesaria la 
inclusión del racismo en la agenda 
sanitaria del país

“Yo lo único que espero es que esta pande-
mia haga una limpieza étnica que todos nos 

merecemos (…) con 5 o 6 millones de negros 
menos (…) de planes menos….capaz que este 
país arranca” (entrevista radial a ex concejal 

de una provincia de Argentina en El Reino del 
Revés, 8 abril 2020).

Aunque el racismo en Argentina siempre existió 
(Segato, 2012), desde la época de la conquista, 
la corona establece un sistema de jerarquización 
de la sociedad basado en castas de origen étni-
co (Adamovsky, 2009), que adquiere una forma 
especial a partir de los años ‘40. En esta década, 
las migraciones internas que llegan a las ciudades 
desde las provincias ante la expulsión del mun-
do rural, que venía ocurriendo desde hacía por lo 
menos una década atrás, irrumpen en la escena 
política como una nueva clase obrera con fuerza 
política (Ratier, 1972), estereotipada desde las eli-
tes liberales y los sectores medios como un nuevo 
tipo de negro, los criollos mestizos (Adamovsky, 
2009). Este grupo social será una pieza clave en 
el nacimiento de un nuevo movimiento político 
(peronismo), denostado por las elites liberales 
conservadoras y su ideal de la Argentina “blanca, 
europea y civilizada”, base del mito de unidad na-
cional en la que se construye como nación (Ada-

movsky, 2009).
Ratier (1972) refiere que la discriminación y el ra-
cismo son mecanismos dentro de una relación de 
poder tendientes a inferiorizar al otro para con-
trolarlo y reprimirlo, especialmente cuando entra 
en la escena política. Segato (2012) advierte que 
el racismo reproduce una estructura social estra-
tificada racial y étnicamente, a través de una for-
ma de violencia que se expresa en varias formas, 
como el ejercicio sistemático de violencia psicoló-
gica, maltrato verbal o gestual y violencia moral, 
al poner en duda la moralidad, honradez o capa-
cidad de los grupos discriminados y que tan clara-
mente aparece como violencia. Menéndez (1972) 
también desde hace cinco décadas insistía en que 
la antropología debía retomar los estudios sobre 
el racismo porque tienen vigencia y que para ello 
es central mirar a las violencias cercanas.

En esta dirección, Segato (2012) advierte sobre la 
necesidad de nombrar la raza en nuestro país, ya 
que, de modo contrario, estamos negando su exis-
tencia. El racismo, siguiendo a la autora, es una for-
ma de violencia que se expresa en varias formas, 
por ejemplo, en el ejercicio sistemático y enmascara-
do de la violencia psicológica –que puede consistir, 
simplemente, en ignorar su presencia– o del maltra-
to verbal o gestual, y de la violencia moral, frente 
a la sospecha de honradez o capacidad. El prejuicio 
se transforma así en costumbre, y el paisaje social 
estratificado racial y étnicamente que crea y repro-
duce, se transforma en una especie de naturaleza 
inamovible, también ahistórica, que además se hace 
presente en el prejuicio personal desde una des-
igualdad omnipresente en cualidades “naturales” 
que determinan la inferioridad de las posiciones so-
ciales de los no blancos. Esto tiene consecuencias 
en un racismo “de costumbre”, que se naturaliza al 
punto de no reconocer el acto de discriminar.

Por su parte, Blázquez (2018), hace parecer a la 
discriminación como legítima porque no deriva 
del fenotipo biológico sino de la clase social y la 
cultura, inscriptas en la manera de hablar, de ves-
tir, de interactuar y también, por supuesto, de cui-
dar la propia salud y la del entorno cercano. Una 
marca de clase que, como sostiene este autor, los 
coloca en una escala de inferioridad en un proce-
so de racialización de los subalternos. También 
Adamvosky (2009) señala claramente el racismo 
que existe en nuestro país al asignar atributos 
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negativos que se transmiten con el cuerpo entre 
generaciones a determinados grupos sociales.

Habiendo recorrido brevemente las bases de por 
qué fundamentamos la inclusión de este racismo, 
que tanto la antropología como la historia vienen 
marcando también en la salud pública, revisare-
mos en la segunda parte algunas teorías y enfo-
ques posibles para empezar a pensarlo.

El racismo y la salud desde la 
epidemiología

Como señalamos, el vínculo entre marcos de cien-
cias sociales e indagaciones epidemiológicas 
estableció parámetros para explicar la distribu-
ción desigual de la salud y la enfermedad entre 
los grupos sociales, no solamente en términos 
de estatus socio-económico, sino, también, con 
relación a otros marcadores sociales de la dife-
rencia como el género, la etnia/raza, el lugar de 
origen y la nacionalidad, la religión, la orienta-
ción sexual, la generación, entre otros (Braveman, 
2006). Sin embargo, la articulación entre estos 
marcadores es todavía objeto de debate con 
respecto a su peso explicativo y pertinencia, 
y las ciencias sociales –la antropología espe-
cialmente– y la salud pública no han logrado 
todavía una agenda con relativo consenso para 
esta problemática.

Aunque la perspectiva de género viene consoli-
dándose globalmente, las estructuras de opresión 
patriarcales están todavía lejos de haberse acaba-
do. Los países y sus distintos sistemas (sanitario, 
judicial, educativos, laboral, etc.) están gradual-
mente incorporando esta perspectiva para detec-
tar cómo operan en concreto y poder avanzar en 
su transformación –por ejemplo, a través de le-
yes, cuotas, etc.–. En el caso del racismo y sobre 
todo el racismo estructural de sociedades como la 
nuestra, su abordaje es todavía una preocupación 
marginal, sin todavía demasiada visibilidad.

La relación entre racismo y desigualdad en salud 
tiene resultados claros y contundentes, donde la 
discriminación percibida se encuentra asociada a 
menores niveles de salud física y mental. Aunque se 
destaca el papel central de éste y su énfasis no es 
novedoso, no hay aún consenso sobre las mejores 

herramientas de medición. El Informe de la OMS 
(2008) identifica dos grupos principales de cau-
sas referidas a inequidad en salud. El primero son 
los mecanismos interpersonales, intrapersonales, 
institucionales, sistémicos, que organizan la distri-
bución del poder y los recursos diferencialmente 
entre líneas de raza, género, clase, orientación se-
xual, identidad de género y otras expresiones de 
la identidad personal y grupal. El segundo es la 
disímil distribución de recursos de poder (servi-
cios) que muestran las condiciones medioambien-
tales, económicas y sociales desiguales, también 
llamados determinantes sociales de la salud.

Como refieren otros, las enfermedades y los even-
tos de salud se analizan en gran medida como 
episodios aislados de enfermedad. De modo que 
los sistemas de recopilación de datos proporcio-
nan datos mínimos sobre elementos tan impor-
tantes del contexto cultural como el racismo, el 
sexismo, la competencia y la cooperación, normas 
y valores. Así, continúan los autores, si bien los 
sistemas de datos se utilizan vinculaciones de 
raza y etnia con salud, generalmente no incluyen 
la información necesaria para desenredar la forma 
en que la raza/etnicidad, como así también el es-
tatus socioeconómico, la discriminación, la raza, 
como percibida por otros y otros factores, afectan 
la salud. De igual modo, no se supervisa el con-
texto político y rara vez sigue de manera continua 
los impactos de las políticas y leyes públicas, la 
cultura política y el derecho a la política en la sa-
lud de la población.

En América Latina las desigualdades sociales de la 
salud, pensadas desde las teorías de las determi-
naciones sociales, aunque le otorgan centralidad a 
los modelos de producción, complejizan también 
la perspectiva, enriqueciéndola con la incorpora-
ción del género y la etnia en la ecuación, dando 
como resultado lo que conoce como “matriz de la 
triple inequidad” en la determinación de la salud: 
clase, género y etnia (Breilh, 2006).

Sin embargo, Bello Urrego (2014) nota que hay 
un distanciamiento entre estos desarrollos de la 
MSL/SC y las teorías de ciencias sociales, básica-
mente por el lugar central de la clase en la estruc-
turación de las sociedades en las propuestas de 
la determinación social, tal como hemos aludido. 
Así, cuando las variables de género y etnia son in-
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cluidas, se las trata como independientes entre sí 
y jerárquicamente inferiores en cuanto a su peso 
explicativo, relegándoselas interpretativamente a 
un lugar de sumatoria. Esta autora retoma desa-
rrollos de estudios decoloniales, postcoloniales, 
de los feminismos latinoamericanos y negros, 
como activismos indígenas, etc., que complejizan 
el análisis de la clase social, imbricando otros 
mecanismos de producción de desigualdades a 
través de la jerarquización que hacen los grupos 
sociales sobre la base de categorías como las de 
raza/etnia, género o sexualidad. Desde estas pers-
pectivas, estas categorías no solamente:

“cohabitan dentro de un mismo sistema, 
sino que además son co-estructurantes en-
tre sí (no es posible entender una categoría 
sin pasar por el análisis de su relación las 
otras) y desde su imbricación resultan es-
tructurantes del capitalismo como modelo 
de sociedad” (Bello Urrego, 2014, 97).

Acordamos con la autora y por ello incluimos en 
el próximo apartado algunos enfoques teóricos de 
las ciencias sociales que intentan conjugar estas 
categorías.

El racismo y la salud desde teorías 
de ciencias sociales

Es imposible abarcar la complejidad y los exten-
sos desarrollos que existen desde tradiciones 
como la antropología, los feminismos, el derecho, 
la historia, etc. Por ello, nos limitaremos a referir 
a algunos con el objetivo de mostrar posibilida-
des para profundizar acerca de cómo y por qué 
se distribuyen las enfermedades de determinada 
manera en la estructura social.

En primer lugar, mencionaremos la “teoría de las 
causas fundamentales” pensada por el sociólogo 
Bruce Link junto con Jo Phelan. Señalan que el 
racismo produce y reproduce las desigualdades 
sociales y económicas a lo largo de las líneas ra-
ciales y étnicas, y, como tal, es una causa funda-
mental de la enfermedad (Link & Phelan, 2015), 
que se cruza con otras formas de opresión. Los 
mecanismos a través de los cuáles el racismo 
afecta la salud son: 1) La segregación residencial, 
a través de la concentración de pobreza, escasez 

de recursos según lugar y exposiciones a factores 
de riesgo ambiental, principalmente. Si bien algu-
nos autores identifican que determinados encla-
ves residenciales son protectores porque tienen 
en el día a día las redes de soporte social que les 
permiten amortiguar el impacto de las desigual-
dades (capital social), otros muestran que pesa 
más su impacto negativo. Esta segregación tie-
ne diferencias de acceso a una atención sanitaria 
de igual calidad por clase social, etnia, etc., pro-
duciendo que los grupos de regiones periféricas 
tengan peores experiencias (malos diagnósticos, 
malos tratamientos), llevando como resultado ex-
presiones de inequidad en la atención.

En segundo lugar, el marco de la “interseccionali-
dad”, que tiene sus raíces en los desarrollos del fe-
minismo negro de Estados Unidos, desafió las expe-
riencias universales de género, argumentando que 
las experiencias de las mujeres negras también están 
atravesadas por la raza y la clase (Cho et al., 2013). 
Contrariamente a la articulación del género, la raza 
y la clase como categorías sociales independientes, 
la interseccionalidad postula que estos sistemas de 
opresión están mutuamente constituidos y trabajan 
juntos para producir desigualdades. El foco estará 
puesto así, en cómo múltiples formas de identidad y 
opresión interactúan simultáneamente configurando 
las experiencias de vida de los grupos marginados 
(Hogan, 2017). Sin embargo, tal como refiere Hogan 
(2017), mientras que la interseccionalidad ha tenido 
un impacto tanto en la teoría feminista como en la 
Teoría Crítica de la Raza, su integración en la lite-
ratura de desigualdades es todavía limitada, razón 
por la cual se aboga a superar perspectivas que 
las liguen como simples variables demográficas 
(Caldwell, Guthrie, & Jackson, 2006). Más que llamar 
a tomar todas las variables todo el tiempo, se aspira 
a su arraigo en contextos sociales e históricos.

En el ámbito de la salud, la perspectiva de la in-
terseccionalidad que aborda los efectos del sexo/
género y la raza/etnicidad sin tratarlos como “adi-
ciones”, tiene el potencial de estudiar la salud y 
la enfermedad en intersección con la identidad, la 
posición social, los procesos de opresión o privi-
legio, y las políticas o prácticas institucionales. A 
su vez enriquece la investigación al prestar una 
mayor atención tanto a la heterogeneidad de 
los efectos como a los procesos que conducen a 
desigualdades en la salud.
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Otra perspectiva de relevancia en salud pública es 
la que refiere al “racismo estructural”. Se incluyen 
aquí las ideologías, las prácticas, los procesos e 
instituciones que operan a nivel macro para pro-
ducir y reproducir el acceso diferencial al poder y 
las oportunidades de vida a lo largo de las líneas 
raciales y étnicas (Gee & Ford, 2011). Como este 
tipo de racismo estructural está incrustado en las 
instituciones, políticas y prácticas a nivel social, 
influye en la salud a través de múltiples vías. Se 
advierte que, aunque se trata de un factor es-
tructural, se cruza con otras dimensiones de la 
desigualdad, como el género y la clase. A su vez, 
es una posición que se corre de explicaciones que 
ponen la responsabilidad solamente en aspectos 
relativos a la cultura, porque deriva en interven-
ciones centradas en las personas sin abordar los 
contextos estructurales que reproducen tales des-
igualdades. Para ello, Hicken et al. (2018) llaman a 
un examen más amplio del impacto de los “proce-
sos de racialización”, la discriminación, la segre-
gación residencial y las políticas de inmigración 
en los resultados de salud de los grupos socia-
les, advirtiendo que la primera tarea es quitarle 
el manto de invisibilidad con el que se presenta.

La “naturalidad” con el que parece mostrarse, 
también hace que pueda ser entendido como 
una forma de violencia estructural, descrito como 
algo naturalizado. El antropólogo y médico Paul 
Farmer, ampliando los trabajos de Galltung so-
bre violencia estructural, reformula este concep-
to para describir las “ofensas contra la dignidad 
humana” que incluyen a la pobreza, la discrimi-
nación, el racismo, las desigualdades de género 
y otras formas de violencia que constituyen abu-
sos a los derechos humanos (Farmer, 2003). Eng-
loba en estos desarrollos la violencia patriarcal 
y las discriminaciones raciales que interactúan 
generando enfermedad y muerte, prevenible y 
evitable, en poblaciones marginadas. Quesada, 
Hart & Bourgois (2011) señalan que, aunque el 
análisis de la violencia estructural ha incluido 
factores culturales como la desigualdad de géne-
ro y el racismo, en la práctica, el concepto se ha 
utilizado principalmente para invocar fuerzas ma-
terialistas que llaman la atención sobre la opre-
sión de clase y la injusticia económica. Un tipo 
de violencia ejercida sistemáticamente por todos 
los que pertenecen a cierta clase o posición en 
la estructura social.

Conclusiones

En este artículo nos sumamos a la plétora de enfo-
ques y estudiosos que vienen pidiendo inclusión 
en salud pública de otras coordenadas teóricas 
que permitan abordar las consecuencias concre-
tas y diferenciales que tienen las estructuras de 
opresión –racismo, sexismo, clasismo– para los 
distintos grupos sociales, captando lo que tienen 
de específico en los procesos de salud y enferme-
dad de los distintos mundos locales en los que 
las desigualdades actúan, como en sus múltiples 
dimensiones –sociales, culturales, morales–. Exis-
te una amplia literatura respaldando la influencia 
de estos factores estructurales y la prevalencia de 
carga de enfermedad y muertes prematuras pero, 
sin embargo, las intervenciones de la salud públi-
ca continúan focalizadas en el cambio de actitud 
de las poblaciones con modelos de la elección 
racional de las clases medias.

Quisimos hacer un llamado de atención para 
subrayar que el racismo, además de constituir-
se en un problema social, político, jurídico, es 
un problema sanitario, porque provoca un sufri-
miento social –innecesario, injusto, evitable– con 
consecuencias directas en la salud física, psíquica, 
emocional de los que lo viven. Esto no es eviden-
te por sí sólo para la salud pública dominante, 
y así como las desigualdades sociales derivadas 
o asociadas a las diferencias en el estatus so-
cioeconómico, en primer lugar, y en el género y 
orientación sexual más recientemente, vienen co-
brando más visibilidad y se empiezan a traducir 
con mejor o peor suerte en las políticas públicas, 
en el caso del racismo en el campo de la salud 
estamos verdes.

Es por eso que en la construcción de sólidos ar-
gumentos, además de la visibilización descriptiva, 
que permita persuadir y convencer a las miradas 
más reduccionistas, necesitamos definir cuáles 
herramientas teóricas y metodológicas pasen 
esta construcción de argumentos consistentes 
posibles. La academia tiene una amplia tradición 
acompañando los procesos de cambio a través de 
una ciencia crítica y comprometida con la transfor-
mación de las condiciones colectivas de salud, en-
fermedad y atención, aspecto que no es a expen-
sas de la calidad, porque son estas capacidades 
teóricas y competencias técnicas las que van a ser 
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interpeladas por los sectores que más concentran 
el poder, para impactar en tales realidades, to-
mando decisiones y estableciendo prioridades en 
salud, pero que pueden no estar muy predispues-
tos a compartirlo.

Hay mucho más para decir, además, de que “la 
culpa” de las enfermedades y muertes la tiene el 
capitalismo, como ya hace siglos notaron algunos 
en el continente que le dio origen. Se necesitan 
teorías precisas de acuerdo a lo que se quiere dar 
cuenta, porque son las que permiten examinar y 
mostrar cómo y por qué los grupos sociales, que 
sistemáticamente sufrieron desventajas de estos 
arreglos sociales, tienen peores indicadores de 
salud, enfermedad y muerte, cuando se los com-
para con aquellos en mejores posiciones en la 
estructura social, siendo la evitabilidad de tales 
diferencias lo que le otorga el carácter de injusti-
cia. Entre estos arreglos sociales que estructuran 
la producción de desigualdades sistemáticas está 
la distribución de recursos y poder en el interior 
de las sociedades. Aunque siguen prevaleciendo 
enfoques reduccionistas que centran las inter-
venciones en los cambios de conductas del nivel 
individual, la Salud Pública viene tomando nota 
de algunas manifestaciones de las desigualdades 
sociales –como las relacionadas con la clase o el 
género. Esto es necesario para promover agendas 
de prioridades, asignar recursos, poder monito-
rear intervenciones, también desde estas claves 
de lectura específicas, que contribuyan a empezar 
a achicar diferencias modificables.

Y para eso, necesitamos también dialogar y apo-
yarnos en disciplinas que tendemos a ignorar 
cuando no parten de marcos basados en la eco-
nómica política de la salud o producción social de 
las enfermedades. Por ejemplo, también la biolo-
gía muestra como las desventajas socioeconómi-
cas se “meten en la piel”, con los nuevos biomar-
cadores de envejecimiento celular que usa la teo-
ría psicosocial del estrés crónico asociado con la 
desventaja socioeconómica, que indica una forma 
de “envejecimiento acelerado”. Esta posición so-
cioeconómica adversa aparece en la “aceleración” 
de los eventos críticos de la vida –partos prema-
turos, pérdida de escolaridad, causas externas de 
muerte, discapacidad, etc. – En definitiva, muestra 
cómo se va acumulando todo tipo de sufrimiento 
que deriva en determinados resultados de salud.

Debemos mostrar cómo actúa en estos contex-
tos geopolíticos y en las micro-realidades de vida 
y trabajo de poblaciones históricamente oprimi-
das, como intentamos ejemplificar con el caso 
del racismo. Breilh (2006) y Almeida Filho (2009) 
describen las “iniquidades”, como aquellas que 
además de evitables e injustas, son vergonzosas, 
resultantes de la opresión social –discriminación, 
segregación– en la presencia de diversidad, des-
igualdad, diferencia y distinción. La distinción en-
tre inequidad e iniquidad no es sólo una cuestión 
semántica, sino que implica introducir el proceso 
de teorización la indignación moral y política, en-
tendiendo que tomar como referencia sólo a la 
dimensión de la justicia, parece insuficiente en 
lo que respecta al tema de la dignidad humana 
(Almeida Filho, 2009).

Creemos que esta distinción es sumamente im-
portante y que el componente de avasallamiento 
de la dignidad humana no es simplemente injus-
to. Es inaceptable e indignante, y siempre debie-
ra generar esa reacción moral. Las omisiones del 
racismo resultan una de las formas en las que 
estas desigualdades se producen y presentan sis-
temáticamente. Pero esto no es simple, y pensar 
que con campañas para “despertar conciencias”, 
como realizó recientemente una de las organiza-
ciones del Estado dedicada a este tema, no sólo 
no alcanza, sino que puede terminar provocando 
lo contrario, reforzándolo y naturalizándolo más. 
Además de los colectivos, por supuesto, necesi-
tamos incluir categorías teóricas para dar cuenta 
de los procesos de salud/enfermedad, como del 
sufrimiento, que vienen afianzándose con fuerza, 
pero todavía para otros campos, como las teorías 
postcoloniales, los feminismos latinoamericanos 
y negros, lésbicos, activismos indígenas, entre 
otros, que complejizan y reflexionan en torno a la 
manera en que las personas producen y reprodu-
cen sus mundos sociales, en los que las oportu-
nidades de la salud y la enfermedad son posibles 
–o bien son limitadas– por las estructuras de re-
glas y recursos.

El racismo, imbricado en las instituciones, en los 
mensajes de los medios, en el sentido común de 
las clases medias, en los estereotipos, resulta una 
categoría de lo inaceptable. Probablemente nun-
ca vayamos a oír gritar 16 veces que no pueden 
respirar antes de morir como en Estados Unidos. 
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Pero acá no estamos mucho mejor, y también po-
demos estar contribuyendo a “asfixiar” en el corto 
o largo plazo a determinadas poblaciones sin ser 
conscientes siquiera de nuestro propio racismo, 
tanto por lo que hacemos como por lo que deja-
mos de hacer. Y para eso necesitamos impactar 
en las prioridades, recortes y decisiones también 
de la medicina porque, después de todo, como 
decía Virchow: “la medicina es una ciencia social 
y la política no es nada más que medicina en una 
escala más amplia” ([1848] 2006, 2105).

La epidemiología local ha mostrado factores 
socioeconómicos asociados con las muertes y 
cargas de enfermedad, pero hay poco relativo 

a los mecanismos a través de los que operan 
estas desigualdades. Resulta ingenuo creer que 
en estos contextos de la vida cotidiana una in-
tervención pueda pensarse de manera aislada. 
Así, por ejemplo, las 2000 muertes evitables de 
mujeres por cáncer de cuello de útero de nues-
tro país son las que nos marcan que algo esta-
mos todavía haciendo mal. La salud pública por 
lo que no incorpora, las ciencias sociales por 
lo que no muestran/convencen. Así como fue 
la clase social, primero, y una fuerte impron-
ta actual vinculada al género, la salud pública 
necesita seriamente incorporar los procesos de 
racialización de nuestra sociedad como una de 
sus deudas.
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Resumen

Este artículo recupera datos secundarios del Conurbano bonaerense (24 partidos del Gran Buenos Ai-
res), que permiten dar cuenta de las dimensiones de la heterogeneidad la estructura socio-urbana en 
la posconvertibilidad. Se retoma la hipótesis que sostiene la vigencia de la consistencia territorial del 
aglomerado, y la persistencia de la división entre Primer y Segundo Cordón, que muestran aún diferencias 
notables entre ellos, en particular en lo referente al crecimiento demográfico, a las características y condi-
ciones habitacionales, de infraestructura y servicios urbanos. Para ello la metodología se concentra en la 
recuperación de datos de fuentes de información secundarias aplicadas sobre un Sistema de Información 
Geográfica (SIG) para la producción y análisis cartográficos.

Palabras Clave: Conurbano bonaerense; Lecturas cartográficas; Urbanización Popular; Hábitat Popular; 
Posconvertibilidad.

Summary

This article recovers secondary data from the Buenos Aires Conurbano (24 districts of Greater Buenos Aires), 
which allow us to account for the dimensions of heterogeneity in the socio-urban structure in post-convertibi-
lity. The hypothesis that sustains the validity of the territorial consistency of the agglomerate and the persis-
tence of the division between zones (First and Second Zones), are retaken, which still show notable differences 
between them, particularly with regard to population growth, housing characteristics and conditions, urban 
infrastructure and services. To do this, the methodology focuses on the recovery of data from secondary infor-
mation sources applied on a Geographic Information System (GIS) forproduction and cartographicsanalysis.

Key words: Buenos Aires Conurbano; Cartographic readings; Popular Urbanization; Popular Habitat; Post-
convertibility.
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Introducción

En este artículo se recuperan datos del Conurbano 
(24 partidos del GBA),1 que permiten dar cuenta 
de las dimensiones de la heterogeneidad la es-
tructura socio-urbana en la posconvertibilidad. 
Se retoma la hipótesis que sostiene la vigencia 
de la consistencia territorial del aglomerado, y la 
persistencia de la división por cordones (Primer 
y Segundo Cordón), que muestra aún diferencias 
notables entre ellos, en particular en lo referente 
al crecimiento demográfico y las condiciones de 
infraestructura y servicios urbanos.

El desarrollo urbano del Conurbano bonaerense se 
sostiene, inicialmente en la consolidación del Pri-
mer Cordón (entre las décadas de 1930 y 1950), que 
condujo el desarrollo industrial del país, tracciona-
do especialmente por las textiles y automotrices 
y moldeando las producciones de los partidos de 
Avellaneda, Lanús, General San Martín y también La 
Matanza.2 Posteriormente, a partir de la década de 
1960, el Segundo Cordón tuvo un desarrollo territo-
rial y consolidación a un ritmo más lento, basado en 
la migración interna y de países limítrofes (Paraguay, 
Bolivia y Perú) y en las políticas de loteos populares 
y más tarde bajo ocupaciones y tomas organizadas 
del suelo, que pueden ser observadas con mayor 
intensidad en los partidos de Quilmes, Almirante 
Brown, Merlo, José Carlos Paz y Tigre.

A medio siglo del comienzo de su desarrollo urba-
no (expansión geográfica y también demográfica), 
el Segundo Cordón presenta aún falta de cobertu-
ra de redes de infraestructuras y servicios públi-
cos, sumado a la precariedad material del hábitat 
popular. Según el Censo Nacional, entre 2001 y 
2010, el crecimiento poblacional señaló por pri-
mera vez primacía del Segundo Cordón por sobre 
el Primero, con implicancias en la densificación de 
sus tejidos urbanos, especialmente de las áreas 
de urbanización popular.

El presente artículo se enmarca en los lineamien-
tos de las investigaciones del equipo del PEC-CI-
DIPROCO-UNDAV,3 que desde 2011, plantea una 
perspectiva que enfoca la evidencia empírica 
como base de una reflexión conceptual, meto-
dológica y epistemológica para el estudio de la 
economía popular realmente existente en el Co-
nurbano bonaerense. Así, tiene como objetivo el 
análisis de las diferencias observadas entre los 
Cordones en el período de la posconvertibilidad 
en lo relativo a la dinámica demográfica, carac-
terísticas del parque habitacional y condiciones 
urbanas. Para ello la metodología se concentra 
en la recuperación de datos de fuentes de infor-
mación secundarias aplicadas sobre un Sistema 
de Información Geográfica (SIG) para la produc-
ción cartográfica y análisis.

El artículo se estructura en cuatro apartados. 
El primero analiza la dinámica demográfica del 
aglomerado en estudio. El segundo profundiza 
en la condición y situación del parque habitacio-
nal construido, considerando la situación de la 
vivienda deficitaria que surge de los datos del 
Censo 2010 (INDEC). En el tercero se analiza la 
infraestructura urbana, el acceso a servicios y al-
gunos riesgos urbanos ambientales vinculados 
con déficits en estas variables. El último apar-
tado se centra en la descripción general de la 
situación de la urbanización popular en el Co-
nurbano a partir de fuentes secundarias (Censos 
Nacionales-2001-2010, Infohábitat-2006 y el Re-
gistro Público Provincial de Villas y Asentamien-
tos Precarios-2015). Cabe aclarar que las fuentes 
utilizadas sólo incluyen, en esa categoría, villas 
y asentamientos, omitiendo a las urbanizaciones 
producto de la política pública de vivienda (en 
particular, la reciente, ya que algunas veces, se 
considera dentro de la categoría a urbanizacio-
nes de este origen, pero con cierta antigüedad). 
Finalmente se presentan unas breves reflexiones 
finales y conclusiones.

1. Los 24 partidos del Gran Buenos Aires definidos por el INDEC (2003) son: Avellaneda, Almirante Brown, Berazategui, Esteban Echeverría, 
Ezeiza, Florencio Varela, General San Martín, Hurlingham, Ituzaingó, José Carlos Paz, La Matanza, Lanús, Lomas de Zamora, Malvinas 
Argentinas, Morón, Merlo, Moreno, Quilmes, San Fernando, San Miguel, San Isidro, Tigre, Tres de Febrero, y Vicente López.

2. En la porción territorial de este partido perteneciente a este cordón, más específicamente en las localidades de San Justo y Ramos Mejía.

3. Programa de Estudios del Conurbano (PEC) del Colectivo de Investigación en Diseño y Producción del Conurbano (CIDIPROCO) con sede 
en la Universidad Nacional de Avellaneda (UNDAV). En la actualidad la investigación brinca información primaria estadísticas ponderada 
acerca de más de 15 mil viviendas y hogares y 65 mil personas de 14 barrios populares ubicados en 9 partidos diferentes del Conurbano.
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La dinámica demográfica
(2001 – 2010)

El Censo 2010 (INDEC) registró en el período inter-
censal (2001–2010), un crecimiento de aproxima-
damente el 14% de la población del Conurbano. 
El Segundo Cordón, presentó un crecimiento casi 
28%, que corresponde a la mayor tasa a nivel na-
cional. La Matanza y Ezeiza, ambos con territorios 
en el Segundo Cordón, muestran un crecimiento 
importante con relación a los demás partidos del 
Conurbano. (ver cuadro 1)

Juntos, los 24 partidos del GBA poseen una den-
sidad poblacional de 3.647,06 hab/Km2. Lanús 
(9.498,72 hab/Km2) es el partido de mayor den-
sidad de habitantes, seguido por Vicente López, 
Tres de Febrero, General San Martín y Lomas de 
Zamora respectivamente, todos en el Primer Cor-
dón del GBA. De los 10 partidos más densos del 
Conurbano, 8 son del primer anillo, eso explica 
la diferencia entre los totales: 7.143,44 hab/Km2 
en el primer anillo y 2.994,28 hab/Km2 en el se-
gundo. En el análisis del Cuadro 1 se destaca el 
partido de Lomas de Zamora, que aparece entre 
los 5 primeros partidos con más población y ma-
yor densidad.

Los partidos con mayor número de población son 
La Matanza, Lomas de Zamora, Quilmes, Almiran-
te Brown, Merlo y Lanús, dos partidos del Primer 
Cordón, otros tres del segundo y La Matanza, que 
posee territorio en los dos cordones y cuenta con 
1.775.816 habitantes -que corresponde al 17,9% 
del Conurbano-.

Respecto a la variación de población entre los 
Censos de 2001 y 2010, Vicente López es el único 
partido que presenta un número negativo: -1,7% 
(4.662 habitantes menos), como se observa en 
el Gráfico 1. San Isidro, Tres de Febrero, Lanús, 
General San Martín y Morón (todos en el Primer 
Cordón) son los que presentaran menos variación 
relativa de población creciente, variando entre el 
0,5% y 3,8%. (ver gráfico 1)

Excluyendo el partido de La Matanza (que abar-
ca territorio en todos los cordones del Conurba-
no y que obtuvo mayor variación intercensal, de 
41,5%), ninguno de los partidos del Primer Cor-
dón presentó altas tasas de variación poblacio-
nal, estas se mueven en un rango entre -1,7% 
(Vicente López) y 4,2% (Lomas de Zamora). Dis-
tintos son los números del Segundo Cordón, que 
varían entre 5,2% (Hurlingham) y 37,8% (Ezeiza), 
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un porcentaje bastante elevado. El promedio de 
la variación poblacional intercensal es de 11,85 
% entre todos los partidos del Conurbano. Entre 
los partidos del primer anillo el porcentaje es de 
2,04%, mientras que el segundo anillo presenta 
una tasa elevada, de 16,76%. (Ver mapa 1)

Si en el período intercensal 2001–2010, aproxi-
madamente el 75% del crecimiento metropolita-
no estuvo basado en el Conurbano (Censo 2010), 
esto se debe a los partidos que pertenecen a la 
segunda corona del GBA que fueron los que más 
crecieron en términos poblacionales (pero no son 
los más densos), ya que la primera corona, a pe-
sar de ser más densa, no tuvo crecimiento pobla-
cional en el período.

Así, el Mapa 1 muestra que el crecimiento inter-
censal se explica por lo sucedido en el Segundo 
Cordón, como manifiestan los tonos más oscu-
ros, representando mayor porcentaje en la varia-
ción entre los Censos de 2001 y 2010, en especial 
en los partidos de La Matanza, Ezeiza y Esteban 
Echeverría en el eje sudoeste, Tigre en el eje norte 
y Florencio Varela en el eje sur, seguidos respecti-

vamente por Moreno y José Carlos Paz (norte/no-
roeste) y Berazategui (al sur).

Caracterización del parque 
habitacional

En el Conurbano se encuentran más del 50% del 
total de viviendas encontradas en la Provincia de 
Buenos Aires. Los 24 partidos del GBA juntos su-
man poco más de 2,6 millones de viviendas par-
ticulares habitadas, donde más de 1,7 millones 
(aproximadamente el 65%), se encuentra en el te-
rritorio del Segundo Cordón, contra poco más de 
920 mil viviendas que están en el Primer Cordón.
Aproximadamente 1,8 millones de viviendas de 
los partidos del Conurbano son clasificadas como 
Casa Tipo A, cumpliendo con algunas condicio-
nes básicas de acceso a servicios e infraestructura 
de la vivienda según el Censo 2010 (INDEC). Los 
dos cordones presentan juntos alrededor del 70% 
de Casas Tipo A. El porcentaje individual de cada 
cordón no varía: ambos tienen una presencia del 
70% de Casas Tipo A. Sin embargo, en números 
absolutos, el Segundo Cordón revela 1.202.041 
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Casas Tipo A, mientras el Primer Cordón presenta 
649.327 unidades clasificadas en esta condición.
Del total de viviendas del Conurbano, poco más 
del 16% de las viviendas son consideradas recu-
perables (Casas Tipo B), cuantificando 361.277 
viviendas, y casi el 3,50% (91.713 viviendas) son 
consideradas irrecuperables (casilla, pieza de in-
quilinato, local no construido para habitación y vi-
vienda móvil), según el Censo 2010 (INDEC). (Ver 
cuadro 2)

El porcentaje de viviendas irrecuperables en el 
primer anillo es de 3,08%, mientras el segundo 
presenta 59.095 más viviendas en esta situación, 

llegando a 75.404 unidades (el 3,31% de las vi-
viendas de este cordón), concentrando el 82,21% 
de las viviendas irrecuperables del Conurbano.

Morón es el partido del Primer Cordón que me-
nos porcentaje de viviendas irrecuperables po-
see (1,13%). Por otro lado, el número más bajo 
del Segundo Cordón es de 1,94% en el partido 
de Ituzaingó (935 viviendas). Este mismo parti-
do, Ituzaingó, revela el menor número absoluto 
de viviendas irrecuperables del Conurbano y La 
Matanza, la mayor cantidad de viviendas en esta 
condición (17.634 viviendas). El análisis del Grá-
fico 2 grafica que el menor porcentaje de vivien-
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das irrecuperables encontradas en los partidos del 
Segundo Cordón del Conurbano (Ituzaingó; 1,9%) 
es mayor que el promedio del Primer Cordón 
(1,70%). El promedio de viviendas irrecuperables 
en el Segundo Cordón es de 4,16%, poco menos 
de 1 punto porcentual que el promedio de todos 
los partidos, del 3,34%.  (Ver gráfico 2)

Los 14 partidos que muestran más alto porcentaje 
de viviendas irrecuperables se ubican todos en el 
Segundo Cordón del Conurbano, en el siguiente 
orden: Florencio Varela (8,05%), Ezeiza (5,30%), 
Moreno (5,12%), Tigre (4,93%) y Merlo (4,51%), 
Malvinas Argentinas (4,50%), La Matanza (4,35%), 
Almirante Brown (4,35%), Berazategui (4,28%), 
José Carlos Paz (4,16%), Quilmes (3,76%), Este-
ban Echeverría (3,13%), San Fernando (2,96%) y 
San Miguel (2,85%). Así se puede decir que casi 
todos los partidos del Segundo Cordón poseen 
mayor porcentaje de viviendas irrecuperables que 
los de la primera, excepto Ituzaingó y Hurlingham, 
como se puede observar en el Gráfico 2, donde 
las columnas verdes están agrupadas a la derecha 
del gráfico, con excepción del porcentaje de am-

bos, que se ubican por encima del promedio de 
los partidos del Primer Cordón, respectivamente 
1,94% y 2,41%.

El Mapa 2 representa la distribución de las vivien-
das irrecuperables en el Conurbano. El Segundo 
Cordón posee una mayor cantidad porcentual de 
viviendas irrecuperables, fundamentalmente ex-
presado por los tonos más oscuros en los parti-
dos del borde metropolitano más extremo en los 
ejes del sur (Florencio Varela), sudoeste (Ezeiza) 
y también oeste (Moreno). Ituzaingó, como ya se 
mencionó antes, es la excepción de los partidos 
del Segundo Cordón, con un porcentaje muy bajo 
de viviendas irrecuperables. De igual forma, los 
partidos de Lomas de Zamora, General San Martín 
y Avellaneda, son excepciones en el Primer Cor-
dón porque revelan un porcentaje muy similar a 
la mayoría de los partidos del Segundo Cordón, 
como se observa en el mapa a continuación: (Ver 
mapa 2)

Los datos a continuación muestran la carencia de 
baños e instalación sanitaria en los hogares del 
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Conurbano. Vale resaltar que, aunque la unidad 
de análisis son los hogares, el dato es relevante 
para caracterizar la situación habitacional de las 
viviendas, teniendo en cuenta que, la diferencia 
entre el número de hogares y viviendas en el ob-
jeto de estudio es mínima. El Conurbano posee 
2.934.373 hogares y 2.807.373 viviendas.

El 2,04% de los hogares (59.928) carecen de 
baño. Si bien alrededor del 98% de los hogares 
del Conurbano tienen baño, se contabilizaron 
344.957 hogares sin la presencia de descarga de 
agua en el inodoro, lo que representa el 11,76%. 
(Ver cuadro 3)

Con 34,11% de los hogares del conjunto (932.831 
menos que el Segundo Cordón), en el Primer Cor-
dón 93,78% de los hogares poseen instalación 
sanitaria con descarga de agua. En el Segundo 
Cordón, ese valor baja a 82,26%, 1.578.749 de 
los 1.933.602 hogares. En los partidos de la pri-
mera corona la variación es de 98,07% en Vicente 
López al 84,58% en Lomas de Zamora, seguido 
por General San Martín, que es el siguiente par-
tido que aparece con más bajo porcentaje de ho-

gares que disponen de descarga de agua, con un 
92,32% (122.974 hogares).

Analizando el Segundo Cordón, Ituzaingó se mues-
tra con el porcentaje más alto de hogares con 
botón, cadena o mochila para la limpieza del ino-
doro, 93,43% (48.063 hogares) –este valor se en-
cuentra muy cerca del promedio del Primer Cordón 
(93,78%). En este cordón, los partidos que siguen 
son: Hurlingham (91,61%), San Fernando (91,06%), 
Berazategui (88,13%) y Quilmes (86,34%)–; todos 
con porcentajes inferiores al promedio de la pri-
mera corona y superiores al promedio general del 
Conurbano (86,10%). Ezeiza (72,26%), José Carlos 
Paz (72,88%), Florencio Varela (72,90%) y More-
no (74,25%) presentan las menores proporciones 
de hogares con descarga de agua de la segunda 
corona y a la vez, de todo el Conurbano. Los 10 
partidos con los porcentajes más bajos de hogares 
con baños con descarga de agua son todos de la 
segunda corona. (Ver mapa 3)

En números absolutos, el segundo anillo del Co-
nurbano revela una diferencia de más de 34.480 
hogares sin baño o retrete respecto de lo que 
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muestra el primer anillo. Mientras el 1,13% (12.724 
hogares) de los hogares del Primer Cordón no tie-
nen baño, en el segundo el número es de 2,35%, 
correspondiendo a 47.204 hogares. Lomas de 
Zamora tiene 2,71% de los hogares sin baño, el 
porcentaje más alto en el Primer Cordón, seguido 
de Avellaneda con 1,27% -donde el valor ya baja 
básicamente a la mitad-, Lanús (1,17%) y General 
San Martín (1,14%). Por otro lado, en la segun-
da corona del Conurbano, el partido que presen-
ta la menor tasa es Ituzaingó, con 0,95% (489 
hogares). Siguiendo a ese distrito, los menores 
porcentajes son 1,62% (Hurlingham), 1,76% (San 
Miguel), 1,87% (San Fernando), 2,30% (Merlo) y 
2,31% (Berazategui). Florencio Varela es el de más 
alta participación de hogares sin baño en todo 
el Conurbano, 3,58% (4.046 hogares). 9 de los 
10 partidos con los porcentajes más altos de au-
sencia de baño o retrete están localizados en el 
Segundo Cordón.

El Mapa 3 revela una heterogeneidad entre los 
partidos del Primer Cordón, por un lado, los bajos 
porcentajes de los partidos al norte como Vicen-
te López, San Isidro, Tres de Febrero y Morón y 
al sur los números más elevados de Avellaneda, 
Lanús y Lomas de Zamora. El segundo es más ho-
mogéneo, aunque, sin embargo, hay que conside-
rar los bajos porcentajes de Ituzaingó, Hurlingham 
y San Miguel, a la vez que, en los extremos, Malvi-
nas Argentinas y Florencio Varela manifiestan los 
más altos porcentajes de hogares con ausencia de 
baño y/o retrete.

Sobre el total de hogares del Conurbano sin la 
presencia de descarga de agua (425.885 hoga-
res o 11,97%), cada cordón revela los siguientes 
porcentajes: el 5,08% (71.032 hogares) de los 
hogares están ubicados en la primera corona 
y 15,42% (354.853 hogares) en la segunda co-
rona. Ese número es interesante, en vista que, 
con una adecuación en las instalaciones sanita-
rias, se podría promover importantes mejoras 
en la habitabilidad y por consecuencia en la ca-
lidad de vida de los habitantes, en especial en 
el segundo anillo, donde la carencia es elevada. 
El 16,22% de los hogares (90.572) del partido 
de La Matanza no tienen descarga con botón, 
cadena o mochila, el mayor número absoluto. 
La variación en el segundo anillo va del 25,07% 
(Ezeiza) al 5,62% (Ituzaingó) y son porcentajes 

más altos que el promedio del Primer Cordón 
(5,08%). En el primer anillo la variación es de 
1,50% en Vicente López y 12,71% en Lomas de 
Zamora.

Los partidos del Segundo Cordón tienen los más 
altos porcentajes, son ellos: Ezeiza (25,07%), José 
Carlos Paz (24,78%), Florencio Varela (23,53%), 
Moreno (23,32%) y Merlo (19,68%). Los 5 partidos 
siguientes que revelan las más altas proporciones 
también pertenecen al Segundo Cordón (Malvinas 
Argentinas, Esteban Echeverría, La Matanza, Almi-
rante Brown y San Miguel) y sostienen una par-
ticipación más alta que el promedio general, del 
11,97%. Solo después de esos 10 partidos surge 
el partido de Lomas de Zamora, con 12,71% de los 
hogares sin descarga de agua y un número abso-
luto muy elevado (29.116 hogares). Es decir, los 5 
partidos con los porcentajes más altos están lo-
calizados en la segunda corona del GBA y juntos 
suman 126.866 hogares, el 29,79% de los hogares 
sin botón, cadena o mochila en sus instalaciones 
sanitarias.

En cuanto a las casas consideradas deficitarias (vi-
viendas recuperables), son aquellas que en el Ca-
pítulo 1 se definió como Tipo B, y que dejarían de 
ser deficitarias mediando mejoras vinculadas con 
la instalación de agua al interior de la vivienda, en 
los materiales del piso o construyendo baño o ac-
ceder a baño con descarga de agua. En el Conur-
bano bonaerense, el 12,87% de las viviendas son 
clasificadas como Casas Tipo B, donde el 83,52% 
(301.754 viviendas) de ellas están en el Segundo 
Cordón. (ver gráfico 3)

El Primer Cordón presenta 11,25% de sus vivien-
das en esa condición, donde apenas un partido 
de los 8 revela un porcentaje muy elevado: Lo-
mas de Zamora, con 16,68%. Asimismo, el por-
centaje de este partido no supera los 19,41% 
referentes al promedio entre los partidos del 
Segundo Cordón. Partidos como Ezeiza, José 
Carlos Paz, Florencio Varela, Moreno y Merlo 
poseen el doble de Casas Tipo B que el Conur-
bano (12,87%) y tres veces más que el prome-
dio del Primer Cordón (7,28%). Ituzaingó vuel-
ve a revelarse como excepción y presentar un 
porcentaje de Casas Tipo B de apenas 7,50%, 
equivalente a los porcentajes del Primer Cordón 
del Conurbano.
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Otra vez vale observar que, como muestra el Mapa 
4, estos partidos están en el borde metropolitano 
más extremo del Segundo Cordón, en los ejes del sur 
(Florencio Varela), sudoeste (Ezeiza) y también oeste 

(Moreno y José Carlos Paz). El comportamiento del 
indicador Casas Tipo B se destaca por ninguno de los 
partidos del Primer Cordón superar el promedio del 
(17,42%) del Segundo Cordón. (Ver mapa 4)
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Caracterización de la 
infraestructura y servicios urbanos

A continuación, se presentará un análisis compa-
rativo de los 24 partidos del GBA, clasificándolos 
en Primer y Segundo Cordón. Se utiliza para ello 
los datos del Censo 2010 (INDEC) referentes a los 
hogares y su acceso a infraestructura y servicios 
públicos urbanos.

De los 2.934.373 hogares del Conurbano, poco 
más del 72% de ellos obtienen el agua para be-
ber y cocinar de la red pública, según el Censo 
2010 (INDEC). Por otro lado, 330.795 hogares 
(aproximadamente el 11%) no tienen agua por ca-
ñería dentro de la vivienda. Mientras tanto, solo 
el 42,15% (1.211.781 hogares) acceden al servicio 
público de red cloacal.

En el Conurbano la falta de recolección de resi-
duos sólidos al menos 2 veces por semana alcan-
za a 151.143 hogares (5,15%), y tiene variación de 
entre 12,99% (José Carlos Paz) y 1,02% (Morón). 
La Matanza presenta el mayor número absoluto: 
35.107 hogares sin recolección de residuos, que 

significan el 7,24% de los hogares. Este porcen-
taje es superior al promedio del Segundo Cordón 
en apenas 1,22%. El 22,92% de los hogares sin 
recolección de residuos están ubicados en el Pri-
mer Cordón, con un número absoluto de 34.649. 
El restante 77,08% está en el Segundo Cordón. 
(Ver gráfico 4)

Lomas de Zamora (7,05%), General San Martín 
(4,89%), Avellaneda (3,19%), Lanús (2,87%) y 
Tres de Febrero (2,40%) son los partidos que pre-
sentan los mayores porcentajes de hogares con 
falta de recolección en el Primer Cordón. Mientras 
en el segundo, José Carlos Paz (12,99%), Moreno 
(10,07%), Florencio Varela (8,81%), Esteban Eche-
verría (7,23%) y Merlo (6,27%), son los partidos 
con mayor carencia de recolección y presentan va-
lores muy superiores al promedio del Primer Cor-
dón (del 3,46%), diferencia visible gráficamente 
al observar el Gráfico 4. Juntos, los 5 partidos 
con los porcentajes más altos (José Carlos Paz, 
Moreno, Florencio Varela, La Matanza y Esteban 
Echeverría) suman 73.096 hogares sin servicio 
de recolección de residuos, lo que corresponde a 
48,36% de los hogares con el mismo problema.
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El 6,93% de los hogares del Conurbano no regis-
tran la existencia de transporte público a menos 
de 300 metros de su vivienda. De los 203.403 
hogares sin ese servicio, la mayoría ubicado en el 
segundo anillo, con 81,72% del total, lo que re-
presenta 129.059 hogares más, en esa situación, 
que en la primera corona. (Ver gráfico 5)

La variación en el Segundo Cordón va del 14,60% 
(6.494 hogares) de los hogares del partido de 
Ezeiza, al 3,37% (1.735 hogares) de los hoga-
res de Ituzaingó. Mientras que, la variación en el 
Primer Cordón va del 7,63% (10.166 hogares) en 
General San Martín, al 1,88% (2.815 hogares) de 
Lanús. El promedio del cordón es del 3,71%. El 
único partido del Primer Cordón que expresa un 
porcentaje de hogares sin presencia de transporte 
público superior al promedio entre todos los par-
tidos del Conurbano (6,93%) es General San Mar-
tín y por eso se ve destacado entre las columnas 

verdes del Gráfico 5 y en el Mapa 6 con un tono 
más oscuro que los demás de este cordón.

A la vez, todos los partidos de la segunda co-
rona relevan un porcentaje al menos 0,34% su-
perior al promedio de 3,71% de los partidos del 
primer anillo. 9 de los 10 partidos más carentes 
en ese sentido se localizan en la segunda corona: 
Ezeiza (14,60%), Florencio Varela (12,70%), More-
no (11,27%), Tigre (10,87%), Malvinas Argentinas 
(10,59%), José Carlos Paz (9,24%), Berazategui 
(9,11%), La Matanza (8,88%) y Esteban Echeverría 
(7,94%); sumando,131.251 o el 64,53% de los ho-
gares en esta situación.

Asimismo, en el Primer Cordón podemos destacar 
el partido de General San Martín que presenta un 
porcentaje similar a los del Segundo Cordón, que 
a la vez tampoco es homogéneo. Los porcentajes 
más elevados de hogares con carencia de trans-
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porte público se localizan al borde metropolitano 
más extremo de la segunda corona en los ejes 
sudoeste (Ezeiza), sur (Florencio Varela), oeste 
(Moreno y Malvinas Argentinas) y también norte 
(Tigre), como muestra a continuación el Mapa 6: 
(Ver mapa 6)

El 12,96% de los hogares del Conurbano no cuen-
tan con la presencia de al menos una cuadra pa-
vimentada en el segmento4 resultando un total 
de 380.410 hogares. 83,42% (317.328 hogares) de 
ellos están en el territorio de la segunda corona. 
En número absolutos, La Matanza, Merlo, Almiran-
te Brown, Quilmes y Lomas de Zamora, respec-
tivamente, presentan los números más altos de 
hogares sin esa infraestructura, y suman juntos 
200.464 hogares (52,69%). Sin embargo, en tér-
minos relativos, los porcentajes más altos apare-
cen en los partidos de Merlo (24,74%), Esteban 
Echeverría (24,20%), Florencio Varela (21,22%), 
José Carlos Paz (21,04%) y Malvinas Argentinas 
(20,16%) -todos en el segundo anillo, suman 

114.451 hogares-, y aportan el 30,08% de hogares 
en esa situación. (ver gráfico 6)

El Gráfico 6 muestra el porcentaje de hogares sin 
la presencia de al menos una cuadra pavimentada 
en el segmento en cada partido y cordón. Los 
porcentajes más elevados son los de los partidos 
de Lomas de Zamora con 13,75%, General San 
Martín, 8,04% y Avellaneda con 5,74% en el pri-
mer anillo. El porcentaje de hogares en esa situa-
ción en apenas uno de estos partidos (Lomas de 
Zamora) es superior al porcentaje encontrado en 
todo el Conurbano, 12,96%.

En el Mapa 7 se representa espacialmente las in-
tensidades de como el indicador se distribuye en 
el Conurbano a través del tono del color. En la pri-
mera corona, los partidos de General San Martín y 
Avellaneda aparecen con un tono más oscuro que 
los demás de la primera corona, mientras que, 
en la segunda, Merlo, Esteban Echeverría, Floren-
cio Varela, José Carlos Paz y Malvinas Argentinas 

4. Ver: Gráfico 6, Nota 1.
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también se destacan por sus altos porcentajes 
de hogares sin presencia de pavimento. (Ver 
mapa 7)

Observando los datos del Censo 2010 (INDEC), de 
los 248.728 (8,48%) hogares que no disponen la 

presencia de alumbrado público, 65,57% (163.098) 
están en el segundo anillo, una diferencia de 77.468 
más hogares que en el otro anillo. Las dos coronas 
cuentan un promedio de hogares sin alumbrado 
público muy similar, 8,56% en el Primer Cordón y 
8,43% en el segundo. (Ver gráfico 7)
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En el Primer Cordón, General San Martín (11,29%), 
Lomas de Zamora (9,64%), Avellaneda (9,63%), 
San Isidro (8,63%) y Vicente López (8,44%) apa-
recen con los números más altos. A la vez que el 
partido de San Miguel, en el Segundo Cordón, es 
el que cuenta con el porcentaje más alto de hoga-
res que no cuentan con alumbrado público, afec-
tando a 12.235 hogares (15,17%). (Ver mapa 8)

En números absolutos, después de La Matanza 
(61.409 hogares), Lomas de Zamora (18.200 ho-
gares), Almirante Brown (16.807 hogares), General 
San Martín (15.039 hogares) y Quilmes (12.815 ho-
gares) son los partidos que tienen la mayor canti-
dad de hogares con ausencia de alumbrado públi-
co, sumando 124.270 que significan el 49,96% de 
los hogares con esta carencia.

Panorámicas de la urbanización 
popular en el Conurbano

En Argentina no existe información estadística ofi-
cial confiable acerca de la cantidad de villas y 
asentamientos existentes en el país, como tampo-
co de la cantidad de población que reside en las 
mismas, a pesar de que este objetivo es propio de 
los Censos Nacionales de Población y Vivienda.5 
En el último (2010), el INDEC pretendió captar ese 
dato montando operativos específicos con ese fin, 
que quedaron a cargo de las gestiones locales 
encargadas de la aplicación del Censo. Por ello, 
no puede generalizarse la consideración sobre su 
éxito o fracaso, pero se puede asegurar que no 
logró el objetivo del barrido exhaustivo que re-
quiere este tipo de relevamiento. Es por ello que 

5. El Manual del Censista de Viviendas Particulares 2010 (Cuestionarios Básico y Ampliado) del operativo de ese año define a las “villas de 
emergencia o asentamientos como un núcleo habitacional ubicado en terrenos fiscales o de terceros que fueron ocupados en forma ilegal.” 
(pág. 98).
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se utilizaran también fuentes alternativas para el 
análisis de la extensión y características de las 
villas y asentamientos del Conurbano.

Según los resultados con base en los datos de In-
fohábitat (ICO- UNGS),6 en 2006 existían por lo me-
nos 796 barrios populares en el Conurbano, de los 
cuales 340 eran villas (42,71%), 429 asentamientos 
(53,89%) y 27 polígonos (3,40%) en los que no se 
identificó la tipología. El 55,30% (518.130 perso-
nas) de los habitantes de estos barrios vivían en 
las villas, ocupando 45,61% de la superficie (266,6 
Km2), mientras en los asentamientos vivían 43,17% 
(404.360 personas) y ocupaban el 57,62% (336,8 
Km2) de la superficie total en la que se asentaban 
estos barrios populares. Es decir, según el dato 
estimado por Infohábitat (2006), en el Conurbano 
había más cantidad de asentamientos que villas y 
aunque los asentamientos ocupen más superficie, 
en las villas se verificaba una mayor cantidad de 
personas.7 La mayoría, el 56,40% (449 registros) 
de los barrios populares están localizadas en el 
Segundo Cordón. De ese total, el 59,68% (268 re-
gistros) eran asentamientos, que ocupaban 258,4 
Km2 del territorio, donde vivían 317.043 personas, 
54,70% del total. Mientras en el Primer Cordón, el 

72,65% de la población de los barrios populares 
vivían en villas.
 
Más recientemente, entre 2014 y 2015, el Registro Pú-
blico Provincial de Villas y Asentamientos Precarios 
(RPPVAP) reconoció un total de 982 villas y asenta-
mientos en los 24 partidos del GBA, de los cuales, 268 
registros están en el espacio territorial de la primera 
corona y 714 en la segunda. La Matanza es el partido 
con mayor cantidad de barrios tipológicamente iden-
tificados como villas y asentamientos, con 115 regis-
tros. Los partidos siguientes aparecen con al menos 
37 registros menos, son ellos: Almirante Brown (78), 
Florencio Varela (66), Quilmes (65), Lomas de Zamora 
(64) y Moreno (61). Cuatro de ellos localizados en el 
segundo anillo, junto con una porción territorio de La 
Matanza. (Ver gráfico 8) 

El Gráfico 8 permite observar la cantidad de po-
blación en villas y asentamientos en el Conurbano 
en tres períodos 1981, 1991, 2001 y 2006. A partir 
del Censo 2010 (INDEC), la comparación no es viable 
debido al cambio en la unidad de análisis, ya que en 
los períodos anteriores la misma era la población, 
cambiando en el período más reciente a hogares8. 
Esto significa una pérdida para el análisis que se 

6. Disponibles en: Cravino, M. C. (2008). Los mil barrios (in)formales. Aportes para la construcción de un observatorio del hábitat popular del 
Área Metropolitana de Buenos Aires. Buenos Aires: ICO- UNGS.

7. En lo que respecta a la vivienda, de acuerdo con los resultados obtenidos en el último Censo (2010), en el Conurbano bonaerense 539.891 
hogares habitan 452.900 viviendas deficitarias (recuperables e irrecuperables), que representan casi el 20% de las viviendas particulares 
habitadas.
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8. El Registro Público Provincial de Villas y Asentamientos Precarios (RPPVAP) utiliza el término “familia”.

9. No se disponen de datos oficiales para 2001 del partido de Florencio Varela.

10. En realidad, el relevamiento brindado por el RPPVAP adopta el término “familia”. Sin embargo, se interpretó que el término utilizado se 
refiere a los “hogares” y sus “tipos” (con relaciones parentales o no), definidos por del INDEC según los mismos criterios en los Censos de 1991, 
2001 y 2010. Según el INDEC (1998), “hogar” comprende: “grupo de personas, parientes o no, que viven bajo un mismo techo de acuerdo 
con un régimen familiar, es decir, comparten sus gastos de alimentación. Las personas que viven solas constituyen cada una un hogar.” 
Fuente: Situación y Evolución Social (Síntesis N°4); INDEC, 1998.

11. Cravino, Del Río y Duarte (2008) , afirman que las villas y asentamientos ocupaban 2,32% del territorio metropolitano (incluyendo la 
CABA), de los cuales 1,21% era ocupado por asentamientos, 1,06% por villas y el 0,05% por barrios en los que no se logró identificar su 
tipología.

presenta, por lo que se hará es un intento de inter-
pretación por separado de dos datos disponibles.

En 25 años la población en villas y asentamien-
tos en el Conurbano subió del 3,71% al 10,12% 
del total, es decir, el porcentaje es casi 3 veces 
mayor. En 1981 los partidos del Primer Cordón 
tenían al 5,35% de su población viviendo en vi-
llas y asentamientos, valor que subió al 6,96% en 
1991, al 9,15% en 2001 y 11,48% en el año 2006 se 
agregaron 188.927 personas, lo que significa una 
suba del112,23%. En la segunda corona del GBA 
el aumento fue del 234,66% (406.400 personas).

En una lectura más enfocada en el período “de la 
convertibilidad”, entre 1991 y 2001 la población 
en villas y asentamientos creció casi un 45,0%, un 
incremento un poco superior al período anterior, 
llegando a 594.0009 habitantes. Sin embargo, Cra-
vino, Del Río y Duarte (2008) señalan que en 2001 
hay un sub-registro aún mayor que el señalado 
para 1991 en algunos municipios.

Para la década siguiente (2010), la información 
proviene del RPPVAP (2014–2015), que contabi-
liza 982 barrios populares en todo el territorio 
del Conurbano; 268 en el Primer Cordón y 714 en 
el Segundo. El Registro revela que el porcentaje 
de hogares10 en villas y asentamientos en relación 
con el total de hogares en el Primer Cordón y 
Segundo Cordón son similares (11,71% y 10,92%, 
respectivamente), mientras los números absolutos 
indican que en el Segundo Cordón hay casi 94 
mil hogares más viviendo en estos barrios, casi el 
doble que en el otro cordón. La Matanza, Lomas 
de Zamora, Quilmes, Lanús y General San Martín 
revelan respectivamente las mayores cantidades 
en número absolutos de hogares en villas y asen-
tamientos, un total de 187.669, casi el 60% de los 

hogares residentes en estos barrios. Excepto La 
Matanza (que presenta un territorio que abarca 
los dos cordones) y Quilmes, los demás partidos 
pertenecen al Primer cordón del Conurbano.

Por otro lado, los municipios que revelan los 10 ma-
yores porcentajes de hogares viviendo en villas y 
asentamientos está encabezado por Lomas de Za-
mora (27,0 %), seguido de Quilmes (23,7 %), Este-
ban Echeverría (19,3 %), General San Martín (14,9 
%), Lanús (14,4 %), San Miguel (14,0 %), José Carlos 
Paz (12,9 %), Florencio Varela (12,2 %), Moreno (11,7 
%) y Almirante Brown (11, 1 %). Vale resaltar que 
3 de los 5 municipios con los mayores porcentajes 
también están localizados en el Primer Cordón: Lo-
mas de Zamora, General San Martín y Lanús. (Ver 
gráfico 9)

En 2006, según los datos de Infohábitat (2006), la 
superficie ocupada por villas y asentamientos en 
el primer anillo del Conurbano era de 18,21 Km2, 
ocupando el 4,26% del territorio y, en el segundo 
anillo 43,67 Km2, lo que corresponde a 1,91% de 
su espacio urbano. Los dos Cordones sumaban 
61,87 Km2 de villas y asentamientos o el 2,28% 
de todo el territorio.11 En ese momento (2006), 
las 10 mayores superficies estaban en los partidos 
de La Matanza, Quilmes, Lomas de Zamora, Al-
mirante Brown, Ezeiza, General San Martín, Tigre, 
Florencio Varela, Avellaneda y Lanús. Con excep-
ción de 4 de ellos (Lomas de Zamora, General San 
Martín, Avellaneda y Lanús), los otros pertenecen 
al Segundo Cordón, y juntos representan casi el 
80% de la superficie de villas y asentamientos del 
Conurbano. Con excepción de Vicente López, los 
partidos de la segunda corona del GBA también 
eran los que presentaban las menores superficies 
de villas y asentamientos: Esteban Echeverría, Itu-
zaingó, San Fernando y Hurlingham.



Cuestión Urbana - Año 4 Nro. 7 - 2020

144

Sección > Artículos

Más recientemente, los datos del RPPVAP (2014-
2015), muestran que en el Conurbano se asien-
tan 91,13 Km2 de villas y asentamientos, y de esa 
superficie alrededor de 71,17 Km2 se encuentran 
en el Segundo Cordón, ya que 9 de los 10 par-
tidos con mayor superficie absoluta de villas y 
asentamientos se ubican en esa corona. La única 
excepción es Lomas de Zamora (perteneciente al 
Primer Cordón) con 10,29 Km2, municipio supera-
do únicamente por La Matanza (con territorio en 
ambos cordones y que ingresa incluso al Tercer 
Cordón), con 18,12 Km2. Los demás partidos son 
Quilmes (9,06 Km2), Moreno (8,48 Km2), Merlo 
(6,34 Km2), Almirante Brown (6,25 Km2), Florencio 
Varela (5,26 Km2), Esteban Echeverría (5,03 Km2), 
José Carlos Paz (3,87 Km2) y Tigre (3,11 Km2), res-
pectivamente. Juntos, los 10 partidos suman 75,81 
Km2, que constituye el 84% aproximadamente de 
la superficie total ocupada por esos barrios. Como 
se puede observar en el Gráfico 10, después apa-
recen 3 partidos del Primer Cordón: Avellaneda 
(2,99 Km2), Lanús (2,80 Km2) y General San Martín 
(2,72 Km2). (Ver gráfico 10)

Entre el relevamiento realizado por Infohábitat 
(2006) y el del RPPVAP (2014 - 2015), pasaron 
aproximadamente 9 años (sin olvidar las dife-

rencias de metodologías de los relevamientos): 
entre el primero y el segundo se sumaron más 
de 550 villas y asentamientos: alrededor de 100 
más en el Primer Cordón y 450 en el segundo. 
La superficie sumó casi 30 Km2 de superficie de 
villas y asentamiento, presentando una variación 
del 47%, en especial en la segunda corona del 
Conurbano, dónde pasó de 43,67 Km2 a 71,17 
Km2, mientras la primera corona agregó menos 
de 2,00 Km2, dónde en varios de los partidos la 
variación fue negativa.

A modo de ejemplo, Esteban Echeverría pasó de 
una superficie de 0,30 Km2 de villas y asentamien-
tos para 5,03 Km2, más de 1.570% de variación. 
Merlo vio la superficie de 0,86 Km2 aumentar 
635%, llegando a 6,34 Km2. Moreno aumentó a 
368% el territorio ocupado por estos barrios, sal-
tó de 1,81 Km2 a 8,48 Km2. En números absolutos, 
los partidos que agregaron más superficies ocupa-
das por villas y asentamientos fueron Moreno, La 
Matanza, Merlo, que aumentaron entre 5,0 Km2 y 
7,0 Km2, seguidos de Lomas de Zamora y Esteban 
Echeverría, que incrementaron poco menos de 5,0 
Km2. Posteriormente están José Carlos Paz y Flo-
rencio Varela, que elevaron 2,95 Km2 y 2,53 Km2, 
respectivamente.
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La mayoría de los partidos del Primer Cordón pre-
sentó una variación negativa, según la comparación 
entre los datos producidos por Infohábitat (2006) y 
RPPVAP (2014–2015). Guardadas seguramente las 
diferencias para la producción de estos datos, la 
comparación revela que disminuyó la superficie ab-
soluta de villas y asentamiento (General San Mar-

tín, Morón, Tres de Febrero, San Isidro y Vicente 
López) o tuvieron un incremento muy bajo como 
en Avellaneda (0,29 Km2) y Lanús (0,15 Km2), con 
excepción del partido de Lomas de Zamora (4,85 
Km2). A continuación, se presenta la variación en 
Km2 de la superficie de villas y asentamientos en el 
Conurbano entre 2006 y 2015: (Ver mapa 9)
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Por otro lado, proporcionalmente a la superficie to-
tal del partido, Lomas de Zamora es el que presen-
ta mayor porcentaje de superficie de villas y asen-
tamientos, el 11,78% de su territorio. En seguida 
aparecen los partidos de Quilmes (9,90%), José C. 
Paz (7,81%), Lanús (5,77%) y Avellaneda (5,70%).

En general se observa una gran heterogeneidad 
entre los partidos y los cordones, sin embargo, 
se verifican dos situaciones muy diferentes en los 
partidos del Primer Cordón, que pueden ser divi-
didos en 2 grupos: uno por arriba del porcentaje 
entre todos los partidos del GBA (3,34%) y otro 
por abajo. El primer grupo está conformado por 
Vicente López, Morón, Tres de Febrero y San Isi-
dro (más al norte y oeste del Conurbano), con 
muy bajos porcentajes de territorio de villas y 
asentamientos en relación con su territorio total 
y, al otro extremo, los partidos de Lomas de Za-
mora, Lanús, Avellaneda y General San Martín (eje 
sur del Conurbano, con excepción del último), con 

porcentajes elevados. Esta diferencia también se 
refleja en el Mapa 9, donde el grupo de partidos 
del Primer Cordón se ven en tonos más claros al 
norte y más oscuros al sur. (Ver mapa 10)

Volviendo a los datos brindados por Infohábitat 
(2006), se verifica que la densidad en villas y 
asentamientos más alta está en el primer anillo 
(19.619 hab/ Km2) y se debe a las villas que pre-
sentan una elevada densidad (26.788 hab/ Km2), 
mientras en los asentamientos la densidad baja 
a menos de la mitad (11.123 hab/Km2.) Asimismo, 
en el segundo anillo la densidad en villas y asen-
tamientos baja a 13.272 hab/Km2: en las villas es 
de 15.236 hab/Km2 y, en los asentamientos de 
12.269 hab/Km2. La densidad en la villas y asenta-
mientos en todo el Conurbano es de 15.142 hab/
Km2, número muy superior a la densidad del área 
metropolitana,12 de aproximadamente 3.300 hab/
Km2.13 Esa particularidad también es mencionada 
por Cravino, Del Río y Duarte:

12. Compuesto por los 24 partidos del Gran Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

13. Fuente: Elaboración propia en base a datos del INDEC, Censo Nacional de Población,Hogares y Viviendas 2010, e Instituto Geográfico 
Nacional (IGN), División del Geografía. Información Geográfica, División política, superficie y población.
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“La densidad poblacional bruta del aglome-
rado es de 38 habitantes por hectárea fren-
te a promedios que sextuplican esa cifra en 
el caso de las villas y la triplican en el caso 
de los asentamientos. Mientras los “asen-
tamientos informales” ocupan el 2,3% del 
territorio, vive allí cerca del 8% de la pobla-
ción. Las villas ocupan casi 3 mil hectáreas, 
en las que viven 647 mil personas con una 
densidad promedio de 218 habitantes por 
hectárea. Los asentamientos ocupan 3.370 
hectáreas y viven allí 404 mil habitantes con 
densidades del orden de los 120 habitantes 
por hectárea” (2008, 95)

Según la base de Infohábitat (2006) las densida-
des poblacionales más altas en villas y asenta-
mientos están en los partidos de Vicente López 
(52.321 hab/Km2), San Isidro (33.741 hab/Km2), 
San Fernando (28.438 hab/Km2), Lanús (25.800 
hab/Km2) y José Carlos Paz (24.764 hab/Km2). 
Como ya se ha dicho, los partidos de la segunda 
corona revelan densidades más bajas, los 8 par-
tidos con las densidades más bajas son de ese 

cordón (Moreno, 8.645 hab/Km2; Florencio Varela, 
9.936 hab/Km2; Almirante Brown, 10.486 hab/Km2; 
San Miguel, 11.255 hab/ Km2, La Matanza, 11.925 
hab/ Km2, Merlo, 12.943 hab/Km2, Berazategui, 
13.399 hab/Km2 e Ituzaingó, 13.556 hab/Km2), y 
recién en el noveno lugar figura un partido de la 
primera corona del Conurbano (Lomas de Zamora 
con 13.677 hab/Km2). (Ver mapa 11)

Como se señala anteriormente, la densidad en las 
villas es siempre superior a la de los asentamien-
tos en la mayoría de los partidos, excepto aque-
llos que no tienen superficie registrada de villas 
(Esteban Echeverría y Ezeiza) y en el partido de 
San Miguel. En todo el Conurbano, la densidad 
en las villas es de 19.435 hab/Km2 mientas en 
los asentamientos el valor es de 12.002 hab/Km2. 
Si se analiza el Segundo Cordón esta diferencia 
se mantiene, las villas revelan una densidad de 
15.236 hab/Km2 y los asentamientos de 12.269 
hab/Km2. En el Primer Cordón esa diferencia es 
todavía más importante: los asentamientos de-
muestran 11.123 hab/Km2 y las villas 26.788 hab/
Km2.
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Considerando sólo las villas, la mayor densidad 
está en Vicente López (60.321 hab/Km2), General 
San Martín (37.261 hab/Km2) y San Isidro (36.771 
hab/Km2), los 3 pertenecientes al Primer Cordón, 
a la vez que las densidades más bajas son de par-
tidos del Segundo Cordón, San Miguel (9.514 hab/
Km2), Almirante Brown (11.607 hab/Km2) y La Ma-
tanza (12.929 hab/Km2). Los asentamientos más 
densos son los de los partidos de Vicente López 
(22.605 hab/ Km2), José C. Paz (20.380 hab/Km2) 
y Esteban Echeverría (17.741 hab/Km2), los dos úl-
timos localizados en el segundo anillo del GBA, 
según los datos de Infohábitat (2006).

A modo de cierre, puede señalarse que el análi-
sis de los datos existentes para los 24 partidos 
del GBA muestran un comportamiento regular de 
crecimiento y no hay indicadores que señalen una 
reversión de esa tendencia. Según Infohábitat 
(2006), entre 1981 y 2006, “la población en villas 
y asentamientos creció en términos relativos un 
220% frente a un 35% de incremento poblacional 
en los 24 partidos del Conurbano bonaerense” 
(Cravino, Del Río, & Duarte, 2008).

En ese mismo sentido, los datos más recientes 
del RPPVAP (2014–2015) refuerzan lo mencionado 
en el párrafo anterior al mostrar que la población 
en villas y asentamientos crece proporcionalmen-
te más que la población total del Conurbano. Es 
decir, que los barrios populares, en especial las 
villas y asentamientos, son la forma principal de 
crecimiento poblacional y urbano y por eso la ur-
banización popular y sus condiciones son un fe-
nómeno de una magnitud que merece ser puesto 
en evidencia.

Conclusiones

Una vez elaborados los materiales cartográficos, 
los análisis iluminan algunas características de la 
conformación del Conurbano y del hábitat en la 
posconvertibilidad. Expuesta la lectura de las es-
tructuras socio-urbana del Conurbano en el con-
texto de posconvertibilidad, es posible afirmar 
que después de décadas de desarrollo, el panora-
ma urbano no es homogéneo y presenta contras-
tes entre zonas ya consolidadas y otras en las que 
todavía se encuentran ausentes servicios básicos 
de infraestructura, además de registrar un nivel 

alto de precariedad habitacional, manteniéndose 
las históricas diferencias entre Cordones. Primer y 
Segundo Cordón expresan características territo-
riales (demográficas, sociales y urbanas - parque 
habitacional, infraestructura y servicios) particula-
res que se relacionan con estas etapas de confor-
mación del Conurbano.

Sobre algunos aspectos demográficos, el Censo 
2010 demuestra una densidad poblacional supe-
rior en los partidos del Primer Cordón (7.143,44 
hab/Km2), aunque la mayor parte de la población 
esté ubicada en el Segundo (6.860.822 hab). La 
variación poblacional intercensal (2001–2010) se 
dio fundamentalmente en el Segundo Cordón, 
donde todos los partidos sostuvieron una varia-
ción superior a los partidos del Primero. Las varia-
ciones más bajas del Segundo Cordón se encuen-
tran en Ituzaingó y Hurlingham, respectivamente. 
Dentro del Primer Cordón, Lomas de Zamora co-
bra relevancia por su mayor densidad y población.
Explorando las características del parque habita-
cional de los partidos del Conurbano, puede ob-
servarse que el Segundo Cordón revela más altos 
porcentajes de viviendas con algún tipo de déficit 
y hogares con carencias. Adentrándonos en cada 
uno de los cordones, Lomas de Zamora y General 
San Martín, ambos del Primer Cordón, presentan 
las condiciones habitacionales más deficitarias 
de su cordón, mientras que Vicente López, San 
Isidro, Morón y Tres de Febrero revelan los me-
nos porcentajes de déficits habitacionales. En el 
Segundo Cordón, Hurlingham e Ituzaingó revelan 
las condiciones habitacionales menos deficitarias 
del conjunto de partidos de este cordón. Por otro 
lado, puede destacarse que las condiciones más 
deficitarias en el Segundo Cordón se localizan en 
los partidos de Moreno, Ezeiza y Florencio Varela 
(ejes oeste, sudoeste y sur, respectivamente). Di-
chas regularidades pueden ser observada en los 
porcentajes de viviendas irrecuperables, hogares 
con ausencia de baño y/o retrete con descarga de 
agua y Casas Tipos B de cada uno de los partidos 
graficados y mapeados.

La cobertura de infraestructura urbana y el acceso 
a los servicios repiten el patrón espacial que ob-
servan las características del parque habitacional 
construido, descriptas en el párrafo anterior. Es 
decir, se observa una mayor carencia de infraes-
tructura y servicios urbanos en los partidos del 
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Segundo Cordón. Los partidos de Lomas de Za-
mora y General San Martín vuelven a revelar las 
mayores insuficiencias del conjunto de partidos 
de su cordón, un comportamiento similar a los 
partidos del Segundo Cordón. En el Segundo Cor-
dón, los municipios indicados anteriormente en el 
eje oeste, sudoeste y sur (Moreno, Ezeiza y Flo-
rencio Varela) también siguen la lógica anterior, 
se destaca Florencio Varela con el porcentaje más 
alto de hogares con ausencia de infraestructura y 
servicios públicos urbanos básicos. Hurlingham e 
Ituzaingó nuevamente son los partidos que pre-
sentan la mejor situación respecto las coberturas 
de infraestructura y servicios urbanos entre el 
conjunto de partidos del Segundo Cordón. Vale 
recordar que estos patrones de los partidos y cor-
dones no prevalecen en el análisis del porcentaje 
de hogares sin presencia de alumbrado público, 
dado que en este caso no fue posible la identifi-
cación de ningún patrón espacial.

Las excepciones que presentan los casos de Hur-
lingham e Ituzaingó (ambos del Primer Cordón) se 
vinculan, en principio, a la anterior pertenencia al 
municipio de Morón. Si se considera que la infraes-
tructura urbana es de carácter permanente, cabe el 
interrogante acerca de que sucede con estos mu-
nicipios respecto de las condiciones de desarrollo 
social y en particular si su urbanización popular se 

comporta de manera convergente con el Segundo 
Cordón o mantiene los rasgos del Primero.

La urbanización popular tiene una mayor presen-
cia en el Segundo Cordón. Tal característica se ve 
reflejada en las superficies, sobre todo absolutas, 
pero también relativas, de villas y asentamiento 
en los partidos de La Matanza, Quilmes, José Car-
los Paz, Moreno, Merlo, Almirante Brown, Esteban 
Echeverría, Ezeiza y Florencio Varela, algunos de 
los cuáles experimentaron las tasas más altas de 
crecimiento demográfico durante el último perío-
do intercensal (2001–2010). En el Primer Cordón 
Lomas de Zamora y General San Martín se desta-
can con características detectadas que los acercan 
más a partidos del Segundo Cordón. A modo de 
ejemplo, Lomas de Zamora concentra la mayor 
extensión territorial de urbanización popular con 
relación al territorio del partido, la segunda ma-
yor extensión en superficie absoluta, y el mayor 
porcentaje de hogares residiendo en villas y asen-
tamientos del conjunto de los 24 partidos del Co-
nurbano. Mientras General San Martín revela alto 
porcentaje de hogares viviendo en villas y asen-
tamientos y también alta densidad en ellos, a la 
vez que presentó una importante disminución de 
la superficie de los mismos, según comparaciones 
de los datos de Infohábitat del 2006y de RPPVAP 
del 2015.
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Resumen

Si bien durante la última década no prosperó ninguno de los múltiples intentos legislativos por reformar 
el régimen penal juvenil, el período ha sido de un gran dinamismo en materia de cambios político-ins-
titucionales en el abordaje de niñez y adolescencia vulnerable en la CABA, tanto en lo que respecta a 
las esferas político-administrativas, como a la seguridad pública. En este artículo buscamos describir y 
analizar la manera en que esos cambios institucionales afectan a niños, niñas y adolescentes infractores o 
presuntamente infractores a la ley penal. Nuestra hipótesis es que una reforma de dicho régimen de res-
ponsabilidad penal juvenil se ha producido en los hechos. Mostramos en este sentido como estrategias 
policiales de control se han ido desplazando desde la aprehensión y el traslado, hacia el despliegue de 
violencias en el mismo territorio, con una intensidad lesiva disímil, pero que logran permanecer invisibi-
lizadas y no llegar a los registros oficiales.
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Introducción

Desde que la Argentina ratificó la Convención 
Internacional de Derechos del niño en 1990 me-
diante la ley 23.849 asumió el compromiso de 
adecuar su legislación interna en materia de niñez 
y adolescencia. Este compromiso suponía modifi-
car los ordenamientos normativos contrarios a 
lo estipulado por la CIDN tanto en materia de 
protección integral como en materia penal. En el 
año 2005 luego de varios años de discusiones 
y contingencias legislativas se aprobó la Ley 
26.061 de Protección Integral de los derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes que dero-
gó finalmente la vetusta ley de Patronato de 
Menores (10.903/1919). Pero el régimen penal 
de la minoridad, resabio de la última dictadura 
militar, no tuvo la misma suerte y lejos de ser 
derogado, conserva de buena salud, luego de 
“mil intentos y ningún invento” para reformar-
lo como dijera Jorolinsky (2015). En todos estos 
intentos recientes de reforma legislativa (2012, 
2016), los proyectos contenían un problema fun-
damental: consagraban la edad de punibilidad en 
14 años. Este límite era insalvable, al menos para 
aquellos que siempre hemos pensado que la edad 
era una decisión de política criminal y el sistema 
penal a lo largo de la historia no ha demostrado 
ser eficiente ni eficaz, por ende, habilitar el ingre-
so a las mallas del sistema penal a una edad más 
temprana no podía tener una implicancia más que 
punitiva, a falta de mejores opciones para los ni-
ños y adolescentes candidatos a su ingreso.

Lo cierto, es que mientras la ley no cambia, lo que 
sí cambia es la regulación que se produce de he-
cho, en torno a la norma (Foucault, 1977). Lo que 
sí cambia, son los diagramas de poder concre-
tos, las modalidades, las tecnologías de adminis-
tración y gobierno efectivo que van más allá del 
texto de la ley. Estos cambios se expresan en la 
reconfiguración de las prácticas del sistema penal 
en su gestión de la población vulnerada y vulnera-
ble que incurre en acciones disvaliosas, que rozan 
sus fronteras o traspasan sus límites. 

Así en los últimos años, aun conservando una nor-
mativa que establece que la edad de reproche pe-
nal para niños o adolescentes siguen siendo los 16 
años, esto no ha sido un obstáculo para que la apre-
hensión y captura de adolescentes no punibles con-
tinúe. Es más: arriesgamos aquí la hipótesis de que, 
una reforma del régimen de responsabilidad penal 
se ha producido en los hechos. Es decir, no es cierto 
que a los/as NNyA no punibles “no les pasa nada”, 
como suelen aseverar los discursos punitivistas pro-
clives a la baja de la edad de punibilidad.

En este artículo nos proponemos como objetivo 
general describir y analizar precisamente qué es 
lo que ha ocurrido con el primer eslabón de la ca-
dena punitiva que se cierne sobre los/as NNyA en 
conflicto con la ley penal, es decir, el eslabón po-
licial y administrativo en CABA, entre 2011 y 2020. 

El artículo se estructura en tres secciones. En la 
primera, reseñamos los cambios normativos e 

Summary

Although during the last decade none of the multiple legislative attempts to reform the juvenile penal 
regime did not prosper, the period has been one of great dynamism in terms of political-institutional 
changes in the approach to vulnerable children and adolescents in the CABA, both in with regard to 
the political-administrative spheres, such as within the public security system. In this article we seek to 
describe and analyze the way in which these institutional changes affect boys, girls and adolescents who 
are offenders or alleged offenders of criminal law. Our hypothesis is that a reform of said juvenile criminal 
responsibility regime has actually taken place. In this sense, we show how police control strategies have 
been moving from apprehension and transfer, towards the deployment of violence in the same territory, 
with a dissimilar harmful intensity, but that manage to remain invisible and not reach official records.

Key words: Juvenile penal system; public security; institutional political changes; chargeability age; City of 
Buenos Aires.
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institucionales que han tenido lugar tanto en la 
administración de la infancia y adolescencia en 
conflicto con la ley penal en CABA como aquellos 
ligados a la gestión de la seguridad pública en la 
Ciudad. En un segundo apartado, buscamos po-
ner en relación esta cronología de modificaciones 
institucionales con los cambios en las prácticas de 
administración policial de NNyA en conflicto con 
la ley penal. A partir del análisis estadístico dia-
crónico sobre los ingresos al Centro de Atención 
y Derivación (CAD), desde 2011, (único dispositi-
vo legalmente habilitado para alojar adolescentes 
aprehendidos por las fuerzas de seguridad), anali-
zamos la “punta del iceberg” de estas actuaciones. 
La evolución de indicadores de aquellos NNyA en 
conflicto con la ley penal que son aprehendidos 
y trasladados en el marco de procedimiento poli-
ciales relativamente formales, de los cuales queda 
alguna constancia o registro burocrático. A par-
tir del análisis de fuentes primaras cualitativas, 
describimos y analizamos modalidades de gestión 
policial y territorial mucho más informales, que se 
ciernen de manera cada vez más intensiva sobre 
las/os NNyA que viven en las zonas más pobres 
de la Ciudad. 

La metodología del trabajo es de triangulación 
cuali-cuantitativa, combinando el análisis de fuen-
tes primarias de tipo cualitativo y secundarias de 
tipo cualitativo y cuantitativo.1

 
Las fuentes secundarias incluyen normativas (le-
yes, resoluciones, decretos, convenios) y artícu-
los publicados en medios de prensa, así como el 
análisis de una base de datos suministrada por el 
Área de Estadísticas de la DGRPJ con información 
sobre las y los NNyA ingresados/al CAD entre 2012 
y 2020, de la cual hemos analizado el período 
2013-2019. 

Reconfiguraciones institucionales 
Infancia y adolescencia en conflicto 
con la ley penal en CABA 

El mapa de organismos que gestionan a la niñez 
y adolescencia en riesgo en la Ciudad de Buenos 
Aires (en adelante la Ciudad) cambia radicalmente 
durante el período analizado, reconociendo cam-
bios tanto derivados de la implementación de la 
ley26.061, como aquellos circunscriptos a decisio-
nes locales en marcos de continuidad de gestión 
política partidaria, y aquellos derivadas de los 
cambios de gestión política a nivel nacional desde 
finales de 2015.

Antes que nada, cabe decir que la Ciudad ha dicta-
do leyes jurisdiccionales en materia de protección 
de niñez. Así, la ley 114 sobre “Protección Integral 
de los Derechos Niñas, Niños y Adolescentes” fue 
sancionada en 1998, es decir, fue previa la ley na-
cional 26.061, a la que posteriormente adhirió. En 
2007, se sancionó la ley 2451 de “Régimen Pro-
cesal Penal Juvenil de la CABA”, pero dado que la 
Justicia Nacional no fue traspasada aún, este Ré-
gimen Procesal se ve restringido en su aplicación 
a las figuras delictuales que sí fueron traspasadas 
en sucesivas tandas2. 

La ley de fondo que regula los destinos de los 
adolescentes infractores o presuntamente infracto-
res en materia penal sigue siendo la ley nacional 
22.278. Pero bajo su sombra, se han producido una 
gran cantidad de reconfiguraciones institucionales, 
readaptaciones estratégicas y cambios en las mo-
dalidades de actuación por parte de las agencias 
de control social y los organismos administrativos. 

Una mirada histórica muestra que este período, 
lejos de ser un período quieto, ha sido de un gran 

1. Tales como: Un trabajo de observación participante con efectivos de la Gendarmería Nacional Argentina entre 2016 y 2017 (Zajac, 2018) ; 
Entrevistas en profundidad con referentes territoriales y vecinas/os de los barrios informales de la zona sur (2016-2017 y 2019); Participación 
en Participación en las Comisiones del Ministerio de Justicia sobre Reforma (Silvia Guemureman, 2017-2019); Participación en las Audiencias 
en el Congreso de la Nación en los Plenarios de Comisiones sobre Reforma Penal Juvenil; Entrevistas a funcionarios judiciales y políticos en el 
marco del Plan de trabajo: Escenarios de Reforma legislativa y administración de justicia (Guemureman, 2017-2020); Entrevistas en profundi-
dad con funcionarios de la DGRPJ (2019); Entrevistas en profundidad con funcionarios del Ministerio de Seguridad de la Nación (2019/2020).

2. Leyes 25.752/03, 26.357/08 y 26.702/11de “Transferencia Progresiva de Competencias Penales”. Entre las figuras más relevantes se encuen-
tran:Lesiones, abuso de armas,violación de domicilio,tenencia y portación de armas de guerra, delitos y contravenciones en espectáculos 
deportivos, atentado y resistencia contra la autoridad, falso testimonio; falsificación de documentos y tenencia de estupefacientes usur-
pación,daños. La tenencia y portación de armas de uso civil había sido transferido en el año 2000 mediante un convenio entre el Presidente 
De la Rúa y el jefe de Gobierno porteño Aníbal Ibarra.
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dinamismo. El mapa de 2019 nos muestra una 
fisonomía muy diferente en relación con el año 
2010. Por eso, realizaremos una reconstrucción de 
los cambios político-institucionales en materia de 
abordaje de niñez y adolescencia en la Ciudad de 
Buenos Aires, que debe leerse en el marco del 
proceso de transferencia progresiva de organis-
mos nacionales al ámbito de la Ciudad. De allí que 
se imbriquen las esferas político-administrativas 
rectoras de políticas públicas durante el período 
y las de seguridad pública (consistentes con la 
reconfiguración de las fuerzas de seguridad con 
incumbencia en el territorio de la Ciudad). En esta 
primera parte de nuestro recorrido, nos focaliza-
remos a los cambios institucionales que afectan / 
inciden en la vida de niños, niñas y adolescentes 
infractores o presuntamente infractores a la ley 
penal. 

La ley nacional 26.061 en su artículo 70 dispo-
nía que el Gobierno Nacional acordaría con los 
gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, la transferencia necesaria de los 
servicios de atención directa de la infancia y la 
adolescencia y sus recursos a las respectivas 
jurisdicciones en las que estuvieran prestando 
servicios y ejecutándose al momento de su san-
ción. Pese a esta prerrogativa, la transferencia 
que comenzó en 2007 con un Acta de traspaso3, 
recién culminaría en 2016, por efecto del Decreto 
873 del Poder Ejecutivo Nacional que dispuso 
la transferencia de programas y dispositivos gu-
bernamentales de intervención con adolescentes 
presuntos infractores a la ley penal desde el Es-
tado nacional al Gobierno de la CABA. Conjunta-
mente se transfirió el Cuerpo Especial de Segu-
ridad y Vigilancia (CESyV), el personal de segu-
ridad penitenciaria de los institutos. En el año 
2011 se firmó un Convenio de Cooperación entre 
la SENNAF y la entonces Secretaría de Políticas 
de Prevención y Relaciones con la Comunidad 
dependiente del Ministerio de Seguridad de la 
Nación, cuyo objeto fue poner en funcionamiento 

un nuevo dispositivo de alojamiento destinado 
a personas menores de 18) años que resulten 
privadas de su libertad por la presunta comisión 
de delitos en el ámbito de CABA. Así, la Reso-
lución 1467/11 de la SENNAF creó el Centro de 
Admisión y Derivación (CAD), el “nuevo CAD”4. 
Allí deberían ser trasladados todos los niños y 
adolescentes hasta 17 años de edad que fueran 
aprehendidos por las fuerzas de seguridad en el 
ámbito de la Ciudad de Buenos Aires por comi-
sión o supuesta comisión de un delito. Esta dis-
posición implicaba que las detenciones de niños, 
niñas y adolescentes se centralizaran en un dis-
positivo específico anulando las comisarías como 
eventual sede de alojamiento transitorio5. En la 
SENNAF dependiente del Ministerio de Desarrollo 
Social (MDS) estos dispositivos dependían de la 
Dirección Nacional para Adolescentes Infractores 
de la Ley Penal (DINAI) que revistaba bajo la 
órbita de la Subsecretaría de Derechos para la 
Niñez, Adolescencia y Familia.

En 2012, mediante la Resolución 927, la SENNAF 
dispuso el traslado del CAD y sus áreas operati-
vas, al ex -Instituto Iona Inchausti6. Para entonces, 
la estructura del CAD se componía de 3 áreas: la 
Dirección General de Responsabilidad Penal Juve-
nil (punibles); Dirección General de Servicios de 
Atención Permanente (no punibles) y División En-
lace Institutos Alojamientos de Menores (ex Sec-
ción Penal Juvenil), dependiente del Ministerio de 
Justicia y Seguridad de la CABA.

Una vez arribados al CAD, los primeros trámites 
tendientes a la confección de la ficha de identi-
ficación, toma de datos filiatorios y huellas, acta 
de procedimiento de motivo de detención y a la 
revisión por un médico legista e inspección de su 
estado de salud, estaba en manos de agentes de 
la policía federal y del Ministerio de Seguridad 
de la Ciudad, a través de la Sección Penal Juve-
nil. Aún faltaba tiempo para que una vez arriba-
dos al CAD los niños y/o adolescentes quedaran 

3. Resolución SENAF N° 65 de febrero de 2007 y aprobada por Ley de Aprobación del Acta Acuerdo de Transferencia de Servicio de Atención 
Directa entre el MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.

4.  Se emplea el adverbio “nuevo” para diferenciarlo del histórico CAD que funcionaba desde 1989. Al respecto, véase Cavanna (2017). 

5. Anexo del Proyecto “Nuevo CAD”, abril 2012. SENAF- DINAI.

6. De allí que el “nuevo CAD” sea conocido como “CAD - Inchausti”.
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estrictamente bajo la superintendencia de la auto-
ridad administrativa7. 

En la Ciudad desde el año 2009 y dependiente del 
Ministerio de Justicia y Seguridad del GCBA funciona-
ba el Programa Centro de Identificación y Alojamiento 
Provisorio de Niños, Niñas y Adolescentes (CIAPNNA) 
creado por Res. 329/MJYSGC/09, precisada por la Re-
solución 570/MJYSGC/09 que dejaba este Centro bajo 
la órbita de la Subsecretaría de Justicia8. 

Recién cuando el CAD quedó bajo la dependencia 
del CDNNYA en 2016, éste dispuso que el Progra-
ma y el CIAPNNA funcionaran dentro de la órbita 
del CAD9.

Pero en el mientras tanto, la injerencia de los or-
ganismos nacionales en el ámbito de la Ciudad, 
se hacía sentir a través de distintas disposiciones. 
Así, en 2014, el Ministerio de Seguridad a través de 
la Resolución 906, había emitido el “Protocolo de 
Actuación 33 de las Fuerzas de Seguridad e insti-
tuciones policiales nacionales, en procedimientos 
en los que participen niños, niñas y adolescentes 
en conflicto con la ley penal en el ámbito de la 
CABA”10, que establece pautas que se ajustan a 
las normas vigentes de carácter internacional y 
nacional y otorga parámetros claros de actuación 
para las Fuerzas Policiales y de Seguridad que in-
tervienen en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
en la detención, el traslado y la custodia de NNYA. 

La voluntad política de restringir las facultades 
policiales en materia de detenciones y traslados 
de adolescentes se expresaba en forma clara, a 
la vez que alojamientos en dispositivos penales 
de adolescentes punibles y no punibles se se-

guían produciendo. Por eso, en 2015, la SENNAF 
debió sancionar la Resolución 31311 que prohibía 
taxativamente la detención y alojamiento de no 
punibles. La Resolución prescribía en forma clara 
y precisa que en todos los casos en que los no 
punibles estuvieran implicados en acciones disva-
liosas, era el sistema de protección el que debía 
intervenir. Tal como se verá en el apartado cuan-
titativo de ingresos al CAD, esta resolución inci-
dió en la disminución significativa y progresiva de 
ingresos al CAD a partir de 2015, aun cuando los 
no punibles siguieron representando porcentual-
mente una proporción elevada (40%) y en 2017 
y 2018 fueron incrementándose paulatinamente 
(tanto punibles como no punibles).

Fue recién en el año 2016, (el primer año que 
hubo convergencia en los signos partidarios de la 
gestión de los gobiernos nacional y local), que fue 
posible concretar la transferencia definitiva desde 
la SENAF MDS/Nación al CDNNYA Consejo Nacio-
nal de Derechos de NNyA12, designado por el De-
creto del GCBA 492/16 (y su modificatoria 495/16) 
como receptor de la transferencia. El CDNYA se ve 
urgido de modificar su estructura, imperativo que 
realiza a través de la Resolución 942/CDNNYA/16 
que crea la Dirección General de Responsabilidad 
Penal Juvenil (DGRPJ)13. Bajo la órbita de la DGRPJ, 
se crearon tres Direcciones Operativas, a saber: 
de Centros Socioeducativos de Privación de Liber-
tad Ambulatoria, de Dispositivos Alternativos a la 
Privación de la Libertad Ambulatoria y de Asuntos 
Judiciales y Administrativos. El Juzgado de Prime-
ra Instancia en lo Contencioso Administrativo y 
Tributario Nº2 de la CABA interpuso un recurso 
cautelar para suspender el traspaso. En diciembre 
de 2016, la medida fue revocada por la Sala III 

7. Resolución 901/CDNNyA/18 Convenio de colaboración entre el CDNNyA y el Ministerio de Justicia y Seguridad de la CABA.

8. Este Centro nunca tuvo demasiados adolescentes alojados, y esto en parte debe atribuirse a que la justicia nacional de menores aún no 
fue traspasada al ámbito de la Ciudad, y aún en los delitos que sí fueron traspasados, el agravante de “atentado o resistencia a la autoridad” 
justificaba la derivación al CAD por parte de la policía, más acostumbrada a ese circuito.

9. Decreto 388/CABA/18 Transferencia del CIAPNNA y del Programa de Identificación y Alojamiento Provisorio de Niñas, Niños y Adolescentes, 
de la Subsecretaría de Justicia del Ministerio de Justicia y Seguridad al ámbito del CDNNyA.

10. Ver apartado siguiente sobre reconfiguraciones en materia securitaria.

11. Esta Resolución fue dictada por la actual Defensora Nacional de Niñez y Adolescencia, la Dra. Marisa Graham que para entonces había 
quedado al frente de la SENNAF.

12. Decreto PEN 873/16.

13. En este proceso dinámico, cabe reponer que esta Resolución fue modificada por la Res. 947/18.
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del Tribunal en lo Contencioso Administrativo y 
Tributario de la CABA. Desde entonces, la DGRPJ 
ha sido la encargada de la administración de los 
dispositivos penales que alojan NNYA en la CABA. 
En 2017, los dispositivos penales y programas de 
atención directa son transferidos al CDNNYA14

Para el cumplimiento de las medidas judiciales de 
carácter penal, la DGRPJ cuenta desde entonces 
con los siguientes tipos de dispositivos: 

a. Establecimientos de restricción de libertad: son 
las Residencias Socioeducativas, que alojan a 
adolescentes presuntos infractores a la ley pe-
nal.

b. Establecimientos de privación de libertad: son 
los Centros Socioeducativos de Régimen Cerra-
do (CSRC), que albergan adolescentes y jóve-
nes infractores o presuntos infractores a la ley 
penal.

c. Programas de supervisión en territorio: son dis-
positivos de aplicación de una medida restricti-
va de la libertad en ámbitos socio-comunitarios 
que incluyen a adolescentes y jóvenes infrac-
tores o presuntos infractores a la ley penal. 
Se denominan: Programa de Acompañamien-
to e Inclusión en el Ámbito Socio Comunitario 
(PAIAS - ex Programa de Supervisión y Monito-
reo)15 y Programa de Derechos y Alianzas Terri-
toriales (Ex equipo de Articulación Territorial).16

Estos últimos programas merecen una digresión 
ya que bien toman conocimiento de NNYA que ya 
fueron “tocados” por el sistema penal, sus opera-
dores intervienen directamente sobre el territorio 
y buscan promover a través del acompañamiento 
comunitario estrategias que sean efectivas con 
arreglo a prevenir futuros ingresos al sistema pe-
nal. Así, el Programa “Derechos y Alianzas territo-
riales”, con sede en el CAD, tiene como finalidad 
efectuar un abordaje integral respetuoso de la 
singularidad de cada sujeto sobre el que pretende 

activar la restitución de sus derechos vulnerados, 
previniendo nuevos ingresos al sistema penal o 
constituyéndose en un facilitador en el proceso 
de inclusión mediante el egreso. Se asigna a cada 
niño o adolescente un operador o articulador que 
establece un enlace entre el niño y/ o adolescen-
te con el sistema de protección integral de dere-
chos17 

Por otra parte, el Programa de Acompañamiento 
e Inclusión en el Ámbito Socio-comunitario (PAIAS 
- Acompañamiento en el Cumplimiento de la me-
dida penal en territorio) dependiente de la Direc-
ción Operativa de Dispositivos Alternativos a la 
privación de libertad ambulatoria, está destinado 
a adolescentes que ingresaron al sistema penal, 
con inserción y ejecución en el centro de vida de 
las/los adolescentes, que teniendo como horizon-
te la finalidad socioeducativa de la intervención e 
integradora de derechos, aleje a los adolescentes 
de futuros conflictos penales y favorezcan su inte-
gración socio-comunitaria. 

En entrevistas realizadas con sus responsables, 
resaltan la importancia de las alianzas territoria-
les con las organizaciones que tienen militancia 
social en los Barrios. Esa alianza permite que mu-
chos hechos lleguen a conocimiento de la justicia. 
También la articulación con otras organizaciones 
barriales comunitarias en que los adolescentes y 
jóvenes se referencian para realizar talleres y co-
nectarse con sus operadores de los programas. 

Una preocupación que expresan tanto los referen-
tes de la Defensoría del Pueblo, como los opera-
dores del PAIAS y el DYAT está relacionada con 
los chicos que están en situación de calle y que al 
egresar del CAD a su “centro de vida”, se los de-
vuelve al centro mismo del desamparo, a la situa-
ción de calle desde donde la articulación con ins-
tituciones se suele dar a través de la concurrencia 
de los chicos a los paradores de día y de noche 

14. Resolución 114 LCABA/17 

15. Resolución N°525/2018 GCABA CDNNYA.

16. Anexo Resolución 1118/18 CDDNyA.

17. Sin embargo, tal como señala la Defensoría del Pueblo Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2020), “no puede perderse de vista de que el 
Programa se encuentra bajo la órbita de una dirección de responsabilidad penal juvenil (p. 89). 
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(Cavana, 2017). Especialmente, los operadores del 
DYAT concurren a los paradores y a los hospitales 
y centros de salud. 

En términos de dimensionar el alcance de estos 
programas que no implican la restricción de liber-
tad, solo se han obtenido los datos cuantitativos 
presentados en un evento por las autoridades de 
la DRPJ sobre el PAIAS. Entre enero de 2017 y di-
ciembre del 2018, el promedio de ingreso mensual 
de niños, niñas y/o adolescentes fue de 9, con un 
rango de variación que fluctuó entre un máximo 
de 22 y un mínimo de 6. Del DYAT se desconoce 
la cobertura.

Más allá de la ponderación positiva en términos de 
despunitivización de las intervenciones con jóvenes 
en conflicto o supuesto conflicto con la ley penal, es 
preciso no olvidar que tal y como señala la Defen-
soría del Pueblo Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
(2020), “no puede perderse de vista de que el Pro-
grama se encuentra bajo la órbita de una dirección 
de responsabilidad penal juvenil (p. 89). Lo asisten-
cial, lo terapéutico y lo penal entran, se presentan en 
este caso en un continuo indisociable, dando cuenta 
de nuevas modalidades, nuevas tecnologías de po-
der para gestionar a esta población. Por último, lue-
go del traspaso, y en pos de su consolidación, otras 
modificaciones se produjeron al interior del sistema 
penal juvenil en la Ciudad, principalmente a través 
del dictado de resoluciones, como la resolución de 
Aprobación del Reglamento General de Registro e 
Inspección aplicable en Dispositivos Penales Juve-
niles Pertenecientes al CDNNYA18 que contiene las 
misiones y funciones de este los dispositivos de las 
Residencias Socioeducativas, el reglamento interno, 
régimen y acuerdo de convivencia , régimen discipli-
nario, entre otros aspectos. Y, en setiembre de 2019, 
se modifica la Resolución 991/2009. 

Finalmente, cabe mencionar el “Protocolo de ac-
tuación en relación con niños, niñas y adolescen-
tes con grave afectación de su salud incluidos en 
el sistema de los datos compartidos”, aprobado 
en 2018 y suscripto por distintos actores que en 

ámbito de la Ciudad intervienen con recurrencia 
sobre un “núcleo duro de chicos que todos co-
nocen, y que la pasan entrando y saliendo de las 
instituciones”, como afirma en una entrevista re-
ciente la coordinadora de la “Unidad Funcional de 
Letrados” creada en el marco de la Ley de Salud 
Mental (26.657/10)19. 

Por último, cabe mencionar, una modificación nor-
mativa que se deriva de la sanción de la Ley Inte-
gral de Seguridad Pública de la Ciudad de Buenos 
Aires (5688/16), que en su artículo 85 establece 
que “en ningún caso el personal de la Policía de 
la Ciudad, en el marco de las acciones y activida-
des propias de sus misiones y funciones, puede 
(...) Alojar niños y adolescentes, menores de die-
ciocho años, en comisarías”, que el GCBA debe 
“organizar y mantener instituciones específicas 
y especializadas como dispositivo de alojamien-
to para personas menores de dieciocho años” y 
que “en todos los casos de detención de niños 
y adolescentes se dará inmediata intervención al 
CDNNYA”. 

Reconfiguraciones en materia
de seguridad pública

El período reciente ha sido rico en modificaciones 
institucionales atenientes a los dispositivos admi-
nistrativos y penales de gobierno de los/as NNyA 
en conflicto con la ley penal en la CABA, también 
esta jurisdicción ha experimentado una serie de 
cambios institucionales y operativos muy signi-
ficativos en cuanto al despliegue de fuerzas de 
seguridad y los programas públicos de seguridad. 

En primer lugar, cabe mencionar, la transferencia 
de todas las funciones y facultades de seguridad 
en materias no federales, así como de una gran 
cantidad del personal y los recursos materiales 
de la Policía Federal Argentina (PFA) al GCBA y 
la creación de una nueva fuerza de seguridad, la 
Policía de la Ciudad, a partir de la integración de 
dichos efectivos transferidos y los de la “Policía 

18. Resolución 217-CDNYA-2018.

19. Testimonios similares se han obtenido en entrevistas con la Comisión de Seguimiento y Tratamiento institucional de la DGN, con 
los propios referentes del DYAT y en el Hospital Monovalente Infanto -juvenil Tobar García. Proyecto Salud Mental y prácticas punitivas. 
Guemureman 2013-2016.
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Metropolitana”. Este hecho, significó la culminación 
de un largo proceso de transición. Proceso que co-
menzó con la reforma constitucional de 1994, que 
otorgó a la Ciudad de Buenos Aires autonomía. 
Fue luego postergado por la llamada “Ley Cafiero”, 
(24.588) de 1995, que postulaba que el Gobierno 
nacional seguiría ejerciendo en la Ciudad de Bue-
nos Aires “su competencia en materia de seguridad 
y protección de las personas y bienes”, y que la 
Ciudad no podría crear organismos de seguridad 
“sin autorización del Congreso de la Nación”. 

En 2007, con el triunfo de Mauricio Macri en las 
elecciones para jefe de gobierno -que había teni-
do a la creación de la policía propia como uno de 
los temas centrales de las disputas entre candida-
tos (Ríos, 2015) pareció haberse vuelto a poner en 
marcha, con la sanción de la ley 26.288/07, que 
habilitaba legalmente a la Ciudad de Buenos Aires 
a crear su propia policía. Sin embargo, dicha ley 
no establecía una transferencia con recursos de la 
PFA. En octubre de 2008 la Legislatura de la Ciu-
dad sancionó la Ley 2.894 de Seguridad Pública, 
creando así una nueva fuerza: la Policía Metro-
politana20. Esta situación de ambigüedad generó 
una situación bastante inédita en la Argentina: 
dos policías, tenían jurisdicción sobre el mismo 
territorio. Entre el 2009 y el 2016, la Policía Me-
tropolitana y la PFA “compartieron” (más bien se 
podría decir, compitieron por) la jurisdicción en la 
Ciudad, estando habilitada la primera únicamente 
a intervenir ante denuncias por contravenciones, 
faltas y algunos delitos transferidos desde la Jus-
ticia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad (y 
en el resto de los delitos, solo en situación de 
flagrancia). 

Esta dualidad se veía a su vez agravada por la 
existencia de importantes despliegues de fuerzas 
de seguridad federales en el territorio porteño 
desde el año 2011. Vale hacer un breve raconto 
respecto de la presencia de fuerzas de seguridad 
federales en el territorio de la Ciudad. Como afir-
man los investigadores del GESPyDH “el territorio 

con mayor cantidad de planes de seguridad y ma-
yor inversión de recursos por parte del Gobierno Na-
cional es la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. So-
lamente durante el período 2010-2013, se lanzaron 
nueve planes de seguridad que afectaron a la CABA. 
De estos nueve, cuatro eran exclusivamente para la 
ciudad (…) (GESPyDH, 2016:63). La política de “se-
guridad” se sostenía en el incremento de la cantidad 
de efectivos policiales a partir de la incorporación de 
fuerzas de seguridad militarizadas. Particularmente 
sostenidos en el tiempo han sido los despliegues 
de Prefectura Naval y Gendarmería. Dos fuerzas de 
seguridad federales con características militares que 
pese a tener por funciones legalmente definidas la 
seguridad de aguas navegables (Ley 18.398/69) y 
de zonas fronterizas (Ley 19.349/71), vienen siendo 
utilizadas por el Estado nacional en cada vez más 
funciones de seguridad interior desde la década 
1990 en adelante (Escolar, 2017). Una de esas nue-
vas competencias son los operativos de fuerzas de 
seguridad federales en zonas pobres. El primer ante-
cedente de despliegues policiales en barrios pobres 
se remonta a noviembre de 2003, con el “Plan de 
Protección Integral de Barrios” en tres localizaciones 
del conurbano bonaerense (Sánchez, 2008). 

Entre 2010 y 2011 no obstante, se produciría, (con 
posterioridad a la creación del Ministerio de Segu-
ridad de la Nación), un salto cuantitativo y cualitativo 
en este tipo de despliegues. Primero, en diciembre de 
2010 con el “Operativo Centinela”: (6000 gendarmes 
en distintos puntos del conurbano bonaerense). Y, 
luego, en julio de 2011, el “Operativo Cinturón Sur”, 
que implicó el despliegue de 1250 gendarmes y 1250 
prefectos en las comunas 4, 7 y 8 del sur de CABA. 
Posteriormente, el operativo fue reforzado con 300 
gendarmes más Este operativo, poseía una caracte-
rística que lo diferenciaba por completo de desplie-
gues similares en otras provincias. La Gendarmería 
y la Prefectura no actuaban en “concurrencia” con la 
PFA, sino que por mandato vinculante y taxativo del 
decreto que le dio inicio (864/11), en las zonas en las 
que fue desplegada, la reemplazaban en casi todas 
sus competencias (exceptuando algunas funciones 

20. Según afirman MacColman y Giormenti Moravec (2019), la Policía Metropolitana comenzó a funcionar menos de 500 agentes, pero en el 
momento de su reciente disolución, llegó a tener más de 6.000, la mayoría de ellos provenientes de otras fuerzas de seguridad, en especial, 
de la PFA y la Policía Bonaerense (Banco Interamericano de Desarrollo, 2013). El área de Investigaciones de la Policía Metropolitana actuaba 
en todo el territorio de CABA, pero las tareas de “prevención del delito” y patrullaje estuvieron fuertemente concentradas en las comunas 
4 (La Boca, Barracas, Parque Patricios y Nueva Pompeya), 12 (Villa Pueyrredón, Villa Urquiza, Coghlan y Saavedra) y 15 (Villa Ortúzar, Parque 
Chas, Agronomía, La Paternal, Chacarita y Villa Crespo), y en las estaciones de subterráneo.   
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administrativas y de auxilio a la justicia). Inicialmente, 
los gendarmes y prefectos se desplegaban por toda 
la zona sur, sin distinguir, en principio, entre villas/
asentamientos y barrios formales. 

Esta dualidad comenzó a zanjarse con el triunfo 
de Mauricio Macri en las elecciones presidenciales 
de 2015. En primer lugar, en relación a la PFA 
y la Metropolitana, en enero del 2016, Mauricio 
Macri y su ex Jefe de Gabinete y flamante jefe de 
Gobierno, Horacio Rodríguez Larreta, firmaron el 
“Convenio de Transferencia Progresiva a la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires de Facultades y 
Funciones de Seguridad”. Mediante este acuerdo, 
que fue luego ratificado por el Congreso y la Le-
gislatura de la CABA, la Nación se comprometió 
a transferir al GCBA “la totalidad del personal, 
organismos, funciones, competencias, servicios y 
bienes, tanto materiales (muebles e inmuebles) 
como inmateriales (sistemas informáticos, de se-
guimiento y/o de comunicación)” vinculados a las 
funciones de seguridad en materia no federal.21 La 
Superintendencia de Seguridad Metropolitana es 
el área transferida más significativa. Incluye entre 
otras dependencias, a las 52 comisarías empla-
zadas en el territorio de la Ciudad, así como al 
“Cuerpo de Prevención Barrial”, desplegado en 

las villas 31/31 bis, 21-24, Villa 15 y Ciudad Ocul-
ta (Basualdo, 2012). Además, por el DNU 194/16, 
se elevó el porcentaje de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires en el esquema de coparticipación de 
recursos del 1,4 al 3,75 por ciento. Se trata de una 
de las mayores transferencias de recursos desde 
Nación a una jurisdicción en la historia reciente de 
la Argentina, destinada exclusivamente a sostener 
los gastos de la nueva policía. En noviembre de 
2016, la Legislatura de la Ciudad sancionó la Ley 
5.688 que crea formalmente a la Policía de la Ciu-
dad como uno de los componentes del “Sistema 
de Seguridad Público”. En el marco de dicho “sis-
tema”, se multiplicaron además otros elementos 
de vigilancia, especialmente, las cámaras de video 
en el transporte y la vía pública, monitoreadas por 
personal civil (alrededor de 200 personas)22. 

En relación a los despliegues de fuerzas federa-
les, cada vez más, y especialmente en los últimos 
años, la dualidad de funciones con relación a la 
policía jurisdiccional se ha ido resolviendo a partir 
de un recorte cada vez más acotado del ámbito 
geográfico de intervención de estas fuerzas, des-
de toda la zona sur, hacia territorios cada vez más 
nítidamente demarcados: las villas, asentamien-
tos y otras formas de hábitat popular. 

21.  Según Ríos (2016), dicha transferencia conlleva un traspaso de recursos sumamente significativo. No solo se transfieren entre 17.000 y 
19.000 efectivos, sino que se hace referencia explícita a la “totalidad del personal, organismos, funciones, competencias, servicios y bienes, 
tanto materiales (muebles e inmuebles) como inmateriales (sistemas informáticos, de seguimiento y/o decomunicación)”. 

22. https://www.buenosaires.gob.ar/compromisos/noticias/un-nuevo-centro-de-monitoreo-para-las-camaras-de-seguridad-de-la-ciudad

Gráfico 1. Cantidad de cámaras de video instaladas en la vía pública y el transporte

Fuente: Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (2019)
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Primero, con el “Operativo Conjuración” (agosto, 
2012) y el “Operativo Zavaleta” (octubre, 2012) de la 
Gendarmería, que fijaban una serie de puestos fijos 
de vigilancia de gendarmes de los “Destacamentos 
Móviles” -los efectivos especializados en disuasión y 
represión de protestas y movilizaciones en el espa-
cio público (Frederic, 2018)-, en “zonas críticas” de 
las villas 1-11-14 y Zavaleta (Zajac, 2018). 

Luego, con el ingreso de la Gendarmería a la mo-
dalidad policial conocida como “Cuerpos Policiales 
de Prevención Barrial” -CPPB. Estos cuerpos, con-
sistían en una división de la PFA, creada especial-
mente para desplegarse en barrios informales. Su 
integración era voluntaria, por oficiales y subofi-
ciales en servicio, quiénes recibían un reentrena-
miento específico. Los cuerpos de la PFA llegaron 
a desplegarse en las villas 21-24, la villa 31 y 31 
bis, “Ciudad Oculta” y la Villa 20 (Pita, Corbelle y 
Brescia, 2019). Sin embargo, luego los CPPB se han 
ido convirtiendo en una modalidad de despliegue 
(“policía barrial”) adoptable por otras fuerzas fe-
derales, e imitado por algunas fuerzas provinciales 
como las provincias de Santa Fe y Córdoba (Cozzi, 
Font y Mistura, 2014; Goldín, 2020). 

Si bien la “letra” de dichos cuerpos postulaba a la 
“cercanía”, la construcción de vínculos de “confian-
za” con las vecinas y vecinos y la actuación para resol-
ver y disuadir conflictos interpersonales, se esperaba 
al mismo tiempo de estos despliegues policiales que 
contribuyeran al «desarrollo de contextos urbanos 
seguros», en el sentido de «garantizar la libre circula-
ción de personas en el espacio público, así como de 
“erradicar la venta de estupefacientes” y “desactivar 
las redes delictivas” (Ministerio de Seguridad, 2012). 
La estrategia para lograr esto era mantener una “pre-
sencia policial” distinta a la que la PFA solía desple-
gar anteriormente en esas zonas. Dicha fuerza, actua-
ba según una estrategia fundamentalmente reactiva, 
basada en la respuesta a llamados o denuncias. Las 
tareas de prevención eran secundarias, y se ejecuta-
ban principalmente según un esquema de “paradas 
de un solo efectivo (Frederic, 2014).

Según numerosos testimonios cualitativos y an-
tecedentes bibliográficos, la PFA no “entraba” a 
las villas más que para hacer cumplir alguna or-
den judicial -allanamientos, detenciones, etc. Los 
CPPB mientras tanto, establecen garitas o pues-
tos de vigilancia fijos en puntos “emblemáticos” 

al interior de los barrios, y poseen un esquema de 
policiamiento caracterizado por las fuerzas como 
“proactivo, que implica patrullajes constantes de 
tres efectivos (“trinomios”) en vehículo o a pie por 
los pasillos de las villas, así como controles vehi-
culares y a peatones por iniciativa propia, sin que 
medien denuncias (Zajac, 2018). 

A comienzos de 2016, según un documento oficial de 
la Gendarmería obtenido en el marco de un trabajo 
de campo etnográfico entre 2016 y 2017 la cantidad 
de gendarmes destinados al OCS seguía siendo si-
milar al comienzo del OCS. Sin embargo, los efecti-
vos se encontraban distribuidos en una variedad de 
localizaciones. Un porcentaje significativo (43,18%), 
se encontraba abocado a custodiar la jurisdicción 
de las comisarías del OCS. Hasta un 19,35%, se en-
contraba abocado a tareas de inteligencia, investiga-
ción judicial, conducción, administración y logística 
del OCS. Otro 15,23% había sido reasignado a otros 
operativos de seguridad en la CABA (en los accesos 
a la Provincia, y en la Terminal de Ómnibus de Reti-
ro). Solo un 22% se desempeñaba en las UPB de las 
villas. (Ver cuadro 1)

Esta tendencia incipiente de enfocar su acción en 
los barrios socialmente vulnerables se aceleraría 
con la llegada de Cambiemos al gobierno a fines 
de 2015. Inicialmente, el anuncio era que la Gen-
darmería y la Prefectura serían retiradas y devuel-
tas a sus jurisdicciones “de origen”. Sin embargo, 
esto nunca ocurrió del todo. Entre 2016 y 2018, y 
especialmente, luego de derogado el decreto del 
864/11 que daba al OCS fuerza de obligación legal 
(mediante otro decreto presidencial, el 66/17), Gen-
darmería y Prefectura fueron paulatinamente reti-
radas delas comisarías del OCS (24,30, 32, 34, 36 
y 52), pero su presencia fue mantenida, ampliada 
e institucionalizada en las villas, en el marco del 
Programa Barrios Seguros-PBS-. Lanzado en abril 
de 2016, el PBS comenzó en la villa 31/31 bis, con 
un espectacular operativo policial, que incluyó 42 
allanamientos simultáneos realizados por 600 efec-
tivos de Policía Federal, y Gendarmería (“Comenzó 
el operativo “Barrios Seguros” con 42 allanamien-
tos y 13 detenciones”, 2016). 

El Programa se presentó como una más de las medi-
das destinadas a cumplir uno de los objetivos princi-
pales del gobierno: “derrotar el narcotráfico” En ese 
mismo marco, se dictaron resoluciones y decretos 
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que otorgaban a las fuerzas armadasa mayores ni-
veles de autonomía, y habilitaban su participación 
eventual en tareas de seguridad interior (Otamendi 
et. al,2018). Posteriormente, el Programa sumó a la 
Prefectura Naval (en septiembre de 201a6), y se fue 
ampliado hacia otros barrios de CABA: los mencio-
nados asentamientos de Villa Soldati (Fátima, Los 
Piletones, etc.), la 1-1-14, la 21-24 y la Villa Zavaleta 
(Ministerio de Seguridad, 2019). 

Reconfiguración de las prácticas 
policiales sobre NNyA en conflicto 
con la ley penal

En el ámbito de políticas hacia la niñez y adoles-
cencia, durante el período se resolvió la disputa ju-
risdiccional en favor de la autonomía de la Ciudad 
lo que implicó procesos de traspasos con mayor o 
menor grado de conflicto, redefinición de competen-

cias, roles, funciones y estructuras. En el marco de 
esas transiciones hubo momentos de yuxtaposición 
y de duplicación de organismos y de funciones. En 
favor de todas las contradicciones, la reconstrucción 
realizada muestra que el proceso estuvo atravesado 
por focos de preocupación e interés común: 

 Resguardo de garantías y derechos de niños y 
adolescentes en situaciones de vulneración de 
derechos, en dos aspectos fundamentales: 
 Restricción de la discrecionalidad policial en 
detenciones, traslados y alojamiento de niños, 
niñas y adolescentes.
 Auditoria de las condiciones de detención apli-
cando protocolos de monitoreo de violencias, 
torturas y malos tratos.
 Articulación del sistema penal con el sistema 
de protección de derechos para abordaje de 
situaciones de conflicto penal en relación a ni-
ños y adolescentes no punibles.

Cuadro 1. Distribución absoluta y porcentual de efectivos de la Gendarmería Nacional Argentina según depen-
dencia. CABA. 2016. 
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Ahora bien, cabe preguntarse ¿Qué implicancias 
concretas tienen y han tenido estas reconfigura-
ciones institucionales en las tecnologías de admi-
nistración policial que pesan sobre las niñas, los 
niños y los/as adolescentes?

Tal como se verá en este apartado, estas reformas 
tuvieron un impacto significativo en la cantidad 
de ingresos al CAD, estos distintos cambios nor-
mativos e institucionales produjeron una dismi-
nución significativa y progresiva de ingresos al 
CAD a partir de 2015, aun cuando los no punibles 
siguieron representando porcentualmente una 
proporción elevada. Sin embargo, prosiguiendo 
con nuestras hipótesis de trabajo, creemos que 
las detenciones oficializadas son solo la “punta 
del iceberg” de lo que sucede, y no es difícil 
suponer que, si la detención de menores no pu-
nibles está prohibida, y más aún, severamente 
observada, sean las prácticas policiales las que 
se reconfiguren en torno a la prohibición. Ningu-
no de nosotros puede alegar la ingenuidad de 
afirmar que lo que está prohibido sencillamente, 
no se hace. Todo lo que prohíbe, permite, cerce-
na, por un lado, pero habilita por otro (Foucault, 
1976). 

De tal forma, nos dedicaremos a enumerar y ana-
lizar estas nuevas prácticas que se habilitan en 
torno a las recientes prohibiciones. Primero, ana-
lizamos los datos sobre detenciones oficializadas, 
la “punta del iceberg” de nuestro objeto de inda-
gación, así como un “proxy” de las continuidades 
y rupturas en la estrategia general que fuerzas 
de seguridad, actores judiciales y efectores de or-
ganismos administrativos de niñez y adolescen-
cia terminan configurando para gestionar a las y 
los NNyA de sectores más vulnerables. Y luego, a 
partir de datos cualitativos, intentaremos formu-
lar una interpretación de qué ha ocurrido con el 
restante “90%”, invisible a los registros oficiales. 

Aprehensiones y traslados al CAD

En este primer apartado nos basamos en el aná-
lisis de datos cuantitativos procedentes de fuen-
tes cuantitativas secundarias proporcionadas por 
el Área de Estadísticas de la DGRPJ de CABA para 
dar cuenta de cómo han ido evolucionando cuan-
titativa y cualitativamente los ingresos al CAD. 

Hemos podido reconstruir al respecto de los ingre-
sos al CAD una serie que va de 2013 a 2019. Lo 
primero que se verifica viendo el gráfico 1 sobre 
ingresos al CAD es que se registra una tendencia 
a la baja durante el período, aunque con algunos 
matices. Primero, una suba entre 2013 y 2014, que 
coincide con un momento de gran auge punitivo 
en el discurso social y político. El triunfo electoral 
en las elecciones de medio término de 2013 de 
Sergio Massa (quien logró imponerse con una 
agenda enfocada en la seguridad y el reclamo 
por el endurecimiento de castigo), el auge de 
los casos de linchamiento a jóvenes acusados 
de delinquir (Gamallo, 2017), un discurso más 
favorable a las medidas de corte punitivo por 
parte del gobierno de Cristina Fernández de Kir-
chner -que coincidió con la salida de Nilda Garré 
del Ministerio de Seguridad y el ascenso mediá-
tico de Sergio Berni. 

Entre 2014 y 2015, esta suba se revierte. Esta pue-
de estar motivada o asociada a diversos factores 
institucionales y políticos que actuaron como con-
trapeso. Fundamentalmente, la creación del pro-
grama ATAJO (resolución PGN 1316/14), que po-
tenció el acceso a la justicia en barrios populares 
(junto con acciones de capacitación e información 
a la población y en especial a las y los jóvenes 
sobre sus derechos y garantías), y las menciona-
das modificaciones normativas de fines de 2014 
y principios de 2015 (resolución 906/14 del Mi-
nisterio de Seguridad, y resolución 313/15 de la 
SENNAF), En este sentido, tal como describiremos 
en el apartado siguiente, no es que la violencia 
policial disminuya, sino que comienza un proceso 
de mutación hacia formas más disimuladas y disi-
mulables, evitando en muchos casos el traslado, 
y recurriendo al ejercicio de la violencia punitiva 
de baja y media intensidad lesiva directamente en 
el propio territorio. 

Con la llegada al gobierno de Mauricio Macri, el 
nuevo impulso en el discurso público a la violencia 
punitiva (estatal y no estatal) y el lanzamiento del 
“Programa Barrios Seguros”, este número vuelve 
a crecer, regresando la cifra a valores próximos a 
los de 2013/2014. En adelante, sin embargo (2016-
2018) los cambios institucionales antes reseñados 
(la transferencia de dispositivos penales para NNyA 
al ámbito del CDDNYA y la transferencia de la Poli-
cía de la Ciudad), impulsaron una nueva baja. Es de 
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Gráfico 2. Ingresos al CAD según punibilidad. CABA. 2013-2019

Gráfico 3. Ingresantes al CAD según intervalos de edad. CABA. 2013-2019.

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas.

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 

remarcar como en todo este período, aun cuando 
la baja “entre puntas” de casos de ingresos al CAD 
de NNyA no punibles es de un 16,92%, la propor-

ción de niños, niñas y adolescentes no punibles 
tiende siempre a mantenerse en una proporción 
estable (entre 35% y 40% de los casos). 

En cuanto a la composición sociodemográfica de la 
muestra (incluyendo el análisis más detallado de 
los grupos de edad), se observa una baja propor-

ción tanto de NNyA mayores de 18 años (4%) y me-
nores de 14 (6%). El sexo es predominantemente 
masculino, y el origen nacional, argentino. 
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Gráfico 4. Ingresantes al CAD según sexo. CABA. 2013-2019. 

Gráfico 5. Ingresantes al CAD según nacionalidad. CABA. 2013-2019

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 

Al analizar los ingresos por fuerza de seguridad, 
se confirma que la reducción de ingresos se da so-
bre todo para la Policía de la Ciudad23. Esta fuerza 
registra entre puntas un descenso de 18,71%. Di-
cho descenso es más notorio entre 2016 y 2018. 
Sin embargo, es interesante observar que pasa en 
las comisarías en las que dicha fuerza fue recupe-

rando el control desde enero de 2017. En estos 
barrios, aumenta la cantidad de detenciones en 
todo el período (entre puntas, el doble que en 
2013). Este dato es particularmente relevante para 
apoyar nuestra hipótesis enunciada en el aparta-
do anterior: el incremento de la vigilancia policial 
de las y los NNyA directamente en los territorios 

23. Se contabilizan en este caso como “Policía de la Ciudad” a las detenciones pertenecientes a la Policía Metropolitana.



GUEMUREMAN - ZAJAC  - Reconfiguración del gobierno de la niñez y adolescencia en riesgo

165

más pobres de la Ciudad, y la división de roles y 
las estrategias de gobierno policial diferenciales 
entre Gendarmería/Prefectura y la Policía de la 
Ciudad. 

La Gendarmería y la Prefectura, mantienen de 
forma estable su nivel relativamente más bajo 
de detenciones, a pesar de haber acotado el 
alcance geográfico de su despliegue (de toda la 
zona sur a únicamente las villas). Algunos mati-
ces en relación con este último emergente. Los 
aumentos más significativos de casos ocurren 
2013-2014 y 2017-2018, coincidiendo con el des-
embarco de los CPPB de Gendarmería y de la y 
llegada de la Prefectura en el marco del PBS, en 
las villas Zavaleta, 21-24, Cildañez y Barrio INTA 
(“Lucha contra el narcomenudeo: Prefectura de-
comisó más de 5.300 dosis de estupefacientes”, 
2019). 

Analizando los ingresos por tipo de delito (decla-
rado por la fuerza de seguridad al momento de 
ingresar al CAD), se observa un predominio casi 
absoluto de los delitos contra la propiedad, en es-
pecial de los robos. Sin embargo, es este mismo 
tipo de delitos el que muestra mayor dinamismo. 
Los delitos más violentos (distintas variantes de 
robos agravados y delitos contra la integridad fí-

sica y sexual), contrario a los argumentos para 
exigir una baja de la edad de imputabilidad, se 
muestran estables o cada vez más bajos. 

Veamos que ocurre con los delitos contra la ley 
de drogas, y con los ingresos justificados en una 
serie de figuras procesales (“averiguación de ilíci-
to”) y supuestos delitos (“atentado y resistencia a 
la autoridad”, “encubrimiento”) típicamente utili-
zadas por la policía (según consta en los testimo-
nios recogidos en entrevistas y trabajo de campo, 
así como en fuentes bibliografías) en los controles 
en vía pública como excusas argüidas para justifi-
car aprehensiones cuando no hay otro delito que 
les permita sostener los arrestos y traslados. 

Figuras que se busca producir mediante provoca-
ciones y reacciones (Fassin, 2016), o basadas en 
la “táctica de la sospecha” modalidad de captura 

utilizada por la policía en la aprehensión de los 
“sospechosos regulares” en los que el incidente 
es ser conocido por la policía (Matza, 1969), o 
bien “procedimientos policiales fraguados” al de-
cir de Eilbaum (2004) en los que la sospecha le-
gitima a posteriori la intervención policial. Figuras 
que, además, permitieron a las fuerzas de segu-
ridad eludir actores judiciales con los que tenían 

Gráfico 6. Ingresos al CAD según institución de procedencia – Zona del Operativo Cinturón Sur. CABA. 2013-2019

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 
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Gráfico 7. Ingresos al CAD según delitos registrados por la fuerza de seguridad. CABA. 2013-2019.

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 

Gráfico 8. Ingresos al CAD según delitos registrados por fuerza de seguridad. CABA. 2013-2019.

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 
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peor relación en beneficio de otros con los que 
mantienen un diálogo más fluido (especialmente, 
la Justicia Nacional y Federal, en detrimento del 
Poder Judicial de la CABA). Estas últimas muestran 
dos etapas de crecimiento: 2013-2014 (año en que 
se crearon las mencionadas Unidades de Preven-
ción Barrial de Gendarmería en las villas del sur 
de CABA), y 2015-2018 (expansión y consolidación 
del Programa Barrios Seguros), y una muy fuerte 
caída en 2019. 

Por último, en el cruce entre el indicador de insti-
tución de procedencia y delito del siguiente cua-
dro, se observa cómo existe esa clara división 
de zonas y de roles a la que hacíamos referen-
cia en al apartado anterior. Mientras que Policía 
de la Ciudad muestra un policiamiento de tipo 

más reactivo, ocupándose primariamente de de-
nuncias por delitos contra la propiedad (en un 
73,9%), en la zona sur, tanto las comisarías de 
la Policía de la Ciudad de la zona, como la Pre-
fectura, y especialmente, la Gendarmería, mues-
tran una proporción mayor de figuras asociadas 
a la gestión “proactiva” del territorio. Tanto las 
detenciones por motivos vinculados a la ley de 
drogas, como caso en los que, sin existencia 
clara de delitos, las fuerzas intentan justificar el 
traslado al CAD a partir de figuras como “encu-
brimiento”, “averiguación de ilícito”, “atentado 
y resistencia a la autoridad”. Este dato es un 
indicador valioso no solo por sí mismo, sino 
como “proxy” del tipo de policiamiento en esta 
zona de la Ciudad, que analizamos en la sección 
siguiente. (Ver cuadro 2) 

Cuadro 2. Ingresos al CAD según tipo de delito y fuerza de seguridad interviniente. Datos agregados 2013-2019. 

Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por CDNYA - DRPJ Área Estadísticas. 
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Lo que sucede en territorio:
el otro 90%

Como ya hemos anticipado, sabemos, que la evo-
lución de los traslados al CAD es apenas la pun-
ta del iceberg de la administración policial sobre 
NNyA. ¿Qué ocurre con aquellos de NNyA que son 
“tocados” por las fuerzas de seguridad, sin que 
quede de estos contactos registros burocráticos? 
Creemos poder realizar, aunque sea una inferencia 
de lo que ocurre en relación a los miles de NNyA de 
sectores populares que sufren algún tipo de inter-
vención de las fuerzas de seguridad en sus propios 
barrios, sin que quede de esos procedimientos nin-
gún registro. Esta informalidad da cuenta de un 
tipo de policiamiento característico de los operati-
vos de fuerzas federales, que como ya hemos men-
cionado se han ido focalizando cada vez más sobre 
las zonas más pobres de la Ciudad. 

Según se desprende del análisis de investigacio-
nes propias (Zajac, 2018; Zajac, 2020)24 y trabajos 
cualitativos y cuantitativos de otros investiga-
dores (Perelman y Tufró, 2015; GESPyDH, 2016; 
Cavanna, 2017; Gentile, 2017; Pita, Corbelle y 
Brescia, 2019),, estos operativos, se caracterizan 
por una lógica de intervención militarizada de 
“pacificación” (Neocleous, 2016), cuyo sentido es 
obtener la “sumisión pacífica” de los territorios 
ocupados, el “disciplinamiento” de los mismos, 
y que alterna entre dos “fases” o “etapas” suce-
sivas, que se relanzan cada cierto tiempo. En un 
momento inicial (y en ocasiones, en sucesivos 
“relanzamientos” de estos operativos), las fuer-
zas desembarcan en los barrios con órdenes de 
“pisar fuerte”. Esto supone el despliegue de una 
gran intensidad de efectivos, quienes llevan ade-
lante tácticas como allanamientos (coordinados 
con el poder judicial, pero plagados de irregula-
ridades procesales), controles masivos en los al-
rededores y en el interior de los propios barrios 
e imponen en muchos casos, una suerte de “to-
que de queda”. En ocasiones, esa estrategia de 

intensidad punitiva muy alta se va agotando por 
diversos motivos. Entre otros caben mencionar: 

1. La disminución del personal disponible, por su 
retiro hacia otras jurisdicciones, licencias por 
enfermedad o maternidad sin reemplazo, etc. 

2. El temor a recibir sanciones que trunquen tra-
yectorias profesionales, en fuerzas que siguen 
concibiendo al despliegue en el AMBA como 
un destino provisorio, siempre pronto a termi-
narse. 

3. La pérdida del miedo por parte de la propia 
población, que se plasma en acciones de resis-
tencia individual y colectiva (muchas veces, en 
forma de estallidos violentos) 

4. Cambios normativos o políticos-coyunturales, 
que pueden en muchos casos desalentar a los 
efectivos a realizar controles y/o detenciones. 
Cobra mayor centralidad en estos una estra-
tegia policial, con un despliegue de técnicas 
de menor intensidad punitiva, pero mucho más 
porosa territorialmente. Pedidos de documen-
to constantes, amenazas, cacheos y requisas 
agresivas en busca, principalmente, de droga 
en pequeñas cantidades, agresión verbal y psi-
cológica popularmente conocidas como “verdu-
gueo”, y en algunos casos, una violencia física 
“reafirmativa” (que no se condice con ningún 
objetivo de aprehensión ni prevención de otros 
riesgos) y en muchos casos, aprehensiones y 
retención informal de NNyA en las garitas de 
seguridad son algunas de las modalidades del 
accionar policial en los territorios. 

Estas modalidades se inscriben en la reafirma-
ción del dominio, del “capital violento” que 
poseen las fuerzas de seguridad en su capa-
cidad de uso de la fuerza arbitraria y discre-
cional (Procuración Penitenciaria de la Nación, 
2015:440). 

24. Al respecto, cabe mencionar la participación del OAJ que integramos en el proyecto “Registro de Casos de Violencia Institucional” de 
UNICEF y Defensa de Niños Internacional-DNI- (junio 2019 a junio 2020).A los efectos de este artículo interesan los casos analizados en dicho 
trabajo en las villas Ramón Carrillo y Zavaleta.
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Se trata de una estrategia policial de gestión de 
las/os niñas, adolescentes y jóvenes socialmente 
vulnerables, en sus propios territorios. Se ha ido 
produciendo en este sentido una división de roles 
con la Policía de la Ciudad. Esta última, gobierna 
en los barrios formales, mayormente de sectores 
medios, capturando, deteniendo y trasladando a 
las/os NNyA en conflicto con la ley penal lejos 
de sus zonas de residencia, cuando son acusados 
de cometer algún ilícito, principalmente contra la 
propiedad. Mientras que gendarmes y prefectos, 
se dedican a gobernar a los jóvenes en sus mis-
mos barrios. En las investigaciones previas que 
hemos realizado con los propios gendarmes, es-
tos se quejan de que detener NNyA, especialmen-
te si son no punibles o menores de edad, “no 
sirve para nada” porque la justicia y los órganos 
administrativos con los que deben lidiar “los tra-
tan como bebés” (Zajac, 2018). Los gendarmes y 
prefectos controlan entonces de manera “proac-
tiva”, persiguiendo en muchos casos actitudes, 
prácticas y formas vinculados a su identidad, sus 
consumos, o estilos de vida. 

Modalidad de gobierno policial sobre las y los 
jóvenes, caracterizada además por una extrema 
informalidad, cuyo correlato es la producción casi 
nula de registros burocráticos al respecto, que al-
gunos investigadores han dado en llamar como 
“hostigamiento” (Pita, Corbelle y Brescia, 2019), 
y que recuerda aquello que Didier Fassin concep-
tualiza en su trabajo sobre las periferias parisi-
nas como una “rutina mortificante”, una auténtica 
“educación física” mediante la cual las fuerzas de 
seguridad, buscan que los jóvenes de los barrios 
interioricen su lugar dominado en un orden social 
injusto, su relación de subordinación con respecto 
a las agencias del Estado (Fassin 2016,104). 

Conclusiones 

En este artículo nos hemos propuesto describir y 
analizar precisamente qué es lo que ha ocurrido 
con el primer eslabón de la cadena punitiva que 
se cierne sobre los/as NNyA en conflicto con la ley 

penal, es decir, el eslabón policial y administrati-
vo en CABA, entre 2011 y 2020. 

En relación a los cambios normativos e institucio-
nales que han tenido lugar tanto en la adminis-
tración de la infancia y adolescencia en conflicto 
con la ley penal en CABA la legislación penal 
juvenil dirigida a sancionar los delitos cometidos 
por los adolescentes no se ha actualizado y per-
siste la vigencia del vetusto régimen penal de la 
minoridad. 

Todos los intentos de reforma en pos de instau-
rar un régimen de responsabilización penal juvenil 
con una justicia especializada y que contemple un 
amplio abanico de medidas alternativas al proceso 
penal, un espectro variopinto de medidas socioe-
ducativas alternativas a la privación de la libertad, 
incorporación de modalidades restaurativas en la 
resolución de conflictos, no han logrado ser con-
sagrados a partir de la sanción de una nueva ley. 
El último gran fracaso tiene fecha reciente: 2019, 
cuando el poder ejecutivo entonces gobernante, 
envió un Proyecto de ley al Congreso Nacional25 
con el objeto de ser discutido. El Proyecto activó la 
discusión en plenario de comisiones de Legislación 
Penal, de Niñez, Mujer y Familia y de Presupuesto. 

Las audiencias realizadas durante los meses de 
abril y mayo mostraron un fracaso rotundo de la 
iniciativa oficial que cosechó críticas implacables 
por ser regresivo, bajar la edad de punibilidad a 
los 15 años y establecer topes de pena altísimos, 
que “excepto la prisión perpetua”, habilitaban el 
dictado de condenas muy gravosas (Observato-
rio, 2019)26 . El proyecto hizo mérito para fracasar 
en forma estrepitosa y así, sin siquiera dialogar 
con los otros proyectos que tenían trámite parla-
mentario, naufragó sucumbido por una dinámica 
política electoral que prácticamente anuló la labor 
parlamentaria del año. 

Así las cosas, en materia penal juvenil, podríamos 
concluir que fue una década legislativa perdida, 
y sin dudas, es esa una conclusión certera. Pero, 
una mirada más atenta, nos alerta a mirar todas 

25. Mensaje N° 0053/19 y Proyecto De Ley, de fecha 1 de Marzo de 2019 por el cual se modifica el denominado Régimen Penal de la 
Minoridad yse establece un Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil.  (0001-PE-2019).

26. Desde el OAJ participamos en las audiencias en el Congreso. Puede consultarse en https://bit.ly/3hpdkL0yhttps://bit.ly/2EhcPEm. La 
posición del Observatorio quedó plasmada en  Guemureman y Salgado (2019). 
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las reconfiguraciones institucionales y normativas 
de rango jurisdiccional que cambiaron la cartogra-
fía del control social, territorial y securitario de la 
población vulnerada. , sobre todo en lo que atañe 
a la circulación por el espacio público y a la accio-
nar de las fuerzas de seguridad.

En cuanto a los cambios en materia de seguridad, 
dimos cuenta del proceso por medio del cual se 
ha puesto fin a la yuxtaposición de competencias 
en materia de seguridad pública en la CABA, que 
implicó la transferencia (con recursos presupuesta-
rios incluidos) de gran parte de la PFA al GCBA, la 
creación de la “Policía de la Ciudad”, y el aumen-
to sostenido del número de efectivos para tareas 
de “prevención del delito”, y de otros recursos los 
dispositivos de video vigilancia y el reconocimiento 
facial. También, la distribución de roles y compe-
tencias cada vez más nítida entre las fuerzas de 
seguridad locales y federales, siendo estas últimas 
las elegidas para controlar a los barrios populares. 

El análisis de datos cuantitativos y cualitativos, 
muestra como esos cambios institucionales se 
plasman en tipos de policiamiento claramente dife-
renciables en la geografía de la Ciudad. La baja en 
la cantidad de aprehensiones y traslados al CAD se 
da principalmente en los barrios de clase media y 
las zonas céntricas. Los barrios de la zona sur, por 
el contrario, muestran un aumento en las aprehen-

siones, que, además, no da cuenta de todas las vio-
lencias padecidas por las/os NNyA que allí habitan. 
Muchos y muchas, sufren cotidianamente violencias 
estatales por parte de las fuerzas de seguridad, sin 
que quede de este continuo “disciplinamiento” de 
baja intensidad, ningún registro burocrático que per-
mita constatarlo y cuantificar su evolución. 

En definitiva, y como afirmábamos al comienzo 
del artículo, todo ha cambiado, menos la ley del 
Régimen Penal de la Minoridad. En los hechos, 
mientras los intentos de reforma siguen fracasan-
do uno tras otro, hay un nuevo régimen de admi-
nistración de niños, niñas y adolescentes. Hemos 
mostrado como ese nuevo régimen se apoya de 
manera creciente en una administración policial 
extremadamente opaca e informal. 

Quedan abiertas varias preguntas para seguir abor-
dando ¿Cómo ha variado el régimen de administra-
ción policial de NNyA en el marco de la pandemia? 
¿Qué ocurre con los dispositivos de encierro? ¿Cuál 
es el carácter y funcionamiento concreto de “medi-
das alternativas” como el PAIAS y el DYAT? ¿Fun-
cionan como un reemplazo de las soluciones pu-
nitivas, o como afirma Stanley Cohen (1979) como 
adición en vez de sustitución, superposición de es-
trategias de control que se adicionan, en lugar de 
sustituirse? En futuros trabajos, buscaremos dar 
respuesta a estos interrogantes. 
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Reseña de libro

El libro coordinado por Laura Pautassi reúne ar-
tículos derivados del proyecto de investigación 
“Políticas públicas en contexto de marginaciones 
sociales. Una aproximación al análisis de las ca-
pacidades estatales y la equidad de género en la 
región metropolitana”, que se llevó a cabo en la 
región metropolitana de Buenos Aires durante el 
período 2003-2018. Esta investigación se propuso 
analizar la provisión pública de servicios y progra-
mas sobre las marginaciones sociales en torno a 
una vida libre de violencia para las mujeres. En 
otras palabras: se analizaron las respuestas ins-
titucionales desplegadas desde el Estado en los 
contextos de desigualdad de determinados terri-
torios.

Organizado en una introducción y siete capítulos, 
el libro aborda discusiones teóricas referidas a las 
capacidades estatales, la distribución social del 
cuidado, la movilidad urbana y la violencia de gé-
nero. Las técnicas metodológicas utilizadas inclu-
yen diversas combinaciones cuantitativas y cua-
litativas, tales como entrevistas en profundidad, 
observación participante, revisión de normativas y 
fuentes documentales, pedidos de informes y aná-
lisis de encuestas, recurriendo a fuentes primarias 
y secundarias.

En la introducción, Laura Pautassi presenta las 
características centrales del proyecto de investi-
gación que dio origen a esta obra, así como de 
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los actores académicos, políticos e instituciona-
les que posibilitaron su despliegue y potenciación 
dialéctica. A su vez, da cuenta de la estructura 
interna del libro y de los numerosos esfuerzos 
de articulación interinstitucional realizados por el 
equipo de trabajo en aras de incidir en los proce-
sos de políticas públicas vinculados a las temáti-
cas en análisis.

En el primer capítulo, Gustavo Gamallo comien-
za por conceptualizar las “brechas de bienestar” 
en clave territorial y las sitúa a partir del estudio 
de las políticas sociales nacionales en el conurba-
no bonaerense, en el período comprendido entre 
2003 y 2015. El autor aborda la desigualdad ma-
terial en las condiciones de habitabilidad en dicho 
territorio e identifica desajustes y conflictos entre 
las competencias administrativas, las realidades 
urbanas, los procesos político institucionales, las 
consideraciones económico productivas, el trabajo, 
la producción de la ciudad y la vida cotidiana. 

Las condiciones de accesibilidad y movilidad a cen-
tros educativos en el Área Metropolitana de Buenos 
Aires son el principal objeto de análisis del capítulo 
de Natalia Neri, Carla Galeota, Lucila Capelli y Julián 
Bertranou. Es así que exploran la movilidad de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes por motivos educativos, 
a partir de patrones de movilidad que posibilita 
extraer la Encuesta de Movilidad Domiciliaria de la 
Secretaría de Transporte de la Nación (2009-10). Se 
identifica una clara sobrerepresentación de mujeres 
en el patrón de viajes, lo que está directamenta 
relacionado con sus responsabilidades de cuidado 
y su incidencia en la movilidad cotidiana. Por ello, 
en el artículo se recomienda la promoción de polí-
ticas públicas que equiparen las responsabilidades 
de cuidado entre varones y mujeres, así como la 
incorporación del cuidado en el estudio y abordaje 
de las movilidades urbanas. 

En el tercer capítulo, Laura Pautassi recorre la pro-
ducción teórica reciente en torno al cuidado como 
un derecho, al tiempo que repasa las regulaciones 
y políticas concretas implementadas en algunos 
países de América Latina. La autora tematiza al 
ámbito local como un ámbito que genera divisio-
nes altamente inequitativas, debido a las tensio-
nes entre el alcance de las obligaciones respecto 
al cuidado, las jurisdicciones involucradas y las 
fronteras entre lo privado/público. Los hallazgos 

de esta indagación confluyen en la propuesta de 
una agenda pública que consolide políticas trans-
formadoras de las inequidades en la organización 
social del cuidado en la región.

Pilar Arcidiácono y Ángeles Bermúdez presentan 
en el capítulo siguiente un análisis de las contra-
prestaciones establecidas en el Programa “Ellas 
Hacen”, en que se destaca la figura de las coo-
perativas como instancia elegida para cumplirlas. 
Luego de analizar los distintos componentes de 
esta nueva modalidad de “cooperativismo bajo 
programa”, las autoras subrayan la omisión del 
componente de cuidados en el diseño de este pro-
grama, lo cual afecta las oportunidades efectivas 
para las mujeres. Finalmente, analizan la última 
etapa del programa vinculada al cambio de ges-
tión gubernamental de 2015 y su transformación 
hacia el actual “Hacemos Futuro”. Allí identifican 
una tendencia a la priorización de trayectorias 
individuales atravesadas por miradas estereoti-
padas de las mujeres, con contenidos discursivos 
cada vez menos orientados a temáticas como la 
organización comunitaria y la participación so-
cial.

En el quinto capítulo, Andrea Voria continúa el 
análisis del Programa “Ellas Hacen”, esta vez 
planteando una situación paradojal en torno a la 
violencia de género y la cuestión del cuidado. La 
autora señala que, si bien el programa se propu-
so fortalecer la autonomía de mujeres en situa-
ción de violencia de género, se incorporó como 
requisito principal ser madre con tres o más hi-
jos/as y en situación de vulnerabilidad social, lo 
cual no estuvo acompañado de la provisión de 
articulaciones e infraestructuras de cuidado. Así, 
Voria concluye que la incorporación de la cues-
tión del cuidado emerge como una obligación 
estatal ineludible para avanzar en arreglos ins-
titucionales que garanticen la autonomía de las 
mujeres. 

Natalia Gherardi y Lucía Martelotte recorren en el 
sexto capítulo el camino de la implementación de 
la Ley de protección integral para prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
(Ley 26.485 de 2009). Las autoras plantean que 
la implementación de esta ley es todavía defi-
ciente y abordan dos ejes centrales generalmente 
no reconocidos en las sentencias judiciales: i) la 
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violencia en el marco de relaciones de parejas, a 
partir del análisis de las medidas de protección 
ordenadas por la justicia frente a la repetida vul-
neración de las órdenes de restricción de acerca-
miento impuestas a los agresores, ii) y la violencia 
económica contra las mujeres, a partir de medidas 
de reparación que no reconocen el trabajo de cui-
dado no remunerado y profundizan la situación 
de vulnerabilidad de las mujeres. El capítulo iden-
tifica también decisiones judiciales que efectiva-
mente juzgan con perspectiva de género y que, 
aunque son minoritarias, evidencian la posibilidad 
de desarrollar una jurisprudencia que permita dar 
respuestas más integrales.

El libro cierra con el trabajo de Valeria Tallarico 
y Graciela Di Marco, quienes analizan los dispo-
sitivos de albergue para la atención de mujeres 
en situación de violencia en la ciudad de Buenos 

Aires durante el período 2008-2015. Las autoras 
concluyen que las imposibilidades para superar la 
situación de precariedad institucional, los aleja de 
ser un espacio de resguardo y protección para las 
mujeres y sus hijos/as. Esta brecha entre la norma 
y su implementación se traduce en resistencias 
político-ideológicas y en déficits de gestión que 
obstaculizan la superación de las múltiples violen-
cias que padecen las mujeres. 

Los resultados de la investigación compendiada 
en este libro no sólo aportan discusiones de sig-
nificativa relevancia académica, sino que se cons-
tituyen en una valiosa herramienta de trabajo y 
acción para entablar un diálogo permanente entre 
academia, sociedad civil y esferas de decisión pú-
blica, orientado a transformar las condiciones de 
vida de las mujeres desde un enfoque de género 
y de derechos.
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